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INTRODUCCIÓN

1. En sus períodos de sesiones 14.°, 15.° y 16.° la
Comisión aprobó provisionalmente las partes I, II y III
de su proyecto de artículos sobre el derecho de los trata-
dos, que consistían respectivamente en 29 artículos rela-
tivos a la celebración, la entrada en vigor y el registro
de los tratados, 25 artículos relativos a la falta de validez
y a la extinción de los tratados y 19 artículos sobre la

aplicación, los efectos, la modificación y la interpretación
de los tratados.* Al aprobar cada una de estas partes,

* El texto del proyecto de artículos a que este informe se refiere,
figura en el Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962,
vol. II, págs. 186 a 214 para los artículos 1 a 29; en el Anuario de
la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. II, págs. 221 a
225 para los artículos 30 a 32. El texto de cada uno de los artículos
examinados figura en las actas resumidas pertinentes del Anuario
de la Comisión de Derecho Internacional, 1965, vol. I.
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la Comisión decidió, de conformidad con los aitículos
16 y 21 del Estatuto, remitirlas a los gobiernos por con-
ducto del Secretario General para que formularan sus
observaciones.

2. En su 16.° período de sesiones, recordando su deci-
sión de 1958 de que no habría de elaborar el proyecto final
hasta el segundo período de sesiones siguiente a aquel en
que hubiere redactado el primer proyecto, la Comisión ex-
presó la esperanza de que podría disponer de las observa-
ciones de los gobiernos sobre la parte III de su proyecto re-
lativo al derecho de los tratados antes de la apertura de su
18.° período de sesiones en 1966. Solicitó también a la
Secretaría que rogase a los gobiernos se sirvieran presen-
tar sus observaciones sobre la parte II en enero de 1965
a más tardar, a fin de que la Comisión pudiera exami-
narlas durante su período de sesiones de 1965. La Comi-
sión declaró además que tenía la intención de concluir
en su 17.° período de sesiones, luego de estudiar las
observaciones recibidas de los gobiernos, la segunda
lectura de la parte I y del mayor número posible de
artículos de la parte II de su pioyecto sobre el derecho
de los tratados.

3. En relación con su nuevo examen del proyecto de
artículos, la Comisión señaló en su 16.° período de sesio-
nes que algunos de los artículos ya aprobados provisio-
nalmente requerían nuevo examen con objeto de lograr
su adecuada coordinación con otros artículos. También
advirtió que si bien la yuxtaposición de algunos asuntos
había sido conveniente para fines de estudio, tal vez no
resultase del todo adecuada en la ordenación definitiva
del proyecto de artículos y que, en consecuencia, acaso
fuese oportuno efectuar algún reajuste en la distribución
de la materia del proyecto entre las diferentes partes y
secciones. Al mismo tiempo la Comisión reconoció que
debía prestarse especial atención a lograr en el proyecto
definitivo la mayor uniformidad de la terminología que
fuese posible.

4. En el mismo período de sesiones la Comisión
decidió que al volver a examinar la parte I se estudiaría
de nuevo la inclusión de un artículo relativo a la cele-
bración de tratados por un Estado en nombre de otro
o por una organización internacional en nombre de un
Estado miembro.

La base del presente informe

5. Al 1.° de marzo de 1965 se habían recibido respues-
tas de treinta y un Gobiernos :

Afganistán Israel
Australia Jamaica
Austria Japón
Birmania Jordania
Camboya Luxemburgo
Canadá Madagascar
Checoslovaquia Malasia
Dinamarca Nigeria
Estados Unidos Países Bajos

de América Paquistán
Finlandia Polonia
Irak Portugal

Reino Unido
República Unida

de Tanzania
Senegal
Siria

Sudán
Suecia
Turquía
Uganda

En algunas de estas respuestas los Gobiernos interesados
se limitaban a declarar que no tenían observaciones que
hacer en la actual etapa de los trabajos sobre el derecho
de los tratados. Pero en casi todas las respuestas figura-
ban propuestas y críticas relativas al fondo o a la redac-
ción de los artículos de la parte I, de la parte II o de
ambas partes del proyecto. Además, el 19 de febrero de
1965 la Secretaría facilitó al Relator Especial pasajes de
las actas de las sesiones de la Sexta Comisión en los
períodos de sesiones decimoséptimo y decimoctavo de la
Asamblea General, en las que se exponen las observa-
ciones de las delegaciones sobre diversos artículos de la
parte I. La Secretaría ha reunido las observaciones de
los Gobiernos y de las delegaciones antes mencionadas
reproduciéndolas en un documento (A/CN.4/175 y
Add.l)* para que se pueda consultar junto con el pre-
sente informe.

6. El presente informe contiene las observaciones de
los gobiernos y de las delegaciones sobre cada artículo
en particular, así como una introducción en la que se
resumen las opiniones expresadas por los gobiernos con
respecto a la forma general que se ha de dar al proyecto
de artículos. En el texto del informe se indica en cada
caso si las observaciones proceden de la respuesta del
gobierno comunicada por escrito o de la declaración de
la delegación en la Sexta Comisión. El Relator Especial
ha tenido en cuenta todas estas observaciones 1 al exa-
minar de nuevo el proyecto de artículos, aun cuando no
le ha sido posible mencionar cada una de las observa-
ciones en el texto del informe. Un problema que hubo
de abordar el Relator Especial fue el de determinar la
importancia que había de atribuir a la ausencia de obser-
vaciones de un gobierno o a la ausencia de observaciones
sobre un artículo concreto como aprobación implícita de
la posición general adoptada por la Comisión con res-
pecto al tema correspondiente. A este respecto, el Relator
Especial ha hecho todo lo posible por apreciar correcta-
mente la importancia respectiva de los diversos elementos,
incluidas las opiniones anteriormente expresadas en la
propia Comisión, y ha estudiado las propuestas y críticas
de los gobiernos y de las delegaciones con arreglo al
valor que a su juicio tenían en relación con la materia
objeto de los artículos provisionalmente aprobados por
la Comisión.

7. El orden en que la Comisión estudió los diversos
temas del derecho de los tratados en las partes I, II y III
ha determinado necesariamente el orden en que los go-
biernos y las delegaciones han hecho sus observaciones
sobre esos temas. Por consiguiente, en el presente informe
el Relator Especial no puede presentar el proyecto de

* Mimeografiado.
1 Las observaciones del Gobierno de los Países Bajos no se reci-

bieron a tiempo para que el Relator Especial pudiera tenerlas en
cuenta al examinar de nuevo la parte I.
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artículos para que la Comisión lo examine de nuevo en
el orden que a su juicio debería ser el definitivo. Con
respecto al fondo de los temas de que se trata se ha visto
obligado a seguir el orden en que los artículos fueron
aprobados provisionalmente por la Comisión. Por otra,
parte, la ordenación definitiva de los artículos puede
afectar a la forma final de la redacción de ciertos artí-
culos 2 y sería conveniente que antes de finalizar su
próximo período de sesiones la Comisión llegase a una
decisión, aunque fuese provisional, en cuanto a la estruc-
tura y orden finales de los artículos. El Relator Especial
todavía no se ha formado una opinión firme acerca de
la cuestión del orden definitivo, pues la redacción y las
consideraciones lógicas no siempre apuntan a la misma
conclusión en cuanto a la ordenación más conveniente.
Pero con esta reserva, sugiere el siguiente esquema como
posible estructuración definitiva del proyecto de artículos :

Parte I: Disposiciones Generales (el artículo 48 y
quizá uno o dos artículos más podrían pasar a esta
parte). Parte II : Celebración, entrada en vigor y regis-
tro de los tratados. Parte III: Observancia e interpre-
tación de los tratados, constituida por el artículo 30
(posiblemente), el artículo 55 (pacta sunt servanda) y
los artículos 69 a 73. Parte IV: Aplicación de los trata-
dos, formada por los artículos 56 a 64. Parte V:
Invalidez de los tratados. Parte VI : Terminación de los
tratados. Parte VII: Procedimiento para alegar una
causa de nulidad, terminación, retirada o suspensión
de la aplicación de un tratado. Parte VIII : Consecuen-
cias jurídicas de la nulidad, la terminación o la sus-
pensión de la aplicación de los tratados. Parte IX : Mo-
dificación de los tratados.

REVISIÓN DEL PROYECTO DE ARTÍCULOS HABIDA
CUENTA DE LAS OBSERVACIONES DE LOS GOBIERNOS

La forma del proyecto de artículos

A. Anteriores decisiones de la Comisión

En su informe de 1959 3 la Comisión señalaba que sin
perjuicio de las decisiones que pudiera adoptar no había
hasta entonces considerado la posibilidad de que su labor
sobre el derecho de los tratados se concretase en una o
más convenciones internacionales, y que se inclinaba más
bien por la idea de « un código de carácter general ».
Se citaban dos argumentos principales en favor de la
forma de « código » :

« La primera es que parece inadecuado que a un
código sobre el derecho relativo a los tratados se le
dé también la forma de tratado, o mejor dicho, parece
más adecuado que tenga un fundamento independiente.
En segundo lugar, gran parte del derecho relativo a

los tratados es poco apropiada para su formulación en
forma de convención. Este derecho se compone de
declaraciones de principios y normas abstractas que
pueden enunciarse mucho más fácilmente en forma de
código, forma que tiene además la ventaja de hacer
posible que se incluya en el texto del código cierto
número de cuestiones declaratorias y explicativas de
un modo que no sería posible si hubiera que limitarse
a una estricta enunciación de obligaciones. Dicho ma-
terial es de gran utilidad para indicar claramente, en el
propio código, cuáles son los conceptos o las conside-
raciones jurídicas en que están fundadas las diversas
disposiciones.

» Se señalaban también las dificultades que podrían
plantearse si el derecho de los tratados era objeto de
una convención multilateral y algunos Estados no
llegaban a ser partes en ella o, después de haber sido,
la denunciaban. Por otra parte, se reconocía que estas
dificultades se planteaban cada vez que se redactaba
una convención a la que se incorporaban normas de
derecho consuetudinario. »

No obstante en su informe de 1961 4 la Comisión
decidió que la finalidad perseguida era la de « preparar
proyectos de artículos sobre el derecho de los tratados »
que pudieran servir de base para una convención. Me-
diante esta decisión modificó el plan de su labor sobre
derecho de los tratados que en vez de sei una mera expo-
sición del derecho consistiría en la preparación de un
proyecto de artículos que pudiera servir de base para
una convención multilateral. En su informe de 1962 la
Comisión explicó que la habían impulsado a efectuar este
cambio dos consideraciones:

« En primer lugar, un código expositivo, por muy
bien redactado que estuviese, no podría tener, por su
naturaleza, la misma eficacia que una convención para
la consolidación del derecho; y la consolidación del
derecho de los tratados era de particular importancia
en el momento actual en que tantos Estados nuevos
acababan de ingresar en la colectividad internacional.
En segundo lugar, la codificación del derecho de los
tratados mediante una convención multilateral pro-
porcionaría a todos los nuevos Estados una ocasión
para participar directamente, si así lo quisieran, en la
formulación del derecho; y la Comisión estimaba que
la participación de esos Estados en la labor de codifi-
cación era muy conveniente para que el derecho de los
tratados pudiera fundarse en los más amplios y firmes
cimientos » 5.

Al propio tiempo, la Comisión decidió no determinar
todavía si el proyecto de artículo sobre el derecho de los
tratados debía adoptar la forma de un proyecto de con-
vención única o de una serie de convenciones conexas.
De conformidad con esta decisión, la Comisión estruc-
turó el proyecto de artículos en tres partes separadas,

2 Por ejemplo, el orden en que se hallan los artículos sobre la
aplicación, la extinción y la revisión de los tratados puede exigir
ajustes en la redacción de los diversos artículos.

3 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1959, vol. II,
pág. 97.

4 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1961, vol .II,
pág. 142.

5 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962, vol. II,
pág. 184.
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incluidas en sus informes de 1962, 1963 6 y 1964 \ si bien
decidió, por razones de conveniencia, numerar los ar-
tículos de los tres grupos en una sola serie consecutiva.

B. Observaciones de los gobiernos

Austria. El derecho de los tratados es una materia
compleja y difícil de codificar, a pesar de la uniformidad
de los conceptos jurídicos que la sustentan y de la relativa
claridad de las normas de derecho consuetudinario exis-
tentes. No se trata de problemas de derecho sustantivo,
sino de problemas de derecho adjetivo, ya que las normas
que se han de codificar regirán y definirán el procedi-
miento legal mediante el cual se crea una norma de dere-
cho internacional. El Gobierno austríaco prefiere la
opinión expresada por la Comisión en 1959 en el sentido
de que « parece inadecuado que a un código sobre derecho
relativo a los tratados se le dé también la forma de un
tratado ». Considera que es necesario codificar, aclarar,
explicar y desarrollar progresivamente las normas del
derecho de los tratados pero no incorporarlas en un
tratado. Hace observar que el código sería una norma
constitucional que establecería el procedimiento que se
habría de seguir en lo futuro para la creación de una
norma, y por consiguiente, sería una norma de rango
superior, o al menos con precedencia sobre normas del
mismo rango; que, si adoptase la forma de convención,
se establecería de la misma manera que cualquier otro
tratado multilateral, y que, por consiguiente, no sería
posible distinguirlo de los restantes tratados multilatera-
les, a los cuales no obstante sería siempre aplicable en lo
sucesivo. Señala además que con respecto a los artículos
del proyecto que contienen elementos de desarrollo pro-
gresivo se plantearía el problema de determinar si son
aplicables las normas consuetudinarias ya existentes en
el momento de concertar la convención o las nuevas
normas creadas por la propia convención; y que podrían
surgir dificultades si un Estado que hubiere aceptado la
nueva convención sobre el derecho de los tratados con-
certase posteriormente tratados con un Estado que no.
la hubiere aceptado y que se vería obligado a respetar sus
normas. Finalmente, el Gobierno austríaco atiibuye espe-
cial importancia a la probabilidad de que la nueva con-
vención carezca durante mucho tiempo de la universali-
dad que requiere el « derecho de los tratados » ; y estima
que, aun cuando se adhiriesen a ella todos los Estados,
posiblemente no habría una verdadera universalidad ya
que algunos Estados no lo harían sin reservas. A su
juicio, ello podría restar seguridad al derecho consuetu-
dinario existente, que tiene la sanción de todos los miem-
bros de la comunidad internacional, y aumentar las difi-
cultades que supone la conclusión de tratados. Por
consiguiente, Austria considera que un código sobre el
derecho de los tratados, quizá en la forma de una resolu-
ción de la Asamblea General, sería preferible a una
« Convención. »

6 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. II,
pág. 219.

7 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1964, vol. II,
pág. 168.

Israel. Considera aceptable la decisión general adop-
tada por la Comisión de que su proyecto de artículos
sirva de base para una Convención sobre el derecho de
los tratados.

Japón. Opina que el proyecto de artículos en su forma
definitiva, debería ser un « código » y no una « conven-
ción ». Si bien el proyecto de artículos está dedicado a
regular exclusivamente el aspecto internacional de la
estipulación de tratados, la materia tiene inevitablemente
repercusiones en el aspecto interno de la celebración de
tratados; y si adoptara la forma de normas convencio-
nales se restringiría excesivamente la libertad de cada
Estado en cuanto a las formalidades de procedimiento
para la celebración de tratados. En segundo lugar, estima
que si se intenta regular el procedimiento de celebración
de tratados en todos sus detalles, no se hará más que
poner obstáculos que impedirán a las partes contratantes
encontrar un procedimiento que responda a sus necesi-
dades reales. Pero el Gobierno japonés no pretende que
se prive al proyecto de artículos de la autoridad de un
« código oficial ». Por el contrario, cree que debería
adoptarse el proyecto, previo examen y discusión dete-
nidos por los gobiernos, como una recomendación auto-
rizada acerca de los procedimientos que se habrían de
seguir para la celebración de acuerdos internacionales.
A juicio del Gobierno japonés, esto podría hacerse me-
diante la inserción en el proyecto de artículos de una
disposición de carácter general concebida en los siguientes
términos:

« Los Estados partes en el presente código reconocen
que las disposiciones en él contenidas constituyen una
enunciación general de los principios establecidos del
derecho y la práctica internacionales, y declaran que se
esforzarán por ajustarse a estas disposiciones como
norma común de conducta. »

En caso de que se diese al proyecto de artículos la
forma de « convención » el Gobierno japonés desearía
que la convención se redactase sobre la base de los dos
principios siguientes:

a) Que las estipulaciones de la convención fuesen lo
más concisas posible, dejando todas las formalidades de
detalle a la decisión de las partes en cada acuerdo inter-
nacional;

b) Que la convención contenga una estipulación de
carácter general que permita a los Estados dejar sin efecto
cualesquiera de las disposiciones de la convención por
mutuo acuerdo de las partes en cada acuerdo interna-
cional.

El Gobierno del Japón cree también que las tres partes
del proyecto de articulado deberían fundirse en una sola
ya que por guardar entre sí una relación tan estrecha no
tendría ninguna utilidad formar con ellas tres conven-
ciones separadas e independientes.

Luxemburgo. Expresa la esperanza de que el proyecto
de artículos de la Comisión conducirá en breve a la cele-
bración de una convención mundial sobre el derecho de
los tratados.
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Suecia. No pone objeción alguna a la decisión de la
Comisión en favor de una « convención ». Opina, sin
embargo, que esta decisión entraña importantes conse-
cuencias para el contenido de la convención; pues con-
sidera que una convención no sería el lugar adecuado
para describir prácticas y procedimientos convenientes y
que para tales descripciones sería más indicado un « có-
digo » de prácticas recomendadas. El Gobierno sueco
estima acertado omitir cualesquiera disposiciones de este
carácter en el proyecto de artículos, por cuanto le parece
que son innecesarias y que podrían constituir un lastre
en caso de que quedasen anticuadas. Tampoco considera
necesario que una convención abarque todos los aspectos
de la celebración de tratados, si las normas jurídicas no
son aplicables a todos ellos. Las normas del derecho de
los tratados, hace observar, son en gran parte dispositivas,
es decir, las partes pueden apartarse de ellas mediante
acuerdo; y no es necesario mencionar ejemplos de las
diversas formas que adopta esta desviación. Lo que se
necesita más bien, es consignar las normas supletorias
que rigen una cuestión determinada cuando las partes
no la han resuelto y las normas incontestables de las que
las partes no puedan desviarse en caso de que existan.
Habida cuenta de estas consideraciones, el Gobierno
sueco sugiere que las siguientes disposiciones del proyecto
de artículos se omitan o se traspasen a un código de
prácticas recomendadas, o que de lo contrario se revisen
para formular solamente normas jurídicas supletorias:
artículo 4, párrafo 6 a; artículo 5; aitículo 6 b y c; ar-
tículos 7 y 8; artículo 9, párrafo 3 a; artículo 10; artículos
13 y 14; artículos 18 y 19; artículos 26 y 27; y artículo
29, párrafos 3 a 8.

C. Observaciones del Relator Especial

1. Evidentemente, la decisión final en cuanto al resul-
tado de los trabajos de la Comisión corresponde a los
Estados en la Asamblea General, y sin duda se pueden
aducir argumentos en favor de más de una solución. Pero
aun cuando la decisión final sea de carácter político,
necesariamente se habrán de tener en cuenta al adoptarla
consideraciones fundamentalmente jurídicas. En conse-
cuencia, una vez completado su trabajo sobre el derecho
de los tratados, tal vez la Comisión desee examinar si
debe expresar opiniones sobre los aspectos técnicos de
esta cuestión en su informe final a la Asamblea General.
Entretanto, la base de los trabajos de la Comisión debe
ser su decisión de 1961 de preparar «proyectos de artícu-
los sobre el derecho de los tratados que puedan servir
de base para una convención ». Por consiguiente, el
Relator Especial no cree que sea procedente examinar
en el presente informe las objeciones hechas a una con-
vención por los Gobiernos austríaco y japonés. En esta
fase basta advertir que si bien la Comisión ya ha reco-
nocido que algunas de estas objeciones tienen cierto peso,
otras no parecen tener el que les atribuyen los gobiernos
interesados.

2. En cambio la observación hecha por el Gobierno
sueco, a juicio del Relator Especial, concierne muy direc-

tamente a la fase actual de los trabajos de la Comisión.
Se trata de que la decisión de la Comisión de preparar
proyectos de artículos como base para una convención
tiene consecuencias para el contenido de los artículos.
En suma, el Gobierno sueco sostiene que los textos de
los artículos requerirán una amplia revisión con el fin de
eliminar los elementos descriptivos y limitar el contenido
de los artículos a la formulación de normas supletorias.
El Relator Especial cree que los artículos contienen
todavía algún elemento de « código » y no revisten aún
la forma que requiere una convención. Por otra parte,
parece que algunas de las sugerencias concretas tal vez
van demasiado lejos en el sentido opuesto. Las conven-
ciones de Viena sobre relaciones diplomáticas y consulares
no carecen totalmente de disposiciones de carácter expo-
sitivo. Con esta reserva, el Relator Especial ha tratado
de dar efecto a la sugerencia del Gobierno sueco en sus
propuestas relativas a la revisión de varios artículos de
la parte I.

Terminología y definiciones

1. La Comisión, como se señaló en el párrafo 3 de la
Introducción al presente informe, reconoció en su 16.° pe-
ríodo de sesiones que debía prestarse especial atención
a lograr en el proyecto definitivo la mayor uniformidad
de la terminología que fuese posible. Los gobiernos, y
en especial el Gobierno de Israel, han destacado en sus
observaciones ciertos puntos relativos a la terminología.
En algunos casos las ligeras diferencias de terminología
pueden deberse a las exigencias del lenguaje o, lo que
es más importante, a pequeñas diferencias de matiz; en
otros casos la diferencia puede reflejar simplemente difi-
cultades transitorias que impiden llegar a un acuerdo
sobre el fondo y la falta de tiempo para coordinar el
estilo con el utilizado en otras partes del proyecto de
artículos. El Relator Especial, al igual que la Comisión,
atribuye gran importancia a la necesidad de lograr la
máxima uniformidad y precisión en el uso de los térmi-
nos. Por otra parte, quedan todavía muchos puntos im-
portantes que, habida cuenta de las observaciones de los
gobiernos, requieren un nuevo estudio. En consecuencia,
el Relator Especial cree que sería prematuro tratar de
resolver problemas terminológicos punto por punto en
el texto del presente informe, antes de que se hayan
formulado de nuevo los textos sobre estas cuestiones de
fondo. Si así lo hiciese podría también sobrecargar y dar
excesiva complejidad a las observaciones sobre cada uno
de los artículos. Por ello, el Relator Especial tiene el
propósito de examinar las cuestiones terminológicas en
una adición separada al presente informe, en la que exa-
minará las observaciones hechas por los gobiernos y
añadirá también sus comentarios. Entre estos últimos
están los relativos a expresiones como « se dedujere del
tratado », el « tratado dispusiere », etc., que aparecen
con cierta frecuencia en el proyecto de artículos. El Rela-
tor Especial consideía de suma importancia examinar de
nuevo estas expresiones habida cuenta de las normas
para la interpretación de los tratados aprobadas en el
último período de sesiones, y precisar de modo inequívoco
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en el proyecto si se hace referencia solamente al texto
del tratado o al tratado interpretado en función de los
trabajos preparatorios y de las circunstancias que hayan
concurrido en él, etc. Es posible que resulte necesario dar
mayor precisión al significado de las expresiones concretas
utilizadas definiéndolas en el artículo 1. En cuanto a la
cuestión general de las « definiciones », tal vez convenga
agregar una o dos definiciones a las que figuran en el
artículo 1, tales como la del término « parte »8. Por las
razones anteriormente expuestas, el Relator Especial
estima preferible examinar la cuestión de la incorporación
de nuevas definiciones en la adición separada relativa a
la terminología. Por consiguiente estas definiciones no se
examinan en las observaciones del Relator Especial sobre
el artículo 1.

Título: Proyecto de artículos sobre el doerech
de los tratados

Japón. Aunque no tiene una opinión definitiva en
cuanto al título que se ha de dar al proyecto de artículo,
sugiere que se sustituya el término « tratados » que figura
en el presente título por la expresión « acuerdos inter-
nacionales ». Aunque en el proyecto de artículos el tér-
mino « tratados » se emplea en sentido genérico, a juicio
del Gobierno japonés podría inducir a error — opinión
que considera confirmada por los debates de la Comisión
en sus períodos de sesiones segundo y tercero. Por con-
siguiente, pese a la salvedad que figura en el párrafo 2
del artículo 1, el Gobierno japonés señala que sería más
pertinente utilizar en el título una expresión neutral
como « acuerdos internacionales ».

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. En sus períodos de sesiones 11.° y 14.° la Comisión
estudió detenidamente la conveniencia de emplear el
término « tratado » o el término « acuerdo internacio-
nal » en el proyecto de artículos. En ambas ocasiones la
Comisión decidió que varias consideraciones aconsejaban
el empleo del término « tratado » como término genérico
para denominar a todas las formas de acuerdo interna-
cional consignado por escrito. El Relator Especial no
cree que las consideraciones expuestas por el Gobierno
japonés sean de tanto peso como para exigir una anula-
ción de esas decisiones. El empleo de la expresión « acuer-
do internacional » no eliminaría las posibilidades de mala
interpretación que puedan existir en el derecho interno
por razón de las distinciones que en algunos sistemas se
hacen entre acuerdos y tratados. Este punto se tiene en
cuenta en el párrafo 2 del artículo 1 del proyecto de
artículos y el Relator Especial no ve razón alguna para
que la Comisión modifique su opinión de que « sólo
habría otra posibilidad [de no usar el término tratado],
la de usar en vez del término genérico la expresión
'acuerdo internacional', que no sólo volvería más en-
gorrosa la redacción del texto sino que resultaría insólita

en estos tiempos en que se usa casi umversalmente la
expresión 'derecho de los tratados' para referirse a esta
rama del derecho internacional » 9.

2. Por otra parte parece conveniente que la Comisión
considere si debe tener en cuenta ahora en el título su
decisión de restringir el proyecto de artículos a los tra-
tados de los Estados. Es cierto que los artículos 1 y 3
en su redacción actual, se refieren a los tratados de « otros
sujetos de derecho internacional », y que el artículo 3
se refiere también a la capacidad de las organizaciones
internacionales para celebrar tratados. Pero todos los
artículos restantes se han redactado con miras a su apli-
cación en d contexto de los tratados celebrados entre
Estados, y el Relator Especial opina que por razones de
orden lógico estos dos artículos deben ponerse en con-
sonancia ahora con el resto del proyecto 10. Si la Comi-
sión acepta esta opinión, el Relator Especial sugiere que
tal vez convenga, con el fin de evitar todo equívoco,
modificar el título para que diga lo siguiente:

« Proyecto de artículos sobre el derecho de los tratados
celebrados entre Estados. »

Parte I

(Título que describe su contenido)

El Relator Especial propone que se dé a la parte I el
título de « Disposiciones generales » y que el título
actual, « Celebración, entrada en vigor y registro de los
tratados », se transfiera a un nuevo epígrafe « Parte II »
que se insertaría antes del actual artículo 4. El subtítulo
actual en ese lugar, « Sección II. Celebración de tratados
por Estados », pasaría a ser « Sección I. Celebración de
tratados », La razón de estos cambios es, por supuesto,
que las « Disposiciones generales » se aplicarán ahora a
todas las « Partes » del proyecto de artículos y no sola-
mente a la « Celebración, entrada en vigor y registro de
los tratados ».

SECCIÓN I. DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1: DEFINICIONES

Apartado a del párrafo 1: « Tratado »

Observaciones de los gobiernos

Australia. Considera que la definición, tal como está
redactada actualmente, puede abarcar un gran número
de acuerdos no solemnes concertados por canje de notas
que no tienen por objeto crear derechos jurídicamente
exigibles y cuyo registro en las Naciones Unidas podría

8 Sugerencia del Gobierno de los Países Bajos.

9 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962, vol. II,
pág. 187.

1° Véanse las observaciones y propuestas del Relator Especial
sobre el artículo 1, apartado a del párrafo 1, y artículo 3.



Derecho de los tratados

quebrantar el sistema de registro. No cree que la frase
« regido por el derecho internacional » baste para allanar
la dificultad y propone que en la definición se mencione
la intención de las partes de crear obligaciones jurídicas
recíprocas.

Austria, Considera que el apartado a del párrafo 1
omite una característica esencial de un « tratado », a
saber, que exista la voluntad de crear derechos y obliga-
ciones entre las partes con arreglo al derecho interna-
cional y que se creen efectivamente tales derechos y obli-
gaciones. Recuerda que las definiciones propuestas tanto
por Sir Gerald Fitzmaurice como por Sir H. Lauterpacht
incluían el elemento conr tituido por la intención de crear
derechos y obligaciones y propone que se agregue este
elemento a la definición.

Finlandia. Advierte que la definición del apartado a
del párrafo 1 se consigna únicamente a los efectos de los
presentes artículos y que éstos se refieren exclusivamente
a los tratados celebrados entre Estados. Por consiguiente
no ve la necesidad de tocar otros aspectos del derecho
internacional y sugiere que se supriman en el apartado a
del párrafo 1 las palabras « u otros sujetos de derecho
internacional ».

Japón. Como la enumeración de las categorías de
acuerdos internacionales en este párrafo no puede ser
completa, duda de que sea útil y propone que se suprima.

Luxemburgo. Se pregunta si es oportuno dar una defi-
nición del término « tratado » y si no sería preferible
consignar la noción y dejar que la doctrina se encargue
de definirla. En el apartado a del párrafo 1, señala, se
define en esencia el « tratado » como « todo acuerdo
internacional », pero el término « acuerdo » no es sino
un sinónimo de « tratado ». A juicio del Gobierno de
Luxemburgo, una definición del término tratado, si se
consigna, debería destacar tres elementos: a) la naturaleza
consensual de un tratado; b) la condición de las partes;
c) el efecto obligatorio que las partes quieren darle.
Además, se pregunta si es indicado incluir dos de los
elementos mencionados en el texto de la Comisión: la
forma escrita y la referencia al derecho internacional.
Señala que en el párrafo a, tal como está redactado
actualmente, cabe preguntarse si la forma escrita se ha
de considerar como una forma sustancial que condiciona
la validez de los tratados o si se trata simplemente de
decir que la futura convención se aplicará solamente a
los tratados consignados por escrito. Si la segunda inter-
pretación es la buena el Gobierno de Luxemburgo con-
sidera que sería preferible eliminar de la definición el
elemento de la forma escrita y añadir al final del artículo
un nuevo párrafo en el que se estipule que : « Las normas
establecidas en este artículo se refieren únicamente a los
tratados internacionales consignados por escrito ». En
cuanto al elemento « regidos por el derecho internacio-
nal », el Gobierno de Luxemburgo duda de que sea
necesario mencionarlo, pues parece implícito en la calidad
misma de las partes contratantes, y las normas de derecho
internacional sólo podían declararse inaplicables excep-
cionalmente mediante la inserción de una referencia
expresa a otro sistema de normas jurídicas o, en su caso

por razón del objeto muy particular de un determinado
acuerdo. Es éste un caso tan exceptional que, a juicio del
Gobierno de Luxemburgo, sería preferible no complicar
la definición general de « tratado » con una alusión a
este supuesto improbable. Habida cuenta de las anterio-
res consideraciones, dicho Gobierno sugiere que se modi-
fique el apartado a del párrafo 1 de modo que diga lo
siguiente:

«La expresión "tratado" designa todo concierto entre
dos o más Estados u otros sujetos de derecho inter-
nacional destinado a crear obligaciones recíprocas entre
las partes, consignado en un sólo instrumento o en
dos o más instrumentos conexos, cualquiera que sea
su denominación, etc. »

Reino Unido. Duda de que la lista de expresiones con-
tenidas en la definición del término « tratado » sea ne-
cesaria o conveniente y señala que sería preferible que
los ejemplos se mencionaran en el comentario. Por otra
parte, considera que la intención, por los Estados inte-
resados, de crear obligaciones jurídicas es un elemento
que debe figurar en la definición de « tratado ».

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. El Relator Especial no considera que sea posible
adoptar la sugestión de que se omita la definición de
« tratado » del proyecto de articulado y que se deje que
el término lo definan los autores. Esta sugestión parece
fundarse en la idea equivocada de que la definición del
apartado a del párrafo 1 quiere ser una definición abso-
luta del término « tratado ». Pero el objeto de la defini-
ción, como aclara la frase inicial del artículo, sólo
estriba en indicar el sentido que se da a ese término
para la interpretación y aplicación de las disposiciones
del proyecto de artículos. Tampoco parece correcto afir-
mar que el término « acuerdo » no es otra cosa que un
sinónimo de « tratado ». Al contrario, si bien la palabra
« tratado » puede ser susceptible de utilizarse con ese
sentido amplio, puede también tener un significado más
limitado. La propia Carta, en el Artículo 102, habla de
« todo tratado y todo acuerdo internacional ». El hecho
precisamente de que pueda utilizarse el término en más
de un sentido es lo que indujo a la Comisión, en sus
períodos de sesiones 11.° y 14.°, a definir el sentido en
que se utiliza el término en el proyecto de artículos u .

2. En las observaciones de los gobiernos se han dis-
cutido cuatro puntos de la definición de la Comisión.
El primero es la limitación del término « tratado » a los
acuerdos consignados por escrito. Se ha sugerido que,
tal como está redactado actualmente, el apartado a del
párrafo 1 puede dejar lugar a dudas en cuanto si la forma
escrita es una forma sustancial que condiciona la validez
de los tratados o si el párrafo simplemente establece que
la futura convención se aplicará solamente a los tratados
consignados por escrito. Esta observación tal vez tuviera
alguna base si no se estipulara expresamente en el párra-

11 Véase en particular el párrafo 7 del comentario al artículo 1
en el informe de la Comisión de 1962 {Anuario de la Comisión de
Derecho Internacional, 1962, vol. II, pág. 187).
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f o 2 del artículo 2 que la exclusión de los acuerdos interna-
cionales que no han sido consignados en forma escrita
del ámbito del proyecto de artículos no debe entenderse
en el sentido de que afecte a la fuerza jurídica de tales
acuerdos en derecho internacional. Habida cuenta de
esta disposición y de las palabras iniciales del artículo 1,
no cree el Relator Especial que haya justificación alguna
para interpretar los artículos del proyecto en la forma
que se ha indicado.

3. Otra sugestión que se ha hecho a este mismo pro-
pósito es que en todo caso sería preferible eliminar de la
definición el elemento de la forma escrita y agregar un
nuevo párrafo al final del artículo en que se diga lo
siguiente : « Las normas establecidas en estos artículos
se refieren únicamente a los tratados internacionales
consignados por escrito ». Esta sugestión parece también
inspirada por el temor de que el apartado a del párrafo 1
puede interpretarse en el sentido de que contiene una
definición « absoluta » del término tratado en derecho
internacional y por el deseo de que en el proyecto de
articulado no parezca negarse a los acuerdos orales el
carácter de tratados. Por comprensible que sea este punto
de vista, lo cierto, como ya se ha dicho antes, es que la
Comisión lo ha tenido ya en cuenta en la frase inicial
del artículo 1 y en el párrafo 2 del artículo 2. Hasta
cierto punto es una cuestión de técnica de redacción. La
solución que se propone parece prestarse a la objeción
de que el término « tratado » sería definido primero
« a los efectos de los presentes artículos » en términos
amplios de validez universal y a continuación se estable-
cería en el nuevo párrafo propuesto que el término no
tendrá en realidad este sentido amplio en ninguna dis-
posición del proyecto de articulado. Por otra parte, no
sería tarea fácil la de formular una definición del término
tratado que sea umversalmente válida. Si no hay ninguna
solución que pueda ser enteramente satisfactoria, parece
que sería preferible definir en el apartado a del párrafo 1
el término tal como se usa en el proyecto de artículos
y luego, mediante disposiciones apropiadas, hacer reserva
de la posición jurídica de las demás transacciones com-
prendidas dentro del concepto de « tratado » en otros
contextos. Con objeto de fortalecer estas garantías el
Relator Especial propondrá algunas pequeñas modifica-
ciones al párrafo 2 tanto del presente artículo como del
artículo 2, que se explicarán más adelante en sus obser-
vaciones y propuestas sobre dichos párrafos.

4. El segundo punto es la sugestión de que se supriman
las palabras « u otros sujetos de derecho internacional ».
El Relator Especial está de acuerdo con esta sugestión
por las mismas razones que se señalan en el párrafo
precedente para oponerse a una ampliación de la defini-
ción que abarque los acuerdos orales. La Comisión, como
ya se ha mencionado en las observaciones y propuestas
del Relator Especial relativas al título del proyecto de
artículo, decidió en su 14.° período de sesiones limitar
el proyecto de artículos a los tratados concertados entre
Estados. La Comisión rechazó la idea de insertar una
sección aparte relativa a los tratados celebrados por las
organizaciones internacionales, porque prefirió no com-
plicar la redacción del presente articulado con un intento

de regular el caso especial de los tratados celebrados por
organizaciones internacionales. No obstante, no dedujo
plenamente las consecuencias que se desprenden de modo
natural de su decisión de limitar el proyecto de artículos
a los tratados entre Estados. Retuvo en el párrafo 1 del
artículo 1 una referencia a los tratados celebrados por
« otros sujetos de derecho internacional » y en el párrafo 3
del artículo 3 incluyó una disposición relativa a la capa-
cidad de las organizaciones internacionales para celebrar
tratados. Al parecer, la Comisión quería dejar bien sen-
tado que aceptaba la idea de la celebración de tratados
por las organizaciones internacionales, si bien prefería no
examinar tales tratados en el proyecto de artículos. Así se
hizo ya en el informe de 1962 y sería oportuno señalarlo
nuevamente en los comentarios a los textos definitivos
de los artículos. Pero el Relator Especial considera que,
como los artículos están llamados a proporcionar una
base para una convención que tendrá únicamente por
objeto el derecho de los tratados celebrados entre Estados,
ahora debería redactarse el texto de los artículos teniendo
en cuenta ese propósito en todos los aspectos. Como el
objeto del apartado a del párrafo 1 es definir el término
« tratado » únicamente a los efectos de los « presentes
artículos » parece necesario eliminar en él esta alusión
a los tratados celebrados por sujetos de derecho interna-
cional que no son Estados.

5. El tercer punto es la sugestión de que se omita la
lista de designaciones dadas a los tratados y consignada
entre paréntesis « (tratado, convención, protocolo, etc.) ».
En el 14.° período de sesiones algunos miembros de la
Comisión consideraron que el pasaje colocado entre
paréntesis era superfluo, pero la Comisión lo retuvo en
esa etapa de sus trabajos por considerar que tenía cierta
utilidad en cuanto contribuía a la comprensión de la de-
finición. No obstante, en esta fase de los trabajos en que
es necesario refinar el texto de los artículos todo lo posi-
ble, el Relator Especial considera que se puede y se debe
prescindir de la lista de designaciones. La expresión
« cualquiera que sea su denominación » basta para con-
signar esa idea y el Relator Especial propone, pues, que
se adopte esta sugestión también.

6. El cuarto punto se refiere a las palabras « y regido
por el derecho internacional » con respecto a la cual se
hacen dos sugestiones. Una consiste en que se suprima
este elemento de la definición porque tiene que estar
necesariamente implícito en la calidad de las partes con-
tratantes, y los casos en que se haga una referencia
expresa a otro sistema jurídico son demasiado excepcio-
nales para que se tengan en cuenta al preparar la defini-
ción. La otra sugestión consiste en que debe agregarse
el elemento de la intención de crear obligaciones jurídicas.
Ambas sugestiones han sido ya anteriormente presenta-
das y discutidas en la Comisión12. El Relator Especial
anterior propuso la inclusión de las frases « destinado a
crear derechos y obligaciones, o a establecer relaciones,

12 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1959, vol. I,
487.a sesión, pág. 36; ibid., vol. II, págs. 101 a 102, párr. 3 del
comentario al articulo 2; Anuario de la Comisión de Derecho Inter-
nacional, 1962, vol. I, 638.a y 655.a sesiones, págs. 54 y 180; ibid.,
vol. II, pág. 187, párr. 9 del comentario al articulo 1.
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que se rigen por el derecho internacional », mientras que
en el primer informe del actual Relator Especial figura
la frase « destinado a regirse por el derecho internacio-
nal ». El objeto de estas frases era distinguir el tratado
de a) la declaración común de intenciones que no tiene
por objeto crear obligaciones jurídicas, y b) el acuerdo
entre Estados, no desusado en la práctica, que las partes
expresamente subordinan al derecho interno de cada país.
Algunos miembros de la Comisión consideraron que era
innecesario mencionar la intención de las partes y otros
pensaron que era incluso poco oportuno, pues no esti-
maban que las partes tuvieran siempre la posibilidad de
optar entre el derecho internacional y el derecho interno,
por ejemplo, en un tratado de cesión o en un tratado
relativo a la alta mar o a las aguas territoriales. Ciertos
miembros consideraron que no era necesario aludü al
derecho internacional, ya que a su juicio la calidad de
las partes contratantes suponía forzosamente que en
cualquier caso el acuerdo quedase sujeto en piimer lugar
al derecho internacional. La Comisión, tanto en 1959
como en 1962, decidió que los presentes artículos debían
concretarse a los acuerdos internacionales cuya ejecución
se rige por el derecho internacional y que con objeto de
abarcar ese aspecto debía incluirse en la definición la
frase « regido por el derecho internacional ». Al mismo
tiempo, se omitió toda referencia a la intención de las
partes por considerar que, en la medida en que ello pueda
tener interés en algún caso, la intención queda abarcada
en la frase « regido por el derecho internacional ». El
Relator Especial considera que la frase « regido por el
derecho internacional » debería mantenerse. Aunque
personalmente no se opone a que se aluda a la intención
de las partes, no cree que las observaciones de los gobier-
nos introduzcan alguna consideración nueva que justifi-
que la foimulación por el Relator de una nueva propuesta
sobre este punto.

7. Habida cuenta de las consideraciones anteriores,
el Relator Especial propone que s~ modifique el apartado
a del párrafo 1 de modo que diga lo siguiente :

« Se entiende por "tratado" todo acuerdo interna-
cional consignado por escrito, en un instrumento único
o en dos o más instrumentos conexos, cualquiera que
sea su designación particular, celebrado por dos o más
Estados y regido por el derecho internacional. »

Apartado b del párrafo 1 : « Tratado en
forma simplificada »

Observaciones de los gobiernos

Austria. No cree que el apartado b del párrafo 1 con-
tenga una verdadera definición de « tratado en forma
simplificada ». A su juicio, el párrafo 11 del comentario
da por resuelta la cuestión cuando afirma en la versión
francesa « La Commission a défini cette forme de traités
en prenant pour critère sa forme simplifiée ». En las obser-
vaciones de ese Gobierno se sostiene que la característica
esencial de un tratado en forma simplificada es que no
exige ratificación, y se propone que se adopte este criterio
como base de la definición.

Japón. Considera que la expresión « tratado en forma
simplificada » es innecesario para los efectos del proyecto
de artículos.
Luxemburgo. Lo mismo que el Gobierno de Austria,
opina que el apartado b del párrafo 1 no constituye una
verdadera definición del término; enumera simplemente
varios procedimientos formales característicos de este
tipo de acuerdo. Señala que los únicos lugares en donde
reaparece ese término en el proyecto de artículos es en
el apartado b del párrafo 4 del artículo 4, y el apartado d
del párrafo 2 del artículo 12. De estas disposiciones se
deduce que la verdadera definición de un « tratado en
forma simplificada » es más bien un « tratado celebrado
en circunstancias que indican, por lo que respecta a las
partes, la voluntad de obligarse sin observar las formali-
dades de plenos poderes y de ratificación ». No cree, sin
embargo, que sea posible indicar con suficiente precisión
en qué circunstancias debe considerarse propiamente que
las partes han manifestado esa intención. En consecuen-
cia, propone que se omita esa definición del proyecto de
artículos.

Reino Unido. No se manifiesta del todo satisfecho con
la definición « tratado en forma simplificada ».
Estados Unidos. Considera que el apartado b del pá-
rrafo 1, aplicado en relación con el apartado b del pá-
rrafo 4 del artículo 4, haría necesarios los instrumentos
de plenipotencia para muchos acuerdos no solemnes que
en la actualidad se firman sin que se exhiban tales instru-
mentos. Al mismo tiempo, se estima que ni siquiera las
formas de tratado mencionadas en el apartado b del
párrafo 1 deberían considerarse como tratados no so-
lemnes, si las partes han tenido la intención de que estén
sujetos a ratificación. Propone que se sustituya el apar-
tado b del párrafo 1 por el texto siguiente:

« Se entiende por "tratado no solemne" todo tratado
sujeto a ratificación u otra aprobación posterior que
se celebre por canje de notas o de cartas, minuta apro-
bada, memorando de acuerdo, declaración conjunta u
otro instrumento. »

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. El hecho de que muchos tratados se celebren hoy
« en forma simplificada » está perfectamente reconocido
y la Comisión consideró que en uno o dos casos era
menester trazar la distinción entre tratados « solemnes »
y tratados « no solemnes » al enunciar las normas rela-
tivas a la celebración de los tratados. En realidad, como
señala el Gobierno de Luxemburgo, estos ejemplos son
sólo dos, el apartado b del artículo 4, relativo a la exhi-
bición de plenos poderes por representantes que no sean
Jefes de Estado, Jefes de Gobierno ni Ministros de Rela-
ciones Exteriores, y el apartado d del párrafo 2 del
artículo 12, en el que se exceptúan esos tratados de la
presunción de que necesitan ratificación. Además, la
Comisión no consideró fácil expresar la distinción entre
los tratados solemnes y los tratados no solemnes, y
explicó la cuestión en los siguientes términos:

« En general, se distingue a los tratados en forma
simplificada por la falta de una o varias de las carac-
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terísticas de los tratados en debida forma. Pero sería
difícil fundar siempre la distinción en la falta o en la
presencia de alguna de esas características. Por ejemplo,
la ratificación, que suele no ser necesaria para los trata-
dos en forma simplificada, tampoco es completamente
desusada. Sin embargo, las formas de tratado a las que
se aplica la denominación ' tratados en forma simpli-
ficada' se caracterizan en la mayoría de los casos por
la simplificación del procedimiento. En consecuencia la
Comisión ha definido esta forma de tratados haciendo
referencia a la simplificación del procedimiento y men-
cionando ejemplos típicos. »1 3

Los cinco Gobiernos que han comentado este párrafo
coinciden en considerar que la definición del tratado no
solemne que en él figura es insuficiente, ya sea en general
o como base para las normas que se enuncian en los
artículos 4 y 12.

2. Por otra parte, ninguna de las tres definiciones suge-
ridas en las observaciones de estos Gobiernos ofrece, a
juicio del Relator Especial, una variante realmente satis-
factoria. El Relator Especial cree que la Comisión tenía
razón al considerar que un tratado celebrado en forma
simplificada, como, por ejemplo, un canje de cartas, no
se convierte en tratado formal simplemente por el hecho
de que se efectúe la exhibición de plenos poderes o de
que quede sujeto a ratificación o a aprobación. De otro
modo, un canje de cartas efectuado por los representantes
diplomáticos y sujeto a ratificación o aprobación sería
un tratado solemne, pero otro análogo efectuado por Jefes
de Estado, Jefes de Gobierno o Ministros de Relaciones
Exteriores que no esté sujeto a esta ratificación sería un
tratado no solemne. Además, ninguna de las definiciones
sugeridas por los Gobiernos ofrecería una base útil para
trazar la distinción en los artículos 4 y 12, en que la
diferenciación entre tratados solemnes y tratados no
solemnes podría haber facilitado la formulación de las
normas.

3. El Relator Especial, después de examinar nueva-
mente los artículos 4 y 12 a la luz de las observaciones
de los gobiernos, considera que, si fuera posible, ahora
deberían redactarse nuevamente esos artículos sin for-
mular sus disposiciones en función de una distinción entre
tratados solemnes y tratados en forma simplificada. Si la
Comisión apoya esta conclusión, no será ya necesario
incluir una definición de « tratados en forma simplifi-
cada » en el artículo 1. En consecuencia, el Relator
Especial propone que se suprima este párrafo.

Apartado c del párrafo 1 :
« Tratado multilateral general »

Observaciones de los gobiernos

Austria. Considera que la mención de los « asuntos de
interés general para todos los Estados » es bastante
indefinida y sugiere que se tome como único criterio el

de que el tratado establezca normas generales (tratado
normativo).

Japón. La expresión « tratado multilateral general » no
puede, a su juicio, definirse con precisión y su aplicación
ocasionará grandes dificultades. Considera que podría
prescindirse este término.

Luxemburgo. Observa que la expresión « tratado multi-
lateral general » no se usa más que en otro lugar del
proyecto de artículos, a saber, en el párrafo 1 del ar-
tículo 8, en el que se establece que «todo Estado» puede
participar en tal tratado; y señala que en el presente
artículo se introduce el término sin ninguna definición
previa de la expresión « tratado multilateral ». Además,
las palabras « de interés general para todos los Estados »
son, a su juicio, demasiado vagas para servir de criterio
con que determinar el contenido de una definición utili-
zable. Opina que la aplicación de un criterio tan discu-
tible podría suscitar controversias insolubles acerca de la
cuestión de la generalidad de las normas establecidas por
un tratado multilateral o la cuestión del interés que éstas
pueden representar para todos los Estados. En conse-
cuencia, propone que en las definiciones del artículo 1
se suprima el apartado c del párrafo 1.

Delegación de Colombia. Duda de que la definición
sirva realmente para la aplicación de las normas que deben
regir las diversas clases de tratados. Por ejemplo, no está
claro para la delegación si tal definición incluye un con-
venio sobre un producto básico, como por ejemplo el
azúcar, en que pueden estar interesados todos los Estados,
ya sea como productores, ya sea como consumidores14.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

A la luz de las observaciones de los gobiernos y te-
niendo en cuenta el objeto de la distinción que se traza
en el artículo 8 entre « tratados multilaterales generales »
y otros tratados, el Relator Especial se inclina a pensar
que la definición del apartado c del párrafo 1 es dema-
siado amplia. La justificación para la tesis señalada en
el párrafo 1 del artículo 8, según la cual los tratados
multilaterales generales deben estar en principio abiertos
a la participación con la mayor amplitud posible, se funda
casi siempre en que, en interés de la comunidad inter-
nacional en general, los tratados normativos deben ser
de aplicación universal. Esta base de justificación puede
no estar presente necesariamente en el caso de algunos
tratados respecto de los cuales podría aducirse que se
refieren a « asuntos de interés general para todos los
Estados ». Esta frase de la definición, como han hecho
notar algunos gobiernos, puede constituir un criterio
demasiado vago para ofrecer una definición utilizable a
los efectos del proyecto de articulado. Además, el pá-
rrafo 1 del artículo 8 es la única disposición del proyecto
en que se hace una distinción entre los tratados multi-
laterales y otros tratados. En consecuencia, el Relator
Especial propone que se supriman de la definición las

13 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962, vol. II,
p. 188, párr. 11 del comentario al artículo 1.

14 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoséptimo
período de sesiones, Sexta Comisión, 741.a sesión, párr. 7.
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palabras « o referente a asuntos de interés general para
todos los Estados ».

Apartado d del párrafo 1 :
« Firma », « ratificación », « adhesión »,

« aceptación » y « aprobación »

Observaciones de los gobiernos

Austria. Opina que sería útil definir los diversos térmi-
nos escuetamente enumerados en la lista de este párrafo.
En particular, considera que la falta de una definición
de « ratificación » es infortunada (véase las observaciones
de Austria al artículo 12). Sugiere que la definición de
este término podría muy bien basarse en el texto del
párrafo 1 del artículo 6 del proyecto de artículos presen-
tado por Sir H. Lauterpacht en su informe de 1953:

« La ratificación es el acto por el cual el órgano
competente dîl Estado aprueba, reconociéndole fuerza
obligatoria, un tratado o la firma del mismo. » 15

Luxemburgo. Señala que, en su acepción más común,
el término « aprobación » hace referencia a las formali-
dades internas a que está sujeto un tratado internacional
y en especial a la aprobación parlamentaria de los trata-
dos; sólo por una lamentable confusión de términos se
ha llegado a usar en el orden internacional la palabra
« aprobación » como equivalente del término « ratifica-
ción »; y lo mismo puede decirse a la inversa, ya que el
término « ratificación » se usa también con frecuencia en
en derecho interno para designar la aprobación parla-
mentaria. El Gobierno de Luxemburgo sugiere la posi-
bilidad de aprovechar esta oportunidad para perfeccionar
la terminología de una vez por todas. Como el proyecto
de artículo se refiere únicamente al aspecto externo e
internacional del problema, dicho Gobierno propone que
se eliminen sistemáticamente las referencias al término
« aprobación » y se conserven únicamente los términos
« ratificación » y « adhesión ».

Delegación de Panamá. No aprueba la inclusión de la
firma entre los actos en virtud de los cuales un Estado
expresa su consentimiento en obligarse por un tratado.
Considera que en el derecho internacional contemporáneo
es la ratificación y no la firma la que expresa el consen-
timiento del Estado; la firma, por regla general, es la que
autentica y el consentimiento mediante la firma no sería
sino una rara excepción. Sostiene además que la acepta-
ción, la aprobación y la adhesión no son sino simples
formas de ratificación 16.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. El Relator Especial no puede compartir la opinión
de que « el consentimiento mediante la firma es una rara

15 Yearbook of the International Law Commission, 1953, vol. II,
pág. 112. (Documento mimeografiado en español A/CN.4/63,
pág. 5.)

16 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoséptimo
período de sesiones, Sexta Comisión, 741.a sesión, párr. 20.

excepción », ya que gran número de tratados se celebran
hoy en forma simplificada y en el caso de esos tratados
el consentimiento mediante la firma es la regla más que
la excepción17. Por otra parte, teniendo en cuenta el
doble uso de « firmas » en la práctica de los tratados,
el Relator Especial se inclina a compartir el criterio de la
delegación de Panamá en el sentido de que sería prefe-
rible separarla de la « ratificación, adhesión, etc. ». En
tal caso la definición de « firma » podría decir lo siguiente :

« Apartado c bis: Se entiende por "firma" el acto
en virtud del cual un representante pone su firma en
el texto de un tratado en nombre de su Estado [con el
objeto, según el contexto, de autenticar meramente el
texto o bien de autenticar el texto y a la vez hacer
constar el consentimiento de su Estado en obligarse
por el tratado]. »

El Relator Especial considera que las palabras entre
corchetes deberían omitirse, a menos que se considere
necesaria su inclusión con objeto de poner de relieve el
doble significado que se da al término firma en la práctica
internacional. Estima que la diferencia en los efectos
jurídicos de los dos usos de la firma está perfectamente
señalada en las disposiciones de los artículos 7, 10 y 11.

2. El proyecto original del Relator Especial coutenía
definiciones de « ratificación », « adhesión » y « acepta-
ción ». La Comisión, no obstante, consideró que era
difícil formular una definición completa de estos términos
sin incorporar a ellos la sustancia de lo que es el objeto
de los artículos 12, 13 y 14. Tampoco contribuía a sim-
plificar la cuestión el hecho de que tanto la « acepta-
ción » como la « aprobación » tengan un doble uso en
la práctica relativa a los tratados, uno análogo a « rati-
ficación » y el otro análogo a « adhesión » o « firma ».
En consecuencia, la Comisión prefirió dar las definiciones
un tanto escuetas de estos términos que figuran en el
artículo 1 y reservar una explicación más completa de su
contenido jurídico para los artículos relativos a los pro-
cedimientos en la materia. La Comisión considerará
oportuno, sin duda, hacer un nuevo examen de estas
definiciones. En el caso de que se creyera útil hacer la
formulación más completa en el artículo 1 del sentido de
cada término, el Relator Especial no estima que deba
adoptarse la definición de ratificación mencionada por el
Gobierno de Austria, por cuanto define la ratificación
en función de la « aprobación » y por cuanto la fórmula
« aprueba, reconociéndole fuerza obligatoria, un tratado
o la firma del mismo » deja mucho que desear. La reali-
dad es que la utilización un tanto vaga de esos términos
en la práctica de los tratados y la complicación que supone
el hecho de que los textos de algunos tratados se adopten
en virtud de una « resolución » aprobada en una organi-
zación internacional, hacen que sea difícil formular una
definición simple y al mismo tiempo precisa de tales
términos en el apartado d del párrafo 1.

3. En cuanto al vocablo « aprobación », el Relator
Especial lamenta, con el Gobierno de Luxemburgo, la
confusión y duplicación de términos que se ha producido

17 Véase además Summary of the Practice of the Secretary-General
as Depositary of Multilateral Agreements (ST/LEG/7), parr. 41.
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en el derecho internacional con motivo de la introduc-
ción, en la terminología relativa a la celebración de trata-
dos en el plano internacional, de expresiones que se en-
cuentran en algunos ordenamientos jurídicos nacionales.
Pero el punto de vista adoptado por la Comisión, con el
que coincide el Relator Especial, es que el uso de estos
expresiones en la práctica relativa a los tratados está ya
tan generalizado que es casi imposible excluirlas del
proyecto de artículo sin dar con ello la impresión de
desconocer la práctica establecida de los Estados. Lo
esencial, según opinó la Comisión, era distinguir clara-
mente entre los procedimientos de aprobación y acepta-
ción como actos internacionales que suiten efecto entre
los Estados en el ámbito internacional y los procedimien-
tos internos que tienen las mismas o análogas designacio-
nes en ciertos sistemas nacionales. Ello es tanto más
necesario cuanto que no hay una correspondencia exacta
o forzosa entre la aplicación de los procedimientos en el
derecho interno y la aplicación de los procedimientos en
el derecho internacional. No sólo hay muchos ordena-
mientos jurídicos nacionales que desconocen totalmente
la expresión « aprobación » como término técnico, sino
que en muchos tratados multilaterales se emplea el tér-
mino internacional sin hacer una mención directa o
particular a los requisitos constitucionales internos. En
consecuencia, el Relator Especial no cree poder suscribir
la propuesta de que se omita en el proyecto de artículos
el término « aprobación ». Por otra parte, habida cuenta
del peligro de confusión entre el uso de los términos en
derecho nacional y en derecho internacional, el Relator
Especial sugiere que la Comisión estudie la posibilidad
de ampliar la reserva general del párrafo 2 de este artículo
con objeto de poner más de relieve que en los presentes
artículos sobre el derecho de los tratados sólo se regulan
los procedimientos internacionales (véanse más adelante
las observaciones del Relator Especial sobre el párrafo 2).

Apartado f del párrafo 1 : « Reserva »

Observaciones de los gobiernos

Israel. Señala que el texto inglés del párrafo que dice
« statement ... whereby it purports to exclude or vary
the legal effect of some provisions » no corresponde plena-
mente al texto francés « déclaration ... par laquelle il vise
à exclure ou à modifier l'effet juridique de certaines dis-
positions », y propone que se ajuste el texto inglés al
francés que parece expresar, con más precisión, la inten-
ción de la Comisión (compárese con el texto español que
dice «. . . de algunas disposiciones ... »).

Japón. Considera que las palabras « o modificar »
deberían sustituirse por las palabras « o restringir » por-
que, a su juicio, sólo una declaración que restringe el
efecto jurídico de una disposición corresponde en rigor
al significado de la expresión « reserva ».

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. El Relator Especial duda de que sea conveniente
sustituir la palabra « modificar » por « restringir ». Una
declaración unilateral en la que un Estado dice inter-
pretar una disposición en el sentido de que le confiere
derechos más amplios de los que aparentemente crean los
términos de la estipulación o en la que dice imponer una
condición que extiende sus derechos, parecería exigir
que se tratase como reserva.

2. De conformidad con la sugestión del Gobierno de
Israel, propone que en el texto inglés se cambie la ex-
presión « some provisions » (« algunas disposiciones »)
por « certain provisions » (« determinadas disposicio-
nes »).

Apartado e del párrafo 1 : « Plenipotencia »

Observaciones de los gobiernos

Japón. Considera que la distinción entre las expresio-
nes « plenipotencia » y « credenciales » tal como se utili-
zan en el artículo 4 no es muy clara. Sugiere que se dé
uniformidad a la terminología empleando el término
« instrumento de plenipotencia » en el párrafo que se
comenta.

Apartado g del párrafo 1 : « Depositario »

Ningún gobierno ha comentado este párrafo y el Rela-
tor Especial no propone ninguna modificación a la defi-
nición. Duda de que el precedente de la trinidad de depo-
sitarios del Tratado por el que se prohiben los ensayos
nucleares exija la inserción de las palabras « o los Esta-
dos » entre « el Estado » y « la Organización internacio-
nal », pues la palabra « Estado » parece suficiente para
comprender también a los « Estados » en plural.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

El Relator Especial coincide con el Gobierno del Japón
en que en el artículo 4 debe corregirse la diferencia de
terminología, para la cual no hay explicación, que resulta
del uso de la expresión « credenciales por escrito » en el
párrafo 3 del artículo 4 y la expresión « instrumento de
plenipotencia » en los párrafos 4 y 6 y que debe utilizarse
en todas partes la expresión « instrumento de plenipoten-
cia ». En consecuencia propone que en la presente defi-
nición se sustituya también « plenipotencia » por « ins-
trumento de plenipotencia ».

Párrafo 2: Clasificación de los acuerdos internacionales
en derecho interno

Observaciones de los gobiernos

Israel. Considera que este párrafo puede suscitar difi-
cultades en la esfera interna, sobre todo en los países en
que los tratados internacionales debidamente ratificados
pasan a formar parte del derecho interno. Duda de que
la disposición de por sí sea enteramente apropiada para
un tratado internacional y sugiere que esta materia se
examine en el comentario.
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Estados Unidos. Considera que la salvedad del párrafo 2
es satisfactoria en su forma actual. Señala que, si bien
las definiciones y clasificaciones que aparecen en el pá-
rrafo 1 son sin duda útiles en derecho internacional,
podrían conducir a interpretaciones erradas en el sentido
de que se entienda por algunos que una parte del derecho
internacional surte el efecto de modificar el derecho
interno. En vista de ello, sugiere una adición al párrafo 2
para que diga lo siguiente:

« Ninguna de las disposiciones de los presentes ar-
tículos influirá en modo alguno en la denominación o
clasificación de los acuerdos internacionales en el de-
recho interno de los Estados ni afectará los requisitos
prescritos en ese derecho interno para la negociación,
la firma y la entrada en vigor de tales acuerdos. »

difícilmente bastarían para lograr ese objeto y tampoco
serviría para el caso un párrafo en el comentario de la
Comisión, que, como es natural, no quedaría incorporado
en la convención.

3. En vista de las observaciones precedentes, se pro-
pone mantener ese párrafo, dándole mayor amplitud:

« Ninguna de las disposiciones de los presentes ar-
tículos influirá en modo alguno :

» a) en la denominación o clasificación en el derecho
interno de los acuerdos internacionales o de los pro-
cedimientos para su celebración;

» b) en los requisitos del derecho interno relativos
a la negociación, celebración o entrada en vigor de
esos acuerdos. »

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. El Gobierno de Luxemburgo, en sus observaciones
sobre el apartado d del párrafo 1, señala el peligro de
confusión que suscita el hecho de trasponer expresiones
utilizadas en los procedimientos de celebración de trata-
dos en derecho interno a la terminología de celebración
de tratados en derecho internacional y viceversa. El Rela-
tor Especial, en sus observaciones al apartado d áú
párrafo 1 ha sugerido que, con objeto de atender hasta
cierto punto la observación de ese Gobierno, la Comisión
debería ampliar el párrafo actual a fin de poner de relieve
que el proyecto de artículos se ocupa únicamente del
procedimiento en el orden internacional. Hay que hacer
una reserva no sólo a la definición y clasificación de los
acuerdos internacionales en derecho interno sino también
a la terminología y los requisitos del procedimiento de
celebración de tratados. Una preocupación análoga parece
haber inspirado las observaciones del Gobierno de los
Estados Unidos sobre el presente párrafo y su propuesta
de dar más amplitud a la reserva contenida en el párrafo 2
siguiendo más o menos el texto previsto por el Relator
Especial.

2. En cuanto a las dudas expresadas por el Gobierno
de Israel, el Relator Especial considera que un párrafo
que excluye expresamente cualquier consecuencia de los
presentes artículos sobre la terminología y procedimientos
de celebración de tratados de los distintos Estados en su
derecho interno, no puede de por sí suscitar dificultades
en ese derecho. La hipótesis es que el proyecto de aitícu-
los adquiera en definitiva la fuerza de una convención
sobre el derecho de los tratados y que en algunos países
esta convención adquiera a su vez la fuerza de derecho
interno en virtud de las estipulaciones de su Constitución.
En tal caso, parece que podrían suscitarse dificultades en
el derecho interno a menos que, o bien en la convención
o bien en el derecho interno, se establezca alguna dispo-
sición en virtud de la cual la convención no tenga efectos
en la terminología y procedimientos internos de celebra-
ción de tratados. A juicio del Relator Especial, reservar
tal disposición para el derecho interno sería más anómalo
y menos elegante que tratar este punto en la convención.
En el supuesto que se prevé, las palabras iniciales del
artículo 1 —«A los efectos de los presentes artículos» —

ARTÍCULO 2: ALCANCE DE LOS PRESENTES ARTÍCULOS

Observaciones de los gobiernos

Estados Unidos. Considera que este artículo es útil 1)
por cuanto señala la necesidad de considerar los artículos
del proyecto en su contexto, y 2) porque evita la cuestión
de si la falta de un texto escrito afecta a la fuerza jurídica
de un acuerdo internacional.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

Ningún gobierno se ha pronunciado en contra de este
artículo. Por otra parte, en el texto definitivo de esta
disposición se debe tener en cuenta claramente tanto la
decisión a que ya ha llegado la Comisión de limitar el
proyecto de artículos a los tratados entre Estados, como
la decisión a que se llegue finalmente en cuanto a la
definición del término « tratado » en el apartado a del
párrafo 1 del artículo 1. En el caso de que la Comisión
suscriba la opinión del Relator Especial en el sentido
de que se supriman las palabras « u otros sujetos de de-
recho internacional » del apartado a del párrafo 1 del
artículo 1, así como la disposición del párrafo 3 del
artículo 3 relativa a la capacidad para concertar tratados
de las organizaciones internacionales, el Relator Especial
cree que sería conveniente que el artículo 2 contuviera
una reserva respecto a los tratados celebrados por
« otros sujetos de derecho internacional », así como
acerca de los acuerdos no consignados por escrito. En
consecuencia sugiere que se revise el texto del artículo 2
para que diga lo siguiente:

« 1. Los presentes artículos se aplicarán a los trata-
dos que respondan a la definición del apartado a del
párrafo 1 del artículo 1.

» 2. El hecho de que los presentes artículos no se
apliquen

» a) a los acuerdos internacionales no consignados
por escrito,

» b) a los acuerdos internacionales celebrados por
sujetos de derecho internacional que no sean Estados,
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no se entenderá en el sentido de que menoscabe la
fuerza jurídica que esos acuerdos tuvieren en derecho
internacional ni las normas de derecho internacional
aplicables a ellos. »

ARTÍCULO 3: CAPACIDAD PARA CELEBRAR TRATADOS

Observaciones de los gobiernos

Austria. Considera que en el párrafo 3 la restricción
de la capacidad de las organizaciones internacionales
para celebrar tratados, que resulta de las palabras « de-
penderá de la constitución de la organización de que se
trate », no es absolutamente necesaria. A su juicio, el
punto de partida podía ser más bien que la capacidad
para celebrar tratados es un derecho inherente a toda
organización internacional que es sujeto de derecho inter-
nacional; en efecto, la capacidad para celebrar tratados
parece ser el criterio esencial para la calidad de sujeto
de derecho internacional, de suerte que una organización
que carezca de tal capacidad no lo sería. Las constitu-
ciones de muchas organizaciones internacionales, señala
el Gobierno de Austria, no mencionan la capacidad de
la organización para celebrar tratados, y sin embargo
sus órganos se consideran competentes para celebrarlos
en nombre de la organización. Cuando, por otra parte,
la constitución contiene en efecto disposiciones sobre este
punto, esas disposiciones o bien se refieren a la cuestión
de qué órgano es competente para ello o bien limitan la
amplitud de la libertad para celebrar tratados. Esas
restricciones suponen que en principio la organización
posee una capacidad general para celebrar tratados. El
Gobierno de Austria considera que el párrafo 3 no es
correcto si en él se quiere decir que la capacidad para
celebrar tratados en una organización internacional se
deriva únicamente de su constitución. No cree tampoco
que desmientan este criterio las opiniones de la Corte en
el asunto de la Reparación por daños 18 y en el asunto
de Ciertos gastos de las Naciones Unidas 19. El Gobierno
de Austria sugiere que se suprima el párrafo 3; o que,
por lo menos, se modifique la expresión « dependerá de
la constitución » de modo que se indique que la constitu-
ción sólo puede contener restricciones a la libertad de la
organización para celebrar tratados.

Finlandia. Recuerda su propuesta para la supresión de
las palabras « u otros sujetos de derecho internacional »
de la definición de « tratado » del apartado a del artículo 1
en vista de que los artículos del proyecto se refieren
exclusivamente a los tratados celebrados entre Estados.
Por la misma razón se propone aquí que se supriman
en el párrafo 1 de este artículo las palabras « y demás
sujetos de derecho internacional » y que se suprima el
párrafo 3. Otra posibilidad, que señala, sería la de pres-
cindir totalmente de este artículo por ser superfluo, con-
forme a la opinión expresada por algunos miembros de
la Comisión en su 14.° período de sesiones. A este pro-
pósito, dice que, si se estima oportuno, podría incluirse

18 l.C.J. Reports, 1949, págs. 174 y siguientes.
19 I.C.J. Reports, 1962, págs. 151 y siguientes.

en los comentarios sobre ciertos artículos una cláusula
en la que se indique que las disposiciones se aplicarán por
analogía a la Santa Sede y a ciertas organizaciones
internacionales; añade que más adelante podría prepa-
rarse un nuevo proyecto de convención sobre estas enti-
dades. Se propone que, si se conserva el artículo, se
modifique el párrafo 1 de modo que diga lo siguiente:
« Poseen capacidad para celebrar tratados según el dere-
cho internacional los Estados que son sujetos de derecho
internacional » ; pues no todos los Estados poseen sobe-
ranía internacional. Propone que el párrafo 2 diga lo
siguiente: «En una unión de Estados, la capacidad de
sus miembros para concertar tratados dependerá del
tratado que la haya constituido o de su Constitución »,
porque las federaciones no son la única forma de Estados
compuestos cuyos Estados constitutivos poseen capacidad
para celebrar tratados en ciertos aspectos.

Israel. Dice que la cuestión de la capacidad quedaría
suficientemente regulada en el artículo sin el párrafo 2.

Japón. Propone que se suprima el párrafo 2, que no
parece agregar mucho al párrafo 1. En efecto, a su juicio,
el párrafo 2 puede incluso inducir a error por cuanto no
menciona otro elemento de la capacidad internacional
para celebrar tratados : la necesidad de que esa capacidad
esté reconocida por las otras partes contratantes. Lo
mismo puede decirse, a su juicio, del párrafo 3, cuya
supresión propone también.

Suecia. Señala que la norma contenida en el párrafo 1
está enunciada necesariamente en términos generales y es
evidente que no tiene mucha utilidad. Por otra parte,
estima que una elaboración detallada de este punto ha
de tropezar por fuerza con grandes dificultades y que tal
vez sea preferible dejar que el desarrollo del derecho se
produzca por medio de la práctica de los Estados y las
organizaciones internacionales y de las decisiones de los
tribunales internacionales.

Reino Unido. Considera que el artículo formulado por
la Comisión no define debidamente la expresión « sujetos
de derecho internacional » y que sería preferible un texto
más o menos como el propuesto en el artículo 3, pár-
rafo 1 del primer informe del Relator Especial. Señala
que hay muchos Estados y territorios que poseen una
soberanía que no llega ser plena pero que, en ciertos
casos, han polido habilitarse para concertar tratados con
Estados extranjeros por medio de delegaciones y otros
procedimientos similares. Hace observar que estos medios
no se mencionan ni en el artículo ni en el comentario.

Estados Unidos. Considera que a menos que se dé al
párrafo 1 un sentido más amplio del que se le atribuye
en el comentario, esta disposición constituirá una sería
restricción para los países que están emancipándose.
Limitar el alcance de la expresión « otros sujetos de dere-
cho internacional » a las organizaciones internacionales,
la Santa Sede, y ciertos casos como una colectividad
rebelde, sería, a juicio de ese Gobierno, demasiado res-
trictivo; en efecto, no debe exigirse que las colonias y
otras entidades análogas dotadas de ciertos poderes en
las relaciones internacionales, sobre todo cuando están
próximas a adquirir la condición de Estados, tengan que
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estar en una situación de rebeldía para poseer la capaci-
dad de celebrar acuerdos internacionales válidos. Cuando
alguna colonia u otra jurisdicción subordinada ha reci-
bido poderes para llevar adelante sus relaciones interna-
cionales con respecto a ciertas cuestiones o para celebrar
un determinado acuerdo, el nuevo derecho de los tratados
no debe impedir que los compromisos contraídos por
tales entidades constituyan acuerdos internacionales vá-
lidos. Sostiene que, en la medida en que la metrópoli ha
cedido a tal colonia o entidad ciertos poderes para dirigir
sus propias relaciones exteriores, esa colonia o entidad
se convierte necesariamente en « sujeto de derecho inter-
nacional » a los efectos del párrafo 1 del presente artícu-
lo; y que sería una paradoja que en la actualidad las
nuevas zonas que se encaminan hacia la independencia
no pudieran ser alentadas con el otorgamiento de poderes
para convenir acuerdos en nombre propio. Estima que
en el párrafo 3 la palabra « constitución » tal vez sea
demasiado restrictiva, sobre todo en vista de que parece
tener un sentido diferente del dado a dicho término en
el párrafo anterior y en vista de la explicación contenida
en el comentario de la Comisión (párrafo 4). A su juicio,
el parecer de la Corte Internacional de Justicia en la
opinión sobre la Reparación por daños mencionada en
el comentario, ofrece una buena medida de los poderes
de una organización internacional para celebrar tratados :

« Con arreglo al derecho internacional, la organiza-
ción debe reputarse dotada de los poderes que, si bien
no están expresamente previstos en la Carta, se le con-
fieren como consecuencia necesaria en cuanto esenciales
para el ejercicio de sus funciones. »

Señala que la expresión « los poderes » se prestaría a
menos confusión que « la constitución », por la que se
entiende en general un documento escrito. Hace observar
además que debería redactarse el párrafo de modo que
su sentido sea claro sin necesidad de remitirse al comen-
tario; y que, en particular, el párrafo debería ser más
preciso en cuanto al significado de la expresión « organi-
zación internacional ».

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. En el primer informe del Relator Especial20, el
texto de este artículo se refería a la capacidad para cele-
brar tratados de los Estados federales, uniones de Estados
y organizaciones internacionales de un modo algo más
completo que el texto adoptado por la Comisión, e in-
cluía asimismo disposiciones relativas a los Estados de-
pendientes. Algunos miembros de la Comisión, no
obstante, estimaron que tratar de abarcar la cuestión
de la capacidad íntegramente podría exigir una investi-
gación de toda la parte del derecho relativa a los « suje-
tos » de derecho internacional y advirtieron que algunas
de las cuestiones ligadas con ellos eran litigiosas21.
Además, expresaron dudas en cuanto a la necesidad de
un artículo sobre la capacidad en derecho internacional

2 0 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962, vol. II,
pág. 41.

2 1 El artículo fue examinado en las sesiones 639.a, 640.a, 658.a

y 666.a ; Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962,
vol. I, págs. 62 a 76; 207 a 209 y 258 a 261.

para celebrar tratados, señalando que la capacidad para
mantener relaciones diplomáticas no había sido tratada
en la Convención de Viena sobre relaciones diplomáticas.
Otros miembros opinaron que la cuestión de la capacidad
es más importante en el derecho de los tratados que en
el derecho de las relaciones diplomáticas, y que deberían
incluirse por lo menos algunas disposiciones generales
sobre la capacidad para celebrar tratados. La Comisión
decidió no entrar en todos los problemas de detalle de
la capacidad que se pueden suscitar y limitarse a las tres
disposiciones generales que se formulan en el artículo
que se comenta.

2. Después de detenido estudio de los comentarios de
los gobiernos y de las actas que contienen los anteriores
debates de la Comisión sobre este artículo, el Relator
Especial opina que habría que suprimir todo el artículo.
Comparte el criterio de los que consideran que la cues-
tión de la capacidad es más destacada en el derecho de
los tratados que en el derecho de las relaciones diplomá-
ticas. Pero duda de la utilidad del tratamiento a medias
de la cuestión que se halla en el artículo 3 tal como
está redactado actualmente así como de la posibilidad de
formular disposiciones más amplias que tengan una
perspectiva razonable, en las presentes circunstancias, de
contar con la aceptación general. El texto del párrafo 2
del artículo fue adoptado por la Comisión por una escasa
mayoría (9 votos contra 7 y 3 abstenciones), y aun así
se refiere sólo a algunos de los diversos problemas afines.
El texto del párrafo 3 fue aprobado por una mayoría
aún más reducida (9 votos contra 8 y 2 abstenciones).
Por añadidura, habiendo decidido la Comisión que las
disposiciones específicas del proyecto de artículos se cir-
cunscriban a los tratados celebrados por Estados, sólo
hay una justificación muy marginal, si la hay, para hacer
figurar en el proyecto de artículos las normas relativas
a la capacidad de las organizaciones internacionales para
celebrar tratados. El párrafo 1 obtuvo un apoyo casi
unánime de la Comisión, pues fue aprobado por 18 votos
contra ninguno y una abstención. No obstante, la norma
que se enuncia en el párrafo está ya implícita en la defi-
nición de « tratado » del apartado a del párrafo 1 del
artículo 1 y, como señala el Gobierno de Suecia, este
párrafo no es de por sí muy útil para resolver los pro-
blemas de la capacidad.

3. En consecuencia, el Relator Especial propone que
se suprima el artículo.

ARTÍCULO 3 bis: TRASLADO DEL ARTÍCULO 48 A LA
SECCIÓN I «DISPOSICIONES GENERALES» (PROPUESTA
DEL RELATOR ESPECIAL)

En ciertos puntos del proyecto de artículos es necesario
hacer una reserva a la aplicación de las normas de que
se trata en el caso de los instrumentos constitutivos de
organizaciones internacionales y a veces también en el
caso de tratados redactados en el seno de una organiza-
ción. La Comisión ha insertado esa reserva en ebrios
artículos y al estudiar la extinción de los tratados en la
parte II, sección III, hizo una reserva general al efecto
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en el artículo 48 que se refiere a todos los artículos de
esa sección. No obstante, hay algunos artículos para los
que esa reserva podría considerarse necesaria o prudente
pero respecto de los cuales la Comisión no ha hecho la
reserva; por ejemplo, el artículo 9, relativo a la partici-
pación de nuevos Estados en los tratados, y los artículos
65-68, que se refieren a la modificación de los tratados.
El Relator Especial sugiere que la reserva que figura en
el artículo 48 se transfiera a la sección de las « Disposi-
ciones generales » y que en esa reserva queden compren-
didos, en principio, los artículos del proyecto en su
totalidad. En ese caso, la única cuestión que podría
suscitarse sería la de si habría que exceptuar expresamente
a los artículos de la parte II, sección II, relativos a la
falta de validez de los tratados, y el artículo 45 relativo
a la aparición de una nueva norma de jus cogens, o dejar
que ello se desprenda de la naturaleza misma de los ar-
tículos. Aunque el texto actual del artículo 48 no excluye
de su ámbito de aplicación al artículo 45, el Relator
Especial se inclina a pensar que sería más lógico exceptuar
de la reserva general las normas de la parte II, sección II,
que comprenden la nulidad resultante de la coacción y
la violación de una norma de jus cogens. Partiendo de
esta base, podría darse al artículo 3 bis la forma siguiente :

« La aplicación de los presentes artículos, con la
excepción de los artículos 31, 37 y 45, a los tratados
que fueren instrumentos constitutivos de una organiza-
ción internacional o que hubieran sido establecidos en
el ámbito de una organización internacional estará
sujeta a las normas en vigor de la organización inter-
nacional interesada. »

SECCIÓN II. CELEBRACIÓN DE TRATADOS
POR ESTADOS

ARTÍCULO 4: FACULTAD PARA NEGOCIAR, REDACTAR,
AUTENTICAR, FIRMAR, RATIFICAR, APROBAR, ACEPTAR UN
TRATADO O ADHERIRSE A ÉL

Observaciones de los gobiernos

Austria. Estima que debe mencionarse en este artículo
el principio de que el derecho internacional reserva al
derecho interno de cada Estado la determinación de los
órganos y procedimientos mediante los cuales se ejerce
la competencia para celebrar tratados. No cree que sea
suficiente la referencia que se hace a este principio en el
párrafo 1 del comentario. Sugiere que el principio se
enuncie en forma de presunción en cuanto a la compe-
tencia de los varios órganos oficiales mencionados en el
artículo para representar a su Estado en la celebración
de los tratados ; pero esta presunción habría de ser « una
praesumptio juris y no una praesumptio juris ac de jure,
de modo que diese la posibilidad de dispensarla ».

Dinamarca. Cree que el párrafo 3 no responde a la
práctica generalmente seguida ni resulta satisfactorio
como expresión de una nueva norma. A su juicio, la
práctica normal es que las partes se comuniquen de
antemano por la vía diplomática los nombres de los

funcionarios designados para representarlas en las nego-
ciaciones y que ello se considere suficiente para introducir
a los representantes; en consecuencia, no se plantea la
cuestión de las credenciales sino hasta el momento en
que ha de firmarse el tratado, y a veces ni siquiera en
tal ocasión. Propone que, con la posible excepción de los
tratados redactados en conferencias internacionales gene-
rales, no se exijan credenciales para la negociación, redac-
ción y autenticación de un tratado. En cuanto al párrafo 4,
relativo a los poderes para la firma, el Gobierno danés lo
acepta en cuanto al fondo pero estima que debería enun-
ciarse de manera diferente. Expresa el parecer de que la
definición de « tratado en forma simplificada » que apa-
rece en el apartado b del párrafo 1 del artículo 1 resulta
inadecuada a los efectos del párrafo 4 del presente ar-
tículo y que en la práctica usual una parte esencial de ese
procedimiento simplificado es la omisión de los instru-
mentos de las Potencias. Propone que se redacte la regla
de forma que exija la presentación de plenipotencias
solamente en los casos en que la otra parte así lo exija.

Israel. Estima que debería considerarse que los repre-
sentantes mencionados en el párrafo 2 (los jefes de misio-
nes diplomáticas y los jefes de delegaciones permanentes
ante organizaciones internacionales) tienen normalmente
facultades implícitas no solamente para negociar, redactar
o autenticar tratados de los tipos mencionados en ese
párrafo sino también para celebrarlos, ya sean tratados
solemnes o tratados de forma simplificada. Por otra parte,
con respecto al párrafo 4, sugiere que como cuestión de
principio no debe prescindirse normalmente del requisito
de los instrumentos de plenipotencia para celebrar ti ata-
dos en forma simplificada. A la luz de estas considera-
ciones propone que en el apartado a del párrafo 4 la
palabra « tendrá » se sustituya por « podrá tener » y
que se elimine el apartado b de dicho párrafo.

Japón. Aboga por que en los párrafos 3 y 4 a se exprese
claramente que el requisito de que se acrediten los poderes
pueda dispensarse siempre por el otro Estado o los otros
Estados participantes en las negociaciones. Estima que
los apartados b y c del párrafo 6 se ajustarían más a la
práctica corriente si no se enunciara con carácter absoluto
el requisito de la exhibición ulterior del instrumento de
plenipotencia.

Luxemburgo. Cree necesario subrayar que el artículo
rige únicamente en el plano nacional y no afecta la forma
en que se atribuye en cada Estado la competencia para
concertar tratados según su derecho interno. Desearía
por ello que se agregara un nuevo párrafo al final del
artículo que dijera lo siguiente:

« Las disposiciones del presente artículo no tendrán
por efecto modificar las constituciones, leyes y costum-
bres nacionales por lo que respecta a las facultades de
los órganos del Estado en las relaciones internacio-
nales. »

Adopta también el punto de vista de que el párrafo 4 b
puede ser causa de gran inseguridad, ya que, a su juicio,
podría ser virtualmente imposible distinguir entre los
tratados irregulares por falta de instrumentos de pleni-
potencia y los tratados que son válidos por haberse
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utilizado la forma simplificada. La solución que propone
es que se suprima el párrafo 4 b y que seguidamente se
modifique el párrafo 2 b reemplazando la referencia que
se hace a « jefes de una delegación permanente ante una
organización internacional » por el término más general
de « representantes ».

Suecia. Expresa dudas acerca de si el enunciado general
del artículo es plenamente satisfactorio ; estima en efecto
que el punto jurídico pertinente es el de si un represen-
tante es competente para vincular a la autoridad que
dice representar, punto que no aparece en el artículo.
Estima que el párrafo 3 va demasiado lejos al exigir al
parecer la exhibición de las credenciales por el repre-
sentante en todos los casos, y dice que, en la práctica,
a menudo se prescinde de esto. Propone que el párrafo
se redacte de nuevo para que diga que la competencia
de los agentes interesados depende de que se encuentren
autorizados para obligar a los gobiernos que dicen repre-
sentar, y que la existencia de tal autorización ha de
considerarse concluyentemente probada mediante la ex-
hibición de la plenipotencia expedida por una autoridad
competente. A su juicio tal enunciado tendría la ventaja
de indicar que el Estado que acepta la firma de deter-
minados representantes sin exigirles la exhibición de sus
plenipotencias asume el riesgo de que se denuncie el
tratado por haber sido celebrado por alguien que carecía
de poderes o que se excedió en el uso de los que le habían
sido otorgados. En cuanto al párrafo 4 b, el Gobierno
sueco mantiene que la cuestión que interesa desde el
punto de vista jurídico es si un Estado que celebra un
tratado en forma simplificada sin exigir la plenipotencia
lo hace a su propio riesgo, de manera que ese Estado
asume el riesgo de que el tratado sea denunciado por la
otra parte por falta de poder de su agente para celebrar
el tratado; y sostiene que la norma debe hacer recaer el
riesgo sobre el Estado que deja exigir las plenipotencias,
y no sobre el Estado cuyo agente se ha excedido en sus
poderes. En cuanto al párrafo 6 a, el Gobierno sueco
sugiere que se omita por ser una recomendación de pro-
cedimiento más bien que una norma. En relación con el
párrafo 6 b, estima que lo que interesa es si el Estado
que acepta la prueba telegráfica de las plenipotencias sin
exigir su confirmación ulterior lo hace a su propio riesgo.
La respuesta, según sugiere, depende de si se considera
que « las plenipotencias telegráficas » ofrecen garantías
suficientes de autenticidad.

Estados Unidos. Estima que las palabras « tendrá que »
que aparecen en el párrafo 3 quizás supongan un requisito
demasiado riguroso y propone que se reemplacen por
« podrá tener que ». Al comentar el párrafo 4 b, se
remite a las críticas hechas a la definición de « tratado
en forma simplificada » que aparecen en el apartado b del
artículo 1. Declara que, a menos que se modifique la
definición de tratados no solemnes en la forma que pro-
pone, el apartado b del párrafo 4 podría tener por resul-
tado que se exigieran plenipotencias para muchos acuer-
dos no solemnes que en la actualidad se firman sin que
las partes exijan ninguna prueba documental de los pode-
res. Según el Gobierno de los Estados Unidos, el párrafo 5
puede tener el efecto no apetecible de estimular la pre-
paración « sobre el terreno » de muchos instrumentos de

ratificación, adhesión o aprobación. En cuanto al pá-
rrafo 6 b propone que las palabras « se aceptará » sean
sustituidas por « podrá aceptarse ». A su juicio la acep-
tación de una carta o telegrama, en espera de recibir las
plenipotencias, es una innovación relativamente reciente
que se basa tan sólo en razones de conveniencia y cortesía
y que no debería constituir una norma de derecho inter-
nacional.

Delegación de Italia. Se admite generalmente que la
formación de la voluntad contractual de un Estado se
rige por su constitución interna, por lo que la celebración
de un tratado no se rige exclusivamente por las normas
de derecho internacional. Considera indispensable que
una convención en la que se codifique el derecho de los
tratados contenga estipulaciones muy precisas sobre la
cuestión de hasta qué punto y con qué excepciones es
necesario respetar las disposiciones constitucionales de
un Estado para que los representantes de éste puedan
celebrar un tratado en forma válida. Sugiere que esas
estipulaciones deberían insertarse en el artículo relativo
a los poderes para ratificar, aprobar o aceptar un tratado
o adherirse a él. Expresa preocupación por el hecho de
que determinados pasajes de los comentarios de la Comi-
sión parecen indicar una actitud poco favorable de ésta
ante la propuesta de que el consentimiento de un Estado
para vincularse por un tratado debe regirse por su consti-
tución, propuesta que, a su juicio, representa la norma
vigente de derecho internacional. Sostiene que deben
observarse tanto las normas del derecho constitucional
como las del derecho internacional para que un tratado
se celebre válidamente, y pide que este punto se considere
con la mayor atención durante la revisión del proyecto
de articulado 22.

Delegación de Venezuela. Presume que, como el artícu-
lo no contiene ninguna disposición relativa a la expe-
dición de las plenipotencias a los representantes, se trata
de una cuestión que corresponde al derecho interno 23.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. El Relator Especial no cree necesario ni conveniente
que el artículo haga mención expresa del principio de que
el derecho internacional reserva al derecho interno de
cada Estado la determinación de los órganos y procedi-
mientos mediante los cuales se ejerce la competencia para
celebrar tratados. La mención de este principio es inne-
cesaria, ya que huelga decir que cada Estado es dueño
de decidir sobre las disposiciones de su propia constitu-
ción; y de hecho son muy variadas las disposiciones
constitucionales de los Estados referentes al ejercicio de
los poderes para concertar tratados. Al propio tiempo
no es conveniente porque sería difícil formular el princi-
pio sin que se dé la impresión de incorporar por referencia
las disposiciones de derecho interno al derecho interna-
cional y de hacer que las disposiciones del derecho consti-
tucional interno sean pertinentes en general para deter-

22 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoséptimo
período de sesiones, Sexta Comisión, 743. a sesión, párrs. 21 y 22.

23 Ibid., párr . 29.
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minar la validez de los tratados en derecho internacional.
La Comisión, al redactar el artículo 31 (Invalidez: Dis-
posiciones de derecho interno relativas a la competencia
para celebrar tratados), ha adoptado la posición de que
las disposiciones del derecho interno no han de conside-
rarse procedentes en derecho internacional, salvo cuando
la violación del derecho interno sea « evidente ». Las
consideraciones que impulsaron a la Comisión a adoptar
este punto de vista se exponen extensamente en su
comentario al artículo 31 2i. Al Relator Especial le
parecen tener gran peso y si bien señala a la atención
de la Comisión las observaciones de la delegación ita-
liana, cree que la Comisión debe mantener su posición
en esta cuestión fundamental.

2. La sugestión de que el principio debe enunciarse
en forma de una presunción que permita la posibilidad
de dispensarla, también parece que va demasiado lejos
si lo que se propone es que la presunción pueda siempre
ser refutada con pruebas de que en realidad se carecía
de facultades constitucionales en el caso particular de
que se trata. La posición adoptada por la Comisión al
redactar el artículo que se examina y el artículo 31 fue
que, en derecho internacional, el mantenimiento de la
seguridad de los acuerdos internacionales es una conside-
ración que debe prevalecer sobre cualquier requisito
constitucional interno, salvo cuando la falta de poderes
del representante para celebrar un tratado particular es
tan evidente que resulta inadmisible confiar en las facul-
tades normalmente atribuidas a tal representante según
el derecho internacional. Sería lamentable debilitar en
cualquier medida esta posición y en el 14.° período de
sesiones algunos miembros de la Comisión declararon
que habrían preferido que no se hubiera hecho ninguna
salvedad a la norma, ni siquiera la de los casos de falta
« evidente » de autorización.

3. Por otra parte, quizás sea conveniente recurrir en
cierta medida a las presunciones en este artículo ; parece,
en efecto, tener cierto valor la sugestión del Gobierno
sueco de que el artículo se redacte de nuevo desde el
punto de vista contrario de cuándo un Estado tiene
derecho a confiar en la competencia de un representante
para obligar a su Estado, sin exigir credenciales concretas
de sus poderes. En la actualidad, el artículo se enuncia
desde el punto de vista de declarar cuándo un represen-
tante se halla obligado a presentar pruebas de su autori-
zación. Teniendo en cuenta la forma en que se resuelven
las cuestiones de competencia y poderes en los artículos
31 y 32, el camino que sugiere el Gobierno sueco parece
lógico. Además, si se sigue ese camino, será más fácil
satisfacer algunas de las obligaciones de detalle que han
planteado los gobiernos a los párrafos 3, 4 y 5. Las
disposiciones del artículo definirán así los casos en que
puede presumirse la autorización por el carácter del
representante y los casos en que puede presumirse única-
mente mediante la exhibición de « plenipotencias ».

4. El Relator Especial propone por ello que el pá-
rrafo 1 se revise a fin de prever que pueda considerarse

24 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. II,
págs. 221 a 225.

que las tres autoridades mencionadas están dotadas en
virtud de sus cargos de poder para negociar, redactar,
etc., un tratado en nombre de su Estado, haciendo así
recaer en éste la carga de prueba ante los demás Estados
contratantes sobre cualquier restricción de ese poder
ostensible. El texto, tal como se halla actualmente redac-
tado, no menciona la firma de los instrumentos de ratifi-
cación, adhesión, etc., que implícitamente quedan pre-
vistos en el enunciado del párrafo 5. El Relator Especial
cree que estos actos deben mencionarse también en el
párrafo 1, que de esta manera regulará el caso de los
jefes de Estado, etc., completamente. También tendrá la
ventaja de permitir que se fundan en uno sólo los pá-
rrafos 4 y 5.

5. Se propone que el párrafo 2 se levise de manera
análoga. En cuanto a la sugestión del Gobierno de Israel
de que se considere que los jefes de misiones diplomáticas
y de delegaciones permanentes ante organizaciones inter-
nacionales normalmente tienen facultades implícitas para
celebrar tratados, parece ir más allá de lo que general-
mente se piensa que es la norma, aun cuando no sea raro
que se prescinda de las plenipotencias. La cuestión no
reside en si puede prescindirse o no de las plenipotencias,
sino en determinar qué Estado ha de asumir el riesgo en
el caso de que el representante carezca realmente de auto-
rización: el Estado del representante o el Estado que no
exige la exhibición de la plenipotencia. Según el derecho
vigente, se cree que ha de asumirlo este último y por ello
no parece apropiado hacer extensivo el alcance del poder
ostensible a la celebración de tratados. Al propio tiempo
el Relator Especial estima preferible limitar el párrafo 2
a la autorización para negociar, redactar y adoptar, ya
que no es raro que la autenticación entrañe la firma, y
parece preferible dejar que este aspecto se prevea en el
último párrafo que trata de la firma.

6. También se propone que el párrafo 3 sea formulado
de nuevo desde el punto de vista de si puede darse por
seguro que el representante posee autorización, dándose
en este caso una respuesta negativa. Además, se estima
que este párrafo, lo mismo que el párrafo 2, debe limitarse
a la autorización para negociar, redactar y adoptar; y
que debe pasar a ser el apartado c de ese párrafo 2. Con
el nuevo enunciado del párrafo en la forma propuesta se
satisfaría la objeción hecha por cuatro gobiernos de que
la norma se halla enunciada en un tono demasiado
riguroso, ya que no es raro que se prescinda de las pleni-
potencias en los casos comprendidos en tal párrafo; la
exhibición de la plenipotencia dejaría de enunciarse, en
efecto, como un requisito obligatorio en tales casos.
También se atenderían en gran parte las sugestiones
particulares de los Gobiernos sueco y danés en relación
con la revisión del párrafo.

7. El párrafo 4, al igual que los precedentes, debe
redactarse de nuevo en función de si puede darse por
seguro que el representante posee autorización. Es más
importante que los párrafos 2 y 3 porque, lo mismo que
el párrafo 1, trata no solamente de la preparación del
texto sino de la manifestación del consentimiento del
Estado en obligarse por el tratado. En este caso, se cree
que la norma general es que, salvo en los casos compren-
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didos en el párrafo 1 (jefes de Estado, etc.), no puede
presumirse que un representante posee autorización para
vincular a su Estado en el tratado a menos que exhiba
un instrumento de plenipotencia que acredite tal autori-
zación. Sin duda, podrá prescindirse a veces de las pleni-
potencias, incluso en la celebración de tratados solemnes,
pero en tal caso el Estado que deje de exigir su presen-
tación asumirá el riesgo de cualquier falta de poder. El
problema es si se aplica una regla diferente en el caso de
los que la Comisión llama en el párrafo 4 « tratados en
forma simplificada ». Al tratar el asunto desde el punto
de vista de si un representante tiene que exhibir la pleni-
potencia, la Comisión hizo una distinción entre los trata-
dos solemnes y los tratados en forma simplificada. Sin
embargo, cuando se aborda la cuestión desde el punto
de vista de si el otro Estado tiene derecho a presumir
que un representante que no exhibe la plenipotencia, se
encuentra autorizado para vincular a su Estado, no parece
que haya de hacerse la misma distinción. La cuestión
es quién ha de asumir el riesgo en caso de falta de auto-
rización. En 1962, la Comisión estuvo dispuesta única-
mente a decir que en el caso de los tratados en forma
simplificada, no sería necesario que el representante ex-
hibiera un instrumento de plenipotencia, salvo que lo
exigiere el otro Estado negociador. En otras palabras,
parece haber considerado que la responsabilidad de deci-
dir si es necesaria la prueba de la autorización incumbe
al otro Estado, incluso en estos casos.

8. Una nueva consideración es que varios gobiernos han
puesto en duda que sea adecuada la definición que da la
Comisión de « tratado en forma simplificada », tanto en
general, como en el contexto particular del artículo que
se examina. De hecho, los Gobiernos de Dinamarca y
Luxemburgo mantienen que la voluntad de las partes de
prescindir de las plenipotencias es uno de los elementos
determinantes del carácter « no solemne » del tratado, y
no viceversa. La Comisión tuvo dificultades para formular
una definición satisfactoria de tratados en forma simpli-
ficada y el Relator Especial considera que las críticas que
se hacen a esa definición no carecen de fundamento;
pero no cree que pueda encontrarse fácilmente una defi-
nición más viable.

9. Si se revisan en la forma propuesta los párrafos 1 y 4,
el párrafo 5 será innecesario.
10. El Relator Especial comparte la opinión del Gobierno
sueco de que el apartado a del párrafo 6 es más bien una
recomendación de procedimiento que| unaj norma y que
debe suprimirse. En sustancia, se halla contenido ya de
hecho en la definición que de « plenipotencia » aparece
en el artículo 1. El Relator Especial también está de
acuerdo con los Gobiernos de Japón y de los Estados
Unidos en que las palabras « se aceptará » en el apartado b
del párrafo 6 son inadecuadas y deben sustituirse por las
palabras « se podrá aceptar » [con los consiguientes
efectos en el apartado c].

11. A la luz de las observaciones hechas en los párrafos
precedentes, el Relator Especial propone que se revise
el artículo 4 para que diga lo siguiente:

« 1. Se podrá considerar que un representante está
dotado de poder para actuar en nombre de su Estado

en la celebración de un tratado en las condiciones que
se enuncian en los siguientes párrafos, a menos que en
un caso particular su falta de poder sea evidente.

» 2. Se podrá considerar que los jefes de Estado, los
jefes de gobierno y los ministros de relaciones exteriores
están dotados de poder para negociar, redactar, adoptar
autenticar o firmar un tratado y para firmar cualquier
instrumento relacionado con un tratado.

» 3. a) Se podrá considerar que el jefe de una misión
diplomática está dotado de poder para negociar, redac-
tar o adoptar un tratado entre su Estado y el Estado
ante el cual estuviese acreditado.

» b) La norma enunciada en el anterior apartado a
se aplicará también al jefe de una delegación permanente
ante una organización internacional respecto de los
tratados redactados con los auspicios de la organización
ante la cual estuviese acreditado.

» c) No se podrá considerar que otros representantes,
en virtud exclusivamente de sus cargos, están dotados
de poder para negociar, redactar o adoptar un tratado
en nombre de su Estado; y cualquiera de los demás
Estados negociadores podrá exigir, si lo estima opor-
tuno, la exhibición de un instrumento de plenipotencia.

» 4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2,
solamente se podrá considerar que un representante
está dotado de poder para firmar un tratado o un
instrumento relacionado con un tratado :

» a) si exhibe un instrumento de plenipotencia, o

» b) si se deduce de la naturaleza del tratado, de las
estipulaciones de éste o de las circunstancias de su
celebración que la intención de los Estados interesados
fue prescindir de las plenipotencias.

» 5. a) En caso de demora en la transmisión del
instrumento de plenipotencia, se podrá aceptar provi-
sionalmente una carta o un telegrama en que se haga
constar la concesión de la plenipotencia, enviado por
la autoridad competente del Estado de que se trate,opor
el jefe de su misión diplomática en el Estado donde se
negociare el tratado, siempre que se exhibiere oportu-
namente un instrumento de plenipotencia extendido
en debida forma.

» b) La misma normaj se aplicará a una carta o
telegrama enviado por el jefe de la delegación perma-
nente ante una organización internacional con referen-
cia a un tratado de los mencionados en el apartado b
del anterior párrafo 3. »

CUESTIÓN A : CELEBRACIÓN DE TRATADOS POR UN ESTADO
EN NOMBRE DE OTRO O POR UNA ORGANIZACIÓN INTER-
NACIONAL EN NOMBRE DE UN ESTADO MIEMBRO

1. Como se ha señalado en el párrafo 4 de la introducción
al presente informe, la Comisión, en su 16.° periodo de
sesiones, decidió estudiar más a fondo la cuestión de la
inclusión de un nuevo artículo sobre dicho tema durante
su nuevo examen de la parte I. La cuestión había sido
planteada por el Relator Especial en su tercer informe en
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un artículo del proyecto que llevaba el número 60 y que
tenía por título « Aplicación de un tratado celebrado por
un Estado en nombre de otro » 25. En tal ocasión señaló
que el concepto de la representación había sido relativa-
mente poco elaborado en el derecho de los tratados.
Aunque acaso no es raro que un Estado se valga de los
servicios diplomáticos de otro para celebrar un tratado,
lo hace confiriendo al agente diplomático de ese otro
Estado un poder expreso para que actúe en su nombre
en un caso particular. No se trata de que un Estado actúe
en nombre de otro, sino simplemente de que un Estado
hace uso de los servicios del agente diplomático de otro
Estado con el objeto de celebrar un tratado. Estos no son
los casos a que se refiere la cuestión que se examina, y
basta decir que la Comisión no estimó necesario incluir
ninguna estipulación especial para preverlos. La frase
« cualquier otro representante de un Estado » que figura
en el artículo 4 es de alcance muy general y no excluye
la posibilidad de que el representante forme parte del
cuerpo diplomático de otro Estado.
2. Los casos a que se refiere la presente cuestión son
aquellos en que un Estado propiamente dicho celebra un
tratado en nombre de otro Estado en virtud de un poder
que se le ha conferido por este último. Como ejemplo
cabe citar la celebración de tratados por Bélgica en nom-
bre de Luxemburgo sobre cuestiones relacionadas con la
Unión Económica Belgo-Luxemburguesa. El artículo 5
del Convenio del 25 de julio de 1921 entre Bélgica y
Luxemburgo dispone : « Les futurs traités de commerce
et accords économiques, seront conclus par la Belgique au
nom de Vunion douanière » 26. En la práctica, sin embargo,
los tratados concertados en virtud de este artículo parecen
haber sido celebrados por Bélgica en nombre de Luxem-
burgo. Un acuerdo comercial de 1950, por ejemplo, entre
la Unión y México habla del Gobierna belga, « agissant
tant enson nom qu'au nom du Gouvernement luxembourgeois
en vertu des accords existants ». Análogamente, en recien-
tes convenios internacionales sobre productos básicos,
aunque la práctica belgo-luxembuguesa no sea completa-
mente uniforme en su celebración, Luxemburgo parece
en general haber aceptado adquirir la calidad de parte
en tales convenios en virtud de la ratificación, adhesión,
etc., de Bélgica. Así, en el Convenio Internacional del
Café de 1962, aunque Bélgica y Luxemburgo lo firmaron
por separado cuando se redactó, Bélgica fue posterior-
mente la única en adherirse, mientras Luxemburgo
informaba al depositario que se consideraba obligado
por la adhesión belga 27. Otro caso en el que cabe pensar
como posible es el de la celebración de un tratado por una
organización internacional con un tercer Estado en repre-
sentación de uno de sus miembros, con miras a adquirir
separadamente la calidad de partes en el tratado. La orga-
nización podría, en resumen, ser utilizada sencillamente
como una « representante » apropiada de los Estados
miembros a los efectos de celebrar un tratado en que todos
sus intereses coincidan.

25 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1964, vol. II ,
pág. 14. Véase también el comentario al artículo que lleva el número
59 en ese informe.

26 Sociedad de las Naciones, Recueil des traités, vol. 9, pág. 226.
27 Posteriormente, Bélgica informó también al depositario que su

adhesión vinculaba a Luxemburgo.

3. Cabe mencionar, aunque sólo sea para descartarlo,
un problema especial. Se trata del caso en que una organi-
zación internacional celebra un acuerdo con uno de sus
propios miembros en el que figuran estipulaciones en
beneficio de otros miembros. Ejemplos de ello son los
acuerdos de mandato y de administración fiduciaria, cuyo
carácter y efectos jurídicos fueron examinados en los
asuntos del Africa Sudoccidental28 y del Camerún
Septentrional29. Las decisiones de la Corte Internacional
en estos asuntos dejaron sin resolver la cuestión de cuál
es realmente la relación jurídica de los miembros de la
organización con los acuerdos de que se trata; y los
problemas que plantean parecen ser de índole muy
especial y pertenecer a la esfera del derecho que rigen las
organizaciones internacionales y no a la del derecho gene-
ral de los tratados. En consecuencia, a juicio del Relator
Especial, puede prescindirse de ellos en relación con la
cuestión que se examina.

4. En la cuestión más general que se examina, algunos
miembros de la Comisión señalaron en el 16.° período de
sesiones que, aunque había ejemplos de Estados que ha-
bían sido autorizados por otros para concertar tratados
en su nombre, tales casos eran muy raros, y expresaron
dudas de que conviniera incluir en el articulado disposi-
ciones concretas sobre esta prática desde el punto de vista
del principio de la igualdad y de la independencia de los
Estados. Otros miembros de la Comisión señalaron que
dicha práctica, aun cuando no se hallaba muy extendida,
tenía cierta importancia en relación con las uniones econó-
micas y estimaron que la intensificación de las actividades
diplomáticas y comerciales de los Estados y la diversidad
de las asociaciones que formaban entre sí podrían condu-
cir a un aumento de los casos de este tipo, por lo que, en
definitiva, convenía preverlos en el proyecto de artículos.
En cuanto a los tratados que las organizaciones interna-
cionales celebraban en nombre de sus miembros con
terceros Estados, algunos miembros de la Comisión
expresaron el parecer de que esta cuestión estaba ligada
demasiado íntimamente con el problema general de las re-
laciones entre una organización internacional y sus miem-
bros para que pudiese regularse debidamente como parte
del derecho general de los tratados. Otros opinaron que en
estos casos la transacción podría determinar que esos
miembros adquirieran efectivamente la calidad de partes
en los tratados, por lo que tales casos debían quedar
comprendidos en el derecho general de los tratados 30.

5. El Relator Especial cree que, aunque sólo sea en
escala limitada y en determinadas circunstancias, el
fenómeno de la representación existe realmente en derecho
internacional y, en principio, pertenece al derecho general
de los tratados. Por otra parte, cree que acaso resulte
difícil para la Comisión formular normas enteramente
satisfactorias que prevean los casos que pueden surgir
bajo este título sin tener que abordar en cierta medida
problemas discutibles y complicados de capacidad y
personalidad internacional, y sin inmiscuirse hasta cierto

28 I.C.J. Reports, 1962, pág. 319.
29 I.C.J. Reports, 1963, pág. 15.
30 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1964, vol. II,

pág. 170, párr. 2 a.
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punto en el derecho que rige las organizaciones inter-
nacionales. En consecuencia, por razones análogas a las
que le impulsaron a proponer la supresión del artículo 3
relativo a la « capacidad para celebrar tratados », propone
también que se omita en el proyecto de articulado el
tema que se enuncia en la presente cuestión que se examina.
La omisión de este tema no entraña que la Comisión
adopte ninguna posición sobre el fondo del asunto.
Significaría sencillamente que la Comisión deja el tema
de lado para tratarlo en forma especial en la medida y
en oportunidad en que lo considere necesario o conve-
niente. Por muy conveniente que sea en principio preparar
una exposición completa y exhaustiva de los principios
que rigen todos los aspectos posibles del derecho de los
tratados, el Relator Especial opina que, por razones de
índole práctica, la Comisión debe limitar por ahora su
proyecto a los principios más importantes que rigen los
tratados celebrados entre Estados. El Relator Especial
propone pues que se omita esta cuestión.

ARTÍCULO 5 : NEGOCIACIÓN Y REDACCIÓN DE UN TRATADO

Observaciones de los gobiernos

Japón y Luxemburgo. Los Gobiernos de estos Estados
señalan que el artículo tiene un carácter puramente de
procedimiento y no creen que sea de utilidad alguna.

Suecia. Aunque no se refiere especialmente al artículo 5,
parece también ser partidaria de su supresión ya que,
en sus « observaciones generales preliminares », propone
que todas las disposiciones que sean puramente de proce-
dimiento deben eliminarse del proyecto de articulado.

Israel. El Gobierno israelí, en cambio, se muestra parti-
dario de que se conserve el artículo señalando que, aunque
sea de carácter descriptivo, trata de una fase esencial
del proceso de concertación de tratados que es también
importante para otros aspectos del derecho de los tratados

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. En el primer informe del Relator Especial no figuraba
ningún artículo que se refiriera especialmente a la negocia-
ción y redacción de un tratado. En el 14.° período de
sesiones algunos miembros de la Comisión pusieron en
duda la utilidad de este artículo31. Sin embargo, aún
reconociendo que su carácter era más bien descriptivo
que normativo, la mayoría estimó que el artículo era
útil como introducción a los artículos siguientes y por
servir de enlace lógico entre los artículos 4 y 6.

2. El Relator Especial no adopta ninguna posición
rígida en cuanto a la conveniencia o no de conservar el
artículo 5 en el proyecto. Reconoce que sus disposiciones
son principalmente de carácter procesal y descriptivo.
Por otra parte, puede dudarse que lo sean más, por
ejemplo, que los artículos 5 y 9 de la Convención de
Viena sobre relaciones consulares32. Una razón para

mantener el artículo podría ser que algunos artículos
posteriores contienen expresiones tales como « Estados
participantes en las negociaciones » (artículo 6 c), « al
terminar las negociaciones » (artículo 10), « durante las
negociaciones » (artículos 12 y 46), « todo Estado que
participare en la negociación » (artículo 17), « los Estados
que hubieren negociado » (artículo 28), « tratado redac-
tado » (artículos 6, 8 c, 9). En otras palabras, se refieren
a la fase de procedimiento en la concertación de tratados
que es objeto del artículo que se examina. Pero cabría
modificar algunas de estas expresiones durante la revisión
de los artículos del proyecto. Además, tales expresiones se
entienden en gran parte por sí mismas y difícilmente puede
decirse que las disposiciones del artículo que se comenta
contengan algo que sea absolutamente esencial para su
correcta interpretación. A lo sumo, el artículo 5 señala
que la « negociación y redacción de un tratado » es una
fase distinta de por sí en el proceso de concertación de los
tratados e indica las maneras diferentes en que esta fase
ocurre. El artículo tiene cierta lógica en el plan del proyec-
to de articulado, pero difícilmente puede sostenerse que
su omisión reste apreciablemente fuerza o efectos a los
demás artículos.

3. Si la Comisión decidiera mantener el artículo 5 en el
proyecto, el Relator Especial cree que debería revisarse
su redacción. El enunciado de este artículo se tomó de
la cláusula equivalente del « Código » expositivo de Sir
G. Fitzmaurice y todavía muestra vestigios de su origen.
El Relator Especial sugiere que, en caso de conservarse,
el artículo diga como sigue :

se

31 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962, vol. I,
666.a sesión, págs. 262 a 263.

32 Conferencia de las Naciones Unidas sobre relaciones consulares,
Documentos Oficiales, vol. II , págs. 180 y 181.

i articulo diga como sigue :
« La negociación y redacción de un tratado

efectuarán :
» c) Por vía diplomática o por otra vía convenida,

en reuniones de representantes, o en una conferencia
internacional;

» b) En el caso de tratados negociados con los auspi-
cios de una organización internacional, en una confe-
rencia internacional convocada por la organización o
por los Estados interesados, o en un órgano de la
organización de que se trate. »

ARTÍCULO 6 : ADOPCIÓN DEL TEXTO DE UN TRATADO

Observaciones de los gobiernos

Israel. Sugiere que en el apartado b se inserte la palabra
« internacional » después de « organización ».

Japón. Estima que este artículo se refiere más bien al
procedimiento de las conferencias que al de la concer-
tación de tratados, y que las cuestiones de que trata
podrían quedar a discreción de la conferencia o de los
Estados interesados; propone por tanto la supresión del
artículo.

Luxemburgo. Le parece inconcebible que un tratado
multilateral — aun cuando se celebre entre un grupo redu-
cido de Estados — pueda concluirse de otra forma que en
una « conferencia internacional », es decir, en algún tipo
de reunión de representantes de varios gobiernos. A su
juicio, por tanto, el apartado c únicamente puede aplicarse
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a los tratados bilaterales. Señalando que muchos tratados
multilaterales se celebran entre los Estados de una región
determinada, dice que la norma contenida en el apartado a
no se presta a las condiciones que imperan en las confe-
rencias regionales donde, a su manera de ver, la unani-
midad es la única norma de votación aceptable. Considera
que el único principio realmente compatible con el
carácter consensual de los tratados, ya sean bilaterales
o multilaterales, es el principio del mutuo acuerdo ; y que
las excepciones a este principio únicamente son admisibles
en el caso de los tratados multilaterales redactados en el
ámbito o con los auspicios de una organización inter-
nacional. También considera que debe tenerse en cuenta
el caso de algunas organizaciones internacionales en las
que, aunque las decisiones se adoptan en votación por
mayoría, el instrumento constitutivo expresamente prevé
que determinadas cuestiones quedan sujetas a ulterior
acuerdo, a fin de dejar a salvo el principio de la unani-
midad; cita, como ejemplos, los artículos 220, 236 y 237
del Tratado por el que se establece la Comunidad Econó-
mica Europea 33. Habida cuenta de las anteriores conside-
raciones, propone que se redacte de nuevo el artículo en
la forma siguiente :

« 1. La adopción del texto de un tratado se efectuará
por acuerdo unánime de los Estados participantes en
las negociaciones.

» 2. En el caso de un tratado redactado en una confe-
rencia internacional, la adopción del texto se efectuará
con arreglo a la norma de votación establecida por el
reglamento de dicha conferencia.

» 3. En el caso de un tratado redactado en una orga-
nización internacional, la adopción del texto se efectua-
rá con arreglo a la norma de votación aplicable a las
decisiones del órgano competente de la organización,
salvo derogación resultante del estatuto de éste. »

Suecia. El Gobierno sueco estima que el apartado a,
aunque en sí quizás sea oportuno, puede tener efectos
complicados cuando algunos de los Estados presentes
en una conferencia sean partes en la convención proyec-
tada sobre el derecho de los tratados y otros no lo sean.
Los apartados b y c, en su opinión, simplemente prevén
que la forma en que el texto ha de adoptarse se rija por
el acuerdo de las partes; y cree que son redundantes y
deben omitirse.

Estados Unidos. Estima que el artículo es útil al exponer
unas normas generales que serán de aplicación a falta
de acuerdo sobre otro procedimiento.

Delegación del Brasil. Aunque está de acuerdo con la
norma de los dos tercios como regla general para la
adopción del texto, duda de que la misma deba regir la vo-
tación preliminar sobre el procedimiento de votación.
Si se hiciera obligatoria tal norma para las decisiones de
procedimientos acerca de la norma de votación, ello
podría entrañar una restricción indebida para los Estados
que participen en negociaciones internacionales que, por
su índole primordialmente política, no deben quedar

sujetas a ninguna norma rígida. La ausencia de tal norma
no supondría ninguna gran dificultad en la práctica34.

Delegación de México. Subraya la dificultad que puede
plantearse en el caso de que algunos de los Estados parti-
cipantes en una conferencia no sean partes de la proyec-
tada convención sobre el derecho de los tratados. Sugiere
que acaso sería preferible dejar que cada conferencia resol-
viera por sí misma acerca de las cuestiones relativas a la
mayoría necesaria y al procedimiento para la adopción
del texto 35.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Al Relator Especial le parece demasiado radical la
sugestión de que se suprima todo este artículo. La adop-
ción del texto es una parte importante del procedimiento
de concertación de tratados, por ser la face en que el
contenido del tratado, el modo de su entrada en vigor,
las posibilidades de hacer reservas, etc., se determinan
y deciden. En consecuencia, las normas de votación que
rigen la adopción del texto son en gran parte una cuestión
de fondo, aun cuando la obligación de vincularse por
el tratado no se formalice sino ulteriormente. Tampoco
le parece que el apartado b, que prescribe la norma de
votación aplicable en el órgano competente de una organi-
zación internacional, sea simplemente una declaración de
que la adopción del texto se rige por el acuerdo de las
partes y que, por tanto, resulta redundante. Sin duda,
cabe decir que ha de expresarse el acuerdo de las partes
en la decisión de redactar el tratado en la organización.
Pero, una vez tomada tal decisión, la adopción del texto
se regirá por un procedimiento especial.

2. Se han hecho tres objeciones en relación con el
apartado a. La primera es la posibilidad de que algunos
de los Estados participantes en una conferencia no sean
partes en la proyectada convención sobre el derecho de los
tratados. Esta objeción se aplica en realidad a toda la
cuestión de si conviene codificar el derecho de los tratados
y en sí misma no es válida para el apartado a. En el caso
previsto, el apartado a podría no aplicarse a falta del
consentimiento de los Estados que no fuesen partes en
la convención; pero tal estipulación seguiría siendo útil
como punto de partida para resolver la norma de
votación.

3. Según la segunda objeción, la norma de los dos tercios
no se presta para las conferencias « regionales », en las
que, según se dice, la unanimidad es la única norma de
votación aceptable. Esta objeción versa sobre el punto
delicado de la distinción entre tratados multilaterales
generales y tratados celebrados entre grupos reducidos
de Estados. En su proyecto original de artículo, el Relator
Especial procuró hacer una distinción entre tratados
« multilaterales » y tratados « plurilaterales », y aplicó
a estos últimos la norma de la unanimidad. Pero la

33 Naciones Unidas, Recueil des traités, vol. 294, pág. 11.

34 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoséptimo
período de sesiones, Sexta Comisión, 737.a sesión, párr. 14.

35 Ibid., 739.a sesión, párr. 21.
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Comisión36 prefirió no hacer tal distinción en el artículo
que se examina, sin negar por ello que la unanimidad debía
ser la norma general para los « tratados redactados entre
un número muy reducido de Estados ». Estimó que para
los demás tratados multilaterales la regla del apartado a
debía figurar expresamente, aunque siempre se dejaría
en libertad a los Estados interesados para aplicar la regla
de la unanimidad en un caso particular, si así lo decidían.
Respondiendo a la objeción del Gobierno de Luxemburgo,
que tiene cierta fuerza, puede argüirse que si en una
conferencia « regional » la unanimidad es la única norma
de votación aceptable, los Estados participantes no
tendrán ninguna dificultad para decidir la aplicación de
tal norma mediante una votación de procedimiento con
la mayoría de dos tercios prevista en el apartado a. La
finalidad perseguida por la Comisión fue sencillamente
prever una norma de procedimiento supletoria a base de
la cual pudiera resolverse rápidamente la norma de vota-
ción de la conferencia, a falta de acuerdo sobre otro
procedimiento. Estimó que la norma basada en la mayoría
de dos tercios tenía suficientemente en cuenta los intereses
de los grupos minoritarios en una conferencia. Al mismo
tiempo se señaló que no era raro que las votaciones de
procedimiento se resolvieran a menudo en la práctica por
una simple mayoría.

4. La tercera objeción afirma que si se fija como obliga-
toria la mayoría de dos tercios para las decisiones de
procedimiento relativas a la norma de votación, ello
puede entrañar una restricción indebida a la libertad de
los Estados para llevar adelante las negociaciones inter-
nacionales como estimen oportuno; y que ésta es una
cuestión que debe quedar enteramente a la discreción
de la conferencia. Se trata en este caso de la cuestión
fundamental de si la inclusión de la norma supletoria
propuesta por la Comisión de lege ferenda es o no desea-
ble. Pueden argüirse razones en favor de una u otra tesis
y la Comisión sin duda deseará examinar de nuevo su
propuesta a la luz de las observaciones de los gobiernos.
Por otra parte, la Comisión tuvo estas consideraciones
muy presentes en 1962 y el Relator Especial no se cree
por ello llamado a proponer en el presente informe que la
regla adoptada por la Comisión en el apartado c sea
modificada.

5. Queda por contestar el punto señalado por el Gobier-
no luxemburgués de que en el apartado c debería tenerse
en cuenta la existencia de organizaciones en las que,
conforme a sus instrumentos constitutivos, aunque las
decisiones se adoptan en votación por mayoría, determi-
nadas cuestiones quedan expresamente sujetas a un
acuerdo unánime. Aunque acaso pueda aceptarse el
punto general de que es necesario hacer una salvedad
para prever tales casos, no le parece claro al Relator
Especial que el ejemplo dado — los artículos 236 y 237

36 Véase le examen de este artículo por la Comisión, en el Anuario
de la Comisión de Derecho Internacional, 1959, vol. II, págs. 106 a
107, comentario al artículo 6, párrafo 4; Anuario de la Comisión
de Derecho Internacional, 1962, vol. I, sesiones 642.a, 643.a, 659.a

a 660.a y 666.a, págs. 83 a 93, 214 a 217 y 262 a 263; ibid., vol. II,
pág. 192, comentario al artículo 6.

del Tratado de la Comunidad Económica Europea37 —
represente el caso de un tratado redactado en una confe-
rencia convocada con los auspicios de una organización,
más bien que un tratado redactado en el ámbito de un
órgano de una organización. Cabe la posibilidad de que
ocurran ambos tipos de casos, por lo que acaso sea conve-
niente prever el punto en los apartados a y a

6. Finalmente, el Relator Especial comparte la opinión
del Gobierno luxemburgués de que acaso sería preferible
comenzar el artículo con la disposición del apartado c
y convertir los apartados en párrafos con números
distintos. Sobre esta base, y a reserva de lo que decida
la Comisión acerca del apartado a, sugiere que el artículo
se revise en la forma siguiente :

« 1. El texto de un tratado se adoptará por mutuo
acuerdo de los Estados participantes en su redacción,
a reserva de lo dispuesto en los párrafos 2 y 3.

» 2. En el caso de un tratado redactado en una confe-
rencia internacional, el texto se adoptará por mayoría
de dos tercios de los Estados participantes en la confe-
rencia, salvo que :

» d) se decida por la misma mayoría adoptar una
norma diferente de votación;

» b) en el caso de una conferencia convocada por
una organización internacional, se prescriba una norma
diferente en el reglamento en vigor de la organización.

» 3. En el caso de un tratado redactado en una orga-
nización internacional, el texto se adoptará de confor-
midad con la norma de votación aplicable en el
órgano competente. »

ARTÍCULO 7 : AUTENTICACIÓN DEL TEXTO

Observaciones de los gobiernos

Japón. No estima fácil formular una regla general sobre
la autenticación de los textos que sea aplicable tanto a
los acuerdos bilaterales como a los multilaterales. En
el caso de los acuerdos bilaterales no es raro que las
partes negociadoras introduzcan modificaciones de fondo
de poca importancia en un texto ya autenticado. El
Gobierno japonés sugiere que se prescinda del presente
artículo y que se incorpore lo sustancial de los párrafos
1 y 2 a los artículos 10 (Firma y rúbrica) y 11 (Efectos
jurídicos de la firma).

Suecia. Considera que el artículo puede ser más útil como
indicación de procedimientos que como pauta jurídica;
y que no puede decirse que tenga contenido normativo
si no se pretende establecer en él que, en caso de duda,
la firma ad referendum, la rúbrica, etc., constituyen una
autenticación del texto. El Gobierno sueco duda también
de que un acto de autenticación tenga efectos jurídicos.
A este respecto se refiere a la declaración de la Comisión,
expuesta en el párrafo 4 de su comentario, en el sentido
de que, « después de la autenticación toda corrección de

37 El Gobierno de Luxemburgo también menciona el artículo 220,
pero éste no parece ser pertinente.
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la redacción de texto autenticado tendrá que hacerse por
acuerdo (véanse los artículos 26 y 27) » y duda de que
incluso antes de la autenticación se pueda hacer alguna
modificación al texto que no sea por acuerdo.

Estados Unidos. Considera discutible que este artículo sea
necesario en absoluto, y expresa la opinión de que su
redacción actual puede causar más confusión que otra
cosa.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. En realidad, los tres Gobiernos ponen en tela de
juicio la decisión adoptada por la Comisión en 195938

y en 196239 de reconocer la autenticación del texto como
un elemento diferenciado en el proceso de elaboración
de un tratado : diferenciado, es decir, de la adopción del
texto por, una parte, y de la firma y rúbrica por otra.
Por « autenticación » del texto se entiende un acto o
procedimiento por el cual se establece y certifica que ese
texto es el correcto, definitivo y auténtico del tratado.
Es cierto que en el caso de los tratados bilaterales y de
muchos tratados multilaterales, la autenticación va
implícita en la firma o rúbrica, y el acto de autenticación
se confunde con el acto de la firma. Pero en otros casos
la autenticación es un procedimiento distinto que adopta
la forma de la incorporación del texto al acta final de
una conferencia o a una resolución de una organización
internacional o de una firma por un funcionario de
una organización internacional. También en este caso,
aunque los efectos jurídicos de la autenticación no sean
considerables, no se estima oportuno desdeñarlos, en
especial en el caso de los tratados multilaterales. Sin
duda, como señala el Gobierno sueco, aun antes de la
autenticación un texto adoptado no se puede modificar
si no es mediante « acuerdo ». Pero ello no significa que
en el caso de los tratados multilaterales un acuerdo enca-
minado a modificar un texto tenga que negociarse en
las mismas condiciones antes y después de la autenticación
ya que, en tanto que para cualquier modificación de un
texto después de la autenticación se exige la unanimidad,
antes de ella puede no necesitarse. Además, la autenti-
cación tiene también consecuencias jurídicas en la esfera
de la interpretación, tanto por lo que se refiere a los trata-
dos multilaterales como a los bilaterales. El texto se
puede adoptar en dos o más idiomas, pero sólo el texto
o los textos autenticados constituyen el tratado (véanse
párrafos 1 a 4 del comentario a los artículos 72-73).
En el texto mismo se puede declarar cuáles son las versio-
nes que se han de considerar auténticas; de lo contrario
se aplicarán a este punto las disposiciones del presente
artículo.

2. Por otra parte, tal vez la Comisión considere que la
observación de que, en su redacción actual, el artículo
adopta la forma de una indicación en materia de procedi-
miento y no de una norma jurídica tiene fundamento.
Además, el hecho de que la rúbrica y la firma ad referen-

38 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1959, vol. II,
págs. 108 a 112.

39 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962, vol. I,
643.a , 659.a y 666.a sesiones, págs. 93, 217 a 218 y 263; ibid., vol. II,
p . 193.

dum, como medios de autenticación, figuren en párrafos
separados supone quizás un texto excesivamente compli-
cado y justifica la observación formulada por el Gobierno
de los Estados Unidos. En cuanto a la observación de
que en el caso de los tratados bilaterales no es raro que
los Estados negociadores introduzcan modificaciones de
fondo de poca importancia en un texto ya autenticado,
esto no parece afectar al contenido esencial de la norma,
ya que también esa modificación del texto habrá de ser
autenticada. Por otra parte, prever este caso en un párrafo
aparte quizá suponga subrayar excesivamente el carácter
« definitivo » del texto después de la autenticación.

3. En consecuencia, el Relator Especial propone la
siguiente versión revisada del artículo :

« 1. Salvo que el propio texto prescriba otra cosa
o que los Estados participantes en la adopción del
texto acuerden algo distinto, se considerará que el
texto queda autenticado como texto definitivo;

» a) mediante su incorporación al acta final de la
conferencia en que haya sido adoptado;

» b) mediante su incorporación a una resolución de
la organización internacional en que haya sido adop-
tado o mediante cualquier otro procedimiento empleado
especialmente con tal fin por esa organización;

» c) en otros casos, mediante la rúbrica, la firma o la
firma ad referendum del texto por los representantes
de los Estados interesados. »

ARTÍCULO 8 : PARTES EN UN TRATADO

Observaciones de los gobiernos

Austria. Está de acuerdo con las normas propuestas en el
artículo 8 que, a su juicio, se hallan en perfecta consonan-
cia con la actual situación del derecho internacional y
con la práctica seguida por los Estados.

Canadá. Observa que, con respecto a muchos tratados
multilaterales, la práctica seguida es abrirlos a la partici-
pación de los Miembros de las Naciones Unidas, de los
organismos especializados, de las partes en el Estatuto
de la Corte Internacional de Justicia y, con frecuencia, a
los demás Estados que la Asamblea General decida
invitar; y advierte que la norma recomendada en el
artículo 8 sólo se aplicaría en los casos en que las partes
no hubiesen manifestado su voluntad con respecto a la
cuestión de la participación. Se supone que la norma
recomendada no tendría efectos retroactivos.

Dinamarca. Comparte la opinión de que los tratados
multilaterales generales deben estar abiertos a la partici-
pación del mayor número de Estados posible.

Japón. Estima que la cuestión de la participación en un
tratado debe dejarse siempre a la decisión de los Estados
participantes en la conferencia; y propone que se suprima
simplemente este artículo.

Luxemburgo. Recuerda las críticas que hizo al empleo
del término « tratado multilateral general », en sus obser-
vaciones acerca del artículo 1, por entender que no brinda
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un criterio satisfactorio para distinguir entre las distintas
categorías de tratados. En cuanto al artículo 8, estima
que las partes en una convención multilateral tienen el
derecho soberano de decidir con respecto a la partici-
pación de los Estados que no fueron partes en su celebra-
ción. Además, cree que no es posible dar a esta cuestión
una solución a priori, ya que esa solución depende mucho
del objeto mismo de cada tratado y de los fines políticos
y jurídicos de las partes que lo celebraron. Considera que
bastan las normas del párrafo 2 del texto y que el párrafo 1
debiera suprimirse.

Polonia. Propone que se supriman del párrafo 1 las
palabras «salvo que el tratado mismo ... dispusiese lo
contrario », por estimar que los tratados multilaterales
generales deben estar abiertos a la participación de todos
los Estados, sin excepción. Sostiene además que las restric-
ciones que existen en la prática o que algunos miembros
de la Sexta Comisión recomiendan, no son conformes al
espíritu del apartado c del párrafo 1 del artículo 1.
Y afirma que lo mismo puede decirse, mutatis mutandis,
del párrafo 2. Ajuicio de esta delegación, limitar el alcance
de los tratados multilaterales generales es contrario a la
causa de la paz y al mantenimiento de relaciones de
amistad entre los Estados40.

Suecia. Aunque reconoce que hay argumentos a favor
de la inclusión de una norma supletoria de la índole
propuesta en el párrafo 1, estima que su implantación se
prestaría a objeciones a menos que la mismo tiempo se
agregue una disposición complementaria acerca del mé-
todo para determinar a qué entidades que se presentan
como Estados se las debe reputar por tales. En todo caso,
considera conveniente que el proyecto de artículo se
ordene de tal manera que quede claro que la norma del
párrafo 2 es también una norma supletoria aplicada
únicamente a falta de una disposición expresa en el
tratado; y sugiere que se fundan los dos párrafos en el
texto siguiente :

« No habiendo disposición expresa en contrario
consignada en un tratado o en el reglamento en vigor
en una organización internacional en la que se adopten
tratados :

» a) un tratado multilateral general se tendrá por
abierto a la participación de todos los Estados;

» b) los demás tratados se tendrán por abiertos a la
participación de los Estados que hubieran participado
en la adopción del texto, o que, aun cuando no partici-
paran en su adopción, hubieran sido invitados a asistir
a la conferencia en la cual se hubiere redactado el
tratado. »

Reino Unido. Estima poco satisfactoria la presunción que
se establece en el párrafo 1. Dice además que dicho artícu-
lo no representa ni la práctica corriente ni una norma
bien establecida de derecho internacional; y que la prác-
tica casi universal en materia de tratados multilaterales
consiste, por el contrario, en definir los Estados que pueden
adherirse a los mismos; esta limitación en modo alguno
va contra el derecho internacional ni de la práctica acos-

40 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoséptimo
periodo de sesione*, Sexta Comisión, 740.a sesión, párr. 26.

tumbrada en las Naciones Unidas de restringir las conven-
ciones celebradas con sus auspicios a los Miembros de
la Organización y de los organismos especializados.
Advierte que es una realidad internacional que hay enti-
dades que afirman ser Estados pero que están muy lejos
de ser umversalmente reconocidas como tales; y que, por
consiguiente, si todas las convenciones multilaterales
quedaran abiertas a la participación de « todos los Esta-
dos », sin definición alguna de ese término y sin limita-
ciones al mismo se, impondría al gobierno o a la organi-
zación internacional que desempeñara la función de
depositario de dicha convención una misión sumamente
desagradable que exigiría la adopción de decisiones de
carácter subjetivo. Comentando el párrafo 2 41, el Gobier-
no del Reino Unido dice que, a su juicio, hay tres puntos
que deben aclararse : en primer lugar, a qué casos se
refiere la frase « en todos los demás casos »; en segundo
lugar, qué quiere decir participar en la adopción del
texto ; y en tercer lugar, si la frase final « salvo que el
tratado dispusiere lo contrario » afecta sólo al apartado c
del párrafo 2 o también a los apartados a y b. En relación
con este tercer punto, considera que la frase final debiera
hacerse extensiva por lo menos al apartado a del párrafo 2.

Estados Unidos. No está de acuerdo con la presunción
formulada en el párrafo 1, ya que considera que es una
de las reglas fundamentales del derecho de los tratados
que, a falta de una disposición que prevea la participación
de otros Estados, es imposible que éstos participen si no es
con el asentimiento de las partes. Observa además42 que
el apartado a del párrafo 1 parece permitir la admisión
de nuevos Estados para que participen en un tratado
multilateral, sin tener en cuenta las disposiciones de éste;
y que la norma de los dos tercios en dicho apartado
parecería hallarse en conflicto con lo dispuesto en el
Artículo 4 de la Carta de las Naciones Unidas (véanse
las observaciones de los Estados Unidos al artículo 13
del proyecto de artículo). Tampoco está de acuerdo con
los apartados a y c del párrafo 2. A su juicio, el simple
hecho de que un Estado participe en la redacción y adop-
ción de un tratado, o de que se le haya invitado a asistir
a la conferencia, no le autoriza necesariamente a ser parte
en dicho tratado. Estima que la aprobación de las normas
propuestas en los apartados a y c del párrafo 2 podría
impulsar a los Estados a hacer figurar en los tratados
multilaterales futuros estipulaciones que restrinjan los
Estados que pueden llegar a ser partes, o reservas a fin
de estar seguros de tener voz en la participación ulterior
de otros Estados que no han intervenido en la elaboración
o aplicación del tratado.

Delegación del Camerún. Está de acuerdo en la impor-
tancia de los artículos 8 y 9. Esta delegación considera
que no deberían existir restriciones a la facultad de adhe-
rirse a los tratados concertados anteriormente, ya que
la comunidad internacional tiende a la universalidad,
sobre todo cuando se trata de tratados multilaterales de
de interés general 43.

41 Ibid., 745.a sesión, párr. 21.
42 Esta observación parece referirse al párrafo 1 del articulo 9

más que al presente artículo.
43 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoséptimo

periodo de sesiones, Sexta Comisión, 740.a sesión, párr. 12.
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Delegación de Colombia. Considera que los artículos 8 y
9 tienen en cuenta las más recientes prácticas y reflejan
la evolución del derecho. No obstante, a su juicio, para
determinar la participación de Estados en un tratado es
requisito indispensable tener en cuenta los fines con que
celebra, la materia sobre que versa y el ánimo que el
Estado que desea participar muestre frente a la cláusula
estipulada en ese tratado. A su juicio, estas circunstancias
sólo las pueden determinar las partes o los órganos com-
petentes de una organización. A este respecto, duda de
que la definición de « tratado multilateral general » que
figura en el apartado c del párrafo 1 del artículo 1, sirva
para la aplicación de las normas que deben regir las diver-
sas clases de tratados 44.

Delegación de Chipre. Considera que los tratados multi-
laterales generales deben estar abiertos a la participación
universal. Sin embargo, añade que esta declaración está
sujeta a la norma reconocida de que el problema de la
participación en los tratados multilaterales generales es
completamente independiente de la cuestión del recono-
cimiento de los Estados 45.

Delegación de Checoslovaquia. Considera que en el caso
de los tratados cuyos objetivos son universales no conviene
limitar su participación a los Estados Miembros. A su
juicio, la codificación del derecho de los tratados ofrece
una excelente oportunidad para reconsiderar esta « prác-
tica ilegal » de las Naciones Unidas. Apoya, por consi-
guiente, el principio de la universalidad de los tratados
multilaterales, recogido en el párrafo 1. Al mismo tiempo,
expresa el temor de que se desvirtúe este principio como
consecuencia de las palabras « salvo que el tratado mismo
o el reglamento en vigor en una organization internacional
dispusieren lo contrario ». Propone, por consiguiente, que
se suprima esa frase y que se modifique el párrafo 2 para
permitir que un Estado que tiene un interés legítimo en
un tratado puede llegar a ser parte en el mismo. Esta
cuestión, es, a su juicio, de suma importancia para los
nuevos Estados 46.

Delegación de Hungría. Aprueba el principio con arreglo
al cual los tratados multilaterales generales, por su carác-
ter especial, deben estar abiertos a la participación más
amplia posible. Considera que toda disposición tendiente
a limitar la participación en los tratados multilatera-
les generales significaría un obstáculo en el proceso de
codificación y desarrollo progresivo del derecho inter-
nacional47.

Delegación de Indonesia. Advierte que este artículo, en la
forma en que está redactado, podría permitir una limi-
tación de la participación en los tratados multilaterales
generales, y propugna que se supriman las cláusulas
limitativas 48.

Delegación de Mongolia. Observa que lo que califica de
política de discriminación practicada por algunas Poten-

44 Ibid., 741. a sesión, párr. 7.
45 Ibid., 741. a sesión, párr. 32.
46 Ibiá., 739.a sesión, párr. 5.
47 Ibid., 736.a sesión, párr. 4.
48 Ibid., 740.a sesión, párr. 20.

cias occidentales había impedido hasta muy recientemente
que Mongolia se adhiriera a ningún tratado multilateral
general. Comparte la opinión de que, en principio, los
tratados multilaterales generales deben estar abiertos a la
participación más amplia posible, y expresa la esperanza
de que no se inserte en este artículo disposición alguna
contraria al espíritu de universalidad 49.

Delegación de Rumania. Insta a que se modifique la
redacción del artículo 8 a fin de reconocer específicamente
el principio de la universalidad de acceso a los tratados
multilaterales generales, añade que si no se permite a un
Estado participar en un tratado multilateral general en el
que tiene interés, se estará en efecto impidiéndole que
participe en el desarrollo del derecho internacional. La
universalidad de los tratados internacionales generales es,
a su juicio, esencial para la estabilidad del orden jurídico
internacional, el mantenimiento de la paz y la seguridad
internacionales y el desarrollo de la cooperación entre
los Estados 50.

Delegación de la URSS. Está de acuerdo con la opinión
expresada en el párrafo 2 del Comentario de la Comisión
en el sentido de que los tratados multilaterales deben
estar abiertos a la participación más amplia posible 51.

Delegación de Venezuela. Está de acuerdo con la distin-
ción que se hace en el Comentario de la Comisión entre
el problema de la participación de tratados multilaterales
generales y el problema del reconocimiento de Estados.
A su juicio, convendría incorporar esta distinción en un
artículo y no relegarla a los comentarios52.

Delegación de Yugoslavia. Considera que los tratados
multilaterales generales deben estar abiertos a la partici-
pación más amplia posible, ya que ello interesa a la
comunidad internacional toda entera y a los mismos
Estados contratantes. Además, a su juicio, la exclusión
de ciertos Estados sería contraria al principio de la igual-
dad soberana de todos los países y constituiría un acto
discriminatorio incompatible con los fines y principios
de la Carta de las Naciones Unidas. A este respecto,
estima que la Comisión de Derecho Internacional debe
abandonar los conceptos tradicionales que, a su juicio,
resultan ya anticuados 53.

Observaciones y propuestas del Relator Especial
1. En el 14.° período de sesiones de la Comisión de
Derecho Internacional54 estuvieron divididas las opiniones
en cuanto a la participación en los tratados multilaterales
generales, y los párrafos 2 a 4 del comentario al presente
artículo resumen en términos generales las diferentes posi-
ciones adoptadas por los miembros. Las observaciones
de los gobiernos reflejan diferencias similares de opinión
sobre esta cuestión. Algunos gobiernos critican la norma
recogida en el párrafo 1 por considerar que va demasiado

49 Ibid., 141* sesión, párr. 1.
50 Ibid., 742.a sesión, párr. 25.
51 Ibid., 738.a sesión, párr. 5.
52 Ibid., 743.a sesión, párr. 29.
53 Ibid., 743.a sesión, párr. 15.
54 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962, vol. I,

sesiones 648.a a 650.a, 660.a , 666.a y 667.a, págs. 127 a 149, 218,
y 256 a 273; ibid., vol. II, págs. 194 y 195.
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lejos, ya sea porque prescinde del derecho soberano de
los Estados contratantes a determinar los Estados que
deben ser admitidos a participar en un tratado, ya sea
por estimar que la formula « todos los Estados » puede
plantear ciertas dificultades a los depositarios en el caso
de que pretendan adherirse a un tratado, en virtud del
párrafo 1, entidades cuya condición de Estado sea objeto
de controversias. Algunos gobiernos apoyan la norma
expuesta en dicho párrafo o suscriben el principio de que
los tratados multilaterales generales deben estar abiertos
al mayor número posible de Estados, sin exigir cambio
alguno en el texto del párrafo. Otros gobiernos critican
la norma expuesta en dicho párrafo por considerar que
no va bastante lejos, estimando que la frase « salvo que
el tratado mismo ... dispusiere lo contrario » menoscaba
el principio de la universalidad de participación en los
tratados multilaterales generales.

2. Desde el 14.° período de sesiones se han producido
en la práctica de los Estados tres precedentes dignos de
mención. El primero es la Convención de Viena sobre
relaciones consulares, de 24 de abril de 196355, tratado
multilateral general que codifica el derecho relativo a las
relaciones consulares. La cláusula de adhesión de esta
Convención tenía la forma usual en los tratados concer-
tados bajo los auspicios de las Naciones Unidas, a saber :
« todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas
o de algún organismo especializado, así como de todo
Estado parte en el Estatuto de la Corte Internacional de
Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asam-
blea General de las Naciones Unidas a ser parte en la
Convención ». El segundo precedente es el Tratado por
el que se prohiben los ensayos nucleares, de 5 de agosto
de 1963, tratado concertado entre tres Estados pero
abierto a la firma o adhesión de « todos los Estados ».
En el caso de este tratado, para reducir al mínimo los
problemas de reconocimiento que pudieran surgir como
consecuencia del empleo de dicha fórmula, se dispuso en
el párrafo 2 del artículo III que los tres Gobiernos actua-
rían como depositarios de los instrumentos depositados
de conformidad con el tratado. El tercer precedente es
la resolución 1903 (XVIII) relativa a la cuestión de ampliar
la participación en los tratados multilaterales generales
concertados bajo los auspicios de la Sociedad de las
Naciones, aprobada por la Asamblea General el 18 de
noviembre de 1963. Esta cuestión había sido examinada
por la Comisión en sus 14. °56 y 15.°57 períodos de se-
siones, y la Comisión había sugerido una resolución de la
Asamblea General como procedimiento simplificado para
conseguir una mayor participación en ciertos tratados
concertados bajo los auspicios de la Sociedad de las Na-
ciones.La resolución 1903 (XVIII) es el resultado de esta
sugerencia, y en ella se dispone que se transfiera a la Asam-
blea General el « poder conferido al Consejo de la So-
ciedad de las Naciones por tratados multilaterales de

55 Conferencia de las Naciones Unidas sobre Relaciones Consulares,
Documentos Oficiales, vol. II, pág. 179,

56 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962, vol. II,
pág. 194, párr. 10 del comentario a los artículos 8 y 9.

57 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. II,
cap. III del informe de la Comisión, pág. 254.

58 Aprobada por 79 votos contra ninguno y 22 abstenciones.

carácter técnico y apolítico, de invitar a los Estados a ad-
herirse a dichos tratados ». En el párrafo 4 de la resolución,
la Asamblea General «pide además al Secretario General
que invite a todos los Estados que sean Miembros de las
Naciones Unidas o miembros de organismos especiali-
zados o que sean partes en el Estatuto de la Corte Inter-
nacional de Justicia, o hayan sido designados a este fin
por la Asamblea General, y que de otro modo no podrían
entrar a participar en los tratados antes indicados, a que
se adhieran a los mismos ... etc. » Es evidente que este
párrafo adopta simplemente una variante de la fórmula
utilizada en la Convención de Viena sobre relaciones
consulares y en otros tratados multilaterales generales
concertados bajo los auspicios de las Naciones Unidas.
Durante los debates en la Sexta Comisión, ciertas delega-
ciones propusieron que se utilizara la fórmula « todo
Estado » en vez de la aprobada en la resolución. En otras
palabras, preferían que se pidiese simplemente al Secre-
tario General que invitase a adherirse « a todo Estado »
que no tuviese ya derecho a ser parte en los tratados
aludidos. En apoyo de su propuesta, estos Estados insta-
ron a que se aplicase el principio de la universalidad a la
adhesión de los tratados multilaterales generales. Por
otra parte, se hizo hincapié en la práctica actual de las
Naciones Unidas en relación con los tratados multila-
terales generales, en la amplísima participación que esta
práctica permite y en las difíciles decisiones políticas
con que se enfrentaría el Secretario General como deposi-
tario de los tratados si quisiesen adherirse a los mismos
entidades no reconocidas como Estados por muchos
Miembros de las Naciones Unidas. La Secretaría intervino
para poner en conocimiento de la Sexta Comisión que si
se empleaba la fórmula « todo Estado » el Secretario
General no podría comprometerse a tomar estas decisio-
nes políticas, y la Asamblea General tendría que darle
instrucciones concretas indicando a qué Estados debía
enviar invitaciones para adherirse. Esta opinión fue aconfir-
mada por el propio Secretario 59General en la 1258. sesión
de la Asamblea General . La resolución 1903 (XVIII)
de la Asamblea General se aprobó en la 1259. sesión.

3. El objeto del párrafo 1, tal como está redactado en la
actualidad, es simplemente servir de norma supletoria apli-
cable sólo cuando falten otras disposiciones en el tratado
que definan las categorías de Estados a que está abierta
la participación en el tratado. Siendo así, su ámbito de
aplicación es, evidentemente, muy reducido, ya que los
modernos tratados multilaterales de carácter general en la
práctica contienen casi invariablemente estas disposiciones.
Algunos gobiernos propugnan que el principio supletorio
formulado en el párrafo 1 tenga carácter absoluto, de
norma de jus cogens que prevalezca sobre la voluntad
expresa de los Estados contratantes. Invocando el princi-
pio de que los tratados multilaterales generales deben ser
de aplicación universal, piden que se supriman en el
párrafo las palabras « salvo que el tratado mismo ...
dispusiere lo contrario ». La Comisión, si bien se motró
unánime en estimar que estos tratados, por su carácter
especial, debían en principio estar abiertos a la partici-
pación más amplia posible, estimó que no se justificaba,

59 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
periodo de sesiones, sesiones plenarias, 1258.a sesión, párrs. 99 a 101.
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ni siquiera en el caso de los tratados multilaterales gene-
rales, abandonar un principio tan fundamental del dere-
cho de los tratados como es el de la libertad de los Estados
contratantes para determinar en las cláusulas del tratado
mismo qué Estados pueden ser partes en él. La tesis de
que un tratado multilateral general debe considerarse
abierto a la participación de todo Estado, independiente-
mente de las disposiciones de sus cláusulas finales, parece
contraria no sólo al derecho tradicional sino también al
derecho y la práctica internacionales contemporáneos.
Por consiguiente, el Relator Especial no cree que la Comi-
sión deba adoptarlo en el proyecto de artículos, ni siquiera
como medida de desarrollo progresivo. Además, estima
que si el concepto de la universalidad en la aplicación de
los tratados multilaterales generales ha de considerarse
como una norma de jus cogens, tal vez fuese necesario que
la Comisión reconsiderase algunos otros artículos, como
los que tratan de las reservas y de la modificación de los
tratados, a la luz de dicho concepto.

4. Algunos gobiernos también han hecho objeciones al
párrafo 1 desde el punto de vista totalmente distinto de
que no debe incluirse en el proyecto de artículos una
presunción de universalidad en la participación ni siquiera
como norma supletoria para aquellos casos en que el
tratado no diga nada acerca de la participación. Los
argumentos aducidos a favor de este punto de vista son
que la cuestión debe solucionarse mediante acuerdo entre
las « partes » o, más exactamente, ante los Estados que
participen en la Conferencia; y que la fórmula «todo
Estado » del párrafo 1 impondría a los depositarios la
desagradable tarea de tomar decisiones subjetivas en rela-
ción con las entidades cuya condición de Estado sea objeto
de controversia. En el 14.° período de sesiones, el Relator
Especial compartió la opinión de los miembros que no se
consideraban en condiciones de apoyar la presunción
adoptada en el párrafo 1 en vista de las pruebas evidentes
de la práctica reciente y, sobre todo, de la práctica de las
Naciones Unidas, de una intención en contrario por parte
de los Estados en relación con los tratados multilaterales
generales. Dichos miembros estimaron también que la
norma del párrafo 1 podría hacer recaer sobre el Secre-
tario General y otros depositarios la difícil tarea de tener
que tomar decisiones delicadas en cuanto a la condición
de Estado de las entidades que soliciten adherirse a los
tratados multilaterales generales. Dichos miembros consi-
deraron que la Comisión no debería rebasar la fórmula
utilizada en los tratados multilaterales generales concerta-
dos bajo los auspicios de las Naciones Unidas y de los
organismos especializados y en muchos tratados moder-
nos. Estos mismos miembros se mostraron partidarios
de reducir el artículo 8 que trata de la cuestión de la parti-
cipación original en los tratados, al párrafo 2, dejando
la cuestión de abrir los tratados multilaterales generales
a otros Estados para el párrafo 1 del artículo 9.

5. En cuanto a la cuestión de la enojosa situación del
depositario, el Relator Especial estima apropiado señalar
a la atención de la Comisión una declaración reciente que
pone de manifiesto la práctica de los gobiernos deposi-
tarios a este respecto. En una opinión 60 presentada al

60 American Journal of International Law, vol. 58 (1964),
págs. 170 a 175.

Comité de Relaciones Exteriores del Senado de los Estados
en 1963, el asesor jurídico del Departamento de Unidos
Estado recordó que al recibir como depositario una notifi-
cación de adhesión de un gobierno que no reconocían, los
Estados Unidos aceptaban la notificación y la distribuían a
los demás Estados interesados haciendo constar al mismo
tiempo su actitud en relación con el no reconocimiento
del gobierno en cuestión; y que el Gobierno del Reino
Unido había seguido un procedimiento similar como
depositario de la Convención sobre la línea de flotación
en carga. El asesor jurídico manifestó además que se
daba por entendido entre las partes originales en el
Tratado por el que se prohiben los ensayos nucleares que
ningún depositario estaba en la obligación de aceptar una
firma o comunicación de un régimen que no reconociese.
Además adujo, con pruebas al efecto, el principio actual-
mente bien establecido de que la participación de un Esta-
do en un tratado multilateral con una entidad o gobierno
que no reconozca no supone su reconocimiento. La prácti-
ca que esta opinión pone de manifiesto sugiere que la posi-
ble posición enojosa de un gobierno depositario frente a
una entidad que no reconozca, tal vez no resulte un obs-
táculo insuperable a la aplicación de la norma formulada
en el párrafo 1. Por otra parte, dicha práctica pone tam-
biénde relieve que la posición de un gobierno depositario
es realmente delicada, y este hecho queda confirmado, por
lo que respecta a las secretarías que actúen como deposi-
tarios, por la actitud adoptada por el Secretario General
en relación con la fórmula « todo Estado » en 1963.

6. En resumen, el Relator Especial sigue opinando que
el artículo 8 debe reducirse al párrafo 2, dejando la
cuestión de abrir los tratados multilaterales generales a
otros Estados para el párrafo 1 del artículo 9 como solu-
ción más en consonancia con la práctica actual en materia
de tratados y con el carácter consensual de las relaciones
convencionales. Sin embargo, reconoce que la mayoría
de los miembros de la Comisión llegó a una conclusión
distinta en 1963, y que cierto número de gobiernos apoyan
la norma aprobada por la Comisión. Por consiguiente,
estima que su deber es limitarse a transmitir las observa-
ciones anteriores a la Comisión con objeto de ayudarla
a reconsiderar el párrafo 1 del presente artículo.
7. Muchos gobiernos han criticado el párrafo 2, que se
refiere a los tratados distintos de los tratados multilate-
rales generales, por estimar que no indica con suficiente
claridad que las normas establecidas en los apartados a
y c tienen carácter de supletorias, y que sólo son aplica-
bles a falta de disposiciones concretas en el propio trata-
do. El Relator Especial considera que esta crítica está
justificada. También parece necesario tener en cuenta en
este párrafo, no menos que en el párrafo 1, las normas
establecidas de una organización internacional además
de las disposiciones de los tratados.
8. Si el párrafo 2 se formula como norma simplemente
supletoria, el apartado b), que se refiere a los casos en que
el tratado contenga disposiciones expresas sobre la
cuestión, tendrá que desaparecer. El Relator Especial
comparte asimismo la opinión del Gobierno de Suecia
de que, suponiendo siempre que la Comisión conserve
el fondo del actual párrafo 1, conviene combinar los
párrafos 1 y 2 en un párrafo único con objeto de evitar
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una redundancia en la frase inicial.Teniendo esto en cuen-
ta, el artículo podría quedar redactado así :

« Cuando de un tratado no se dedujere qué Estados
pueden ser partes en el mismo,

» a) en el caso de los tratados multilaterales gene-
rales, podría ser parte todo Estado; y

» b) en los demás casos, podrá ser parte todo Estado
que hubiere participado en la redacción del tratado
o que hubiere sido invitado a la conferencia en que se
redactó. »

ARTÍCULO 9 : EXTENSIÓN A OTROS ESTADOS DE LA FACULTAD
DE SER PARTE EN EL TRATADO

Observaciones de los gobiernos

Australia. Estima que la redacción de los párrafos 1 y 2
es bastante oscura. A su juicio, la expresión « un reducido
grupo de Estados » es especialmente vaga, y pregunta si
un tratado regional de defensa colectiva quedaría incluido
en el párrafo 1 o en el párrafo 2. Cree que el párrafo 1
debería limitarse a los tratados multilaterales generales.
Opina asimismo que se podría perfeccionar la redacción
del apartado a del párrafo 3 pues supone que los párrafos
1 y 2 se excluyen mutuamente. Señala además que el
párrafo 3 plantea al depositario el problema de determinar
qué es un Estado, y sugiere que esto se evitaría dando otra
redacción a la segunda línea. Considera inadecuado el
párrafo 4 por dos razones : a) podría considerarse que tal
notificación produce los efectos del reconocimiento y
debería haber otra posibilidad, que es la de notificar
al depositario; y b) esta disposición debería aplicarse
también al párrafo 1 del artículo 8.

Austria. Considera que el apartado a del párrafo 1 de
este artículo rebasa el derecho existente y es inadmisible
pues equivale a autorizar la modificación de un tratado
multilateral sin el consentimiento de algunas de las partes.
A su juicio, el párrafo infringe el principio de la soberanía,
y propone que se modifique el apartado a del párrafo 1,
si no se suprime. Señala que el problema no se planteará
cuando el tratado contenga una cláusula en virtud de la
cual toda modificación haya de ser aprobada por una
mayoría de dos tercios.

Canadá. Refiriéndose al apartado b del párrafo 3, señala
que « los argumentos en contra de esta presunción de
consentimiento son bienes conocidos, como también lo
es la evidente dificultad que en ocasiones supone actual-
mente tratar de lograr una expresión de opinión por parte
de los Estados ».

Dinamarca. Cree que el artículo va demasiado lejos en la
extensión del derecho de participar en los tratados multi-
laterales (a diferencia de los tratados multilaterales gene-
rales) a otros Estados a los cuales no estuvieren original-
mente abiertos. A su juicio, el párrafo 3 no debería
aplicarse a los tratados celebrados por un grupo reducido
de Estados o por Estados que pertenecen a una determi-
nada región. En el caso de estos tratados los otros Estados
no deben poder participar en ellos más que por invitación
de las partes que los concertaron. Un Estado ajeno al

grupo, a su juicio, no debe tener derecho a injerirse, y
posiblemente a ejercer presión sobre las partes que concer-
taron el tratado para que se abstengan de formular obje-
ciones. La iniciativa, estima, debe corresponder en estos
casos a las partes que concertaron el tratado. En general,
hace observar que el artículo 9 no debe aplicarse a los
instrumentos constitutivos de organizaciones internacio-
nales, ya que de lo contrario sería posible soslayar las
disposiciones relativas a la admisión de nuevos miembros.
Israel. Estima que en el apartado a del párrafo 1 y en el
párrafo 2 un período de cinco años contado desde la
fecha de la firma del tratado sería suficiente como período
durante el cual se habría de consultar a los Estados que
hubieren redactado el tratado, fueren o no partes. En el
párrafo 2 destaca el uso en el texto inglés de la expresión
« concluded between a small group of States » (« celebrado
por un reducido grupo de Estados » en el texto español) ;
y hace observar que en el artículo 1 se emplea una frase
distinta « limited number of States » (« un reducido grupo
de Estados » en el texto español) para expresar la distin-
ción que la Comisión trata de establecer entre los tratados
multilaterales generales y los celebrados entre « un peque-
ño grupo de Estados ». Estima que se facilitaría la apli-
cación de la norma de derecho si el comentario fuera más
preciso con respecto a este concepto. En el apartado b
del párrafo 3 cree que un período de 12 meses podría
resultar demasiado breve para establecer una presunción
de consentimiento tácito con respecto a una solicitud para
ser admitido como parte en un tratado. Señalando que en
el párrafo 4 del artículo 19 se menciona un período de dos
años, sugiere que se examine la conveniencia de señalar
un plazo mayor en el presente párrafo. En general, sugiere
que se estudie más a fondo la cuestión de la uniformidad
de los diferentes plazos establecidos en los distintos
artículos.

Japón. Al igual que en el caso del artículo 8, considera que
sería preferible dejar que decidiesen esta cuestión los
Estados participantes en la Conferencia; y que el presente
artículo debería suprimirse íntegramente.
Luxemburgo. Destaca el carácter discutible de la noción
de « un reducido grupo de Estados », a la que se subordina
la distinción entre los párrafos 1 y 2. Hace observar que
en todos los casos en que un tratado multilateral no esté
abierto pura y simplemente a todo Estado se podría
pretender que se trata de un acuerdo concertado entre
« un reducido grupo de Estados ». En todo caso, por
razones semejantes a las expuestas en su comentario al
artículo 6, estima que el procedimiento sugerido en el
párrafo 1 del presente artículo es inadmisible. El párrafo 1
implica realmente la modificación de las cláusulas de
adhesión de los tratados y, a su juicio, la apertura de un
tratado multilateral a la participación de otros Estados
debiera someterse en principio a las mismas exigencias que
la modificación de un tratado. Propone que se sustituya
el artículo 9 por una cláusula que podría unirse al párrafo
2 del artículo 8 para formar un nuevo artículo, en el que
se declarase simplemente que :

« Un tratado multilateral podrá abrirse a la partici-
pación de otros Etsados a los cuales no estuviere origi-
nariamente abierto en las condiciones previstas para la
revisión del tratado. »
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En tal caso las disposiciones del párrafo 3 del presente
artículo podrían proporcionar, mutatis mutandis, un
modelo de procedimiento simplificado para dar efecto
a las cláusulas de revisión del tratado sin necesidad de
celebrar una nueva conferencia internacional. El Gobierno
de Luxemburgo considera que esta solución, al propio
tiempo que respeta el carácter consensual de los tratados
internacionales sería lo suficientemente flexible para
permitir que las convenciones multilaterales se abriesen
a la participación de nuevos Estados.
Suecia. Hace observar que cuando no se llegara a la
universalidad en las adhesiones a la convención propuesta
sobre el derecho de los tratados se complicaría mucho la
aplicación del presente artículo.
Reino Unido. Este Gobierno al, igual que el de Suecia,
cree que la aplicación del presente artículo puede resultar
difícil, pues pasarán muchos años antes de que entre en
vigor para todos los Estados una convención sobre el
derecho de los tratados. La propuesta de abrir un tratado
multilateral a la participación de nuevos Estados de con-
formidad con el presente artículo podría suscitar obje-
ciones por parte de los Estados que no fueren partes en
la convención sobre el derecho de los tratados y que por
consiguiente no estarían obligados por el presente artículo.
Opina también que no está claro el efecto que tendría
este artículo sobre un tratado que sea el instrumento
constitutivo de una organización internacional y que
contenga disposiciones expresas sobre la pertenencia a la
misma. Además, considera que la expresión « un reducido
grupo de Estados » es imprecisa y debería aclararse en este
artículo y en el resto del proyecto.

Estados Unidos. Indica que sus observaciones acerca del
párrafo 1 y el apartado a del 2 del artículo 8 se aplican
igualmente al párrafo 1 del presente artículo. Además,
considera que las expresiones « tratado multilateral » y
« un reducido grupo de Estados » son demasiado vagas
para tener los efectos previstos en el artículo. Pregunta
si los miembros de la Organización de los Estados Ameri-
canos, o las partes en el Tratado Antartico o en el Tratado
del Atlántico del Norte constituyen un « reducido grupo
de Estados ». Si no constituyen tal grupo, señala que el
artículo 9 privaría de todo sentido a las disposiciones de
esos tratados relativas a los Estados que pueden participar
en los mismos. Hace observar que el apartado b del párra-
fo 1 permitiría, en efecto, la modificación de los tratados por
las organizaciones internacionales. Esta disposición, a su
juicio, lejos de dar flexibilidad a la negociación y aplica-
ción de los tratados, podría tener el efecto contrario de
provocar reservas en muchos Estados al aprobar la con-
vención propuesta sobre el derecho de los tratados y otros
nuevos tratados que se concierten posteriormente. Consi-
dera que el párrafo 4 suscita la objeción de que parte del
supuesto de que todos los tratados son divisibles en lo
que se refiere a las partes, pudiendo aplicarse entre algunas
de ellas mientras otras no están manteniendo al propio
tiempo relaciones convencionales entre sí. No ocurre así,
sostiene, en muchos casos, por ejemplo en los tratados
que instituyen organizaciones internacionales o en los
tratados de defensa. La Carta, indica, es un ejemplo
notable de tratado en el que todos los Miembros deben
mantener relaciones convencionales entre sí.

Delegación del Camerún. La delegación destaca la impor-
tancia del artículo 61.

Delegación de Colombia. (Véanse las opiniones de esta
delegación en sus observaciones sobre el artículo 8.)62

Delegación de Chipre. Considera que la aplicación del
párrafo 1 tiene la ventaja de eximir al Secretario General
o a cualquier otro depositario de la obligación de adoptar
decisiones políticas delicadas que puedan dar lugar a
controversias 63.

Delegación de Hungría. (Véanse las opiniones de esta
delegación en sus observaciones sobre el artículo 8.)64

Delegación de Irlanda. Aunque reconoce la necesidad de
precisión, no estima conveniente imponer plazos como
los previstos en el artículo 9 en casos de tanta importancia,
porque representan un recargo de trabajo para las cancille-
rías, cuyo personal no es muy numeroso 65.

Delegación de México. Tiene ciertas dudas con respecto
al apartado a del párrafo 1. ¿ Cuál sería la base, pregunta,
para hacer aplicable la norma que requiere el consenti-
miento ulterior de dos tercios de los Estados que hubieren
redactado el tratado para la participación de otros Estados
cuando participaren en la conferencia Estados que no son
partes en la convención sobre el derecho de los tratados?
A su juicio, sería más prudente recomendar que en todos
los tratados elaborados en conferencias internacionales
se estableciesen las condiciones de la participación de
otros Estados 66.

Delegación de Polonia. Señala que sus observaciones
sobre las restricciones del párrafo 1 del artículo 8 al
principio de participación universal en los tratados multi-
laterales generales se aplican mutatis mutandis al párrafo 1
del presente artículo 67.

Delegación de la URSS. (Véanse las opiniones de esta
delegación en sus observaciones acerca del artículo 8.)68

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Evidentemente, la observación formulada por algunos
gobiernos, en el sentido de que cualesquiera que sean las
normas que en definitiva se adopten en el presente artículo
se debe hacer una reserva con respecto a los tratados que
son instrumentos constitutivos de una organización inter-
nacional, está bien fundada. No obstante, si la Comisión
acepta la sugerencia del Relator Especial con respecto a la
inclusión entre las « Disposiciones generales » de un nuevo
artículo por el cual la aplicación del proyecto de artículos
a los instrumentos constitutivos y a los tratados redactados
en el ámbito de una organización internacional se some-
tería a las normas establecidas de la organización intere-

6 1 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoséptimo
período de sesiones, Sexta Comisión, 740.a sesión, párr. 12.

62 Ibid., 741.a sesión, párr. 7.
6 3 Ibid., 741.a sesión, párr. 32.
64 Ibid., 736.a sesión, párr. 4.
6 5 Ibid., 743.a sesión, párr. 13.
66 Ibid., 739.a sesión, párr. 22.
67 Ibid., 740.a sesión, párr. 26.
68 Ibid., 738.a sesión, párr. 5.
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sada, no será necesario tener en cuenta esta observación
al redactar el presente artículo.

2. La Comisión redactó el párrafo Î teniendo presente
ante todo, los tratados multilaterales generales, aunque
consideró que este párrafo podía ser útil también con
respecto a otros tratados multilaterales amplios. Varios
gobiernos han formulado objeciones a la aplicación del
párrafo 1 a tratados tan diversos, y han sugerido que se
limite a los tratados multilaterales generales. El Relator
Especial considera que la Comisión debe adoptar esta
sugerencia que además tiene la ventaja de hacer
innecesario tratar de dar precisión en este artículo a la
distinción entre « tratados multilaterales » y « tratados
celebrados por un reducido grupo de Estados ». Unos
cuantos Estados han sugerido que se suprima por entero
el apartado a del párrafo 1, basándose en que equivale a
autorizar la modificación de los tratados multilaterales sin
el consentimiento de algunas de las partes. A juicio del
Relator Especial, esta razón no ha de inducir necesaria-
mente a la Comisión a suprimir el apartado a del párrafo 1,
si este párrafo se considera procedente por otros concep-
tos. En muchos casos, los tratados multilaterales no con-
tienen disposiciones relativas a su modificación. Además,
como señaló la Comisión en el párrafo 4 de su comentario
a los artículos 65 y 66, que se refieren a la modificación
de los tratados multilaterales, actualmente se ha extendido
la práctica de poner en vigor las modificaciones de ciertos
tipos de tratados multilaterales entre los Estados que las
aceptan sin obtener el consentimiento de todas las partes,
no ya el consentimiento de todos los Estados que partici-
paron en la redacción del tratado. Esta práctica se sigue
sobre todo con respecto a los tratados multilaterales
generales.

3. Queda no obstante por determinar si deben retenerse
las disposiciones especiales de los párrafos 1 y 3 o si la
cuestión de la participación de nuevos Estados se debe
regular por las disposiciones de los artículos 65 y 66
relativos a la modificación de los tratados. Cuando la
Comisión adoptó los artículos 8 y 9 tuvo presente ante
todo el problema de facilitar la apertura de ciertas cate-
gorías de tratados multilaterales cerrados a los nuevos
Estados. En el párrafo 10 de su comentario a estos artículos
la Comisión reconoció que debido a la demora de las
ratificaciones, etc., y a la posibilidad de que la propuesta
convención sobre el derecho de los tratados no llegue a
ser obligatoria para todas las partes en los tratados men-
cionados, la eficacia del artículo 9 para lograr el objetivo
podría ser limitada. En consecuencia, sugirió que se
estudiase la posibilidad de tratar de obtener el consenti-
miento necesario para la adhesión de los nuevos Estados
por conducto del depositario de cada tratado, que proce-
dería a solicitar el consentimiento de las partes en esos
tratados. En su 15.° período de sesiones, como ya señaló
el Relator Especial en sus observaciones sobre el artículo 8,
la Comisión volvió a examinar la cuestión de la apertura
de los tratados multilaterales a la participación de nuevos
Estados con referencia a los tratados de la Sociedad de
las Naciones que contienen cláusulas de participación
limitativas. Estas clausulas tenían características especiales
que permitían que la Asamblea General resolviese el proble-

ma en ese caso asumiendo mediante resolución las faculta-
des anteriormente otorgadas al Consejo de la Sociedad para
invitar a nuevos Estados a adherirse a los tratados. El prece-
dente es, pues, muy especial y se concreta al caso particu-
lar de los tratados de la Sociedad de las Naciones y no
afecta al problema más general de la apertura de los
tratados multilaterales a otros Estados.

4. Sin desear entrar en modo alguno en el tema de la
sucesión de Estados, hace observar que el problema de la
participación de nuevos Estados en tratados multilaterales
concertados anteriormente parece estar hallando una
cierta solución en virtud del hecho de que en un número
de casos que ya es considerable nuevos Estados han procu-
rado mediante notificaciones dirigidas a los depositarios
y formuladas en diversos términos, establecer o reconocer
que son partes en tratados multilaterales en los que el
anterior soberano del territorio es ya parte o signatario;
y que estas notificaciones han sido comunicadas por los
depositarios a las demás partes en los tratados sin que
dichas partes formulen objeciones. Esta práctica si bien
puede sugerir que el problema de los nuevos Estados
quizá no reviste la magnitud que parecía poseer en 1962,
parece confirmar la posibilidad de establecer la solución
de procedimiento señalada en el párrafo 3 del artículo
que se comenta. Frente a este hecho se ha de ponderar
la consideración, mencionada en el comentario de la
Comisión y destacada por ciertos gobiernos, de que la
eficacia jurídica de las adhesiones efectuadas de confor-
midad con el artículo que aquí se estudia puede ser dudosa
o limitada en los casos en que las partes en un tratado
multilateral no hubieren quedado todas obligadas por el
presente artículo.

5. La apertura de un tratado a la participación de otros
Estados equivale evidentemente a la modificación de una
de sus « cláusulas finales ». En consecuencia, la elección
que ha de hacer la Comisión es la siguiente : considerar
la extensión de la participación en un tratado simplemente
como un caso de modificación del tratado o considerarla
como un tema especial que se ha de tratar con arreglo
a principios propios. Cuando la Comisión adoptó el
artículo 9 todavía no había examinado el tema de la mo-
dificación de los tratados. Por lo tanto, parece conveniente
estudiar cuál sería la situación si la cuestión se enfocase
simplemente como un caso de modificación regulado por
los artículos 65 y 66. En virtud del primero de estos dos
artículos, la modificación en el tratado se efectúa por acuer-
do entre « las partes» y no hay en este artículo ni en el ar-
tículo 66 una cláusula, como la que figura en el texto actual
del artículo 9, que permita intervenir en el asunto por un
período limitado a los Estados signatarios. En virtud del
mismo artículo 65 la celebración de un acuerdo de modifi-
cación, si reviste la forma escrita, se regirá por las normas
contenidas en la parte I con respecto a la celebración,
entrada en vigor y registro de los tratados, salvo que el
tratado o las normas establecidas en una organización
internacional dispongan otra cosa. En otros términos, si
el acuerdo relativo a la modificación se celebrase en una
conferencia internacional, la norma empleada para la
adopción del acuerdo sería la norma de la mayoría de
dos tercios, salvo que las partes decidieren otra cosa o que
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el tratado original dispusiere otra cosa; y en el caso de
un tratado redactado en una organización internacional
se aplicaría la norma de votación de la organización.
Así, pues, la posición fundamental adoptada en los
artículos 65 y 66 no es muy diferente de la prevista en el
artículo 9 por lo que respecta a la modificación de una
cláusula de participación mediante el procedimiento
ordinario de un protocolo de enmienda. Tampoco hay
en los artículos 65 y 66 ni en la parte I ninguna disposición
que impida modificar una cláusula de participación me-
diante un acuerdo logrado por medio de comunicaciones
efectuadas por conducto de un depositario y distribui-
das por él.
6. Teniendo presentes las observaciones de los gobiernos
y las disposiciones de los artículos 65 y 66 relativos a la
modificación de los tratados, el Relator Especial estima
que por lo que respecta a la extensión de la facultad de
participar en tratados no incluidos en la categoría de tra-
tados multilaterales generales, tal vez sea suficiente
hacer una referencia a estos artículos. En cuanto a los
tratados multilaterales generales, la Comisión ha re-
conocido que estos tratados, debido a su carácter espe-
cial, deben estar abiertos, en principio, al mayor número
posible de participantes. Es cierto que a este principio
se le podría dar efecto mediante los procedimientos ordi-
narios de modificación previstos en los artículos 65 y 66.
Pero, como señaló la Comisión en el capítulo III de su
informe de 196369 relativo ala participación en los trata-
dos concertados bajo los auspicios de la Sociedad de las
Naciones, el procedimiento normal del protocolo de
enmiendas presenta ciertos incovenientes y puede implicar
demoras y ofrecer una solución incompleta. Como señaló
también la Comisión en el capítulo III de su informe de
196370 y anteriormente en el párrafo 10 de su comentario al
presente artículo, parece indudable que en derecho inter-
nacional el único requisito indispensable para abrir un tra-
tado a la participación de nuevos Estados es el consenti-
miento de los Estados que tienen derecho a intervenir en el
asunto, y que este consentimiento, en principio, se puede
expresar en cualquier forma. En el caso de los tratados
multilaterales la dificultad que supone convocar una nueva
conferencia diplomática con la exclusiva finalidad de ex-
tender el derecho de participación y la importancia de faci~
litar el consentimiento a dicha extensión parece justificar la
propuesta de un procedimiento simplificado en el caso de
estos tratados. Por otra parte, estaría más en consonancia
con los principios generales someter este procedimiento
simplificado a las disposiciones específicas que contenga
el tratado en relación con su modificación. Es cierto que
algunos gobiernos han propugnado a este respecto una
total desviación de los principios que rigen la modificación
de los tratados, basándose en que los tratados multilate-
rales generales deben considerarse necesariamente abiertos
a la participación de todos los Estados, sean cuales fueren
las estipulaciones de sus cláusulas finales. El Relator
Especial, si bien comparte la opinión de que los tratados
multilaterales generales deben estar abiertos a la partici-
pación del mayor número posible de Estados, no considera

69 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. II ,
pág. 258, párrs. 39 y 40.

7 0 Ibid., párr. 41.

admisible llegar al extremo de anular la voluntad expresa
de los Estados que redactaron el tratado. Otra posibilidad
pudiera ser, como ha sugerido el Gobierno de Luxem-
burgo, regular la extensión de la participación en toda
clase de tratados mediante una referencia en los artículos
65 y 66, y especificar después el procedimiento simplificado
en el párrafo 3 haciéndolo aplicable a los tratados multi-
laterales generales. Pero muchos tratados multilaterales
generales no contienen disposiciones sobre su propia
modificación, y una simple referencia a los artículos
65 y 66 no establecería ninguna norma de votación,
excepto después de la celebración de una nueva confe-
rencia. En consecuencia, tal vez sea conveniente mantener
lo esencial del párrafo 1 pero formularlo como norma
supletoria aplicable en caso de que el tratado no contenga
disposiciones acerca de su modificación De igual modo
se considera que sería útil también establecer que, salvo
en lo previsto en el presente artículo, se aplicarán las
disposiciones de los artículos 65 y 66. Esto, entre otras
cosas, abarcaría la disposición que ahora figura en el
párrafo 4 del presente artículo.

7. Habida cuenta de las observaciones que preceden, el
Relator Especial sugiere que se redacte el artículo 9 en
los siguientes términos :

« 1 . Sin perjuicio de la disposiciones que contuviere
el tratado con respecto a su modificación, un tratado
multilateral general podrá abrirse a la participación
de Estados a los cuales no estuviere abierto en virtud
del artículo 8 :

» a) en el caso de un tratado redactado en una confe-
rencia convocada por los Estados interesados o por una
organización internacional, por el consentimiento
ulterior de los dos tercios de las partes ;

» b) en el caso de un tratado redactado en una orga-
nización internacional, por decisión del órgano compe-
tente de esa organización, adoptada de conformidad con
las disposiciones aplicables en materia de votación.

» 2. En los demás casos, un tratado podrá abrirse a
la participación de Estados a los cuales no estuviere
abierto en virtud del artículo 8 de conformidad con las
disposiciones de los artículos 65 y 66.

» 3. Cuando el depositario recibiere de un Estado
una solicitud para ser admitido como parte en el
tratado en virtud de las disposiciones del párrafo 1 :

» a) en los casos a que se refiere al apartado a del
párrafo 1, comunicará la solicitud a las demás partes
en el tratado ;

» b) en los casos a que se refiere el apartado b del
párrafo 1, remitirá cuanto antes la solicitud al órgano
competente de la organización de que se trate.

» 4. Una vez transcurridos dos años 71 desde la fecha
en que se hubiere comunicado la solicitud a un Estado

71 El Relator Especial no cree que el argumento presentado por
un gobierno en contra de la inclusión de plazos en el proyecto de
artículos sea convincente. Muchos tratados multilaterales ya con-
tienen plazos a diversos efectos, y por lo general plazos más breves
que los propuestos por la Comisión. El Relator Especial cree que
el período original de doce meses era apropiado a la presente
finalidad; pero habida cuenta de las observaciones de los gobiernos
propone, en principio, que se sustituya por el de dos años.
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en virtud de lo previsto en el apartado a del párrafo 3,
se presumirá su consentimiento.

» 5 Salvo lo dispuesto en los párrafos precedentes, la
extensión a otros Estados de la facultad de ser parte
en un tratado multilateral general se regulará por los
artículos 65 y 66. »

ARTÍCULO 10 : FIRMA Y RÚBRICA DE LOS TRATADOS

Observaciones de los gobiernos

Japón. Considera conveniente que se tengan en cuenta en
el párrafo 3 ciertos casos en los que, a su juicio, la rúbrica
equivale a la firma, por ejemplo cuando la efectúa un
Jefe de Estado, Primer Ministro o Ministro de Asuntos
Exteriores.

Luxemburgo. Estima que en el párrafo 1 el significado
de las palabras « en el tratado mismo o en un acuerdo
distinto » no parece muy claro. Señala que en muchos ca-
sos los tratados internacionales se establecen en varios
documentos, entre ellos protocolos anexos al tratado y
protocolos de firma, y que el término « tratado » en el
sentido jurídico de la palabra designa el conjunto de todos
estos documentos. Por consiguiente, a su juicio, las pala-
bras citadas son superfiuas. Cree además que en el párra-
fo 2 no se traza con toda claridad la distinción entre una
firma ad referendum y una firma « sujeta a ratificación ».
Con el fin de evitar todo equívoco sugiere que se suprima
en el apartado c del párrafo 2 la palabra « definitiva »72,
en cuanto que esa palabra podría hacer creer que la confir-
mación de una firma ad referendum equivale a un consen-
timiento pleno en quedar obligado por el tratado.

Suecia. Considera que debe modificarse el artículo de mo-
do que sus disposiciones tengan el carácter de normas
supletorias aplicables en ausencia de acuerdo entre las
partes. Con tal fin propone que se supriman el párrafo 1 y
el apartado a del párrafo 2 y que se formulen de nuevo
las restantes disposiciones del artículo aclarando que sólo
se aplican en ausencia de acuerdo entre las partes. En
cuanto al apartado b del párrafo 2, si bien admite que una
disposición que restringe el efecto jurídico de la firma
ad referendum al de un acto de autenticación puede ser
conveniente, el Gobierno sueco señala a la Comisión una
práctica que se ha seguido en ocasiones con arreglo a la
cual se atribuye a este acto el significado de una firma
« sujeta a ratificación ». Estima por otra parte que el
apartado a del párrafo 3 está redactado en términos dema-
siado absolutos al establecer que la rúbrica tiene el solo
efecto de autenticar lo que a su juicio, no es cierto en todos
los casos.

Estados Unidos. Considera que el párrafo 1, en su forma
actual, pudiera dar la impresión de que excluye el proce-
dimiento de poner en vigor los tratados sin la firma de las
partes, utilizado, por ejemplo, en los convenios de la
OIT. Con el fin de evitar esta interpretación del párrafo,
propone la inserción de la frase « no obstante haberse
previsto la firma con respecto al mismo » entre las pala-

72 En el texto inglés se emplea la palabra « full ».

bras « el texto » y « los Estados ». Considera también que
la disposición que figura en el apartado c del párrafo 2
en virtud de la cual, una vez confirmada, la firma ad
referendum surte efectos a partir de la fecha en que se
hubiere puesto en el tratado, puede originar dificultades
para los Estados que hayan de cumplir ciertos requisitos
de su legislación interna antes de dar su consentimiento
para quedar obligados. En consecuencia, sugiere que se
agregue al final del apartado c del párrafo 2 la frase
« a menos que el Estado interesado señale expresamente
que ha de surtir efecto en una fecha posterior cuando
confirme su firma ». Por lo que respecta al apartado a
del párrafo 3, estima que esta disposición puede plantear
algún problema en relación con determinados documen-
tls, tales como los memorandos o minutas de interpretación
que adquieren carácter obligatorio exclusivamente a base
de su rúbrica; y señala que tales documentos acompañan
a menudo a un documento más solemne que entra en
vigor mediante la firma. En todo caso, desearía que se
incluyese en el artículo una salvedad añadiéndole un
nuevo párrafo redactado en los siguientes términos :

« Ninguna disposición de este artículo impedirá que
la rúbrica de cualquier documento, especialmente si
éste es de carácter accesorio, surta efecto definitivo
cuando las partes se propongan con tal rúbrica forma-
lizar el documento sin necesidad de firma. »

Observaciones y propuestas del Relator Especial
1. Título. El Relator Especial considera que debería
modificarse el título del artículo sustituyéndolo por el de
« Firma y rúbrica del texto ». Aunque parece que la
distinción entre firma que simplemente autentica el texto
y firma que establece el consentimiento en quedar obligado
por el tratado queda trazada con suficiente claridad en los
artículos 10 a 12, el doble sentido en que se emplea el
término firma puede dar lugar a errores de interpretación.
Con el fin de reducir al mínimo esta posibilidad, cree que
sería preferible, en el artículo 10, referirse a la firma del
texto y no a la firma del tratado. El artículo 10 sólo trata
del acto formal de firmar el texto; los efectos jurídicos
de la firma son objeto del artículo 11. En consecuencia,
se sugiere que se sustituya la palabra « tratado » por la
palabra « texto » en el título y en las disposiciones del
presente artículo.

2. Comparte la opinión del Gobierno sueco de que es
conveniente introducir algunas modificaciones en el
artículo ya que, en su redacción actual, el párrafo 1 y
el apartado a) del párrafo 2 son de carácter demasiado
expositivo, pero no cree que estos párrafos se deban
suprimir por entero. Sugiere que se abrevie el párrafo 1
y se limite a una disposición en el sentido de que la firma
se ha de efectuar en la forma prescrita, es decir de confor-
midad con el procedimiento fijado en el texto o en un
instrumento conexo o, en su caso, establecido por los
Estados interesados. Por evidente que pueda ser esta nor-
ma tiene contenido jurídico puesto que implica que una
firma irregular no es una firma salvo que los demás
Estados decidan aceptarla como tal. De igual modo,
sugiere que se modifique el apartado a del párrafo 2 para
formular en él la norma de que una firma se ha de consi-
derar incondicional salvo en el caso de que se indique lo
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contrario en el momento de la firma. Esta norma tendría
también contenido jurídico pero se habría de subordinar,
por supuesto, a las disposiciones de los artículos 12 y 14
relativos a la ratificación y aprobación.
3. Se estima que el apartado b del párrafo 2 podría
omitirse sin ningún inconveniente. El efecto de autenti-
cación que produce la firma queda ya establecido en los
artículos 7 y 11 y en el apartado c se indica implícitamente
que una firma ad referendum tiene menos efectos que una
firma simple.

4. Se considera que en el apartado c del párrafo 2, con
el fin de evitar que pueda confundirse el acto formal de
la firma y la firma por la que se presta el consentimiento
en quedar obligado se debería emplear la expresión « firma
incondicional » en lugar de la expresión « firma definitiva
(full, définitive) »; y que en este párrafo, al igual que en el
apartado a del párrafo 2 se debería señalar que sus dis-
posiciones están sujetas a lo dispuesto en los artículos 12
y 14. Se estima también que debería modificarse ligera-
mente la redacción con arreglo a la de la versión revisada
propuesta en el párrafo 6 infra. El Gobierno sueco, si bien
se muestra partidario de que se limiten los efectos de la
firma ad referendum a los de un acto de autenticación, se-
ñala la práctica, que a su juicio se sigue en ocasiones, de
atribuir a este acto el significado de «sujeto a ratificación».
Al propio tiempo, el Gobierno de los Estados Unidos hace
observar que el apartado c del párrafo 2, en virtud del
cual una firma ad referendum confirmada surte efectos
desde la fecha en que se puso, puede originar dificultades
a los Estados que hayan de cumplir ciertos requisitos de
su legislación interna antes de dar su consentimiento
para quedar vinculados; y sugiere que se haga una salve-
dad a la norma formulada en el apartado c del párrafo 2
mediante las palabras « a menos que el Estado interesado
señala expresamente que ha de surtir efecto en una fecha
posterior cuando confirme su firma ». La adición pro-
puesta casi convierte la firma ad referendum en una forma
disfrazada de firma « sujeta a ratificación » y hace más
confusas aún las ambigüedades que ya rodean al acto de
la firma. En consecuencia, quizá la Comisión no esté
dispuesta a apoyar la propuesta adición, a menos que
se considere que llena una verdadera laguna del procedi-
miento relativo a los tratados. Normalmente, un Estado
protegerá su posición con respecto a su derecho interno
haciendo constar siempre que su firma está sujeta a
ratificación o aprobación; tampoco parece que haya
nada que impida a un Estado, al confirmar una firma
ad referendum, someterla a ratificación o aprobación. En
caso de un tratado en el que se exprese que entrará en
vigor en el momento de la firma, no parece haber ningún
plazo dentro del cual se pueda confirmar una firma ad
referendum. Por consiguiente, la firma ad referendum, en
realidad, puede atender uno de los objetivos de la ratifi-
cación — un aplazamiento que permita completar las
formalidades constitucionales. Por otra parte, en estos
casos la firma ad referendum considerada en el aparta-
do b del párrafo 2 no bastaría para proteger a un Estado
contra la acusación de haber violado el tratado si fuere
necesario modificar su derecho interno para que sus
prácticas se ajusten a lo dispuesto en el tratado; pues la
confirmación de la firma haría al Estado parte en el tratado

ab initio. En estas condiciones, cree que tal vez fuese
justificable dejar abierta la posibilidad de que un Estado
señale la fecha en que su firma va a surtir efectos. La adi-
ción propuesta por los Estados Unidos se incluye pues
en el texto revisado que se propone más adelante.

5. En cuanto al apartado a del párrafo 3, cree que tiene
fundamento la observación de que se debe hacer una
excepción en el caso de la rúbrica por un Jefe de Estado,
Jefe de Gobierno o Ministro de Relaciones Exteriores.
Esta excepción fue prevista por el Relator Especial en el
texto original del artículo. Aunque enla Comisión se expresó
cierta oposición a la idea de que la rúbrica de un Jefe de
Estado, etc., comprometa necesariamente al Estado a obli-
garse por el tratado, se cree que la Comisión no trataba de
llegar al extremo de situar la rúbrica efectuada por esos
órganos estatales al mismo nivel que la rúbrica de un
mero representante. Se sugiere que la norma apropiada
sería considerar la rúbrica de dichos órganos como equiva-
lente a la firma. Cree también que conviene tener en
cuenta la observación hecha por dos gobiernos en el
sentido de que hay casos en que otros representan-
tes indican que su rúbrica se ha de considerar equiva-
lente a la firma del texto y que se deben prever tales
casos.

6. Habida cuenta de las anteriores observaciones, propo-
ne el siguiente texto revisado del artículo :

« 1. La firma del texto se efectuará de conformidad
con el procedimiento que se prescribiere en el texto o
en un instrumento conexo, o que de otro modo deci-
dieren los Estados que participaren en la adopción del
texto.

» 2. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos
12 y 14 :

»a) la firma del texto se considerará incondicional
salvo que en el momento de la firma se indicare lo
contrario ;

» b) la firma ad referendum, siempre y cuando fuere
confirmada, se considerará como una firma incondi-
cional del texto a partir del momento en que se hubiere
puesto en el tratado la firma ad referendum, salvo que
el Estado interesado fijare una fecha posterior al confir-
mar su firma.

» 3. a) Cuando el texto fuere rubricado, en lugar de
firmado :

» i) en el caso de un Jefe de Estado, Jefe de Gobierno
o Ministro de Relaciones Exteriores, la rúbrica
se considerará equivalente a la firma del texto;

» ii) en los demás casos la rúbrica tendrá solamente
los efectos de una autenticación del texto, salvo
cuando se dedujere que los representantes intere-
sados tuvieron la intención de que la rúbrica
fuere equivalente a la firma del texto.

» b) Cuando la rúbrica fuere seguida de la firma
ulterior del texto, la fecha de la firma, y no la de la
rúbrica, será la fecha en la cual se considerará que el
Estado interesado pasa a ser signatario del tratado. »
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ARTÍCULO 11 : EFECTOS JURÍDICOS DE LA FIRMA

Observaciones de los gobiernos

Dinamarca. Estima que ios efectos jurídicos que en virtud
del párrafo 2 se atribuyen a la firma sujeta a la ratificación
no tienen significación alguna per se; pues cuando un
tratado está sujeto a ratificación la firma del mismo es,
a su juicio, una mera formalidad que tiene escasa justifi-
cación racional en las relaciones internacionales del mun-
do moderno. Por otra parte, reconoce que la firma solem-
ne es un procedimiento tan profundamente arraigado en
la práctica internacional que las propuestas de reforma
tendrían pocas posibilidades de ser aceptadas.

Luxemburgo. Recuerda lo señalado en relación con el
término « aprobación » en sus observaciones sobre el apar-
tado d del artículo 1. Declaraba al respecto que el
vocablo hace referencia al procedimiento interno de
aprobación parlamentaria de los tratados e insistía en
que se suprimiese en todos los artículos del proyecto,
utilizando solamente los términos « ratificación » y
« adhesión » para aludir a las formalidades de la celebra-
ción de tratados internacionales. En consecuencia desearía
que se imotiese dicho vocablo en el párrafo 2 del presente
artículo.

Estados Unidos. Suscribe las disposiciones de este artículo,
que, a su juicio, se ajustan a prácticas y procedimientos
muy difundidos y aceptados de antiguo en la celebración
de tratados.

Delegación de la Argentina. Estima que pese a las vacila-
ciones expresadas por la Comisión con respecto a este
punto en el párrafo 4 del comentario, se debe incluir
en el artículo, como elemento de desarrollo progresivo
del derecho internacional, una cláusula por la cual se
obligue al Estado signatario a examinar de buena fe si
ha de ser parte en el tratado. La inclusión de esta cláusula,
a su juicio, introduciría un elemento de seguridad en las
relaciones entre los Estados73.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. El Relator Especial, por las razones expuestas en sus
observaciones acerca del apartado d del párrafo 1 del
artículo 1 no apoya la supresión de las referencias a la
aprobación en los párrafos 2 y 3 del presente artículo.

2. En el párrafo 1, la referencia al párrafo 2 del artículo 7
se habrá de modificar si este artículo se revisa en la forma
por él propuesta.

3. En el párrafo 2, propone la supresión de las palabras
« confirmará o, de ser procedente ». Estas palabras se
insertaron teniendo en cuenta el hecho de que en virtud
del párrafo 1 del artículo 17, en el texto adoptado por
la Comisión, todo Estado que participare en la negocia-
ción, redacción o adopción del texto estaba obligado de
buena fe a abstenerse de todo acto que tuviere por objeto
frustrar los fines del tratado. En virtud de esta disposición,

la obligación existiría ya antes de la firma y esta última
no haría más que « confirmarla ». Pero esta disposición
ha sido objeto de críticas, que el Relator Especial considera
bien fundadas, en las observaciones de los gobiernos, y por
ello propone una modificación del párrafo 1 del artículo 17
en consonancia con dichas críticas. Si la Comisión acepta
esta propuesta, la supresión de las palabras antes mencio-
nadas que ahora figuran en el presente artículo sería una
consecuencia automática.

4. Se reconoce la validez de las razones que indujeron
a la delegación argentina a proponer la inclusión de una
disposición por la cual se obligue al Estado signatario
a examinar de buena fe si ha de ser parte en el tratado.
El Relator Especial incluyó una disposición de este tipo
en su primer informe74, y la cuestión se discutió en el 14.°
período de sesiones de la Comisión75. No obstante, por
las razones expuestas en el párrafo 4 del comentario al
presente artículo, la Comisión decidió no incluir dicha
disposición. En consecuencia, si bien señala a la Comisión
la opinión de la delegación argentina, el Relator Especial
no cree que deba formular propuesta alguna sobre la
cuestión que plantea.

ARTÍCULO 12 : RATIFICACIÓN

Observaciones de los gobiernos

Austria. Está enteramente de acuerdo con la norma
básica, enunciada en el artículo de que los tratados en
principio deben ser ratificados. Además, señala nueva-
mente, como ya indicó en las observaciones al apartado d
del párrafo 1 del artículo 1, que es de lamentar que en el
proyecto de artículos no se defina la ratificación (véase la
observación del Relator Especial al apartado d del párra-
fo 1 del artículo 1).

Dinamarca. Considera que la norma básica enunciada en
este artículo no está en consonancia con la práctica inter-
nacional y que el artículo es excesivamente complicado.
A su juicio, este artículo debería simplificarse invirtiendo
la presunción en que se basa. Solamente debería exigirse
la ratificación cuando su necesidad se desprenda del texto,
de los instrumentos de plenipotencia expedidos a los
representantes, de las declaraciones hechas en el curso
de las negociaciones o de otras circunstancias que pongan
de manifiesto una intención en tal sentido. Entre esas
circunstancias, agrega, puede incluirse la exigencia consti-
tucional de ratificación Además, opina que la cuestión de
si hay necesidad o no de ratificación no debe decidirse
forzosamente del mismo modo con respecto a las dos
partes. A este propósito señala que en la práctica danesa
se han dado casos en que la firma de una de las partes se
ha considerado inmediatamente con fuerza obligatoria,
mientras que la de la otra parte ha quedado sujeta a ratifi-
cación (aceptación o aprobación); y dice que no debería
excluirse este procedimiento del texto del artículo.

73 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoséptimo
periodo de sesiones, Sexta Comisión, 744.a sesión, párr. 4 .

74 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962, vol. II,
págs. 52 a 53.

75 Ibid., vol. I, sesiones 643. a a 645.a , 660.a y 668. a , págs. 94 a
107, 219 y 274.
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Finlandia. Cree que este artículo no exige comentarios
en cuanto al fondo. En cambio, considera defectuosa la
forma del mismo por cuanto los dos tipos de tratados,
solemnes y no solemnes, no siempre se estudian separa-
damente y porque el texto de los párrafos 2 y 3 contiene
elementos de contradicción. Propone que se modifique
este artículo de modo que diga lo siguiente :

« Todos los tratados que no sean concertados en
forma simplificada tendrán que ser ratificados, a menos
que en el tratado se estipule otra cosa o se desprenda
claramente la intención contraria de los Estados signa-
tarios de las declaraciones hechas en el curso de las
negociaciones o la firma del tratado, de los credenciales,
plenipotencias u otro instrumento expedido a los repre-
sentantes de los Estados negociadores, o de otras circun-
stancias que pongan de manifiesto esa intención. »

Israel. No considera necesario para los fines de formular
normas prácticas, que se adopte una posición de principio
sobre la discutida cuestión si es o no necesaria en derecho
internacional la ratificación de los tratados que guardan
silencio sobre el particular. A su juicio, corresponde
esencialmente a quienes negocian el tratado determinar
si se necesita o no ratificación. La cuestión de la ratifica-
ción, señala, puede por sí misma formar parte de las
negociaciones, o estar determinada de modo concluyente
en los términos de la plenipotencia de uno o varios de los
negociadores. Este criterio pragmático, permitiría simpli-
ficar el artículo.

Japón. Considera que debería invertirse la presunción
básica, de modo que la ratificación no sea necesaria más
que cuando se estipule expresamente ; y que la única excep-
ción que entonces habría que prever sería la mencionada
en el apartado c del párrafo 3. Además, cree que debería
trasladarse la « aprobación » del artículo 14 al artículo
que se comenta y tratarse con arreglo a los mismos
principios.
Luxemburgo. Recordando sus observaciones sobre la
definición del « tratado en forma simplificada » del apar-
tado b del párrafo 1 del artículo 1, el Gobierno de Luxem-
burgo propone que se suprima el apartado d del párrafo 2
del presente artículo. Considera que la substancia del
párrafo 2 d se halla ya implícita en el párrafo 2 c, cuando
alude a « otras circunstancias que denotaren esa inten-
ción ». Estima que la supresión del párrafo 2 d permitiría
prescindir de todo el párrafo 3. Los únicos casos en que,
a su juicio, podrían plantearse dentro del párrafo 3 serían
los casos en que el tratado estipule que entrará en vigor
en el momento de la firma y en los que no obstante ésta
quede sujeta a ratificación; esos casos, opina, no son
bastante representativos para justificar una disposición
expresa en el proyectado artículo. El problema que se
plantea en el párrafo 8 del comentario de la Comisión
acerca de los tratados que entran en vigor provisional-
mente es, a su juicio, una cuestión muy distinta. A su
entender la aplicación del tratado en estos casos está
condicionada a la entrada en vigor ulterior del tratado
y es una cuestión dentro de los límites de los poderes que
normalmente poseen los gobiernos.

Suecia. Preferiría que se invirtiese la presunción básica
y que se enunciase la norma señalando simplemente que

la ratificación no es necesaria, a menos que las partes la
estipulen expresamente, tal vez con la salvedad adicional
de que la ratificación sería también necesaria en los casos
en que esté claramente implícito que las partes han tenido
la intención de que lo sea. Se señala que esa norma suple-
toria no ofrecería ningún peligro pues los Estados pueden
siempre por medio de cláusulas expresas prescribir la
ratificación.

Reino Unido. Considera que, desde el punto de vista
práctico, es muy defendible la norma contraria, es decir,
que un tratado no necesita ratificación y entra en vigor
desde el momento de la firma salvo que el propio tratado
disponga otra cosa. Teme que las complicadas disposi-
ciones de este artículo, tal como está redactado ahora,
puedan suscitar dificultades que no existen actualmente.

Estados Unidos. Como el efecto principal de este artículo
es que los tratados exijan ratificación, salvo en determi-
nadas circunstancias, este Gobierno propone que los casos
que exigen ratificación se indiquen antes que las excep-
ciones. Sugiere, además, que se aclare la frase « otras
circunstancias que denotaren esa intención » del apartado
b del párrafo 3 señalando por vía de ejemplo el hecho de
que se hayan concertado tratados análogos por las partes
entre sí o por una de ellas con terceros Estados y que tales
tratados hayan estado sujetos a ratificación. Teniendo en
cuenta estas consideraciones presenta una variante del
texto de los párrafos 2 y 3 (véanse las observaciones del
Gobierno de los Estados Unidos al presente artículo)76.

Delegación de Italia. Advierte con inquietud que algunos
pasajes de los comentarios de la Comisión parecen indicar
una actitud poco favorable a la idea de que el consenti-
miento de un Estado en obligarse por un tratado debe
regirse por la constitución de ese Estado. En particular,
señala que en el comentario al presente artículo, la Comi-
sión establece una distinción entre « ratificación parlamen-
taria de un tratado conforme al derecho interno » y « rati-
ficación en el plano internacional » dando a entender así
que esta última es la importante. En el comentario, señala,
no se precisa que el derecho constitucional y el derecho
internacional contribuyen a regular las condiciones para
la concertación de tratados77.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Las opiniones de los gobiernos están divididas en
cuanto a la cuestión de si la norma supletoria básica debe
ser la de que la ratificación debe presumirse necesaria
a menos que se desprenda lo contrario o viceversa. Cuatro
gobiernos preferirían que la presunción del párrafo 1 se
formulara a la inversa; un gobierno querría que se enun-
ciase la norma de derecho de modo pragmático sin tomar
partido en cuanto a la regla supletoria; los cinco gobiernos
restantes parecen suscribir la norma, tal como aparece
en el párrafo 1, o no disentir de ella. Además, algunos
de los gobiernos instan a que se simplifique el artículo.
En el 14.° período de sesiones ciertos miembros de la
Comisión hubiesen preferido que se enunciase la norma
a la inversa o que el requisito de la ratificación se formu-

76 Documento A/CN.4/175 (mimeografiado).
77 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoséptimo

período de sesiones, Sexta Comisión, 743 . a sesión, párr . 22.
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lase simplemente como una cuestión de intención. Otro
grupo consideró que la norma supletoria existente es la
presunción señalada en el párrafo 1; un tercer grupo
consideró que, si bien la presunción subsiste como norma
básica para los tratados « solemnes », se aplica la presun-
ción inversa en el caso de los tratados en forma simpli-
ficada 78. El artículo adoptado por la Comisión contiene
elementos de transacción que reflejan esta división de
pareceres. En el párrafo 1 se enuncia la norma clásica
de que los tratados exigen en principio la ratificación ; en
el párrafo 2 se invierte esa norma para los tratados en
forma simplificada; en el párrafo 3 se tienen en cuenta
los casos en que, a pesar de utilizarse la forma simpli-
ficada, las partes tienen la intención de que un tratado
esté sujeto a la ratificación.

2. Este artículo, tal como está estructurado ahora, se ba-
sa pues en la distinción conforme a derecho entre los
tratados solemnes y los tratados no solemnes; y ello a su
vez está vinculado con el establecimiento de definiciones
jurídicas adecuadas de los tratados solemnes y no solem-
nes. En el artículo 1, apartado b del párrafo 1, la Comisión
ha procurado definir un « tratado en forma simplificada »
a base de indicar ejemplos (« canje de notas, canje de car-
tas, etc. ») y agregando las palabras « u otro instrumento
concertado de esa misma manera ». En el párrafo 11 de
su comentario a ese artículo, la Comisión explicó que en
general, « se distingue a los tratados en forma simplificada
por la falta de una o varias características de los tratados
en debida forma », pero que « sería difícil fundar siempre la
distinción en la falta o la presencia de alguna de esas
características ». En particular, se señaló que « la ratifi-
cación, que suele no ser necesaria para los tratados en
forma simplificada, tampoco es completamente desusada».
Los gobiernos, como ya se ha señalado en las observacio-
nes del Relator Especial al artículo 1, apartado d del pá-
rrafo 1, no consideran apropiada la definición de la
Comisión de los « tratados en forma simplificada ». Al
mismo tiempo, por las razones que allí se indica, el Rela-
tor Especial no cree que las definiciones sugeridas por
ciertos gobiernos ofrezcan soluciones viables. Además,
todos esos gobiernos incluyen como uno de los elementos
de la definición de tratado « no solemne » la circunstancia
de que no se tenga la intención de que el tratado esté
sujeto a ratificación. En consecuencia, sus definiciones no
servirían para el texto del presente artículo.

3. El Relator Especial considera que debería revisarse
este artículo y enunciarse de nuevo la norma de derecho
aplicable a la ratificación sin basar expresamente la regla
en una distinción entre los tratados « solemnes » y « no
solemnes ». Se plantea entonces la cuestión de si debe
enunciarse una norma supletoria cuando no esté clara
la intención de las partes, y, en tal caso, si debe exigirse
o excusarse la ratificación. La sugestión del Gobierno de
Israel en el sentido de que la Comisión se abstenga de
tomar partido en la cuestión de principio y adopte un
criterio puramente pragmático es a primera vista atractiva.
Pero el Relator Especial no está convencido de que sea

78 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962, vol. I,
sesiones 645.a, 646.a y 668.a, págs. 103 a 110, 111 a 119, 218 a 227,
y 273 a 287; ibid., vol. II, pág. 198, comentario al artículo 12.

éste el camino que ha de seguir la Comisión. Es indu-
dable que corresponde esencialmente a quienes toman
parte en las negociaciones establecer si la ratificación es
necesaria o no; es indudable también que la cuestión de
la ratificación puede ser un elemento de las negociaciones
o puede estar determinada de modo concluyente en los
términos de la plenipotencia de uno de los negociadores
o de ambos. Pero no es menos cierto que queda un gran
número de casos en que la intención de las partes es una
cuestión de deducción más que de prueba directa. Si los
Estados dieran siempre claras indicaciones de cuáles son
sus intenciones a este artículo, no habría ningún problema;
pero no ocurre así. Un criterio pragmático sólo resolvería
el problema si las normas que ofreciera bastaran para
prever íntegramente las inferencias que deben hacerse
en estos casos restantes. Es posible, en efecto, enunciar
pragmáticamente, como de hecho trata de hacer la Comi-
sión en los párrafos 2 y 3, los casos en que se necesita
la rectificación y los casos en que no se necesita. Pero
el peligro está en que o bien las reglas resultantes se
dupliquen o contradigan hasta cierto punto o bien queden
cierto número de casos excluidos de toda regla. Si, en
cambio, la Comisión enuncia de modo pragmático sólo
los casos en que se necesita la ratificación, o al contrario,
sólo los casos en que no se necesita, dejará implícitamente
los casos restantes fuera del ámbito de aplicación del
artículo y de modo indirecto tomará una posición sobre
la norma supletoria básica.

4. Si la Comisión decide mantener la presunción del
párrafo 1 como norma básica sin establecer formalmente
una presunción contraria en el caso de los tratados en for-
ma simplificada, será necesario hacer una amplia salvedad
para las inferencias de una intención contraria de la natu-
raleza, la forma y las circunstacias del tratado. El Relator
Especial opina que, de no ser así, el artículo no estaría en
armonía con la práctica moderna. Partiendo del supuesto
de que la norma del párrafo 1 siga siendo la base del
artículo, propone que se revise el texto de modo que
diga lo siguiente :

« 1. En principio, un tratado deberá ser ratificado
por los Estados interesados :

» a) salvo que en el tratado mismo se prescribiere
que entrará en vigor en el momento de la firma o se
estipulare expresamente un procedimiento que no sea
el de la ratificación;

» b) salvo que de la naturaleza del tratado, de la
forma del instrumento o de los instrumentos en que esté
consignado, de los términos de los instrumentos de
plenipotencia, de los trabajos preparatorios del tratado
o de las circunstancias de su celebración se dedujere
claramente la intención contraria. »

En el texto precedente se ha preferido utilizar la expresión
de los « trabajos preparatorios del tratado y de las circun-
stancias de su celebración » en vez de la expresión « de
las exposiciones hechas durante las negociaciones o de
otras circunstancias que denotaren esa intención » con
objeto de hacer que esta terminología esté en consonancia
con la que se ha utilizado en el artículo 70.
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5. Si, por el contrario, la Comisión decidiera que la
norma clásica está ahora tan erosionada por el enorme
incremento de tratados celebrados mediante procedi-
mientos simplificados que no debe ya mantenerse como
norma básica, el Relator Especial considera que el artículo
debería establecer simplemente las normas para determi-
nar los casos en que es necesaria la ratificación. En tal
supuesto estaría implícito que la ratificación no es nece-
sario en ninguno de los casos no previstos por esta regla,
de modo que la norma supletoria sería en efecto la de
que no se necesita la ratificación a no ser que sea manifiesta
la intención contraria. En esta hipótesis, propone que se
revise el texto del artículo de modo que diga lo siguiente :

« 1. Un tratado deberá ser ratificado :
» a) cuando en el tratado mismo se previese expresa-

mente que estará sujeto a ratificación;
» b) cuando la intención de que estará sujeto a rati-

ficación se dedujere de la naturaleza del tratado y de
la forma del instrumento en que esté consignado, de
los términos de los instrumentos de plenipotencia de los
representantes, de los trabajos preparatorios del tratado
o de las circunstancias de su celebración. »

6. De cualquiera de las soluciones señaladas en estos
dos párrafos puede decirse razonablemente, que reflejan
la situación jurídica actual, a pesar de contener normas
supletorias opuestas. La práctica ha llegado tan lejos en
el uso de los procedimientos simplificados de celebración
de tratados que cabe sostener razonablemente diferentes
pareceres acerca de cuál deba considerarse que es actual-
mente la presunción básica en cuanto a la intención de
los Estados contratantes. En otras palabras, es un pro-
blema de opción, y en 1962 la mayoría de la Comisión
parecía inclinarse por una solución en armonía con la
prevista en el párrafo 4.

7. Quedan dos puntos : el primero ha sido mencionado
por los Gobiernos de Dinamarca y de los Estados Unidos,
y se refiere a la cuestión de tener en cuenta la práctica
constitucional de los diversos Estados. El Gobierno de
Dinamarca considera que entre las circunstancias que
ponen de manifiesto la intención de exigir la ratificación
debe figurar «la exigencia constitucional de la ratificación».
El Gobierno de los Estados Unidos propone que se aclare
la expresión « otras circunstacias que denotaren esa
intención » mencionando como ejemplo el hecho de que
se hayan celebrado tratados análogos por los Estados
partes entre sí, o por alguno de ellos con un tercer Estado
y que tales tratados hayan estado sujetos a ratificación.
El Relator Especial reconoce que puede haber casos en
que la práctica común y regular de dos Estados en materia
de celebración de tratados bilaterales, o la práctica bien
establecida que ha seguido un Estado y de la cual el
otro tiene conocimiento, pueda ofrecer una prueba de
su común acuerdo en cuanto a la necesidad de la ratifi-
cación en el caso de cierto tipo de tratados. No obstante,
parece necesario que la Comisión proceda con cautela
antes de admitir la aplicabilidad general de la práctica
constitucional de los distintos Estados a este respecto,
habida cuenta de las normas que ha establecido en el
artículo 4 sobre el poder de los representantes y en el
artículo 31, donde se prevé que la violación del derecho

interno no se tendrá en cuenta, salvo cuando se trate de
una violación manifiesta. La cuestión que se plantea en el
presente artículo es otra y se refiere a la intención de las
partes al tiempo de la conclusión del tratado. Pero una
referencia demasiado general a la práctica constitucional
de los distintos Estados en cuanto manifestación de la
intención podría interpretarse, efectivamente, como una
manera de hacer entrar en el derecho internacional por
la puerta trasera los requisitos para la validez de los trata-
dos previstos en el derecho interno. Por esta razón, el
Relator Especial duda de que fuera acertado remitirse
expresamente a la práctica de un solo Estado signatario
en la celebración de tratados con terceros Estados como
prueba de la intención común de todos los Estados signa-
tarios con respecto a la necesidad de la ratificación. Se
considera que la cuestión de la práctica de los distintos
Estados debería examinarse separadamente en la forma
que se indica en el párrafo siguiente de estas observaciones.
El Relator Especial sugiere que la Comisión se concrete
a insertar, a continuación del párrafo 1 de las variantes an-
tes propuestas, un segundo párrafo del siguiente tenor :

« 2. Entre las circunstancias que podrán tenerse en
cuenta con arreglo al apartado b del párrafo 1 figurará
la práctica establecida de los Estados interesados en los
tratados del mismo carácter que hayan concertado
anteriormente entre ellos. »

8. La segunda cuestión que queda planteada es la obser-
vación hecha por el Gobierno de Dinamarca de que este
artículo no debería excluir la posibilidad de que un tratado
pueda estar sujeto a ratificación por una parte a la vez
que entra en vigor para la otra parte inmediatamente
después de la firma. Se encuentran ciertamente en la
práctica casos en que ello ocurre, particularmente cuando
la Constitución de una de las partes, como en el caso del
Reino Unido, no contiene disposiciones expresas acerca
de la ratificación de los tratados, mientras que la de la
otra parte establece disposiciones al efecto. El texto actual
del artículo ya reconoce en los apartados b y c del párrafo
2 la posibilidad de que el tratado pueda quedar sujeto a
ratificación por algunas partes pero no necesariamente
por todas. Los casos evidentes son aquellos en que las
plenipotencias expedidas por un determinado Estado o
las declaraciones hechas por sus representantes indican
claramente que se tiene la intención de que la firma tenga
fuerza obligatoria, o, por el contrario, que esté sujeta
a ratificación. En estos casos, se estima que debe preva-
lecer la intención de cada Estado a menos que el tratado
contenga una disposición expresa en sentido contrario.
En consecuencia, se sugiere que, atendiendo la observa-
ción del Gobierno danés, se añada al proyecto revisado
un tercer párrafo que podría ser el siguiente :

« No obstante lo previsto en los párrafos precedentes :
» a) Salvo que en un tratado se estipulare expresa-

mente que estará sujeto a ratificación, un Estado parti-
cular podrá considerarse obligado por su firma sola
cuando de los términos del instrumento de plenipotencia
expedido a su representante o de los trabajos prepara-
torios del tratado se dedujere que los demás Estados
interesados han tenido conocimiento de que se tenía
la intención de que la firma de ese Estado tuviese fuerza
obligatoria sin la ratificación.
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» b) Salvo que en un tratado se estipulare expresa-
mente que entrará en vigor en el momento de la firma,
un Estado particular podrá considerar que el tratado
está sujeto a ratificación cuando de los términos del
instrumento de plenipotencia expedido a su represen-
tante o de los trabajos preparatorios del tratado se
dedujere que los demás Estados interesados han tenido
conocimiento de que se tenía la intención de que la
firma del tratado por ese Estado estuviere condicionada
a la ratificación subsiguiente. »

ARTÍCULO 13 : ADHESIÓN

Observaciones de los gobiernos

Japón. Hace observar que si se suprimen, como él propone
los artículos 8 (Partes en un tratado) y 9 (Extensión a
otros Estados de la facultad de ser parte en el tratado)
será necesario incorporar al presente artículo las disposi-
ciones del párrafo 2 del artículo 9.

Suecia. En vista de las disposiciones de los artículos 8 y 9
y de la libertad de los Estados para prescribir en un tratado
los procedimientos aplicables para participar en él, el
Gobierno sueco duda de la necesidad de retener el pre-
sente artículo.

Estados Unidos. Señala que la aceptabilidad de este
artículo depende de la aceptabilidad de los artículos 8 y 9
a los que está ligado. Señala además que el artículo, tal
como está redactado ahora, puede plantear la cuestión
de si el artículo 11 permitiría la admisión de nuevos Esta-
dos como Miembros de las Naciones Unidas descono-
ciendo las disposiciones de la Carta, sobre todo en vista
de las normas formuladas en el artículo 9 del proyecto
de artículos. A este respecto hace cierta crítica al apartado
a del párrafo 1 del artículo 9, que se recoge en las observa-
ciones del Relator Especial sobre ese artículo.

Delegación de la Argentina : Suscribe la decisión de
la Comisión de no tratar expresamente en el proyecto de
artículos el caso que ha ocurrido a veces en la práctica
de una « adhesión » en la que se expresa que está
« sujeta a ratificación » 79.

Delegación de Colombia. Aunque reconoce que los artícu-
los 8, 9 y 13 se basan en la práctica actual, hace ciertas
observaciones con respecto a los artículos 8 y 9 (véanse
sus comentarios al artículo 8) 80.

Delegación de Rumania. Apoya la decisión de no recoger
la doctrina de que la adhesión es imposible antes de que
el tratado haya entrado en vigor, y también la manera
de tratar el problema de la « adhesión sujeta a ratifi-
cación » 81.

Delegación de Siria. Propone que en la terminología del
artículo se trace una distinción entre la « accesión » y
la « adhesión » a un tratado multilateral. A su juicio,

79 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoséptimo
período de sesiones, Sexta Comisión, 744.a sesión, párr. 5.

80 Ibid., 741. a sesión, párr. 7.
81 Ibid., 142.a sesión, párr. 28.

deberá reservarse el uso del primer término para indicar
la admisión de un Estado a un tratado multilateral cerrado
respecto del cual hay que realizar determinadas formali-
dades y emplear el segundo para la admisión de un Estado
a un tratado multilateral « abierto » en donde no hay
tales formalidades 82.

Obser vaciones y propuestas del Relator Especial

1. Aunque aprecia las distinciones hechas por la dele-
gación de Siria, duda de que exista una práctica tan
gene ral en el uso de los términos « accesión » y « adhe-
sión » para justificar que la Comisión introduzca en el
artículo la sutileza que sugiere esa delegación.

2. Es evidente que la aceptabilidad general del artículo
que se comenta está ligada a la aceptabilidad de los
artículos 8 y 9. Pero lo que se persigue con el presente
artículo es indicar en qué casos el procedimiento de adhe-
sión es el procedimiento que se utiliza para ejercer el
derecho a adquirir la calidad de parte en un tratado, más
que señalar qué condiciones debe reunir un Estado para
tener derecho a adquirir tal calidad. Así pues, este artícu-
lo debe entrar dentro del plan del proyecto sean cuales
fueran las normas que en definitiva se adopten para los
artículos 8 y 9.

3. Sin duda, como indica el Gobierno de Suecia, el
derecho sustantivo a adquirir la calidad de parte, estará
previsto, de una forma u otra, en los artículos 8 y 9 si
bien lo s Estados negoci adores tienen plena libertad para
prescribir el procedimiento por el cual un Estado ha de
ejercer ese derecho. La adhesión no obstante, es uno de
los tres procedimientos básicos de celebración de tratados
y en una convención codificadora parece necesario aludir
a ese procedimiento aunque sólo sea en un artículo
principalmente descriptivo. El artículo no carecerá por
lo demás de contenido j urídico ya que toca a la legalidad
del acto por el cual un Estado intenta adquirir la calidad
de parte en un tratado. Un depositario, por ejemplo, se
considerará obligado a insistir en un instrumento de adhe-
sión más que en la ratificación si la adhesión es el proce-
dimiento prescrito para el Estado interesado (véase el
artículo 29, párrafo 4).

4. Por otra parte, este artículo, en su forma actual, tal
vez sugiera demasiado que se refiere al derecho sustan-
tivo a adquirir la calidad de parte en un tratado, derecho
de que se ocupan los artículos 8 y 9. Ello se debe al uso de
la expresión « llegar a ser parte » en la cláusula inicial
y en el apartado a. Esta expresión es además poco satis-
factoria por otra razón, la de que en la práctica moderna
la « adhesión » puede no constituir inmediatamente al
Estado adhérente en « parte » si el tratado todavía no
está en vigor. La « adhesión », como en efecto se estipula
expresamente en el artículo 16, hace constar el consenti-
miento del Estado en obligarse por el tratado, y puede
ocurrir o no, además, que le constituya inmediatamente
en parte en el tratado.

5. En consecuencia propone que se modifique el texto
del artículo en los siguientes términos :

82 Ibid., 739.a sesión, párr. 18.
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« A reserva de lo previsto en los artículos 8 y 9, un
Estado podrá adherirse a un tratado cuando no lo
hubiere firmado, y

» a) el tratado prescribiere la adhesión como proce-
dimiento al que puede acudir ese Estado ; o

» b) el tratado hubiere sido posteriormente abierto
a la adhesión de dicho Estado. »

ARTÍCULO 14 : ACEPTACIÓN O APROBACIÓN

Observaciones de los gobiernos

Japón. Este Gobierno es partidario de que en el artículo
sólo se hable de la « aceptación ». A su juicio, en la mayo-
ría de los casos la « aprobación » se utiliza en la práctica
como procedimiento simplificado de ratificación y debería
incluirse en el artículo 12, no en el artículo que se comenta
(véanse las observaciones del Japón sobre el artículo 12).

Luxemburgo. Reitera su criterio de que el uso de la noción
de « aprobación » en derecho internacional como sustitu-
tivo de ratificación o de adhesión sólo sirve para crear
confusiones y que el término « aprobación » debería
eliminarse sistemáticamente del proyecto de artículos.
Considera además que la « aceptación » no debería
examinarse en el presente artículo ni en los artículos
siquientes como procedimiento independiente de celebra-
ción de tratados. Considerando la « aceptación » simple-
mente como otra manera de llamar lo que es en realidad
« ratificación » o « adhesión », propone que la noción de
« aceptación » se examine en un artículo nuevo que se
insertaría más adelante (después del actual artículo 17)
y que estaría redactado en los siguientes términos :

« Las disposiciones de los artículos que preceden
relativas a la ratificación serán aplicables a los tratados
firmados con sujeción a aceptación; las disposiciones
relativas a la adhesión serán aplicables a los tratados en
los que se previere la participación por simple acepta-
ción, sin firma previa. »

De estas propuestas debe deducirse igualmente que el
Gobierno de Luxemburgo desea que se omita por comple-
to el artículo 14.

Suecia. En vista de las disposiciones del artículo 8 (Partes
en un tratado) y 9 (Extensión a otros Estados de la facul-
tad de ser parte en el tratado) y de la libertad de los Estados
para prescribir en un tratado los procedimientos aplicables
a la participación en él, este Gobierno duda de que el
artículo que se comenta sea necesario.

Estados Unidos. Señala que la aceptabilidad de este ar-
tículo depende de los artículos 8 y 9. Señala además
que al no aludir a los requisitos del tratado parece prever
que sus disposiciones prevalezcan sobre los requisitos
estipulados en éste.

Delegación de Italia. Al comentar la relación entre el
procedimiento constitucional y el procedimiento inter-
nacional en cuanto al ejercicio del poder para la celebra-
ción de tratados (véase el artículo 4), la delegación mani-
fiesta su inquietud con respecto a la marcada distinción
que traza la Comisión entre el procedimiento constitu-

cional de « aprobación » y el procedimiento internacional
para la misma 83.

Observaciones y propuestas del Relator Especial
1. La Comisión ha explicado sus razones para examinar
la « aceptación » y « aprobación » como procedimientos
especiales de celebración de tratados en su comentario
al presente artículo. El Relator Especial no cree que las
observaciones de los Gobiernos del Luxemburgo y el
Japón deban inducir a la Comisión a modificar su decisión
hasta el punto de eliminar la « aprobación » del proyecto
de artículos o de transferirla al artículo 12 como proce-
dimiento simplificado de ratificación. La Comisión no se
ocupa de los conceptos o procedimientos constitucionales
de los distintos Estados ; se ocupa de codificar los proce-
dimientos internacionales de celebración de tratados tal
como efectivamente aparecen en los tratados. La « apro-
bación » parece haberse convertido en práctica de los
tratados y, cuando se utiliza, se aplica a los Estados
contratantes independientemente de que la « aprobación »
sea un término conocido por el derecho constitucional
de los Estados. Además, la « firma con sujeción a apro-
bación » no es simplemente la ratificación conocida con
otro nombre, sino que es un procedimiento simplificado
afín a la ratificación. Además, aunque se usa más a
menudo en esa forma, el procedimiento de aprobación
se encuentra también como simple « aprobación » sin
firma previa. En consecuencia, no parece correcto eliminar
el procedimiento de aprobación ni simplemente hacerlo
equivalente a la ratificación.

2. La otra sugestión del Gobierno de Luxemburgo en
el sentido de que no se reconozca la « aceptación » como
procedimiento independiente paralelo a la ratificación y a
la adhesión, pero que se trate en un artículo posterior
señalando simplemente que ha de regirse por las normas
relativas a la ratificación o bien por las normas relativas
a la adhesión, no carece de interés. Quedaría destacado
el carácter subsidiario y derivativo de la aceptación y
podría aligerarse un tanto la redacción de uno o dos
artículos más eliminando la palabra « aceptación ».
Además, ese artículo posterior que se sugiere podría
tratar del mismo modo de la « aprobación ». El Relator
Especial estudió esta posibilidad cuando preparaba su
primer informe. Pero parece más correcto mencionar la
« aceptación » y la « aprobación » como procedimientos
separados porque se utilizan como tales en los tratados
y pueden incluso aparecer junto con la ratificación y con
la adhesión en un mismo tratado. En efecto, parece
además algo más seguro este criterio porque la aceptación,
por lo menos, se usa a veces en lugar de la firma simple
más que como sustitutivo de uno de esos otros dos proce-
dimientos. En consecuencia, se estima que habría que
conservar la « aceptación » y « aprobación » en el lugar
que ocupan dentro del plan del proyecto de artículos.

3. A juicio del Relator Especial, la frase inicial del
artículo en cambio, debería modificarse de la misma
manera que la frase correspondiente del artículo 13. En
consecuencia propone que se revise a fin de que diga lo
siguiente :

83 Ibid., 743.a sesión, párrs. 21 y 22.
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« A reserva de lo previsto en los artículos 8 y 9, un
tratado podrá ser aceptado o aprobado cuando : etc. »

ARTÍCULO 15 : PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN, ADHESIÓN
ACEPTACIÓN Y APROBACIÓN

Observaciones de los gobiernos

Japón. Considera que los apartados b y c del párrafo 1
entran en cuestiones de detalles y son demasiado triviales
para figurar en este artículo ; y que el párrafo 2, por decla-
rar algo que es obvio, se podría suprimir. Estima además
que el párrafo 3 podría pasar a la sección V (« Corrección
de errores y funciones del depositario »). Propone así, en
fin de cuentas, que se suprima todo el artículo y que lo
esencial del apartado a del párrafo 1 pase a formar parte
del artículo 16 (véase, en el proyecto revisado por el
Japón, el artículo 16).

Luxemburgo : Por las razones que explica en sus observa-
ciones al apartado d del artículo 1 y al artículo 14, estima
que deben suprimirse en este artículo todas las referencias
que se hacen a « aceptación » y « aprobación ». También
señala que en el apartado c del párrafo 1 sería preferible
la expresión « dos textos alternativos » a la expresión
« dos textos diferentes ». En el apartado a del párrafo 2,
observa que el adjetivo « certificados » (« certifiés »
en la versión francesa) se refiere al canje de instrumen-
tos y por consiguiente debe ir en singular. Además,
el Gobierno luxemburgués señala la relación entre el
párrafo 2 del artículo que se examina y el artículo 23
(« Entrada en vigor de los tratados »). A su juicio,
ha de hacerse una distinción entre el procedimiento de
ratificación, adhesión o aceptación (que es objeto del
artículo 15) y el momento en que el tratado produce efectos
(aspecto que regula el artículo 23). En relación con este
último punto, estima que a su vez debe hacerse una nueva
distinción entre el momento en que se efectúa la vincu-
lación mutua de las partes, es decir, en que se hace constar
el concierto de voluntades mediante el canje o depósito
de los documentos solemnes, y el momento a partir del
cual el tratado entra en vigor, que puede ser una fecha
ulterior. Considera que los artículos 15 y 23 deberían
modificarse para tener en cuenta estas distinciones.

Suecia. Señala que, si bien algunas de las disposiciones de
este artículo contienen importantes normas de derecho,
otras son exclusivamente de procedimiento. En el apartado
c del párrafo 1, por ejemplo, se prevé que si, según el
tratado, los Estados participantes pueden optar entre dos
textos diferentes, el instrumento de ratificación debe
indicar el texto al cual se refiere, pero nada se dice en
cambio acerca de cuál será la situación jurídica cuando
no se haga esto.

Estados Unidos. En general, este Gobierno es partidario
de que se conserve este artículo, pero sugiere ciertos cam-
bios de redacción. En el apartado a del párrafo 1 propone
que la expresión « un instrumento escrito » se amplíe
para decir « un instrumento escrito firmado » o « un
instrumento escrito firmado por una autoridad compe-
tente ». De no ser asi, el apartado a del párrafo 1 podría
entenderse en el sentido de que autoriza la práctica, utili-

zada en ocasiones, de presentar instrumentos escritos que
llevan simplemente un sello estampado ; estos instrumen-
tos, a su juicio, no parecen constituir prueba bastante
de la intención de un Estado de ratificar, aceptar, o
aprobar acuerdos internacionales. Estima que el párrafo 3
debería expresamente exigir al depositario que notifique
a los Estados signatarios no solamente el hecho sino
también la fecha del depósito de un instrumento de rati-
ficación, adhesión, etc., en vista de que los depositarios
dejan a veces de hacer constar este punto importante en
la notificación. Considera, en cambio, que la disposición
según la cual el depositario debe notificar a los Estados
signatarios « los términos del instrumento » de ratifi-
cación, adhesión, etc., va más allá de la práctica existente
y puede resultar muy engorrosa para el depositario y
demorar la transmisión de la notificación. Cree que la
práctica que generalmente siguen en la actualidad los
depositarios es notificar el depósito del instrumento en
una fecha dada, junto con el texto de cualquier reserva
o aclaración que figure en el instrumento o se acompañe
cuando se deposita. Sugiere que la cláusula final del
párrafo 3 del artículo 15 se modifique para que diga
« se les notificará prontamente el depósito y la fecha de
éste ».

Delegación de México. Sugiere84 que acaso sea conve-
niente insertar una cláusula en virtud de la cual la ratifi-
cación debe ser incondicional, análoga a la que aparece
en el artículo 6 de la Convención sobre Tratados, redac-
tada en la Sexta Conferencia Internacional Americana 85.

Observaciones y propuestas del Relator Especial
1. El Relator Especial comparte el parecer del Gobierno
japonés de que el párrafo 3 debía pasar a formar parte
de la sección V, que trata de las funciones de los deposi-
tarios; más exactamente, cree que dicho párrafo 3 sobra,
en vista de lo dispuesto en el apartado d del párrafo 3
del artículo 29, que regula el mismo punto. Considera,
en cambio, que los párrafos 1 y 2 deben mantenerse, con
los cambios que seguidamente se mencionan.

2. En cuanto al apartado a del párrafo 1, sugiere que se
adopte la propuesta del Gobierno de los Estados Unidos,
agregándose al final del párrafo las siguientes palabras :

« firmado por un representante que esté dotado o a
quien se dote del poder necesario, conforme a lo dis-
puesto en el artículo 4. »

Aunque no disiente del punto de vista expuesto por la
delegación mexicana, duda de que convenga hacer refe-
rencia expresa a tal punto en el artículo que se examina.
El término « incondicional » se presta a más de una inter-
pretación y podría pensarse que abarca las « reservas »,
cuya formulación se rige por el artículo 18. Además, el
punto que la delegación mexicana, trata de incluir en
el artículo parece hallarse previsto implícitamente en el
artículo 16, que prevé que la comunicación de un instru-
mento de ratificación, etc., manifiesta el consentimiento
del Estado en obligarse por el tratado.

84 Ibid., 739.a sesión, párr. 29.
85 Sexta Conferencia Internacional Americana, Acta Final, La

Habana , Imprenta y Papelería de Rambla, Bouza y Cía., 1928,
pág. 132.
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3. En cuanto al apartado b del párrafo 1, estima que, a
fin de evitar toda incongruencia aparente con lo dispuesto
en el artículo 18 acerca de las reservas, quizá convenga
insertar al principio las palabras : « Con sujeción a lo
dispuesto en el artículo 18 y ».

4. Comparte, respecto del apartado c del párrafo 1,
la opinión del Gobierno luxemburgués de que la expresión
« dos textos alternativos » es preferible a la de « dos
textos diferentes », y estima que podría hacerse una adi-
ción conveniente al párrafo a fin de satisfacer la objeción
del Gobierno sueco de que no se prevé cuál es la situación
jurídica en el caso de que en el instrumento no se indique
el texto a que se refiere. Sugiere que se modifique el
apartado para que diga lo siguiente :

« Si según el tratado los Estados participantes pudie-
ren optar entre dos textos alternativos, el instrumento
de ratificación deberá indicar el texto al cual se refiere.
De no hacerse así, no se reputará que la ratificación
surte efecto sino desde el momento en que el Estado
interesado dé esa indicación. »

5. En el párrafo 2, como señala el Gobierno de Luxem-
burgo, la palabra « certifiés » en el texto francés, y la
palabra « certificados », en el texto español, deben ir en
singular. En relación con este párrafo, el Gobierno
luxemburgués señala además la distinción que ha de hacer-
se entre el procedimiento de ratificación, adhesión, etc.,
el momento en que el tratado produce efectos, y el mo-
mento en que se efectúa la vinculación entre las partes.
El Relator Especial duda de que deba añadirse cláusula
alguna para establecer estas distinciones en el proyecto.
El Gobierno luxemburgués menciona únicamente los
artículos 15 y 23. Pero la distinción entre el momento de
la vinculación de cada Estado contratante y la entrada
en vigor del tratado figura también en el artículo 11,
párrafo 3, en el artículo 16, apartado b, en el artículo 17,
párrafo 2, y en el artículo 20, apartado a del párrafo 2;
y el párrafo 4 del artículo 23 dispone claramente que,
aunque la entrada en vigor del tratado hará normalmente
que los derechos y obligaciones estipulados en el mismo
sean inmediatamente aplicables, ello no será así si el
tratado prescribe otra cosa. En el párrafo 2 del artículo
que se examina, la expresión « el instrumento surtirá
efecto » (« cet instrument produit effet » ; « the instrument
becomes operative ») se emplea deliberadamente a fin de
subrayar que el artículo se refiere al instrumento, y no a
sus efectos jurídicos. Asimismo, se subraya aún más la
distinción por el hecho de que el artículo siguiente trata
de los efectos jurídicos de la ratificación, la adhesión, etc.
Si se leen conjuntamente todos estos artículos, como ha
de hacerse, se cree que prevén suficientemente el punto
señalado por el Gobierno de Luxemburgo.

6. Como ya se ha dicho, la materia objeto del párrafo 3
del artículo que se examina se encuentra en realidad regu-
lada por el apartado d del párrafo 3 del artículo 29, por
lo que se propone su supresión. Si se hace así, quedará
automáticamente satisfecha la observación hecha por el
Gobierno de los Estados Unidos de que el párrafo 3 va
demasiado lejos al exigir al depositario que notifique los
términos de los instrumentos, ya que tal exigencia no
aparece en el apartado d del párrafo 3 del artículo 29.

La otra observación de ese Gobierno, en el sentido de que
debe exigirse que en la notificación se haga constar la
fecha del depósito, no aparece sin embargo prevista en el
apartado d del párrafo 3 del artículo 29. Por estimar que
tal observación es válida, el Relator Especial propone que
sea atendida mediante la debida modificación del apartado
d del párrafo 3 del artículo 29.

ARTÍCULO 16 : EFECTOS JURÍDICOS DE LA RATIFICACIÓN,
LA ADHESIÓN, LA ACEPTACIÓN Y LA APROBACIÓN

Observaciones de los gobiernos

Finlandia. Plantea la cuestión de si debería figurar en este
artículo una disposición relativa a la posibilidad de revo-
car la ratificación, la adhesión, etc. Señala que, aun cuando
tal revocación puede perjudicar la posición de otros Esta-
dos signatarios, igualmente puede resultar injusto que no
se permita la revocación en determinadas condiciones; por
ejemplo, parecería anómalo que en un tratado en el que
se previera el derecho de denuncia, un Estado ratificante
no pudiera retirar su ratificación antes de que aquél
entrara en vigor.

Luxemburgo. Por las razones que explica en sus observa-
ciones al apartado d del artículo 1 y al artículo 14, estima
que deben suprimirse del artículo que se examina las
referencias a « aceptación » y « aprobación ».

Estados Unidos. Aunque se declara en general de acuerdo
con el artículo, este Gobierno señala que la referencia
que se hace en la frase inicial al artículo 13 es incorrecta
y que debe decirse artículo 15 (esta observación se aplica
a los textos inglés y español; el texto francés es correcto).

Delegación de la Argentina. Aprueba la decisión adoptada
por la Comisión de descartar, en relación con el artículo
que se examina, la doctrina del efecto retroactivo de la
ratificación 86.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Por las razones ya expuestas en sus observaciones al
artículo 1, párrafo 1 d, y al artículo 14, no es partida-
rio de que se supriman en el artículo que se exami-
na las referencias que se hacen a « aceptación » y « apro-
bación ».

2. Se reconoce que la observación que hace el Gobierno
finlandés acerca de la revocación de la ratificación, la
adhesión, etc., tiene peso; pero la cuestión parece plan-
tearse más bien en el artículo 17 que en el que ahora se
examina.

3. Como señala el Gobierno de los Estados Unidos, el
artículo citado en la frase inicial tiene que corregirse para
que diga « artículo 15 » en los textos inglés y español.
Además, esa frase inicial se estima que exige un pequeño
cambio. El apartado b del párrafo 2 del artículo 15
dispone que, cuando hay depositario, el instrumento surte
efecto no mediante la « comunicación » sino al efectuarse

86 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoséptimo
período de sesiones, Sexta Comisión, 744.a sesión, párr. 5.
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su « depósito » en poder del depositario. En consecuencia,
se sugiere que la frase de introducción del artículo que
se examina se modifique para que diga como sigue :

« La comunicación o, en su caso, el depósito de un
instrumento de ratificación, adhesión, aceptación o
aprobación, efectuado de conformidad con lo dispuesto
en el párrafo 2 del artículo 15 : ».

ARTÍCULO 17 : DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS ESTADOS
MIENTRAS EL TRATADO NO ENTRE EN VIGOR

Observaciones de los gobiernos

Australia. Estima que el artículo va un tanto lejos, pues
cree que si un Estado abandona una conferencia o vota en
contra de la adopción del texto, no puede quedar obligado
por el resultado de la conferencia o de la votación.
Propone que se supriman del párrafo 1 las palabras « que
participare en la negociación, redacción o adopción de
un tratado o que ».

Finlandia. Duda de que la norma del párrafo 1 deba apli-
carse a los Estados que únicamente han participado en la
negociación de un tratado o en la redacción o adopción
del texto. Además, como ya ha señalado el Relator Espe-
cial en sus observaciones al artículo 16, la observación
hecha por el Gobierno finlandés respecto a ese artículo
en el sentido de que acaso sea injusto no permitir la
revocación de una ratificación, adhesión, etc. en determi-
nadas condiciones, se refiere realmente al artículo que
ahora se examina. Subraya lo anómalo que sería que un
tratado previera el derecho de denuncia y que, en cambio,
un Estado ratificante no pudiera retirar su ratificación
antes de la entrada en vigor de aquél.

Japón. Según este Gobierno, el párrafo 1 parece imponer
una obligación demasiado importante al Estado que no
ha decidido todavía adquirir la calidad de parte en un
tratado; propone que se suprima tal párrafo. Duda
asimismo que sea acertado hacer figurar un artículo de
esta índole. Estima que la norma del párrafo 2 relativa
a la abstención de ciertas categorías de actos que tengan
por objeto frustrar los fines del tratado es demasiado
subjetiva y de difícil aplicación. Sería preferible que todo
ello se dejara a la buena fe de las partes y que se suprimiera
el artículo en su totalidad.

Polonia. Cree que el párrafo 1 va demasiado lejos al hacer
extensiva la obligación de buena fe a los Estados que sólo
han participado en la elaboración del proyecto de tratado
o en las negociaciones. Estima que tal norma podría
inducir a algunos Estados a abstenerse de participar en
las negociaciones encaminadas a la celebración de tratados
internacionales.

Suecia. Plantea la cuestión de si la norma que exige a todo
Estado que participe en la negociación de un tratado que
se abstenga de todo acto que tenga por objeto frustrar
sus fines debe enunciarse en forma tan amplia que abarque
a los Estados que sólo hayan tomado parte en la negocia-
ción con renuencia y fuertes reservas. En general, estima
que el artículo va demasiado lejos al imponer esas obli-
gaciones a los Estados; por ejemplo cuando un Estado

participa únicamente en la redacción del texto de un
tratado en el ámbito de una organización internacional
y vota en contra de la adopción de ese texto.

Reino Unido. Aunque el principio en que se apoya el
artículo le parece en sí válido, este Gobierno teme que
suscite dificultades en la práctica, a menos que su enuncia-
do sea más preciso. En particular le parecen ambiguas
las frases « participare en la negociación » y « manifestare
la intención de no llegar a ser parte » en el párrafo 1, y
« no se demorare indebidamente », en el párrafo 2.

Estados Unidos. El artículo le parece muy conveniente.
En lo que respecta a la obligación que entraña la firma
o el depósito de un instrumento de ratificación, adhesión,
etc., considera que sus disposiciones recogen en general
las normas aceptadas de derecho internacional. El hecho
de que se retrotraiga esa obligación al período de nego-
ciación y redacción hasta el momento de la adopción, va
más allá, a su juicio, de lo que generalmente se estima
que es la posición actual, pero piensa que ello podría
constituir una mejora jurídica conveniente.

Delegación de Nueva Zelandia. Expresa dudas acerca de
que la obligación deba hacerse extensiva a todos los
Estados que participan en el proceso de la elaboración
del tratado. En su opinión, no parece a primera vista
equitativo aplicarla a un Estado que participa en el
proceso general de la elaboración de un tratado con
fuertes reservas 87.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. La tesis de que el párrafo 1 va demasiado lejos al
hacer extensiva la obligación jurídica de buena fe a los
Estados que solamente han participado en la negociación
o redacción del tratado parece tener cierto peso. De
hecho, no puede decirse que los fines del tratado están
definidos con carácter firme o jurídicamente establecidos
hasta que el texto ha sido « adoptado » por los Estados
participantes en la negociación. En consecuencia, acaso
no se justifique imponer a un Estado negociador la obli-
gación de buena fe de abstenerse de actos que tengan por
objeto frustrar los fines del tratado a menos que suscriba
claramente esos fines al firmar el texto o al dar su voto
favorable a la adopción del texto. Es sin duda deseable
desde los puntos de vista político y moral que los Estados
participantes en la negociación tengan la sensación de
confianza mutua de que ninguno ha de actuar durante
las negociaciones de manera que se frustre el cumplimiento
de las obligaciones que en su día van a contraer entre sí.
La cuestión es, sin embargo, si puede considerarse que
asumen obligación jurídica alguna a menos que se vinculen
en cierto grado con las disposiciones reales del tratado.
En el asunto de la Alta Silesia polaca 88, el tratado había
entrado en vigor y el Estado interesado lo había ratificado ;
además, la propia Corte parece haber abordado la cuestión
desde el punto de vista de si los actos realizados con ante-
rioridad a la ratificación constituían una violación del
tratado. Cabe pues sostener la tesis de que la obligación
del Estado negociador de no frustrar de antemano los

87 Ibid., 141* sesión, párr . 5.
88 P.C.I.J. (1926), Serie A, N . ° 7, pág. 30.
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fines del proyectado tratado es simplemente una obliga-
ción de carácter incipiente mientras el tratado no entra
en vigor con respecto a ese Estado, la que luego se perfec-
ciona cuando éste acepta los estipulaciones del tratado.
Al redactar el artículo 17, sin embargo, la Comisión
adoptó el punto de vista de que el Estado que parti-
cipa en la negociación o en la redacción o adopción del
texto asume una obligación independiente de no frustrar
los fines del proyectado tratado; y, a fortiori, cuando
ratifica, acepta o aprueba el tratado o se adhiere a él.

2. Sin duda, el párrafo 1 tal como ha sido redactado por
la Comisión, impone a un Estado la obligación de buena
fe « salvo que manifestare la intención de no llegar a ser
parte en el tratado ». Cabe discutir si esta salvedad no
basta para eximir de la obligación al Estado que se retira
de las negociaciones o que vota en contra de la adopción
del texto y que, en virtud de las estipulaciones del tratado,
sigue teniendo, sin embargo, el derecho a adquirir la
calidad de parte. Así, conforme al proyecto actual, la
obligación de buena fe parece vincular a dicho Estado
salvo que manifieste la intención de no hacer uso de su
derecho a ser parte. Comparte la opinión de los gobiernos
que estiman que el párrafo 1 debe revisarse a fin de no
dar la impresión que impone la obligación de buena fe
al Estado que se desliga del texto del tratado.

3. El Relator Especial estima también que, en relación
con el párrafo 2, debe atenderse la sugestión hecha por el
Gobierno finlandés en el sentido de que, cuando en un
tratado se prevé su denuncia, el Estado que se ha vinculado
mediante la firma, ratificación, etc., debe igualmente poder
retirarse del tratado durante el período anterior a su
entrada en vigor.
4. A fin de satisfacer la crítica del Gobierno del Reino
Unido relativa a la expresión « manifestare la intención
de no llegar a ser parte » en el párrafo 1, sugiere que se

, sustituya por la expresión « notificare a los demás Estados
signatarios que renuncia a su derecho a ratificar, etc. el
tratado ». En cuanto a la expresión « no se demorare
indebidamente », que dicho Gobierno también critica por
ambigua, su objeto fue sencillamente poner un límite
razonable a la duración de la obligación en el caso de
que el tratado siguiera más o menos indefinidamente
careciendo del número de firmas, ratificaciones, etc.,
necesario para entrar en vigor. No resulta fácil dar mayor
precisión a la expresión si no es señalando un período
definido de años. El Relator Especial sugiere, a título
provisional, un período de diez años como plazo razona-
ble, teniendo en cuenta el hecho de que la norma ha de
tener aplicación general. Estima asimismo que también
en el párrafo 1 se plantea la cuestión del plazo ; y que la
solución debida acaso consista en prever este aspecto en
un párrafo distinto que señala el plazo aplicable a los
párrafos 1 y 2.

5. En vista de las anteriores observaciones, propone el
siguiente texto revisado para el artículo 17 :

« 1. Mientras el tratado no entre en vigor :
» a) Todo Estado que hubiere firmado un tratado

con sujeción a ratificación, aceptación o aprobación
estará obligado de buena fe a abstenerse de todo acto
que tuviere por objeto frustrar los fines del tratado, a

menos que ese Estado haya notificado a los demás
Estados signatarios que renuncia a su derecho a rati-
ficar el tratado o, en su caso, a aceptarlo o aprobarlo;

» b) Todo Estado que, por firma, ratificación, adhe-
sión, aceptación o aprobación, hubiere hecho constar
su consentimiento en obligarse por el tratado, tendrá
la misma obligación, salvo que el tratado esté sujeto
a denuncia y ese Estado haya notificado a los demás
Estados interesados su retirada del tratado.

» 2. Sin embargo, las obligaciones mencionadas en
el párrafo anterior dejarán de ser exigibles al cabo de
diez años contados desde la fecha de la firma, ratifi-
cación, aceptación o aprobación del tratado por un
Estado, si el tratado no estuviere para entonces en
vigor. »

SECCIÓN III. — RESERVAS

Título de la sección. Suponiendo que la sección relativa
a las « Disposiciones generales » se convierta en una « par-
te » separada y que la sección sobre « Celebración de
tratados » se convierta en la parte II, será necesario dar
otra título a la actual « sección II ». Además, el Relator
Especial comparte la opinión del Gobierno de los Estados
Unidos de que sería más oportuno dar a esta sección
el título de « Reservas a los tratados multilaterales ». Los
artículos que contiene se refieren a las reservas a los trata-
dos multilaterales, en tanto que la idea de una reserva
a un tratado bilateral tiene poco sentido desde el punto
de vista jurídico. En derecho, una reserva a un tratado
bilateral tiene pura y simplemente el carácter de contra-
oferta, y si no es aceptada, no puede haber tratado. Sin
embargo, para eliminar toda posibilidad de mala inter-
pretación, se propone que el título de la sección circuns-
criba explícitamente el contenido de ella a las reservas a
los tratados multilaterales.

ARTÍCULO 18 : FORMULACIÓN DE RESERVAS

ARTÍCULO 19 : ACEPTACIÓN DE RESERVAS Y OBJECIÓN
A LAS RESERVAS

ARTÍCULO 20 : EFECTO DE LAS RESERVAS

Observaciones de los gobiernos

Australia. Considera que el párrafo 3 del artículo 19
puede resultar inaplicable en la práctica. A su juicio, a un
Estado que no sea parte en el tratado no se le debe obligar
a formular objeciones dentro de los 12 meses siguientes
a la notificación de la reserva si ésta se hace antes de que
el tratado entre en vigor; a decir verdad, este Gobierno
estima que no se puede obligar a ningún Estado a que
haga objeciones a una reserva antes de ser parte en el
tratado, y que ésta no es la práctica seguida por los
Estados. Cree que la propuesta de la Comisión podría
dar lugar a muchas objeciones « provisionales » que los
Estados presentarían para quedar protegidos hasta deter-
minar su posición definitiva, y que el párrafo 3 debe apli-
carse solamente a las partes existentes; debe considerarse
que cualquier otro Estado acepta la reserva si no formula



Derecho de los tratados 47

objeciones al entrar a ser parte en el tratado o dentro de
un plazo razonable a partir de la fecha de su adhesión.
El párrafo 4 se considera improcedente ; hay varias razones
por las cuales un Estado puede aplazar su ratificación,
y su objeción debe seguir surtiendo efectos sea cual fuere
la fecha en que actúe. Reconoce que la demora de la rati-
ficación suscitaría dificultades con respecto a los tratados
comprendidos en el párrafo 3 del artículo 20, y sugiere
que el párrafo 4 del artículo 19 se convierta en apartado c
del párrafo 3 del artículo 20. Por otra parte, cree que la
solución preferible sería adoptar la enmienda que él pro-
pone al párrafo 3 del artículo 19, lo que a su juicio permi-
tiría suprimir totalmente el párrafo 4.

El artículo 20 presenta, a juicio de este Gobierno, dos
problemas. En primer lugar, el apartado a del párrafo 2
parece hacer que el Estado que ha formulado la reserva
se convierta en parte en relación con el Estado que la ha
aceptado, en un momento en que el Estado que formula
la reserva puede no ser parte en el tratado, porque se
puede hacer una reserva en el momento de la firma.
Además, el apartado a del párrafo 2 pudiera hacer creer,
a primera vista, que si no hace objeciones a una reserva
formulada por un Estado no reconocido se crearía concre-
tamente una relación bilateral con dicho Estado. Por
consiguiente, preferiría que este párrafo se redactase en
los siguientes términos : « constituirá al Estado que hubie-
re formulado la reserva en parte en el tratado por lo que
respecta a su aplicación entre dicho Estado y el Estado
que la hubiere aceptado ». Además, estima que quizá sea
conveniente, en este artículo o en algún otro, ocuparse
de los efectos de una reserva sobre la condición del Estado
que la formula como parte en el tratado, antes y después
de la aceptación de la reserva. En segundo lugar, la
delegación de Australia considera inadmisible el aparta-
do b del párrafo 2, ya que parece privar de todo efecto au na
objeción basada en motivos distintos de la incompatibili-
dad con el objeto y la finalidad del tratado. Esta disposi-
ción parece inaceptable en principio, e incompatible con
el apartado d del párrafo 1 del artículo 19. Propone que
se supriman las palabras « que la considerare ... finalidad
del tratado ».

Austria. Estima que, así como la oposición de un solo Est-
ado a una reserva no debe impedir la participación del
Estado autor de la misma, del mismo modo no deben con-
siderarse admisibles las reservas a las que se oponga
un mayor número de Estados, quizá incluso la mayoría.
Además, cree que en las disposiciones sobre reservas, en
particular en el artículo 20, debe aclararse que cuando un
Estado parte acepta una reserva el tratado entrará en vigor
entre los dos Estados interesados salvo en cuanto a las dis-
posiciones a que se refiera la reserva. A juicio de este Go-
bierno, los artículos tal como están redactados actualmente
hacen dudar de si el tratado se aplica en su integridad al
Estado que haya aceptado todo el texto, y esto debería
aclararse mediante una referencia al principio de la reci-
procidad.

Canadá. Observa que, tal como están redactados los
artículos en la actualidad, cabría preguntarse si la compa-
tibilidad con el objeto y la finalidad del tratado ha de ser
la base sobre la cual un Estado puede hacer una reserva
(apartado d del párrafo 1 del artículo 18) o sobre la cual

puede hacer objeciones a una reserva (apartado b del
párrafo 2 del artículo 20). En el primer caso, los Estados
contratantes podrían formular objeciones a las reservas
por otras razones. Interpretando que la intención de la
Comisión es hacer de la compatibilidad con el objeto y
la finalidad del tratado una condición de la admisibilidad
de las reservas así como la única base sobre la que se
pueda aceptar una objeción a las mismas, el Gobierno
canadiense sugiere que se formule esta intención con
mayor claridad, con el fin de eliminar la posibilidad de
que se afirme que los Estados pueden hacer objeciones
a las reservas por otras razones. Además, sugiere que se
considere la posibilidad de hacer también extensivo el
criterio de la « compatibilidad con el objeto y la finalidad
del tratado » a las reservas presentadas en aplicación de
disposiciones expresas del tratado, con objeto de que no
se apliquen criterios distintos a los casos en que un tra-
tado no contenga disposición alguna sobre las reservas
y a los casos en que las admita. Además, estima que en el
artículo 19 conviene examinar si no debería excluirse la
presunción del consentimiento de un Estado con respecto
a la reserva presentada por un Estado al que no reconoce.

Dinamarca. Este Gobierno, si bien acoge favorablemente
las propuestas de la Comisión por estimar que constituyen
un positivo intento de resolver el complejo problema de las
reservas, estima que tal vez el método seguido en los
artículos 18 a 20 haya complicado excesivamente la
redacción de dichos artículos. Además, formula algunas
observaciones sobre el texto actual de los mismos.

Considera que, en el párrafo 1 del artículo 18, las pala-
bras « en el momento de la firma, la ratificación, la
aceptación o la aprobación de un tratado o de la adhesión
al mismo » parecen innecesarias ya que figuran también en
el párrafo 2. Tampoco cree que el apartado dàt\ párrafo 1
deba considerarse como un caso de inadmisibilidad de
las reservas. El criterio de la « compatibilidad con el
objeto y la finalidad del tratado » es subjetivo, y los
depositarios cuyas funciones no incluyen la de decidir
sobre la validez de una reserva pueden estimar que no
están obligados a comunicar, de conformidad con el
apartado d del párrafo 1, las reservas que consideren
claramente inadmisibles.

El artículo 19 puede dar la impresión de que se aplica
a todas las reservas incluso a las que son inadmisibles.
No obstante, en los casos en que se prohibe una reserva,
implícita o explícitamente, ninguna otra parte puede
aceptarla, y no es necesario que formule una objeción
para impedir que surta efecto. Además, estima que se
podría suprimir el párrafo 2 por evidente.

Por lo que se refiere al párrafo 2 del artículo 20, lo
considera defectuoso en cuanto que no determina cuál
será el efecto de una objeción formulada a una reserva
que no se considere incompatible con el objeto y la
finalidad del tratado, pero a la cual se hagan objeciones
por alguna otra razón, en particular por la importancia
que el Estado autor de la objeción atribuye a la disposición
a que se refiere la reserva. Propugna que se incluya en este
artículo la norma mencionada en el párrafo 13 del comen-
tario de la Comisión, a saber : « un Estado que dentro
de un plazo prudencial manifiesta su objeción a una reser-
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va tiene derecho a considerar que el tratado no está en
vigor entre él y el Estado autor de la reserva ». Además,
propone que el párrafo 2 trate explícitamente de la cuestión
objetiva de la situación del Estado que formula la reserva
en relación con el tratado, es decir las condiciones en
que debe considerarse como « parte » a los efectos de las
cláusulas relativas a entrada en vigor, revisión, etc., del
tratado. En cuanto al párrafo 3 relativo a los tratados
celebrados entre un grupo reducido de Estados, considera
que en tales casos debe exigirse siempre la aceptación
expresa. Respecto al párrafo 4, teniendo en cuenta la
importancia decisiva que debe atribuirse a la integridad
de los instrumentos constitutivos de las organizaciones
internacionales, considera que deben todas las reservas
someterse a la decisión del órgano competente, indepen-
dientemente de que otra parte haya formulado o no obje-
ciones. A su juicio, en estos casos no debe existir la posibi-
lidad de una aceptación implícita o tácita de la reserva.

Finalmente, habida cuenta de las observaciones ante-
riores y con objeto de simplificar la estructura de los
artículos en general, propone para los artículos 18 a 20
un nuevo texto que aparece en las páginas 35 a 39 de las
« Observaciones de los gobiernos » 89.

Finlandia. El párrafo 1 del artículo 18, podría simplifi-
carse combinando los apartados a, b y c en un solo
párrafo, o considerando que basta con el apartado a.

Japón. No está de acuerdo con las normas propuestas en
estos artículos. A su juicio, el principio básico debería
ser el inverso : un Estado sólo puede formular una reserva
si la intención de las partes no se opone a ello. Teme que
con las reservas pueda derrumbarse todo el régimen
convencional previsto en el tratado y considera que la
norma propuesta alentaría la formulación de reservas.
También subraya que la norma propuesta debe conside-
rarse de carácter supletorio y ser aplicable exclusivamente
a los casos en que el propio tratado no indique nada sobre
las reservas. Además, considera que existe una contradic-
ción entre el apartado d del párrafo 1 del artículo 18,
en virtud del cual debe considerarse nula y sin efecto
cualquier reserva incompatible con el objeto y la finalidad
del tratado, y el apartado b del párrafo 2 del artículo 20,
que parece dejar la determinación de esta compatibilidad
a la discreción de las distintas partes. Sería más lógico
establecer un sistema para determinar la intención general
de las partes, ya sea por decisión de una determinada
mayoría o por decisión unánime. A este respecto, observa
que la opinión emitida por la Corte Internacional en el
caso de las Reservas a la Convención sobre el Genocidio 90

se limitaba a dicha Convención particular y a la intención
de las partes en relación con la misma, y que al proponer
una norma de lege ferenda no hay por qué ajustarse a la
orientación adoptada por la Corte en dicha opinión.
Finalmente, advierte que con frecuencia surgen dificul-
tades para determinar en la práctica si se trata de una
reserva o de una declaración interpretativa; y sugiere que
se inserte una nueva disposición en el párrafo 2 del artículo
18 para eliminar esta dificultad (véase párrafo 2 del

nuevo texto del artículo 18 sugerido por el Japón)91. En
virtud de esta disposición, una declaración que no lleve
el título de reserva no se regiría por las normas relativas
a la aceptación tácita previstas en el artículo 19.
Polonia. Se pregunta si la fórmula contenida en el apartado
d del párrafo 1 del artículo 18, «incompatible con el
objeto y la finalidad del tratado », que a su juicio es muy
amplia, no conduciría en la práctica a una considerable
restricción del derecho de los Estados a hacer reservas
a los tratados, y estima que esta restricción a su vez podría
reducir en consecuencia sus posibilidades de participar
en ciertos tratados, lo que a juicio de este Gobierno sería
especialmente inoportuno en el caso de los tratados multi-
laterales generales.

Suecia. En general, cree que los artículos 18 a 20 repre-
sentan un esfuerzo respetable por resolver el problema
de las reservas, pero que es necesario un análisis más a
fondo y que quizá debiera diferenciarse más aún entre
las distintas clases de tratados. Al mismo tiempo, estima
que mucho de lo que se dice en los artículos 18 y 19 son
simplemente ejemplos de lo que pueden estipular las
partes, y que gran parte de sus disposiciones vienen a ser
meramente normas de procedimiento que serían más
indicadas para un código de prácticas recomendadas.

Reino Unido. Advierte que el artículo 18 se refiere sólo
a las « reservas » y supone que la cuestión de las cláusulas
de interpretación se examinará en un informe posterior.

Estima que los artículos 19 y 20 no son del todo satis-
factorios, y que en la práctica la aplicación detallada de
sus disposiciones puede suscitar dificultades, en particular
los párrafos 3 y 4 del artículo 19 y los párrafos 2 y 3 del
artículo 20. En general, considera que una reserva incom-
patible con el objeto y la finalidad de un tratado no puede
ser susceptible de aceptación en virtud del artículo 19;
y que las disposiciones de los artículos 19 y 20 se acepta-
rían con más facilidad si su interpretación y aplicación
se sometiesen a una decisión internacional.

Estados Unidos. Considera que existe el peligro de confu-
siones a menos que se aclare que los artículos 18 a 20 se
refieren exclusivamente a los tratados multilaterales. En
consecuencia, propone que a la sección III se le dé no ya
simplemente el título de « Reservas » sino el de « Reservas
a los tratados multilaterales ».

Estima que en el artículo 18 no está claro el significado
de la palabra « formular », y que lo que en realidad quiere
decir es « permitir a un Estado proponer una reserva y lle-
gar a ser parte de un tratado con esa reserva ». El apartado
¿del párrafo 1 lo interpreta en el sentido de quedar entera-
mente sujeto a las disposiciones del artículo 20, con lo
cual todo Estado podría llegar a ser parte en un tratado
multilateral conforme a las disposiciones de los apartados
a y b del párrafo 2 del artículo 20, si cualquier Estado
parte en ese tratado acepta las reservas, independiente-
mente de la oposición que hagan otras partes y del « ob-
jeto y la finalidad del tratado ». Según tal interpretación,
muchos Estados podrían haber llegado a ser partes en la
Carta, con reservas que hubieran debilitado gravemente

89 Documento A/CN.4/175 (mimeografiado).
90 I.C.J. Reports, 1951, pág. 15. 91 Documento A/CN.4/175.
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su estructura. Además, este Gobierno estima que el apar-
tado d del párrafo 1 no tiene en cuenta la naturaleza
o índole de un tratado multilateral que, de por sí, excluiría
la ratificación con una reserva que no fuera aceptada por
todas las partes o, al menos, por una gran mayoría de
ellas. Por consiguiente, propone que el apartado d del
párrafo 1 se revise en los siguientes términos :

« Cuando el tratado no contuviere disposición alguna
acerca de las reservas y la reserva fuere incompatible
con el objeto y la finalidad del tratado, o el tratado
fuere de tal carácter que cada una de las partes en el
mismo hubiere de mantener relaciones convencionales
con cada una de las demás partes. »
Considera que el párrafo 3 del artículo 19, relativo a la

aceptación tácita de las reservas, tiene valor en cuanto se
refiere a la admisión a un tratado de Estados que hacen
reservas. Sin embargo, cree que es discutible que haya de
presumirse que un Estado queda obligado por una nueva
relación convencional que nunca ha aprobado expresa-
mente. A su juicio, el Estado que se abstiene de hacer
objeciones no debe tener la posibilidad de impedir que
participe en el tratado el Estado que hace la reserva, pero
no debe presumirse que se halle en relaciones convenciona-
les con ese Estado a menos que de lo indicado en el
tratado se desprenda lo contrario.

Sugiere que en el apartado a del párrafo 1 del artículo 20
se prevea el caso de los tratados que expresamente permi-
ten reservas, pero que exigen su aceptación por un deter-
minado número de partes o por una determinada propor-
ción de ellas. En consecuencia, propone que se añadan
al final de este párrafo las palabras « salvo que así lo
prescribieren las estipulaciones del tratado ». En relación
con el párrafo 2, reitera sus observaciones en cuanto al
efecto de este párrafo, leído conjuntemante con el apar-
tado d del párrafo 1 del artículo 18, y sugiere que se consi-
dere la relación que existe entre estas disposiciones y la
ratificación de las reformas a la Carta aprobadas de con-
formidad con el Artículo 108. El apartado a del párrafo 2
exige una aclaración, ya que las palabras « un Estado que
pudiere ser parte en el tratado » pudieran parecer indicar
que un Estado que tiene derecho a ser parte pero que de
hecho nunca lo sea, podría, aceptando una reserva, hacer
que el tratado entrara en vigor entre ese Estado y el Estado
autor de la reserva. No está de acuerdo con el apartado b
del párrafo 2 por cuanto de dicho párrafo parece despren-
derse que un Estado sólo puede hacer objeciones a una
reserva si la considera « incompatible con el objeto y
finalidad del tratado ». Un Estado puede estimar que en
vista del tipo de tratado y de las circunstancias, una deter-
minada reserva hecha por otro Estado hace que dejen de
ser equitativas las relaciones establecidas entre los dos
Estados en virtud del tratado. Si los criterios para formu-
lar objeciones a una reserva se limitan a la « incompatibi-
lidad », los derechos que espera adquirir del tratado el
Estado que lo ha ratificado podrían quedar apreciablemen-
te alterados por reservas que dicho Estado no ha aceptado.
Este resultado estaría en contradicción con el principio
del párrafo 4 de la introducción del comentario de la
Comisión a los artículos 18 a 20. Considera que, en el
párrafo 4, la frase « efecto de la reserva » no es clara,
pero supone que se refiere a la cuestión de si el Estado

que hace la reserva ha de considerarse o no parte en el
instrumento constitutivo de la organización. A su juicio,
si dicho párrafo se refiriese a todos los aspectos jurídicos
de la reserva, inclusión hecha de las relaciones jurídicas
entre las distintas partes, estaría en conflicto con el
principio de que « una reserva no puede surtir efecto
respecto de un Estado sin que éste la haya aceptado ».
Aunque cree que el artículo 21 deja sentado claramente
que los derechos del Estado autor de la objeción queda-
rían a salvo, estima que, para evitar dificultades sobre este
punto, convendría redactar el párrafo 4 en términos más
precisos. Además, expresa la opinión de que aunque el
párrafo 4 se limitara a la cuestión de si el Estado que hace
la reserva es o no miembro, podría plantear dificultades
y confusión, ya que un Estado que haya formulado obje-
ciones podría considerar que no ha de estar obligado en
modo alguno, y que sus intereses no deben estar afectados,
por el voto del Estado autor de las reservas en las decisio-
nes de la organización. A este respecto, recuerda las
observaciones de la Comisión sobre la decisión adoptada
acerca de una « pretendida reserva » a la Convención de
la OCMI, y sus conclusiones sobre la misma, que figuran
en el párrafo 25 de su comentario 92, y plantea cuatro
cuestiones :

1. ¿Puede servir la reserva en el asunto de la OCMI de
base apropiada para una norma de derecho internacional ?

2. ¿Puede aplicarse el precedente de la OCMI, en vista
del carácter esencialmente consultivo de esta organización,
a otras organizaciones internacionales de naturaleza
completamente distinta, por ejemplo, el Organismo Inter-
nacional de Energía Atómica o la Organización Interna-
cional del Trabajo ?

3. Como el efecto de una reserva es esencialmente una
cuestión jurídica ¿no atribuye el párrafo 4 a una organiza-
ción internacional funciones que más propiamente son
de la competencia de la Corte Internacional de Justicia ?

4. ¿Cabe en rigor presumir que la « integridad del
instrumento » entraña no solamente la integridad de la
estructura de la organización sino también la integridad
de las obligaciones contraídas por los Estados que ratifi-
can sin reservas, integridad esta última que no puede ser
decidida por un órgano constituido para finalidades ajenas
a las jurídicas ?
Delegación de la Argentina. Suscribe la opinión de que la
participación en los tratados generales multilaterales debe
ser considerada con gran flexibilidad; subraya que existen
muchos puntos de coincidencia entre el proyecto de la
Comisión de Derecho Internacional y los trabajos de la
Cuarta Reunión del Consejo Interamericano de Juris-
consultos de 1959. La principal diferencia entre ambos
proyectos radica en que, de acuerdo con la doctrina
panamericana, en caso de silencio del tratado sobre la
cuestión de las reservas, una reserva puede ser válida aun
en caso de incompatibilidad con el objeto y la finalidad
del tratado. La aceptación de la reserva haría que ésta
entrase en vigor entre el Estado que formula la reserva
y el Estado que la acepta. Estima, además, que convendría
aplicar el criterio del párrafo 4 del artículo 20 a los trata-

92 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962, vol. II,
pág. 209.
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dos redactados por una organización internacional o en
una conferencia internacional, y prever que el instrumento
indicará cuáles son los artículos fundamentales a los que
no se pueden hacer reservas 93.

Delegación del Brasil. Manifiesta que su posición a este
respecto ha evolucionado notablemente a raíz de la opi-
nión consultiva de la Corte Internacional de Justicia sobre
la cuestión de las reservas a la Convención sobre el
Genocidio ; y expresa la opinión de que, en una época en
que pueden participar en la negociación de un tratado
centenares de Estados, la necesidad de formular reservas
puede ser un elemento que contribuya a facilitar la acep-
tación más general de dicha opinión, particularmente si
se tienen presentes las diferencias de orden político, eco-
nómico y social entre los Estados. En general, está de
acuerdo con la posición adoptada por la Comisión en
sus proyectos. Sin embargo, en relación con el párrafo 3
del artículo 20, estima que la expresión « un grupo redu-
cido de Estados » es demasiado vaga. ¿ Cuál sería el
número de Estados necesario para formar ese grupo?
¿Pueden tenerse en cuenta otros factores, tales como la
naturaleza de las relaciones de estos Estados entre sí o
la región a la que pertenecen? 94

Delegación de Colombia. Opina que los artículos del
proyecto contienen disposiciones que están muy cerca de
la justa interpretación de las necesidades actuales; además,
recuerda algunos de los antecedentes de la resolución del
Consejo Interamericano de Jurisconsultos sobre las
reservas 95

Delegación de Checoslovaquia. Sugiere que la Comisión
reconsidere el apartado b del párrafo 2 del artículo 20,
referente a los efectos legales de las objeciones a las reser-
vas. En este párrafo se presume que las objeciones tendrán
efectos máximos, es decir, que el Estado que hace la
objeción considerará que el tratado no surte ningún efecto
en sus relaciones con el Estado que hizo la reserva.
Considera que la presunción debería ser a favor de unos
efectos más limitados, es decir, que el Estado que hace la
objeción suspendería únicamente la validez de las disposi-
ciones del tratado a las que se refiere la reserva. Esta
norma podría contribuir más, a juicio de esta delegación
a ampliar las relaciones convencionales entre los Estados,
e impediría la formación, poco deseable, de una solución
de continuidad en los lazos jurídicos que unen a los
Estados 96.

Delegación de Hungría. Coincide con los que estiman fun-
dado suponer que la facultad de formular reservas sin
peligro de quedar enteramente excluido del tratado por
las objeciones presentadas por otro Estado o por un
pequeño número de Estados, puede ser elemento que
contribuya a una aceptación más general de los tratados
multilaterales 97.

93 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoséptimo
período de sesiones, Sexta Comisión, 744.a sesión, párrs. 5 y 6.

94 Ibid., Til* sesión, párrs. 13 y 15.
95 Ibid., 741. a sesión, párrs. 8 a 12.
96 Ibid., 739.a sesión, párr. 6.
97 Ibid., 736.a sesión, párr. 4.

Delegación de Irán. Opina también que la norma apro-
piada para lograr la mayor aceptación posible del acuer-
do mayor o menor que pueda expresarse en un tra-
tado multilateral será aquella que más convenga a
las necesidades inmediatas de la colectividad inter-
nacional 98.

Delegación de Irlanda. Esta delegación no es partidaria
de imponer plazos como los previstos en el artículo 19,
porque representan un recargo de trabajo para las cancille-
rías, cuyo personal no es nunca muy numeroso ".

Delegación de Nueva Zelandia. Habida cuenta de la
posibilidad de que se hagan reservas a los artículos sobre
las reservas, esta delegación ha preferido hasta ahora un
código, más bien que una convención, sobre las reservas.
Sin embargo, comprende las razones que movieron a la
Comisión de Derecho Internacional a decidirse por una
convención 10°.

Delegación de Rumania. Si bien apoya en general la
solución de la Comisión al problema de las reservas, esti-
ma, sin embargo, que el artículo 20 debe establecer una
presunción de efectos mínimos y no máximos, es decir,
la suspensión únicamente de la validez de la parte del
tratado a que se refiere la reserva101.

Delegación de Siria. Considera que la finalidad perseguida
al admitir el mayor número posible de Estados en los
tratados multilaterales generales quedaría mejor atendida
si se limitara el efecto de las objeciones al artículo o a
los artículos a que las mismas se refieren. Propone que se
revise en consecuencia el apartado b del párrafo 2 del
artículo 20 y sugiere que dicho párrafo se sustituya por dos
apartados en los que se recoja su opinión102.

Delegación de la República Arabe Unida. Se muestra de
acuerdo en general con la solución propuesta por la
Comisión103.

Delegación de Yugoslavia. Estima que la Comisión de
Derecho Internacional no debe adoptar una actitud
restrictiva con respecto al concepto de las reservas, y que
no debería perder de vista que la finalidad esencial es
asegurar la participación más amplia posible en los
tratados multilaterales generales104.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Dos gobiernos se refieren a la distinción entre una
« reserva » y una « declaración interpretativa ». El Gobier-
no del Japón señala que no es raro que se plantee en la
práctica la dificultad de determinar si una declaración
tiene uno u otro carácter; y sugiere que se inserte en el
párrafo 2 del artículo 18 una nueva disposición para
allanar dicha dificultad. A juicio del Relator Especial
esta sugerencia no tiene en cuenta el hecho de que en el

98 Ibid., 738.a sesión, párrs. 11 y 12.
99 Ibid., 1 4 3 * sesión, párr. 13.
100 Ibid., 742.a sesión, párr. 6.
101 Ibid., 742.a sesión, párr. 27.
102 Ibid., 739.a sesión, párr. 19.
103 Ibid., 744.a sesión, párr. 11.
104 Ibid., 743. a sesión, párr. 16.
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apartado / del párrafo 1 del artículo 1 se define ya el
concepto de « reserva » en unos términos que indican que
es algo distinto de una simple declaración interpretativa
de la disposición a la que se refiere. Teniendo presente
esta definición no se considera necesario destacar de nuevo
el mismo punto en el artículo 18. El otro Gobierno, el del
Reino Unido, señala que el artículo 18 sólo se refiere a
las reservas, y supone que las declaraciones interpretativas
se abordarán en un artículo posterior.

2. Las declaraciones interpretativas no fueron incluidas
por la Comisión en la presente sección por la sencilla
razón de que no son reservas y se refieren a la interpreta-
ción de los tratados y no a la celebración de los mismos.
En suma, parecen corresponder más bien a los artículos
69 a 71. En éstos se establece que « a efectos de su inter-
pretación », el contexto del tratado se entenderá que
comprende « cualquier otro acuerdo o instrumento rela-
cionado con él y que hubiere sido establecido o redactado
con motivo de su celebración » (párrafo 2 del artículo
69); que « todo acuerdo entre las partes sobre la interpre-
tación del tratado » y « toda práctica posterior en la
aplicación del tratado que evidencie claramente una
interpretación concorde de todas las partes en el tratado »
se han de tener en cuenta « juntamente con el contexto »
del tratado a efectos de su interpretación (párrafo 3
del artículo 69); que entre « otros medios de interpreta-
ción » se podrá acudir a los « trabajos preparatorios del
tratado y a las circunstacias de su celebración » (artículo
70) ; y que se podrá dar a un término un sentido que no
fuere su sentido corriente, si se establece de modo con-
cluyente que las partes tuvieron la intención de darle
dicho sentido especial. Cualquiera de estas disposiciones
puede entrar en juego al estudiar los efectos jurídicos de
una declaración interpretativa en un caso determinado.
Ciertamente las declaraciones interpretativas no carecen
de importancia, pero es discutible que haya de ser objeto
de disposiciones concretas ; pues el efecto jurídico de una
declaración interpretativa dependerá siempre de las
circunstancias concretas en que se haga. Puede haberse
hecho durante las negociaciones, o en el momento de la
firma, ratificación, etc., o más tarde, en la « práctica
posterior » seguida por un Estado en la aplicación del
tratado; y puede haberse hecho con el asentimiento
expreso o tácito de los demás Estados interesados o sin
él. En cada uno de los casos, el problema de fondo es si
se ha de considerar que la declaración de un modo u otro
ha sido aceptada explícita o implícitamente por las demás
partes de manera que en efecto forme parte integrante
del tratado 105. El problema no es típico solamente de las
declaraciones de interpretación aunque en ellas se mani-
fieste de manera más evidente; pues también puede
plantearse en el caso de otras declaraciones hechas en
relación con el tratado, como las declaraciones de inten-
ción o de política. A juicio del Relator Especial, la Comi-
sión estuvo en lo cierto al decidir que la cuestión corres-
ponde a los artículos 69 a 71 y no a la presente sección;
y sin duda la Comisión la estudiará de nuevo cuando

vuelva a examinar esos artículos en su período de sesiones
de 1966.

3. El problema de las reservas fue objeto de un prolon-
gado examen en el 14.° período de sesiones106. La Comi-
sión acordó que cuando el tratado mismo contenga dispo-
siciones sobre las reservas la cuestión se rija por el tratado.
Se acordó también que cuando un tratado concertado
por un pequeño grupo de Estados no contenga disposi-
ciones relativas a las reservas se aplicará la norma de la
unanimidad. Con respecto a los demás tratados multila-
terales que no contengan disposiciones sobre las reservas
se manifestaron en la Comisión opiniones divergentes.
Algunos de sus miembros consideraron indispensable que
la efectividad de la reserva a un tratado multilateral se
subordinase a la aceptación, al menos en alguna medida,
de las reservas por los demás Estados interesados. Esos
miembros se mostraron partidarios de una norma según
la cual, si un número de los Estados interesados (por
ejemplo, un tercio) se opusiese a una reserva, el Estado
que la formulara no podría considerarse en modo alguno
parte en el tratado salvo que retirase la reserva. Pero la
opinión que prevaleció en la Comisión fue la de que en el
caso de los tratados multilaterales generales y en el de
otros tratados celebrados por un número considerable
de Estados, conviene adoptar un procedimiento más
flexible en virtud del cual cada Estado decida indepen-
dientemente sobre la aceptación de la reserva y conside-
rar al Estado que la formula como parte en el tratado en
cuanto a las relaciones entre los dos Estados. El Relator
Especial cree que en las observaciones de los gobiernos,
consideradas en su conjunto, aun cuando se critican
ciertos aspectos de las propuestas de la Comisión, se
apoya la decisión adoptada por la Comisión de tratar
de hallar una solución al problema de las reservas he-
chas a los tratados multilaterales sobre la base del
sistema flexible seguido en los actuales textos de los
artículos 18-20.

4. Considera que el Gobierno danés está en lo cierto
al afirmar que el actual texto del artículo 19 puede dar
la impresión de que el procedimiento de consentimiento
tácito en él previsto se aplica también a las reservas prohi-
bidas en el tratado, y que a su juicio, no se debe exigir
a los demás Estados que adopten una posición con respec-
to a tales reservas. Con el fin de tener en cuenta esta obser-
vación y de simplificar la ordenación de las diferentes dis-
posiciones de los artículos 18 a 20, el Relator Especial
propone que los casos en los que el tratado prohibe explí-
cita o implícitamente la formulación de reservas se separen
de los casos en que el tratado no contiene disposiciones
sobre la formulación de reservas. Esto significaría, por
lo que respecta al fondo, tomar los apartados a, b y c
del párrafo 1 del artículo 18 y el apartado a del pá-
rrafo 1 del artículo 20 para formar con ellos un artículo.
Sobre esta base, el actual artículo 18 se sustituiría por
el siguiente texto :

105 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1964, vol. II,
pág. 198, párr. 13 del comentario de la Comisión a los artículos
69 a 71.

106 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962, vol. I,
sesiones 651.a a 654.a, 656.a, 663.a, 664.a, 667.a, 668.a y 672.a,
págs. 151 a 180, 185 a 188, 237 a 251, 271, 272, 276, 277, y 308
a 313; ibid., vol. II, págs. 202 a 210.
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« Artículo 18. — Tratados que permiten o prohiben
la formulación de reservas

» 1. Las reservas permitidas por las disposiciones del
tratado surtirán efecto sin necesidad de aceptación por
los Estados interesados, salvo que el tratado dispusiere
otra cosa.

» 2. Salvo en el caso de que sea aceptada expresa-
mente por todos los Estados interesados, una reserva
será inadmisible :

» a) cuando las disposiciones del tratado o las
normas establecidas por una organización interna-
cional prohibieren la reserva;

» b) cuando el tratado mismo autorizare expre-
samente determinadas reservas y no figurare entre
ellas la reserva de que se trate. »

En el párrafo 1 se insertan las palabras « salvo que el
tratado dispusiere otra cosa » para tener en cuenta la
posibilidad mencionada por el Gobierno de los Estados
Unidos de que un tratado permita expresamente la formu-
lación de reservas pero a condición de que sean aceptadas
por un determinado número de partes o por una deter-
minada proporción de ellas. Es cierto que un Gobierno
sugiere que el criterio de la « compatibilidad con el objeto
y la finalidad » debería hacerse extensivo a las reservas
presentadas en aplicación de disposiciones expresas del
tratado, pero la Comisión estimó en su 14.° período de
sesiones que cuando las propias partes han determinado
cuáles son las reservas admisibles y las inadmisibles
desaparece el problema. Una posible excepción sería el
caso de un tratado que prohibe explícitamente ciertas
reservas con lo cual permite implícitamente otras, pues
quizá no fuese desacertado considerar la compatibilidad
con el objeto y la finalidad como una limitación tácita
a la formulación de otras reservas. Pero tal vez esto sea
afinar demasiado la elaboración de las normas relativas
a la intención de las partes, y parece conveniente que las
disposiciones del artículo 18 se formulen de la manera
más sencilla posible.

5. El Relator Especial sugiere a continuación que se
regule en un nuevo artículo 19 la presentación y la admi-
sión de reservas en los casos en que el tratado no contiene
disposiciones sobre esta cuestión; en otros términos, el
nuevo artículo 19 incluiría el contenido esencial del
apartado d del párrafo 1 del artículo 18 y del artículo 20.
Con arreglo a ello, el actual artículo 19 sería sustituido por
el siguiente texto :

« Artículo 19. — Tratados que no contienen disposiciones
sobre las reservas

» 1. Cuando un tratado no contuviere disposición
alguna acerca de las reservas, podrá proponerse toda
reserva que sea compatible con el objeto y la finalidad
del tratado. Ên tal caso, la aceptación o exclusión de la
reserva se determinará por las normas establecidas en
los siguientes párrafos.

» 2. Cuando de la naturaleza del tratado, del reduci-
do número de sus partes, o de las circunstancias de

su celebración se dedujere que la aplicación de sus
disposiciones entre todas las partes se ha de considerar
condición esencial del tratado, la reserva sólo surtirá
efecto si es aceptada por todas las partes.

» 3. Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 3 bis,
cuando el tratado fuere el instrumento constitutivo de
una organización internacional, decidirá sobre la acep-
tación de la reserva el órgano competente de la organi-
zación internacional.

» 4. En los demás casos, salvo que el Estado intere-
sado manifestare otra cosa :

» a) la aceptación de una reserva por una de las
partes constituirá al Estado autor de la reserva en
parte en el tratado en relación con la parte que la
hubiere aceptado ;

» b) la objeción hecha a una reserva por una de
las partes impedirá la entrada en vigor del tratado
entre el Estado que hubiere hecho la objeción y el
Estado autor de la reserva.
» 5. En los casos a que se refiere el párrafo 4, el

Estado autor de la reserva se considerará parte en el
tratado siempre y cuando otro Estado que hubiere
manifestado su consentimiento en quedar obligado por
el tratado aceptare la reserva. »

6. En el párrafo 1 del nuevo artículo 19 propuesto se
formula en sentido positivo la norma que figura en el
actual apartado ddel párrafo 1 del artículo 18, y se man-
tiene el criterio de la « compatibilidad con el objeto y la
finalidad del tratado » como limitación a la libertad de
proponer reservas. Un Gobierno critica el uso de la
expresión «formular reservas» en el artículo 18 del
proyecto de la Comisión. Cabe dudar de que esta crítica
sea justificada, ya que el artículo abarca supuestos relativos
al derecho de hacer y a la libertad de proponer reservas,
y era necesario emplear un término neutro. No obstante
si los artículos sobre las reservas se ordenan de nuevo en
la forma sugerida por el Relator Especial, el nuevo
artículo 19 sólo se referirá a los casos relativos a la liber-
tad de « proponer » reservas, y por consiguiente se emplea
este término en el nuevo artículo. En cuanto al criterio
de la « compatibilidad con el objeto y la finalidad », el
Gobierno polaco se pregunta si en la práctica no condu-
ciría a una considerable restricción del derecho de los
Estados a hacer reservas a los tratados ; y señala que ello
sería especialmente inoportuno en lo que atañe a los
tratados multilaterales generales. Aunque por razones
totalmente distintas, el Gobierno danés preferiría también
que se omitiese en esta disposición el factor de la « compa-
tibilidad con el objeto y la finalidad ». Estima que el
criterio es de carácter subjetivo y que el depositario que
reciba una reserva que a su juicio sea claramente inadmi-
sible puede experimentar dudas en cuanto a la obligación
de comunicarla a los demás Estados interesados. La
delegación de la Argentina señala que con arreglo al
sistema panamericano una reserva puede ser válida cuan-
do sea incompatible con el objeto del tratado. Por otra
parte, los gobiernos del Canadá y de los Estados Unidos
parecen propugnar la mención expresa del criterio de
« compatibilidad » en el presente contexto. En 14.° pe-
ríodo de sesiones la Comisión aceptó el principio de com-
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patibilidad con el objeto y la finalidad del tratado como
criterio general de la legitimidad de las reservas. El Relator
Especial no cree que la dificultad mencionada por el
Gobierno danés sea tan grave que haya de inducir a la
Comisión a modificar su posición. La misma dificultad
podría plantearse en el caso de los tratados que contengan
disposiciones imprecisas sobre la cuestión de las reservas,
y no es función de un depositario decidir sobre las reservas.
Lo más que puede hacer es manifestar sus dudas al Estado
que formula la reserva, pero si este último la mantiene,
el depositario ha de comunicarla a los demás Estados
interesados (véanse párrafos 5 a 8 del artículo 29). La
observación del Gobierno polaco es más importante,
puesto que en realidad pone en tela de juicio el principio
que la Comisión aceptó y que la Corte aplicó en la opinión
emitida en el asunto de la Convención sobre el genocidio.
Aun reconociendo que la aplicación del criterio puede
implicar algún elemento de apreciación subjetiva, el
Relator Especial no considera muy convincentes las
consideraciones mencionadas por el Gobierno polaco. En
primer lugar, cabe dudar de que la interpretación de un
tratado de buena fe permita, en caso de que el tratado
no contuviere disposiciones sobre la cuestión de las
reservas, atribuir a las partes la intención de autorizar
reservas incompatibles con su objeto y finalidad. El objeto
y la finalidad del tratado, como reconoció la Comisión
al adoptar el artículo 69 en su 16.° período de sesiones,
son criterios de fundamental importancia para la inter-
pretación de buena fe de un tratado. Además, en el
artículo 17 la Comisión ha propuesto que un Estado que
hubiere firmado, ratificado, aceptado o aprobado un tra-
tado o se hubiere adherido a él, aun antes de su entrada en
vigor, estará obligado a abstenerse de todo acto que tuviere
por objeto frustrar sus fines. Por consiguiente, sería extra-
ño que en el presente artículo se reconociese la libertad de
hacer reservas incompatibles con el objeto y la finalidad
del tratado. En segundo lugar, la apreciación inicial de la
compatibilidad de una reserva con el objeto y la finalidad
corresponde al propio Estado que la formula, que sin duda
no adoptará una posición excesivamente estricta con res-
pecto a la aplicación del criterio. Teniendo presente el
procedimiento sumamente flexible propuesto por la
Comisión, en virtud del cual un Estado autor de una
reserva será parte en el tratado mientras no hiciere obje-
ciones a la reserva otra de las partes, parece improbable
que el párrafo 1 del nuevo artículo 19 propuesto (apartado
ddel párrafo 1 del actual artículo 18) ejerza una influencia
considerable induciendo a los Estados a no participar en
los tratados multilaterales.

7. En el párrafo 2 del nuevo artículo 19 se incluye el
contenido del párrafo 3 del actual artículo 20. La Comi-
sión, como ya se señaló, convino en que el procedimiento
« flexible » que propuso para las reservas a los tratados
multilaterales concertados entre un número considerable
de Estados es inadecuado para los tratados concertados
por un pequeño grupo de Estados; y que en este tipo de
tratado multilateral debe aplicarse la norma de la unani-
midad. La delegación del Brasil critica la expresión « un
reducido grupo de Estados » por considerarla demasiado
vaga; y el Gobierno de los Estados Unidos, al comentar el
apartado ddel párrafo 1 del actual artículo 18, señala que

no tiene en cuenta los casos en que de por sí, la naturaleza
del tratado excluiría la ratificación con una reserva que
no fuera aceptada por todas las partes o, al menos, por
una gran mayoría de ellas. La Comisión experimentó
algunas dificultades al tratar de dar una definición satis-
factoria de los tratados multilaterales que debían consi-
derarse sujetos a la norma de la unanimidad para la
aceptación de reservas. Además, aunque las observaciones
de los gobiernos sobre las reservas, en general, no con-
tienen muchas críticas a la expresión « un reducido grupo
de Estados » no puede decirse lo mismo de las relativas al
párrafo 2 del artículo 9, en el que aparece también dicha
frase. En consecuencia, parece conveniente que la Comi-
sión busque algún método para definir mejor la categoría
de tratados que se quiere designar con esta expresión.
El relator Especial cree que en el artículo 9, adoptando un
planteamiento distinto no sería necesario establecer la
distinción. No obstante, en el presente contexto parece
inevitable trazarla, salvo que se considere aplicable a
todos los tratados multilaterales la norma de la unani-
midad, lo cual no es hoy la opinión general. En el fondo,
la cuestión afecta a la intención de las partes, y no es
posible definir con absoluta precisión esta categoría de
tratados. El problema consiste en hallar una definición
que sea viable a efectos de este artículo si se aplica de buena
fe. En el párrafo 2 del nuevo artículo 19 el Relator
Especial ha tratado de hacer que se atienda no simple-
mente al número de partes, sino a la cuestión de si debe
presumirse que el tratado está destinado a aplicarse en
todo momento entre todas las partes, pues éste es el
punto a que se refiere la distinción entre las diferentes
clases de tratados. Se estima que al hacer esta presunción
se debería tener en cuenta no sólo el reducido número de
las partes, sino también la naturaleza del tratado y las
circunstancias de su celebración.

8. En el párrafo 3 del nuevo artículo 19 se incluye el
contenido sustancial del párrafo 4 del actual artículo 20.
El Gobierno danés considera que cuando se trate del
instrumento constitutivo de una organización interna-
cional la admisibilidad de las reservas, se formulen o no
objeciones a las mismas, se habrá de someter al órgano
competente de la organización; y que en estos casos no
debe existir la posibilidad de una aceptación implícita o
tácita. El Relator Especial comparte las opiniones del
Gobierno danés sobre estos puntos y también la opinión
del Gobierno de los Estados Unidos de que la frase « el
efecto de la reserva » es poco satisfactorio y debe susti-
tuirse por « aceptación de la reserva ». En el párrafo 3
del nuevo artículo 19 y en el párrafo 4 del nuevo artícu-
lo 20 se tienen en cuenta estas opiniones. El Gobierno
de los Estados Unidos va más lejos aún y pregunta si un
miembro de la organización estaría obligado a aceptar
la decisión de su órgano competente en sus relaciones con
el Estado autor de la reserva en virtud del tratado
constitutivo; y en general se pregunta si es válido el pre-
cedente de la OCMI. Las observaciones del Gobierno de
los Estados Unidos, en la medida en que impliquen que en
la esfera de las reservas una organización nunca es compe-
tente para interpretar y aplicar su instrumento constitu-
tivo y que esta función corresponde exclusivamente a los
tribunales, parecen ir demasiado lejos. Más bien se trata
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de saber si una organización es competente para decidir,
en nombre de sus miembros, sobre la aceptación de una
reserva. Sin duda, la Comisión examinará de nuevo esta
cuestión; entre tanto, el Relator Especial cree que debe
formular el párrafo 3 sobre la base del principio adoptado
por la Comisión. Es evidente que la aplicación de este
principio está sujeta no obstante a las « normas en vigor
de la organización », y parece conveniente hacer una
referencia al artículo 3 bis. También en este caso, como
en el de los tratados a que se refiere el párrafo 2, cree el
Relator Especial que se debe hacer patente que la acepta-
ción implícita o tácita de las reservas queda excluida y así
se hace en el párrafo 5 del nuevo artículo 20.

9. El párrafo 4 del nuevo artículo 19 se refiere a la acep-
tación o exclusión de las reservas y contiene los dos
principios básicos del sistema « flexible ». En el apartado
a del párrafo 4, como en el apartado a del párrafo 2 del
actual artículo 20 no se especifica la « compatibilidad con
el objeto y la finalidad » como condición expresa para la
aceptación de una reserva. Un gobierno, el del Reino
Unido, opina que una reserva incompatible con el objeto
y la finalidad de un tratado, no debe ser susceptible de
aceptación en virtud del artículo 19. Hace observar tam-
bién que las normas propuestas por la Comisión se acep-
tarían con más facilidad si su interpretación y aplicación
se sometiesen a una decisión internacional. El Gobierno
de los Estados Unidos, si bien señala que las propuestas
de la Comisión podrían tener consecuencias insatisfac-
torias con respecto a ciertas clases de tratados, no parece
discutir la norma propuesta en otros casos. La Comisión
reconoció que el criterio de la « compatibilidad » es hasta
cierto punto subjetivo y que puede haber opiniones
divergentes en cuanto a la compatibilidad de una deter-
minada reserva con el objeto y la finalidad de un deter-
minado tratado. Por otra parte, no habiendo una juris-
dicción obligatoria, estimó que el único medio de aplicar
el criterio es que el Estado interesado acepte o rechace la
reserva. Consideró que se ha de suponer que un Estado
que expresamente acepte una reserva o que no pone
objeciones a la misma la considera compatible con el
objeto y la finalidad del tratado. Esta presunción parece
desprenderse automáticamente del hecho de que el párra-
fo 1 del nuevo artículo 19 (apartado d del párrafo 1 del
actual artículo 18) sólo contempla la admisibilidad de las
reservas « compatibles con el objeto y la finalidad ». En
todo caso, la aceptación de una reserva, expresa o tácita,
habría de ser necesariamente concluyente en las relaciones
bilaterales entre el Estado que la acepta y el Estado autor
de la reserva, basándose en el principio allegans contraria
non audiendus est. En consecuencia, aunque el Relator
Especial no ve inconveniente alguno en incluir el criterio
de « compatibilidad » en relación con la aceptación de
las reservas no cree que modificase la situación regulada
por el sistema « flexible », cuya adopción constituye la
base de las propuestas de la Comisión. La observación
del Gobierno de los Estados Unidos acerca de las
posibles dificultades en relación con determinadas clases
de tratados se tiene en cuenta en parte en los párrafos 3
y 4 del actual artículo 20, y en el párrafo 2 del nuevo
artículo 19; esta cuestión se examina también en el párrafo
7 de estas observaciones.

10. El apartado b del párrafo 4 del nuevo artículo 19
plantea también un problema en cuanto a la aplicación del
criterio de « compatibilidad ». El apartado b del párrafo 2
del actual artículo 20, al que corresponde, limita la libertad
de hacer objeciones restringiéndola implícitamente a las
reservas consideradas incompatibles con el objeto y la
finalidad del tratado. El Gobierno del Canadá cree que
esta limitación implícita debería formularse con toda
claridad. Los Gobiernos de Australia, Dinamarca y los
Estados Unidos, por otra parte, sostienen que un Estado
debe tener libertad para hacer objeciones a una reserva
que considere perjudicial para sus propios intereses,
independientemente de su compatibilidad con el objeto y
la finalidad del tratado ; y propugnan la supresión de las
palabras por las que se establece la limitación. En el
14.° período de sesiones, se manifestó una cierta discre-
pancia de opiniones entre los miembros de la Comisión
con respecto a este punto. Algunos de sus miembros
atribuían importancia a la aplicación del criterio de com-
patibilidad en todas las fases del procedimiento flexible:
propuesta, aceptación de las reservas y objeciones a las
mismas. Otros creían que un Estado debería tener libertad
para hacer objeciones a una reserva basándose única-
mente en que perjudicaba sus intereses. Se estimó también
que en la práctica la diferencia pudiera no ser muy grande,
ya que un Estado que hiciere objeciones a una reserva
aduciendo sus intereses, probablemente al propio tiempo
calificaría a la reserva de incompatible con el objeto y la
finalidad del tratado. El Relator Especial considera que en
principio ambas soluciones podrían ser justificables. Por
otra parte, se puede adoptar la opinión de que le silencio
del tratado se ha de interpretar en el sentido de que
autoriza implícitamente a hacer reservas compatibles con
el objeto y finalidad del tratado, en cuyo caso se ha de
sostener que el consentimiento de una determinada
reserva de este carácter se ha prestado de antemano. Por
el contrario, se puede adoptar también la opinión de que
el silencio del tratado sólo implica que autoriza la
proposición de reservas « compatibles », en cuyo caso se
conservaría el derecho a hacer objeciones a una deter-
minada reserva. El Relator Especial considera que esta
última opinión es la que refleja la práctica que se sigue
en la actualidad y, habida cuenta de las observaciones de
los gobiernos, ha redactado provisionalmente el aparta-
do b del párrafo 3 del nuevo artículo 19 sobre esta base.

11. Otra cuestión que se plantea con respecto al párrafo 2
es el momento en que se ha de tener en cuenta la acepta-
ción o la exclusión de una reserva. Los Gobiernos de
Australia y de los Estados Unidos señalan que al utilizar
la frase « un Estado que pudiere ser parte en el tratado »
en el apartado a del párrafo 2 del actual artículo 20, la
Comisión parece contemplar la posibilidad de que un
Estado autor de una reserva sea « parte » en relación con
un Estado que todavía no ha quedado definitivamente
obligado por el tratado. Aunque la Comisión añadió a la
norma formulada en el apartado a del párrafo 2 la frase
« en cuanto el tratado entre en vigor », ello no basta para
excluir la interpretación que discute el Gobierno austra-
liano. No se trata simplemente de una cuestión de redac-
ción, puesto que afecta a la cuestión de las condiciones en
que se ha de considerar « parte » en un tratado multila-
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teral a un Estado autor de una reserva, en virtud del sis-
tema « flexible ». En realidad, no sólo el Gobierno
australiano, sino también el danés insisten en que la
Comisión trate explícitamente de esta cuestión, ya que
puede influir sobre la determinación de la fecha en que el
tratado entra en vigor y si no se resuelve puede crear
dificultades a los depositarios. El Relator Especial entiende
que con arreglo al procedimiento « flexible » un Estado
autor de una reserva se ha de considerar « parte » en el
momento en que otro Estado que ha manifestado su
consentimiento en quedar obligado por el tratado acepte
la reserva, expresa o tácitamente, en virtud del párrafo 3
del actual artículo 19 (párrafo 4 del nuevo artículo 20
cuyo texto se inserta más adelante). Si esta interpretación
es acertada, evidentemente la observación hecha por los
Gobiernos de Australia y de los Estados Unidos está
justificada. En los apartados a y b del párrafo 4 del nuevo
artículo 19 se emplea pues la expresión « una de las
partes » en lugar de « un Estado que pudiere ser parte
en el tratado ».

12. El párrafo 5, en el que se especifica cuándo se ha de
considerar parte a un Estado en los casos regulados por el
sistema flexible, se ha añadido al nuevo artículo 19 por las
razones expuestas en el párrafo precedente de estas
observaciones.

13. Finalmente, el Relator Especial propone un nuevo
artículo 20 que comprende los aspectos más formales de
las reservas que actualmente se regulan en los párrafos 2
y 3 del artículo 18 y en el artículo 19 del proyecto. Dos
Gobiernos sugieren que convendría simplificar las disposi-
ciones de procedimiento, y el Relator Especial cree que los
apartados del párrafo 2 del actual artículo 18, aunque no
carecen de utilidad, podrían suprimirse. Cree también que
es posible abreviar la redacción en algunos de los párrafos.
Estas consideraciones le inducen a presentar el siguiente
texto para el nuevo artículo 20:

« Artículo 20. — Procedimiento relativo
a las reservas

» 1. Las reservas deberán consignarse por escrito.
Cuando se presentaren después de la adopción del
texto de un tratado se habrán de notificar al depositario
o, cuando no hubiere depositario, a los demás Estados
interesados.

» 2. La reserva presentada al adoptarse el texto del
tratado o al firmar un tratado que hubiere de ser objeto
de ratificación, aceptación o aprobación, sólo surtirá
efecto si el Estado autor de la reserva la confirmare
formalmente al ratificar, aceptar o aprobar el tratado.

» 3. La aceptación expresa de una reserva se efec-
tuará:

» a) Por cualquier procedimiento formal que
fuere apropiado, al adoptar el texto o firmar el
tratado o al canjear o depositar un instrumento de
ratificación, adhesión, aceptación o aprobación;

» b) Por notificación al depositario o, en caso de
que no hubiere depositario, al Estado autor de la
reserva y a los demás Estados interesados.

» 4. En los casos a que se refiere el párrafo 4 del
artículo 19 una reserva se considerará aceptada por
todo Estado :

» a) que, habiendo tenido conocimiento de la
misma durante doce meses por lo menos, procediere
a hacer constar su consentimiento en quedar obligado
por el tratado sin hacer objeciones a la reserva, o

» b) que no formulare objeciones a la reserva
dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que
hubiere hecho constar su consentimiento en quedar
obligado por el tratado.
» 5. Toda objeción a una reserva deberá consignarse

por escrito. Cuando se presentare después de la adop-
ción del texto del tratado, se habrá de notificar al
depositario o, si no hubiere depositario, al Estado autor
de la reserva y a los demás Estados interesados.

» 6. Una objeción a una reserva sólo surtirá efecto
cuando el Estado que la presentare hubiere hecho
constar su consentimiento en quedar obligado por el
tratado. »

14. En el párrafo 1 se incluye la primera frase del
apartado a del párrafo 2 del actual artículo 18 y una
versión simplificada del párrafo 3 de dicho artículo.

15. El párrafo 2 contiene una versión ligeramente
simplificada del apartado b del párrafo 2 del actual
artículo 18.

16. El párrafo 3 contiene una versión ligeramente
simplificada del párrafo 2 del actual artículo 19. Aun
cuando este párrafo es en gran parte de carácter expositivo,
parece conveniente mantenerlo como introducción a las
importantes disposiciones relativas al consentimiento
tácito que figuran en el párrafo siguiente.

17. El párrafo 4 se refiere a la aceptación tácita de una
reserva por no presentar objeciones a la misma, que con-
stituye el objeto del párrafo 3 del actual artículo 19. La
Comisión propuso la norma de que una reserva se consi-
derará aceptada por un Estado cuando éste no hubiere
formulado ninguna objeción a la reserva dentro de los
doce meses siguientes a la fecha en que recibiere la noti-
ficación oficial de la misma. El Gobierno australiano
sostiene que esta norma puede resultar inaplicable en la
práctica; que no se debe obligar a ningún Estado a for-
mular objeciones a una reserva antes de llegar a ser parte,
y que no es ésta la práctica seguida. Considera que la
norma de la Comisión sólo debe aplicarse a las partes
existentes ; y que debe considerarse que los demás Estados
aceptan la reserva si no formulan objeciones al entrar a
ser partes o dentro de un plazo razonable a partir de la
fecha de su adhesión. El Reino Unido se refiere en
términos generales al párrafo 3 del actual artículo 19,
señalando que no es del todo satisfactorio. El Gobierno
de los Estados Unidos, si bien estima que el párrafo tiene
utilidad en cuanto se refiere a la admisión a un tratado de
un Estado que hace una reserva al mismo, no cree que se
haya de presumir que un Estado queda obligado por una
relación convencional que nunca ha aprobado expresa-
mente. Sugiere que un Estado que no hace objeciones no
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debe tener la posibilidad de impedir que participe en el
tratado el Estado autor de la reserva, pero que normal-
mente no debe presumirse que se halle en relaciones con-
vencionales con ese Estado. El Relator Especial cree que
esta última sugerencia es contraria a la práctica actual
en materia de tratados multilaterales; y parece tener el
inconveniente de que recompensa la actitud de un Estado
que no adopta posición con respecto a las reservas y de
que tiende a reducir sustancialmente el alcance de las
relaciones convencionales creadas por los tratados multi-
laterales. En cambio, parece acertada la observación de
que la inacción de un Estado que todavía no ha llegado a
ser parte no debe considerarse equivalente a la aceptación,
salvo que el Estado llegue a ser parte sin hacer objeciones
a la reserva y sólo a partir de ese momento. El Relator
Especial presenta, por lo tanto, una versión revisada de la
norma de la Comisión en la cual se tiene en cuenta esta
observación.

18. Otro punto que cabe señalar en el párrafo 4 del
nuevo artículo 20 es que la primera frase limita la
aplicación del párrafo en los casos comprendidos en el
párrafo 4 del artículo 19; en otros términos, excluye de las
normas especiales sobre el consentimiento tácito estable-
cidas en dicho párrafo a los tratados concertados por un
« reducido grupo de Estados » y a los tratados que son
instrumentos constitutivos de organizaciones internacio-
nales. El Gobierno danés llega a afirmar que en el caso
de los tratados celebrados por un « reducido grupo de
Estados » debe exigirse siempre la aceptación expresa de
la reserva. El Relator Especial duda de que esta norma
esté enteramente en consonancia con la práctica existente,
o de que sea conveniente excluir formalmente toda
posibilidad de consentimiento tácito en tales casos. Sin
embargo, está de acuerdo en que los tratados concertados
por un « reducido grupo de Estados » no deben quedar
sujetos a la norma especial en virtud de la cual se presu-
mirá el consentimiento tácito transcurrido un plazo de
doce meses. El Relator Especial comparte también la
opinión de los Gobiernos de Dinamarca y de los Estados
Unidos en el sentido de que no sería conveniente hacer
aplicable esa norma a los instrumentos constitutivos de
organizaciones internacionales. Por consiguiente, parece
necesario especificar que el párrafo 4 se aplica solamente a
los tratados multilaterales con exclusión de los concertados
por un « reducido grupo de Estados » y a los tratados que
son instrumentos constitutivos de organizaciones.

19. El párrafo 5 es una versión ligeramente abreviada y
modificada del párrafo 5 del actual artículo 19.

20. El párrafo 6 sustituye al párrafo 4 del actual artícu-
lo 19. La norma propuesta por la Comisión establece que
toda objeción formulada por un Estado que no fuere
parte en el tratado no surtirá efecto si dos años después
de la fecha en que hiciere la objeción el Estado no hubiere
llegado a ser parte en el tratado. El Gobierno australiano
considera que esta disposición es improcedente ya que un
Estado puede tener diversas razones para aplazar la
ratificación de un tratado y su objeción a una reserva, a
juicio del Gobierno australiano, debe seguir surtiendo
efectos sea cual fuere la fecha en que se efectúe la ratifica-
ción. Sugiere que esta disposición se suprima en su totali-

dad si las normas relativas al consentimiento tácito se
enuncian en la forma en que ahora propone hacerlo el
Relator Especial en el párrafo 4 del artículo 20. El Relator
Especial considera que la crítica formulada por el Go-
bierno australiano a la norma propuesta por la Comisión
tiene fundamento. Por otra parte, cree que es necesario
establecer alguna norma relativa a la situación de una
objeción presentada por un Estado que no ha hecho
constar su consentimiento en quedar obligado por el
tratado. La cuestión tiene especial importancia en el caso
de los tratados concertados por un « reducido grupo de
Estados » cuando una reserva ha de ser aceptada por
todas las partes. La norma que ahora propone el Relator
Especial en el párrafo 6 del nuevo artículo 20 parece
resolverlo; priva de todo efecto a una objeción hasta el
momento en que el Estado autor de la objeción haya hecho
constar su consentimiento en quedar obligado por el
tratado.

21. Finalmente, para facilitar su consulta se insertan a
continuación in extenso los nuevos textos propuestos por
el Relator Especial para los artículos 18 a 20:

« Artículo 18. — Tratados que permiten
o prohiben la formulación de reservas

» 1. Las reservas permitidas por las disposiciones del
tratado surtirán efecto sin necesidad de aceptación por
los Estados interesados, salvo que el tratado dispusiere
otra cosa.

» 2. Salvo en el caso de que sea aceptada expresa-
mente por todos los Estados interesados, una reserva
será inadmisible :

» a) cuando las disposiciones del tratado o las
normas establecidas por una organización interna-
cional prohibieren la reserva;

» b) cuando el tratado mismo autorizare expre-
samente determinadas reservas y no figurare entre
ellas la reserva de que se trate. »

« Artículo 19. — Tratados que no contienen
disposiciones sobre las reservas

» 1. Cuando un tratado no contuviere disposición
alguna acerca de las reservas, podrá proponerse toda
reserva que sea compatible con el objeto y la finalidad
del tratado. En tal caso, la aceptación o exclusión de la
reserva se determinará por las normas establecidas en
los siguientes párrafos.

» 2. Cuando de la naturaleza del tratado, del redu-
cido número de sus partes o de las circunstancias de su
celebración, se dedujere que la aplicación de sus dispo-
siciones entre todas las partes se ha de considerar
condición esencial del tratado, la reserva sólo surtirá
efecto si es aceptada por todas las partes.

» 3. Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 3 bis
cuando el tratado fuere el instrumento constitutivo de
una organización internacional, decidirá sobre la
aceptación de la reserva el órgano competente de la
organización internacional.



Derecho de los tratados 57

» 4. En los demás casos, salvo que el Estado intere-
sado manifestare otra cosa:

» a) la aceptación de una reserva por una de las
partes constituirá al Estado autor de la reserva en
parte en el tratado en relación con la parte que la
hubiere aceptado;

» b) la objeción hecha a una reserva por una de
las partes impedirá la entrada en vigor del tratado
entre el Estado que hubiere hecho la objeción y el
Estado autor de la reserva.
» 5. En los casos a que se refiere el párrafo 4, el

Estado autor de la reserva se considerará parte en el
tratado siempre y cuando otro Estado que hubiere
manifestado su consentimiento en quedar obligado por
el tratado aceptare la reserva. »

« Artículo 20. — Procedimiento relativo
a las reservas

» 1. Las reservas deberán consignarse por escrito.
Cuando se presentaren después de la adopción del texto
de un tratado, se habrán de notificar al depositario o,
cuando no hubiere depositario, a los demás Estados
interesados.

» 2. La reserva presentada al adoptarse el texto del
tratado o al firmar un tratado que hubiere de ser objeto
de ratificación, aceptación o aprobación, sólo surtirá
efecto si el Estado autor de la reserva la confirmare
formalmente al ratificar, aceptar o aprobar el tratado.

» 3. La aceptación expresa de una reserva se efec-
tuará :

» a) Por cualquier procedimiento formal que
fuere apropiado, al adoptar el texto o firmar el
tratado o al canjear o depositar un instrumento de
ratificación, adhesión, aceptación o aprobación;

» b) Por notificación al depositario o, en caso
de que no hubiere depositario, al Estado autor de la
reserva y a los demás Estados interesados.
» 4. En los casos a que se refiere el párrafo 4 del

artículo 19 una reserva se considerará aceptada por todo
Estado:

» a) que, habiendo tenido conocimiento de la
misma durante doce meses por lo menos, procediere
a hacer constar su consentimiento en quedar obligado
por el tratado sin hacer objeciones a la reserva, o

» b) que no formulare objeciones a la reserva
dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que
hubiere hecho constar su consentimiento en quedar
obligado por el tratado.

» 5. Toda objeción a una reserva deberá consignarse
por escrito. Cuando se presentare después de la adop-
ción del texto del tratado, se habrá de notificar al
depositario o, si no hubiere depositario, al Estado autor
de la reserva y a los demás Estados interesados.

» 6. Una objeción a una reserva sólo surtirá efecto
cuando el Estado que la presentare hubiere hecho
constar su consentimiento en quedar obligado por el
tratado. »

ARTÍCULO 21 : APLICACIÓN DE LAS RESERVAS

Observaciones de los gobiernos

Japón. Propone que en el apartado b del párrafo 1, en
lugar de « Permitir ... que ... pretendan » [to entitle to ...
claim], se diga «hacer que ... tengan derecho» [to
entitle ... to]. A su juicio, el Estado que no ha formulado
la reserva en sus relaciones con el Estado que la ha
formulado debe tener claramente derecho a la misma
modificación efectuada por la reserva y no simplemente
poder pretender a ella.

Estados Unidos. Señala que la aceptabilidad de este
artículo depende de que sea aceptable el artículo 20 y de
que se llegue a un acuerdo sobre unos textos satisfactorios
para los artículos 18 y 19. Además, hace observar que, si
bien la sección III no se limita a los tratados multilaterales,
habría de examinarse la cuestión de qué disposiciones en
su caso deben figurar en los artículos 19 y 20 con respecto
a las consecuencias de actos de las partes que no consti-
tuyen una declaración expresa de aceptación u objeción,
por ejemplo, la aplicación del tratado bilateral sin que la
otra parte haya aceptado o rechazado expresamente la
reserva. (Cabe preguntar si esta observación no se aplica
en realidad a los artículos 19 y 20.) Con respecto al
apartado b del párrafo 1, considera que el verbo « to
claim » [« pretendan »] es ambiguo ya que podría enten-
derse en el sentido de que el Estado que no formula la
reserva ha de notificar al Estado autor de la reserva de su
propósito de invocar esa reserva para que pueda tener
derecho a invocarla en sus relaciones con el Estado que la
ha formulado. Propone que se sustituya ese verbo por
« to apply » [« apliquen »]. Con respecto al párrafo 2,
estima que no se debería excluir la situación — aunque sea
poco corriente — de que un Estado ponga objeciones a
una reserva o se niegue a aceptarla, a pesar de lo cual se
considere en relaciones convencionales con el Estado
autor de la reserva. Para prever esta situación propone que
se agregue el siguiente nuevo párrafo :

« Cuando un Estado rechazara u objetare una re-
serva pero se considerare en relaciones convencionales
con el Estado que la hubiere formulado, las disposi-
ciones objeto de la reserva no se aplicarán entre los dos
Estados. »

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Si los artículos 18 a 20 se reajustan con arreglo a lo
propuesto por el Relator Especial, será necesario modi-
ficar la frase inicial del presente artículo. Para ello se
sugiere el texto siguiente :

« Una reserva que entre en vigor de conformidad
con las disposiciones de los artículos 18 a 20 tendrá
por efecto: »

2. Con respecto al apartado b del párrafo 1 los dos
Gobiernos que han comentado el artículo han criticado la
palabra « claim » [ « pretendan » en el texto españoiy, y
esta crítica parece ser justificada. Una posibilidad podría
ser, como se ha señalado en las observaciones de los
gobiernos, sustituir simplemente « pretendan » por
« apliquen ». Por otra parte, tal vez fuera preferible ir



58 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1965, vol. II

más lejos y revisar el apartado b del párrafo 1 de modo que
digalo siguiente:

« Modificar, por vía de reciprocidad, las disposi-
ciones del tratado en la misma medida para cada parte
en el tratado en sus relaciones con el Estado que hubiere
formulado la reserva. »

3. El Gobierno de los Estados Unidos propone que se
agregue un nuevo párrafo para prever la situación,
aunque sea poco corriente, de que un Estado ponga obje-
ciones a una reserva o se niegue a aceptarla, a pesar de lo
cual se considere vinculado en sus relaciones conven-
cionales con el Estado autor de la reserva. La posibilidad
de que se produzca tal situación está prevista en el apar-
tado b del párrafo 2 del actual artículo 20, y en el nuevo
artículo 19, párrafo 3, y sería por tanto lógico admitirla
en el presente artículo. Por otra parte, el Relator Especial
tiene ciertas dudas acerca de si sería correcto presentar
esa situación como nacida de una manifestación unila-
teral de voluntad por parte del Estado que formula la
objeción. ¿ Está obligado el Estado autor de la reserva a
reconocer la creación de relaciones convencionales con el
Estado que ha rechazado su reserva? El Relator Especial
considera que tal vez fuera necesario formular el párrafo
adicional en los siguientes términos :

« Cuando un Estado opusiere objeciones a la reserva
de otro Estado, pero a pesar de ello los dos Estados se
considerarán recíprocamente obligados por el tratado,
la disposición a que se refiere la reserva no se aplicará
en las relaciones entre esos dos Estados. »

ARTÍCULO 22 : RETIRADA DE RESERVAS

Observaciones de los gobiernos

Israel. Con respecto a los tratados en que haya un
depositario, considera que será natural, y estará más en
consonancia con el procedimiento que para los tratados
multilaterales se sigue en el proyecto de artículo en general,
que el Estado que notifique la retirada de su reserva lo
haga por conducto del depositario. El presente texto, a su
juicio, se presta a ser interpretado en el sentido de que el
Estado interesado está obligado a informar a los demás
Estados interesados individualmente. Considera además
que si se utiliza el conducto del depositario, la retirada de
una reserva debería surtir efecto normalmente con
arreglo a lo previsto en las estipulaciones del tratado o, a
falta de ellas, conforme a las disposiciones del proyecto de
artículos relativos al momento en que surten efecto las
comunicaciones hechas por el depositario o transmitidas
por conducto del mismo, salvo que la notificación de la
retirada señale expresamente otra cosa.

Reino Unido. Considera que, con respecto a la retirada
de una reserva, los demás Estados deberían contar con
un plazo razonable (por ejemplo, tres meses) antes de
quedar vinculados por nuevas obligaciones resultantes
de la retirada, salvo en el caso de que en el tratado se
disponga expresamente otra cosa. Esos Estados podrían
tener la necesidad de introducir modificaciones en sus
leyes o prácticas administrativas para atender la nueva
situación nacida de la retirada de la reserva.

Estados Unidos. Apoya este artículo y juzga particular-
mente útil la disposición de que la retirada de la reserva
« surtirá efecto cuando los demás Estados interesados re-
cibieren la notificación de la retirada ».

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Son raros los casos en que un tratado contiene esti-
pulaciones relativas a la retirada de reservas. En prin-
cipio, no obstante, cuando un tratado contiene efecti-
vamente tales disposiciones, éstas deben prevalecer sobre
las disposiciones de los presentes artículos. En consecuen-
cia, el Relator Especial propone que el artículo vaya
precedido de esta salvedad general: « Salvo cuando en el
tratado se estipulare otra cosa », y que las disposiciones
de la parte dispositiva se conviertan en apartados.

2. Aunque duda de que la segunda frase del párrafo 1
pueda prestarse a la interpretación de que la notificación
habría de hacerse directamente y no por conducto de un
depositario, el Relator Especial comparte el criterio del
Gobierno israelí en el sentido de que debería mencionarse
expresamente, lo mismo que en otros artículos, la comu-
nicación por conducto del depositario.

3. La otra sugestión del Gobierno de Israel plantea una
cuestión de mayor amplitud. Se trata de la sugestión de que
la notificación de retirada surta efecto normalmente de
conformidad con lo previsto en las estipulaciones del
tratado, o a falta de ellas, de conformidad con las dispo-
siciones de los presentes artículos relativas al momento en
que surten efecto las comunicaciones enviadas por el
depositario por conducto de él, a menos que se señale otra
cosa en la notificación de retirada. En efecto, son raros los
casos en que el propio tratado contiene alguna estipulación
sobre este punto, de modo que la regla supletoria esta-
blecida en los presentes artículos sería normalmente
aplicable. El artículo 29, que se refiere a las funciones del
depositario, no contiene en su texto actual ninguna dispo-
sición relativa al momento en que ha de surtir efecto una
comunicación hecha por un depositario o por conducto
del depositario. Por otra parte, el párrafo 2 del artículo 15
señala expresamente que, salvo cuando se disponga lo
contrario en el tratado, los instrumentos de ratificación,
adhesión, etc., surten efecto al efectuarse el depósito del
instrumento en poder del depositario del tratado. En sus
observaciones al artículo 29 el Gobierno de Israel hace
una propuesta que tiene por objeto facilitar el cumpli-
miento de los procedimientos administrativos normales
que se necesitan para que el depositario prepare las
comunicaciones pertinentes y para que los distintos
Estados las reciban por las vías ordinarias. El Gobierno
de Israel no indica con precisión cómo debería vincularse
esta propuesta con la cuestión del momento en que
« surte efecto » el instrumento depositado en poder del
depositario, pero sugiere que la propuesta impediría que
se hiciera equivaler el concepto de « prontitud » con el de
« inmediatez » que aplicó la Corte Internacional en el
asunto del Derecho de paso107 en relación con las
disposiciones del párrafo 4 del Artículo 36 del Estatuto
de la Corte. Se trata de una cuestión de gran amplitud

107 I.C.J. Reports, 1957, pág. 125.
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porque afecta a la entrada en vigor en general de instru-
mentos depositados en poder de un depositario y ello se
estudiará más adelante a propósito del artículo 29. Pero,
sea cual fuere la conclusión de la Comisión sobre la
cuestión en general, el Relator Especial opina que al
decidir en el presente artículo que la notificación de reti-
rada no surtirá efecto más que a partir de la fecha en que
haya sido recibida por los demás Estados, la Comisión
adoptó una decisión acertada, por la razón que se explica
en el párrafo 2 de su comentario.

4. El punto suscitado por el Gobierno del Reino Unido,
aunque guarda relación con la cuestión que se examina en
el párrafo 3, es cuestión aparte. Se refiere a la cuestión de
que se dé un tiempo razonable, después de la entrada en
vigor de la notificación de retirada, para ajustar las leyes
o disposiciones administrativas internas a la nueva
situación resultante de la retirada de la reserva. En
algunos casos la retirada de la reserva no exigirá ninguna
medida interna por parte de los demás Estados. En otros
casos puede exigirla y, aun cuando el derecho interno de
algunos Estados tuviese en cuenta automáticamente la
retirada de la reserva, podría ser necesario que se cursaran
las instrucciones pertinentes a las autoridades admi-
nistrativas y que se diera la publicidad apropiada a la
nueva situación resultante de la eliminación de la reserva.
El Relator Especial propone que se tenga en cuenta este
aspecto agregando al final del párrafo 2 una cláusula en el
sentido que ha propuesto el Gobierno del Reino Unido.

5. En vista de las observaciones anteriores el Relator
Especial propone que se revise el texto del siguiente
modo:

« Salvo cuando en el tratado se estipulare otra cosa:
» a) Las reservas podrán retirarse en cualquier

momento sin que fuere necesario el consentimiento
de los Estados que las hubieren aceptado ;

» b) La retirada surtirá efecto 108 cuando los
demás Estados interesados recibieren del deposi-
tario o, si no hubiere depositario, del Estado autor
de la reserva, la notificación de la retirada;

» c) En la fecha en que la retirada surta efecto
dejará de aplicarse el artículo 21; no obstante,
durante un período de tres meses a partir de esa
fecha no puede considerarse que una parte haya
infringido la disposición a que se refiera la reserva
por el sólo hecho de que haya dejado de efectuar
algún cambio necesario en su derecho o su práctica
administrativa internos. »

SECCIÓN IV. ENTRADA EN VIGOR
Y REGISTRO

ARTÍCULO 23 : ENTRADA EN VIGOR DE LOS TRATADOS

Observaciones de los gobiernos

Japón. Aunque estima aceptable en su fondo el párrafo 2,
considera que la materia puede muy bien dejarse a la

108 Esta es la misma frase que se utiliza en el artículo 15, párr. 2,
con respecto a los instrumentos de ratificación, adhesión, etc.

interpretación del acuerdo internacional de que se trate.
(Véase su proyecto revisado de artículo 23 en el documen-
to A/CN.4/175.)
Luxemburgo. Por las razones que da en sus observacio-
nes al apartado d del párrafo 1 del artículo 1 y al artícu-
lo 14, este Gobierno considera que deben suprimirse del
artículo que se examina las referencias que se hacen a
« aprobación ». Además, en sus observaciones al artícu-
lo 15, subraya la distinción entre el momento en que las
partes se obligan y el momento en que el tratado entra
en vigor (que puede ser posterior) y declara que los
artículos 15 y 23 deben revisarse teniendo en cuenta tal
distinción, aunque no indica exactamente qué cambios
han de hacerse.

Suecia. Señala que el artículo 23 no parece prever los
casos en que un tratado no estipula la fecha ni la manera
en que ha de entrar en vigor, sino que simplemente se
firma o sencillamente se prevé en él la ratificación. Supone
que en tal caso la norma supletoria debe ser que la entrada
en vigor se produce en la fecha de la firma o de la ratifica-
ción.

Reino Uni4o. Una regla automática sería preferible a la
prevista en el párrafo 3, que depende del acuerdo posterior
de las partes. Sugiere que tal norma sea que un tratado
no comprendido en los párrafos 1 y 2 del artículo entrará
en vigor en la fecha de la firma o, si está sujeto a rati-
ficación, aceptación o aprobación, cuando haya sido
ratificado, aceptado o aprobado por todos los partici-
pantes.

Estados Unidos. Estima que el artículo es claro y recoge
las prácticas que se aceptan y reconocen en la actualidad
por ser convenientes.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. El Relator Especial, por las razones expuestas en
sus observaciones al apartado d del párrafo 1 del artícu-
lo 1, no es partidario de que se supriman las referencias a
« aprobación » en el párrafo 2.

2. El Gobierno japonés, aunque no disiente en el fondo
de las propuestas de la Comisión, preferiría que se dejaran
las cuestiones previstas en el párrafo 2 a la interpretación
del tratado, especialmente en el caso de tratados multi-
laterales (véase el párrafo 2 del artículo 23 de su proyecto
revisado). Los Gobiernos de Suecia y del Reino Unido,
por otra parte, preferirían que la Comisión fuera aun
más lejos estableciendo normas supletorias automáticas.
Como el artículo, en lo esencial, parece gozar de acepta-
ción general, y como parece deseable establecer normas
supletorias en esta cuestión de tan gran importancia, el
Relator Especial estima que la Comisión debe mantener
las reglas formuladas en el párrafo 2. Por otra parte, consi-
dera que debe atenderse la observación del Gobierno
japonés agregando al final del apartado a las palabras
« sin que los Estados interesados hayan convenido otra
fecha ».

3. El Relator Especial estima también que, con una
salvedad análoga, acaso sea útil y conveniente adoptar
la norma supletoria propuesta por los Gobiernos de
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Suecia y el Reino Unido para el párrafo 3. Propone por
ello que el párrafo 3 se modifique para que diga lo si-
guiente :

« En otros casos, cuando el tratado no fijare la fecha
de su entrada en vigor, esa fecha será la de la firma del
tratado o, si el tratado estuviere sujeto a ratificación,
aceptación o aprobación, la fecha en que se hayan
completado las necesarias ratificaciones, aceptaciones o
aprobaciones, a menos que se hubiere convenido otra
fecha por los Estados interesados. »

4. Aunque comprende la importancia atribuida por el
Gobierno luxemburgués a la distinción entre el momento
en que las partes se obligan y el momento de la entrada
en vigor del tratado, el Relator Especial duda que sea
necesario subrayar tal distinción más de lo que ya se
hace en varias disposiciones del proyecto de articulado
(por ejemplo el artículo 16, el párrafo 2 del artículo 17,
el artículo 24 y el presente artículo).

NUEVA PROPUESTA : ENTRADA EN VIGOR DE LOS TRATADOS
EN EL TERRITORIO DE LAS PARTES

Observaciones de los gobiernos

Luxemburgo. Propone que a continuación del artícu-
lo 23, se inserte un nuevo artículo que diga lo siguiente :

« En virtud de la entrada en vigor de un tratado, las
partes quedarán obligadas a adoptar todas las medidas,
de carácter general o particular, y en especial las de
publicidad, necesarias para asegurar la plena aplica-
ción del tratado en su territorio ».

Con esta disposición, según indica, se recordaría a los
Estados que la primera obligación que contraen al
vincularse por un tratado internacional consiste en adop-
tar las medidas necesarias para garantizar la eficacia del
tratado en sus respectivos territorios nacionales. Señala
que cláusulas de este tipo figuran ya en algunos tratados
y cita como ejemplos el artículo 86 del Tratado que
sustituyó la Comunidad Europea del Carbón y del
Acero 109 y el artículo 5 del Tratado de la Comunidad
Económica Europea 110.

Observaciones del Relator Especial

1. No le parece al Relator Especial que esta propuesta
sea procedente en el contexto en que se sugiere, es decir,
la sección relativa a la entrada en vigor de los tratados
entre los Estados. La Comisión ya examinó la cuestión
de incluir en el proyecto de articulado una disposición
relativa al deber de los Estados de adoptar las medidas
necesarias en el plano interno para asegurar el cumpli-
miento de sus obligaciones convencionales. Lo hizo,
aunque un tanto someramente, en el contexto de la
aplicación de los tratados, y más especialmente en relación
con la aplicación de los tratados a los particulares m .

1 0 9 Naciones Unidas, Recueil des traités, vol. 261, pág. 220.
1 1 0 Naciones Unidas, Recueil des traités, vol. 294, pág. 25.
1 1 1 Véase el tercer informe del Relator Especial en el Anuario de

la Comisión de Derecho Internacional, 1964, vol. II, pág. 44, párr. 5
del comentario al artículo 66.

El Relator Especial señaló en tal ocasión que ese deber
era tan sólo un aspecto del deber general de los Estados
de dar cumplimiento a sus obligaciones internacionales
y que regía para las de carácter consuetudinario en no
menor medida que para las obligaciones convencionales ;
el principio en juego era pues un principio general de la
responsabilidad de los Estados y cabía esperar que la
Comisión lo examinaría cuando abordase tal tema.
También señaló que tal principio se hallaba implícito y
comprendido en la norma pacta sunt servanda proclamada
en el artículo 55. A la vista de estas razones, la Comisión
llegó provisionalmente a la conclusión de que no era
necesario incluir un artículo sobre este punto.

2. El Relator Especial cree que es evidente que el
principio de que se trata constituye sencillamente una
faceta de la norma pacta sunt servanda. En consecuencia,
si se estimara oportuno hacer mención especial del
principio en el derecho de los tratados, al propio tiempo
que en el derecho de la responsabilidad de los Estados,
considera que tendría su lugar apropiado, relacionándolo
con el artículo que contiene la regla pacta sunt servanda,
en la sección titulada « Aplicación y efectos de los trata-
dos ». Sugiere que la Comisión estudie esta cuestión en su
período de sesiones de 1966, en relación con las observa-
ciones de los gobiernos a la parte III del proyecto de
articulado.

ARTÍCULO 24 : ENTRADA EN VIGOR PROVISIONAL

Observaciones de los gobiernos

Japón. No le parece muy clara la naturaleza jurídica
exacta de la entrada en vigor provisional, aun cuando se
recurra a veces a esta técnica en la práctica. A menos que
sea posible definir con precisión los efectos jurídicos de
la entrada en vigor provisional, estima que sería preferible
subordinar la cuestión a la intención de las partes con-
tratantes; y cree que el párrafo 1 del artículo 23 acaso
baste para prever este problema.

Suecia. Señala que, si bien el texto del artículo parece
exigir que haya acuerdo entre las partes en un tratado
para poner término a su aplicación provisional, el comen-
tario parece sugerir que esa aplicación provisional puede
terminar cuando no quepa dudas de que el tratado no va
a ser ratificado o aprobado por una de las partes. Conside-
ra que el comentario se acerca mucho más a la posición
jurídica en que se basa la práctica actual; en efecto, a
menudo se recurre a la aplicación provisional precisamen-
te cuando no se tiene la seguridad absoluta de que en los
procedimientos constitucionales internos se va a confirmar
la aceptación provisional del tratado.

Estados Unidos. Aunque reconoce que el artículo está
de acuerdo con las normas y prácticas vigentes, este
Gobierno pone en duda que tal disposición sea necesaria
en una convención sobre los tratados.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. La Comisión estimó que la «entrada en vigor pro-
visional » se da en la práctica moderna de los tratados
con frecuencia harto suficiente para hacerla figurar en el



Derecho de los tratados 61

proyecto de articulado m . Aunque la situación resultante
sea anómala y difícil de definir con precisión, sus reper-
cusiones pueden ser importantes para las partes. En vista
de ello, parece conveniente que el carácter jurídico de tal
situación se reconozca en los artículos del proyecto, ya
que su omisión podría interpretarse en sentido negativo.
El Gobierno japonés sugiere que quizás baste para prever
el problema el párrafo 1 del artículo 23, que dice que
« el tratado entrará en vigor en la forma y en la fecha que
el tratado mismo prescribiere ». Sin duda, hay la posibili-
dad de plantear así el problema, aunque éste no quedaría
previsto en todos sus aspectos, ya que los Estados intere-
sados estipulan a veces la « entrada en vigor provisional »
en un acuerdo distinto en forma simplificada 113. Pero
parece preferible distinguir la « entrada en vigor pro-
visional » de la entrada en vigor normal de un tratado, que
es objeto del artículo 23. Hay cierta anomalía, desde el
punto de vista del derecho constitucional, en considerar
la « entrada en vigor provisional » como un caso regular
de « la entrada en vigor conforme a las estipulaciones de
un tratado » que, por razones constitucionales, queda
sujeto a ratificación o aprobación.

2. No es fácil de formular, sin embargo, la situación
jurídica de la entrada en vigor provisional; y el Relator
Especial estima que tiene cierto peso la observación del
Gobierno sueco en el sentido de que el párrafo 2 del
comentario al artículo 24 se aproxima más a la que parece
ser la práctica existente que la segunda frase del artículo
propiamente dicho.

3. Si la Comisión decide mantener el artículo, decisión
que el Relator Especial se inclina a apoyar, se propone
que sea ligeramente modificado para tener en cuenta la
observación del Gobierno sueco así como los casos en
que el acuerdo para poner el tratado provisionalmente
en vigor no figura expresamente en el tratado mismo sino
en otro instrumento. El texto podría decir:

« Un tratado podrá prescribir, o las partes podrán
convenir de otra forma, que hasta su entrada en vigor
por canje o depósito de instrumentos de ratificación,
adhesión, aceptación o aprobación, entrará en vigor
provisionalmente, en todo o en parte, en una fecha
dada o cuando se cumplan determinados requisitos.
En ese caso, el tratado, o la parte del mismo que se
especificare, entrará en vigor en la forme prescrita o
convenida y seguirá provisionalmente en vigor hasta
que entrare en vigor definitivamente o hasta que se
haga evidente que una de las partes no lo va a ratificar
o, en su caso, aprobar. »

ARTÍCULO 25 : REGISTRO Y PUBLICACIÓN DE TRATADOS

Observaciones de los gobiernos

Dinamarca. Estima que el texto de este artículo no es
del todo satisfactorio, ya que los tratados celebrados
entre un Estado Miembro de las Naciones Unidas y un
Estado no miembro se regirían tanto por el párrafo 1

112 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962, vol. II,
pág. 210; ibid., vol. I, 656.a, 657.a y 668.a sesiones, págs. 188, 192
y 278.

113 Ibid., vol. I, 668.a sesión, pág. 278.

como por el párrafo 2. A su juicio, sería preferible dispo-
ner en el artículo que todo Estado Miembro de las
Naciones Unidas se halla obligado a registrar los tratados
que celebre, conforme a lo dispuesto en el Artículo 102
de la Carta, y que los Estados no miembros que sean
partes en la proyectada convención contraen una obli-
gación análoga. Señala asimismo que, conforme a la
práctica actual, las partes pueden acordar entre sí que
el registro se efectúe por una de ellas, o por la secretaría de
la organización internacional bajo cuyos auspicios se
haya celebrado el tratado.

Israel. Duda de que el proyecto de artículos sea el
lugar más apropiado para introducir cualquier cambio en
las prácticas vigentes, que distinguen entre el registro
de los tratados, conforme a lo dispuesto en el Artículo 102
de la Carta, y su presentación e inscripción de conformi-
dad con el reglamento elaborado por la Asamblea General
en virtud de ese Artículo. Señala que tal distinción entre
el registro obligatorio y la presentación e inscripción
voluntarias se mantuvo deliberadamente cuando se redac-
tó el reglamento en 1946 y que la Carta no es la única
constitución internacional que exige el registro de tratados,
citando al efecto como ejemplo el artículo 81 de la Cons-
titución de la Organización de la Aviación Civil Inter-
nacional. Sugiere que la Comisión señale a la atención de
la Asamblea General la necesidad de que examine de
nuevo y confirme las prácticas relativas al registro de los
tratados una vez que haya dado cima a la labor sobre el
derecho de los tratados.

Japón. Aunque considera que el artículo es aceptable
en general, cree que el párrafo 1 no pone claro si se
aplica a la categoría de acuerdos internacionales a que
alude el Artículo 102 de la Carta, o si se refiere a todos los
acuerdos internacionales definidos en el proyecto de
articulado.

Luxemburgo. Aprueba enteramente las disposiciones de
este artículo pero se pregunta si el texto actual del párra-
fo 2, no supone de hecho una reforma de la Carta. Sugiere
que se redacte de nuevo el párrafo en la forma siguiente :

« Los Estados partes en los presentes artículos que
no fueren Miembros de las Naciones Unidas se obli-
garán a registrar en la Secretaría de esa Organización
los tratados que hubieren celebrado. »

Reino Unido. No estima necesario ni conveniente
repetir lo ya dispuesto en el Artículo 102 de la Carta.

Estados Unidos. Cabe plantearse la cuestión de si las
disposiciones de este artículo son procedentes en el
proyecto de articulado o si sería preferible que la cuestión
se dejara a discreción de las Naciones Unidas. Señala que
el párrafo 1 reitera sencillamente las obligaciones de los
Miembros y de la Secretaría de las Naciones Unidas que
se prevén en el Artículo 102 de la Carta. En cambio el
párrafo 2 impondría una nueva obligación no solamente
a los Estados no miembros sino también a las Naciones
Unidas. Aunque reconoce que sería muy conveniente
que todos los tratados fuesen registrados en las Naciones
Unidas y publicados por la Organización, considera
discutible que en el proyecto de articulado se trate de
imponer esa función a la Secretaría a título de obligación,
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si no se reconoce al propio tiempo de alguna manera que
para ello es necesario el consentimiento de las Naciones
Unidas. Sugiere que, antes de que se llegue a un acuerdo
definitivo sobre el texto del proyecto de articulado, la
Asamblea General disponga lo oportuno, mediante una
resolución, invitando a todos los Estados no miembros
a registrar sus tratados y previendo la publicación de
éstos. En relación con el párrafo 3 estima que las palabras
« en vigor » deberían reemplazarse por la frase « apro-
bado por la Asamblea General de las Naciones Unidas »,
con lo que se reconocería más directamente el papel de
la Organización en esta materia.

Delegación de Bolivia. Estima, en relación con el
párrafo 2, que el registro de un tratado en la Secretaría
de las Naciones Unidas por los Estados no miembros
debe ser para éstos una facultad y no una obligación,
según el régimen imperante hasta la fecha. Critica tam-
bién el hecho de que no se prevea el caso de los tratados
celebrados entre un Estado Miembro de las Naciones
Unidas y un Estado no miembro114.

Delegación de Rumania. Considera satisfactorio el
artículo U5 .

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. La Comisión tuvo presente que suponía cierta
anomalía repetir las disposiciones del Artículo 102 de
la Carta. Por otra parte, estimó que el principio de que
los tratados deben registrarse y publicarse se halla en la
actualidad tan generalmente aceptado y es tan importante
en la práctica, que su omisión absoluta en una conven-
ción general o en un código del derecho de los tratados
parecería un tanto extraña. Además, se estimó que en
una convención general o en un código era conveniente
colocar en todo lo posible en igualdad de condiciones a
los Estados Miembros y a los Estados no miembros, por
tratarse de un punto que parecía esencialmente de princi-
pio, y no accesorio a la calidad de Miembro de las Nacio-
nes Unidas. La Comisión no pensó en ningún momento
en imponer una nueva obligación a los Estados no miem-
bros sin su consentimiento. La obligación de efectuar el
registro, o de presentar e inscribir los tratados solamente
la contraería el Estado no miembro que la aceptara al
adquirir la calidad de parte en la convención general
sobre el derecho de los tratados. Como los Estados no
miembros hacen ya uso de los servicios de depósito y
registro de la Secretaría de las Naciones Unidas y no están
llamados a contribuir a su mantenimiento, parece razo-
nable invitar a un Estado no miembro que sea parte en
la convención general sobre el derecho de los tratados a
que acepte el registro y la publicación de los tratados como
principios generales. Tampoco pensó en absoluto la
Comisión imponer ninguna nueva obligación a las Na-
ciones Unidas sin su consentimiento. La Comisión es un
órgano de las Naciones Unidas y el proyecto de articulado
que está preparando tiene que presentarse a la Asamblea
General, es decir el órgano de las Naciones Unidas

competente para decidir tanto en lo que respecta al
sistema de las Naciones Unidas para el registro y publica-
ción de los tratados, como acerca de las medidas que han
de tomarse sobre los proyectos de la Comisión. Inevi-
tablemente pues, la Asamblea General se hallará en
posición de pronunciarse sobre la aceptación o no del
artículo que se examina desde el punto de vista de las
Naciones Unidas, antes de adoptar ninguna decisión
sobre el proyecto de articulado en su totalidad. Además,
en su resolución 97 (I) de 14 de diciembre de 1946, por
la que aprobó el reglamento complementario del Artícu-
lo 102 de la Carta116, la Asamblea General parece haber
reconocido la conveniencia general del registro (presen-
tación e inscripción) y publicación de los tratados concer-
tados por los Estados no miembros de las Naciones
Unidas; efectivamente, en el apartado c del artículo 10 y
en el artículo 12 de ese reglamento se ordena expresa y
directamente a la Secretaría que se encargue del registro,
archivo y publicación de « los tratados o acuerdos inter-
nacionales transmitidos por un Estado no miembro de
las Naciones Unidas ».

2. El Relator Especial no cree que se plantee realmente
la dificultad que señala el Gobierno japonés respecto a
la categoría de « acuerdos internacionales » compren-
didos en el artículo 1. En el artículo 1 se define el término
« tratado » a los efectos del proyecto de articulado, y a
tales tratados se refiere el artículo 25. Si los tratados y
acuerdos internacionales a que se refiere el Artículo 102
de la Carta resultaran ser una categoría más reducida que
los previstos en el proyecto de artículos, la observación
hecha por el Gobierno japonés podría ser importante.
Pero basta la simple lectura del artículo 1 del reglamento
para la aplicación del Artículo 102 para comprobar cuan
amplia es la gama de los tratados y acuerdos interna-
cionales a que se refiere el Artículo 102. No se cree por
ello que sea necesario aclarar más en este párrafo el
asunto.

3. El Gobierno danés, por otra parte, señala que el
enunciado actual de los párrafos 1 y 2 es tal que cabe
decir que los tratados celebrados entre los Estados
Miembros y los Estados no miembros se rigen por ambos
párrafos. Así ocurrirá cualquiera que sea la redacción
que se dé a estos dos párrafos, pero el Relator Especial
comparte el punto de vista del Gobierno danés de que
la objeción lógica que puede hacerse en la actualidad al
enunciado de los dos párrafos se eliminaría si los mismos
se formularan de nuevo desde el punto de vista de las
obligaciones contraídas por los Estados Miembros y
por los Estados no miembros. Por otra parte, el Relator
Especial no cree que, ni siquiera en su actual redacción,
pueda considerarse legítimamente que el párrafo 2 es
una reforma de la Carta. Sin embargo, si los dos primeros
párrafos se modifican en la forma sugerida, quedará
satisfecha automáticamente la observación que hace el
Gobierno luxemburgués al respecto. El Relator Especial,

114 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoséptimo
periodo de sesiones, Sexta Comisión, 740.a sesión, párr. 33.

115 Ibid., 742.a sesión, párr. 27.

116 El texto de este reglamento, modificado por la resolución
482 (V) de la Asamblea General, de 12 de diciembre de 1950, figura
en el anexo del informe de la Comisión de 1962 (véase el Anuario
de la Comisión de Derecho Internacional, 1962, vol. II, págs. 221
a 223).



Derecho de los tratados 63

por otra parte, considera que la obligación de los Estados
no miembros debe enunciarse en forma tal que únicamente
sea aplicable a los tratados celebrados después de haber
entrado en vigor los presentes artículos.
4. La duda planteada por el Gobierno de Israel en
cuanto a que el proyecto de artículos sea el lugar apropia-
do para implantar cualquier cambio en las prácticas
existentes que distinguen entre el registro hecho conforme
al Artículo 102 y el « archivo y registro » hechos de
conformidad con la segunda parte del reglamento de la
Asamblea General, parece reducirse principalmente a una
cuestión de terminología. El párrafo 3 del artículo que se
examina prevé expresamente que el procedimiento de
registro, tanto en el caso de los Estados Miembros como
en el de los Estados no miembros, se regirá por el regla-
mento en vigor para la aplicación del Artículo 102 de la
Carta; en otras palabras, a menos que ese reglamento sea
modificado por la Asamblea General y hasta que ello
ocurra, la práctica vigente permanecerá intacta conforme
al proyecto de articulado. La Comisión estimó que el
archivo e inscripción de los tratados concertados por los
Estados no miembros equivalen en sustancia al registro
efectuado conforme al Artículo 102; para atender la
observación del Gobierno de Israel en este punto bastaría
subrayar la constante aplicación del reglamento de la
Asamblea General. En realidad, si en su día el proyecto
de articulado llegara a adoptarse como convención
general sobre el derecho de los tratados, convendría
modificar el reglamento de la Asamblea General a fin de
hacer que el « registro » de un tratado por un Estado no
miembro conforme al párrafo 2 del artículo que se exami-
na se rigiera por las disposiciones de la primera parte del
reglamento y no por las de la segunda parte. Así, por
ejemplo, conforme al artículo 3 del reglamento, el registro
por un Miembro de las Naciones Unidas releva a todas
las demás partes de la obligación de registrar el tratado,
en tanto que no figura una disposición análoga en la
segunda parte, titulada « Archivo y registro ». El Relator
Especial comparte por ello la opinión del Gobierno israelí
de que en su día acaso convenga que la Asamblea General
examine de nuevo y confirme las prácticas existentes
relativas al registro de los tratados.

5. En relación con el párrafo 3, no se ve ningún incon-
veniente en la sugestión del Gobierno de los Estados
Unidos de que las palabras « en vigor » sean reemplazadas
por la frase « aprobado por la Asamblea General de las
Naciones Unidas », a fin de reconocer así más directa-
mente el papel de la Organización en la materia. Por otra
parte, las palabras « en vigor » se emplearon para indicar
que el reglamento puede ser modificado por la Asamblea;
por eso quizás convenga decir más bien « que la Asamblea
General de las Naciones Unidas tenga en vigor en su
momento... ».

6. En vista de las anteriores observaciones, el Relator
Especial sugiere que se modifique el artículo para que
diga lo siguiente:

« 1. Los Estados Miembros de las Naciones Unidas
están obligados a registrar todo tratado que concierten,
conforme a lo dispuesto en el Artículo 102 de la Carta
de las Naciones Unidas.

» 2. Los Estados partes en los presentes artículos
que no sean miembros de las Naciones Unidas con-
vienen en registrar todo tratado que concierten después
de haber entrado en vigor los presentes artículos.

» 3. El procedimiento para el registro de los trata-
dos, conforme a los párrafos anteriores, y para su
publicación se regirá por el reglamento que la Asamblea
General de las Naciones Unidas tenga en vigor en su
momento para dar ejecución al Artículo 102 de la
Carta. »

SECCIÓN V. CORRECCIÓN DE ERRORES
Y FUNCIONES DEL DEPOSITARIO

ARTÍCULO 26 : CORRECCIÓN DE ERRORES EN EL TEXTO DE
LOS TRATADOS PARA LOS CUALES NO HUBIERE DEPOSITARIO

Observaciones de los gobiernos

Japón. Si bien cree que los artículos 26 y 27 pueden ser
útiles para establecer procedimientos de corrección de
errores, considera que sus disposiciones son demasiado
detalladas y sugiere que se fundan los dos artículos
(véase el proyecto revisado del Japón, artículos 26 y 27,
en el documento A/CN.4/175).

Suecia. Las normas contenidas en los artículos 26 y 27
son más propias de un código de prácticas recomendadas
que de una convención.

Estados Unidos. Cree que este artículo puede servir de
guía útil para el procedimiento de corrección de errores,
pero propone ciertos cambios de redacción. En el párra-
fo 1, sugiere que se sustituya la palabra « podrán » por las
palabras « podrán poner », ya que es posible que los
Estados deseen seguir algún otro procedimiento o que no
quieran adoptar medida alguna por juzgar que se trata
de un error de poca importancia. Además, señala que en
el apartado b del párrafo 1 de la versión inglesa, la frase
« notes of similar instrument » contiene un error de im-
prenta, y debiera decir « notes or similar instrument ».
En relación con el párrafo 4, observa que la comunica-
ción de las correcciones de errores en los textos no debe
hacerse hasta que el tratado se haya inscrito, ya que el
Artículo 102 de la Carta y el reglamento que lo comple-
menta no prevén el registro de los tratados sino una vez
que estos han entrado en vigor. Propone que este párrafo
se modifique en los siguientes términos :

« Las correcciones que hicieren de conformidad con
las disposiciones del presente artículo en el texto de
un tratado que hubiere entrado en vigor se comunicarán
a la Secretaría de las Naciones Unidas. »

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. El Relator Especial está de acuerdo con el Gobierno
del Japón en que es posible y conveniente resumir algo
las disposiciones de los artículos 26 y 27. Sin embargo,
duda de que sea conveniente resumir dichos artículos en
la medida propugnada por ese Gobierno en su texto
revisado del proyecto. El objetivo principal que se persigue
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al incluir estos artículos es ofrecer procedimientos ordi-
narios para corregir los tipos de errores que principal-
mente se cometen en la práctica. Por consiguiente, se
estima que la Comisión procedió acertadamente al distin-
guir entre estas formas principales. Por otra parte, es
evidente que los textos pueden perfilarse un poco, espe-
cialmente en relación con los dos párrafos últimos, que
se corresponden mutuamente en los dos artículos. El
Relator Especial considera preferible, desde el punto de
vista de redacción, convertir estos dos párrafos en un
nuevo artículo 27 bis, en vez de fundir los dos artículos
en uno solo, que resultaría algo recargado.
2. El Relator Especial duda de que todas las normas
contenidas en los artículos 26 y 27 deban considerarse
como prácticas recomendadas simplemente, como da a
entender el Gobierno de Suecia. El Relator Especial
entiende que la Comisión ha considerado los procedimien-
tos establecidos en dichos artículos como procedimientos
impuestos a los Estados interesados y a los depositarios
para la protección de las partes y de los signatarios a
falta de acuerdo sobre otro procedimiento para la correc-
ción del error. Por otra parte, el Relator Especial comparte
la opinion general del Gobierno de Suecia de que las
disposiciones del proyecto de artículos correspondientes
a la parte I debieran revestir en su mayor parte la forma
de normas supletorias, lo que no ocurre con los artículos
26 y 27 tal como están redactados actualmente. De
hacerse esto, quedaría también atendida la sugerencia
del Gobierno de los Estados Unidos de que se sustituya
la palabra « podrán » en el párrafo 1 por las palabras
« podrán poner ».

3. También se considera fundada la otra sugerencia
hecha por el Gobierno de los Estados Unidos en relación
con el párrafo 4 en el sentido de que la comunicación de
correcciones a la Secretaría de las Naciones Unidas no
debe exigirse hasta que el tratado haya entrado en vigor
y pueda por tanto inscribirse de conformidad con los
reglamentos aplicables relativos al registro de tratados.
4. Habida cuenta de las anteriores observaciones, el
Relator Especial propone que el artículo 26 se modifique
en los siguientes términos:

« L A menos que los Estados interesados acuerden
otra cosa, cuando en el texto de un tratado para el
cual no hubiere depositario se descubriese un error
después de que el texto hubiere sido autenticado, el
error se corregirá:

» a) haciendo la corrección pertinente en el texto del
tratado y pidiendo que representantes debidamente
autorizados al efecto rubriquen en el margen corres-
pondiente a la corrección;

» b) formalizando un protocolo, un acta, un canje
de notas o un instrumento similar en que se hagan
constar los errores del texto del tratado y las correccio-
nes que las partes hubieren acordado hacer; o

» c) formalizando, por el mismo procedimiento
empleado para el texto erróneo, un texto corregido de
todo el tratado.

» 2. El párrafo 1 se aplicará también cuando hubiere
dos o más textos auténticos de un tratado que no
concordaren y se conviniere corregir uno de los textos. »

ARTÍCULO 27 : CORRECCIÓN DE ERRORES EN EL TEXTO DE
LOS TRATADOS PARA LOS CUALES HUBIERE DEPOSITARIO

Observaciones de los gobiernos

Finlandia. Cree que, aunque el párrafo 2 está en armonía
con la práctica de la Secretaría de las Naciones Unidas,
sería suficiente que el depositario transmitiese copia del
acta únicamente al Estado que ha recibido la copia del
tratado que contenga el error, y se limitase a notificar al
otro Estado la medida tomada.

Japón y Suecia. (Las observaciones de los Gobiernos del
Japón y de Suecia en relación con este artículo figuran en
sus observaciones al artículo 26.)

Estados Unidos. Considera que las disposiciones de este
artículo han de servir de orientación útil para la corrección
de errores en los tratados multilaterales en poder de un
depositario. Sin embargo, cree que convendría hacer en
el párrafo 6 las modificaciones sugeridas para el párra-
fo 4 del artículo 26 y por las mismas razones.

Delegación de Bolivia. Observa que este artículo, si bien
prevé los casos en que el texto del tratado contenga un
error, no prevé aquellos casos en que el error pase inad-
vertido para el depositario y sea señalado por un Esta-
do i" .

Delegación de Panamá. Aunque cree que la yuxtaposi-
ción de la función mecánica de la corrección de errores y
de las importantes funciones de los depositarios resulta
inadecuada desde el punto de vista académico, considera
que está justificada por la consideración práctica del papel
que representa un depositario en la corrección de los
erroresn8.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Ya se han examinado, al tratar del artículo 26, las
observaciones de los Gobiernos del Japón, Suecia y los
Estados Unidos. La delegación de Bolivia se pregunta,
en efecto, si el texto del artículo tal como está redactado
en la actualidad puede aplicarse a los casos en que el
error pase inadvertido por el depositario pero sea señalado
independientemente por un Estado. El Relator Especial
no cree que sea necesario introducir ninguna modificación
en el texto para atender este punto, ya que las disposiciones
de los párrafos 1, 2 y 3 no se pronuncian en cuanto a
quien ha de descubrir o señalar el error o la falta de
concordancia en el texto.

2. No se considera práctica la sugerencia del Gobierno
de Finlandia en el sentido de que se modifique el párra-
fo 2 para prever que se transmita el acta únicamente al
Estado que ha recibido la copia del tratado que contenga
el error. Las copias certificadas a que se hace referencia
aquí son las copias del instrumento original entregado al
depositario, y estas copias se envían a todos los Estados
interesados. Normalmente, todas las copias serían idénti-
cas. El Gobierno del Japón, en su proyecto revisado,
propone que se omita este párrafo a fin de aligerar el

117 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoséptimo
período de sesiones, Sexta Comisión, 740.a sesión, párr. 33.

118 Ibid., 741.a sesión, párr. 19.
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texto del artículo. El Relator Especial, aunque ve con
simpatía el objetivo perseguido, duda de que sea conve-
niente suprimir este párrafo. La Secretaría, en su memo-
rando titulado Summary of the Practice of the Secretary-
General as Depositary of Multilateral Agreements decía
refiriéndose a las copias certificadas en cuestión:

« Una de las funciones del depositario es preparar
las copias certificadas del original y transmitirlas a
los Estados. Se trata de una función importante ya que
sustituye al canje de los instrumentos originales que
se efectuaba anteriormente entre los signatarios. Los
gobiernos utilizan con frecuencia las copias certificadas
para presentar el texto del acuerdo a sus órganos
competentes con objeto de que tomen las medidas
necesarias de conformidad con sus distintos procedi-
mientos constitucionales. »119

Habida cuenta de estas observaciones, el Relator Especial
estima que debe conservarse el párrafo 2. Por otra parte,
el párrafo 2 no parece estar colocado en el lugar que le
corresponde en este artículo. Las correcciones de que se
ocupa este párrafo no se refieren al texto original, sino
simplemente a una copia; por consiguiente, no requieren
el consentimiento de los Estados interesados y el procedi-
miento para su corrección es distinto de los previstos en
los párrafos 1 y 3. Además, el párrafo 4 es una fase poste-
rior del procedimiento previsto en los párrafos 1 y 3, pero
no del previsto en el párrafo 2, y este último párrafo
tiende a interrumpir la exposición lógica del procedi-
miento previsto en los demás párrafos. Por consiguiente,
se considera que el párrafo 2 debería colocarse al final del
artículo, a continuación del actual párrafo 4.

3. El Relator Especial estima que tal vez convenga
aligerar el texto del párrafo 1 diciendo que se señalará
el error a todos los « Estados interesados » en vez de
especificar los criterios para determinar cuáles sean
éstos. Esto permitiría al mismo tiempo dar cierta flexibili-
dad a la disposición en el caso de que se descubra un
error después de un período considerable de tiempo, en
cuyo caso sería razonable considerar que sólo se exigirá
el consentimiento de las partes.

4. En relación con el párrafo 4 el Relator Especial
sugiere, además, que tal vez convenga limitar la segunda
frase, que comienza con las palabras « ello no obstante »,
al caso de un tratado redactado « en una organización
internacional », y dejar que los tratados redactados en
una conferencia convocada por una organización inter-
nacional queden comprendidos en la primera frase
únicamente.

5. El Relator Especial ha propuesto ya en el párrafo 1
de sus observaciones al artículo 26, que los párrafos 5 y 6
del artículo 27, que corresponden a los párrafos 3 y 4
del artículo 26, se trasladen a un artículo aparte.

6. En vista de las sugestiones anteriores, el Relator
Especial propone que se modifique el artículo de modo
que diga lo siguiente:

u» ST/LEG/7, párr. 11, y véase párr. 18.

« 1. a) A menos que se acuerde otra cosa, cuando
en el texto de un tratado para el cual hubiere depositario
se descubriese un error después de que el texto hubiere
sido autenticado, el depositario señalará el error a
todos los Estados interesados, y les hará saber que se
corregirá el error si dentro de un plazo determinado
no se opusiere objeción alguna a la corrección.

b) Si a la expiración del plazo fijado no se hu-
biere opuesto objeción alguna a la corrección del
texto, el depositario hará la corrección en el texto del
tratado, rubricando en el margen correspondiente a
la corrección, y levantará y formalizará un acta de
rectificación de la cual enviará un ejemplar a cada uno
de los Estados interesados.

» 2. Las mismas normas se aplicarán cuando dos o
más textos auténticos de un tratado no concordaren y
se propusiere la corrección de uno de los textos.

» 3. Cuando se formulare alguna objeción a la
propuesta de corregir un texto, de conformidad con
los párrafos 1 ó 2, el depositario comunicará a todos
los Estados interesados la objeción y todas las demás
respuestas que hubiere recibido a las notificaciones
mencionadas en dichos párrafos. Ello no obstante,
cuando el tratado hubiere sido redactado en una orga-
nización internacional, el depositario comunicará
también la propuesta de corrección y la objeción a dicha
propuesta al órgano competente de la organización de
que se trate.

» 4. Cuando se descubriere un error en una copia
certificada conforme de un tratado, el depositario
levantará y formalizará un acta en la que hará constar
tanto el error como la versión correcta del texto y
enviará un ejemplar de dicha acta a cada uno de los
Estados interesados. »

ARTÍCULO 27 bis: ENTRADA EN VIGOR Y NOTIFICACIÓN DE
LAS CORRECCIONES AL TEXTO DE UN TRATADO (PRO-
PUESTA DEL RELATOR ESPECIAL)

1. El Relator Especial, por las razones expuestas en el
párrafo 1 de sus observaciones al artículo 26, propone
que los párrafos 3 y 4 de dicho artículo y los párrafos
correspondientes del artículo 27 (párrafos 5 y 6) se fundan
en uno separado, que por ahora se denominaría artículo
27 bis. El texto propuesto para este artículo es el si-
guiente :

« 1. Cuando se hubiere corregido el texto de un
tratado de conformidad con el artículo 26 ó 27, se
considerará que el texto corregido sustituye al texto
erróneo desde la fecha en que este último fuere adop-
tado, salvo que los Estados interesados decidieren
otra cosa.

» 2. Las correcciones que se hicieren en el texto de
un tratado entrado en vigor se comunicarán a la
Secretaría de las Naciones Unidas. »
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ARTÍCULO 28 : EL DEPOSITARIO DE TRATADOS
MULTILATERALES

Observaciones de los gobiernos

Suecia. Observa que este artículo contiene normas de
carácter dispositivo.

Estados Unidos. Estima que en este artículo se recoge
una práctica muy difundida, cuya inclusión puede ser útil.

Observaciones del Relator Especial

Los gobiernos no han sugerido ninguna enmienda, y el
Relator Especial no tiene ninguna propuesta que hacer
en relación con este artículo.

ARTÍCULO 29 : FUNCIONES DEL DEPOSITARIO

Observaciones de los gobiernos

Israel. Cree que al reseñar las funciones del depositario
debe hacerse referencia al deber de éste de registrar los
tratados internacionales y demás documentos con ellos
relacionados. Además, menciona las deliberaciones que
precedieron a la aprobación por la Asamblea General de
su resolución 364 B (IV), de 1.° de diciembre de 1949,
así como a los acuerdos pertinentes que han celebrado
entre sí las organizaciones internacionales, por ejemplo
el concluido el 17 de febrero de 1949 entre las Naciones
Unidas y la Organización Internacional del Trabajo 12°.
Asimismo, considera conveniente que se aclare de lege
ferenda que, a menos que el propio tratado disponga otra
cosa, las expresiones « prontamente » y « cuanto antes »,
que aparecen en los párrafos 3 d, 6 y 7 a (véase también
párrafo 3 del artículo 15) deben interpretarse de manera
tal que se dé ocasión al cumplimiento de los procedimien-
tos normales administrativos acostumbrados a que suele
atenerse el depositario para la preparación de las comuni-
caciones pertinentes y para su recibo por los distintos
Estados por las vías ordinarias. Ello impediría que se
hiciera equivaler el concepto de « prontitud » con el de
« inmediatez », que fue aplicado por la Corte Internacio-
nal en el asunto del Derecho de paso en relación con las
estipulaciones del párrafo 4 del Artículo 36 del Estatuto
de la Corte121. En relación con el párrafo 8, el Gobierno
de Israel señala que la expresión « any such matters », que
aparece en la versión inglesa, tiene un significado más
amplio que la expresión « autres actes similaires » del
texto francés (« otras cuestiones análogas », en el texto
español) ; y sugiere que se modifique el texto francés para
ajustarlo al texto inglés.

Japón. A juicio de este Gobierno, el párrafo 1 constituye
en gran parte una repetición del apartado g del párrafo 1
del artículo 1, y sugiere que se suprima la primera frase.
Si bien reconoce que los párrafos 2 a 7 constituirían una
útil guía en un « código », considera fuera de lugar prever
detalles de procedimiento con respecto al depositario en
una convención general sobre el derecho de los acuerdos
internacionales. Sugiere que se redacte de nuevo este

120 Naciones Unidas, Treaty Seríes, vol. 26, pág. 323.
1211.C.J. Reports. 1957. pág. 125.

artículo en términos más concisos (véase artículo 29 del
proyecto en el texto revisado presentado por el Japón,
documento A/CN.4/175).
Estados Unidos. Si bien considera que este artículo en
su conjunto ha de servir de orientación útil en lo que
respecta a las funciones de un depositario, pone en tela de
juicio algunas de sus disposiciones. En relación con el
apartado a del párrafo 3 sugiere que se inserte a continua-
ción de las palabras « en una organización internacional »
la frase « en el momento en que el depositario fuere desig-
nado ». El objeto de esta adición es proteger a un deposi-
tario en el caso de que una organización adopte una nueva
norma en virtud de la cual se exija que el texto del tratado
se prepare en otros varios idiomas. Estima que la redacción
del apartado b del párrafo 3 es demasiado amplia al exigir
que se transmitan copias certificadas a todos los Estados
que fueren o pudieren ser partes en un tratado, aunque no
tengan interés en el mismo. Cree que estos Estados
podrían incluso sentirse ofendidos y protestar por el
hecho de que se comuniquen tales copias ; y propone que
el párrafo en cuestión se redacte en los siguientes términos :

« Extender copias certificadas conformes del texto o
de los textos originales y transmitirlas a todos los
Estados signatarios que hubieren ratificado el tratado o
se hubieren adherido al mismo, así como a cualquier
otro Estado de los mencionados en el párrafo 1 que las
solicitare. »

En cuanto al apartado c del párrafo 3, plantea la cuestión
de la relación que existe entre este párrafo y los párrafos
4, 5 y 6. A su modo de ver, estos párrafos han de aplicarse
antes de que se ponga la firma o de que se considere
« depositado » el instrumento de ratificación, etc. Sin
embargo, considera que la relación entre estos párrafos y
el apartado c del párrafo 3 exige una aclaración, y que
puede haber casos en que convenga consultar a otros
Estados antes de recibir en depósito un instrumento, por
ejemplo, en el caso de determinadas reservas. En conse-
cuencia, propone que al principio del apartado c del
párrafo 3 se inserten las palabras « con sujeción a lo
dispuesto en los párrafos 4, 5 y 6 del presente artículo ».
Además, propone que se suprima la segunda parte del
apartado c del párrafo 3 «y formalizar un acta... », ya
que, a su juicio, parece una formalidad innecesaria y que
en muchos casos no serviría de nada. Manifiesta que los
Estados Unidos han desempeñado funciones de deposita-
rio de muchos tratados multilaterales importantes respecto
a los cuales se ha omitido la formalidad del acta de depósi-
to sin que ello haya originado ningún problema ni queja.
Considera que el apartado d del párrafo 3 y las restantes
disposiciones de este artículo reflejan las prácticas y
procedimientos existentes, que se hallan muy difundidos
y son eficaces.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. El Relator Especial no comparte la opinión del
Gobierno del Japón de que esté fuera de lugar querer
prever detalles de procedimiento con respecto al deposi-
tario en una convención general sobre el derecho de los
tratados. Para el funcionamiento del moderno sistema de
tratados multilaterales es de gran importancia que el
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depositario desempeñe sus deberes de manera normal.
Tampoco parece correcto considerar las disposiciones del
artículo 29 como de simple procedimiento, ya que dichas
disposiciones establecen no sólo los deberes de los depo-
sitarios sino también los derechos de los Estados inte-
resados en cuestiones de procedimiento. Por otra parte,
puede resultar conveniente aprobar algunas de las suge-
rencias del Gobierno del Japón para aligerar el texto de
los artículos, sin que éstos pierdan nada de su esencia.

2. En el párrafo 1, como señala el Gobierno del Japón, la
frase inicial repite en efecto la definición del depositario
que se da en el apartado g del párrafo 1 del artículo 1.
El Relator Especial propone que las dos frases de este
párrafo se fundan en una redactada en los siguientes
términos :

« El depositario deberá desempeñar sus funciones
imparcialmente en nombre de todos los Estados que
fueren o pudieren ser partes en el tratado. »

3. El párrafo 2 y la frase inicial del párrafo 3, pueden
fundirse ventajosamente, como aconseja el Gobierno del
Japón, en un párrafo redactado en los siguientes términos :

« Además de todas las funciones que le asignare
expresamente el tratado, y salvo que en éste se dispu-
siere otra cosa, el depositario deberá: »

4. En el nuevo texto del artículo presentado por el
Gobierno del Japón se omite el apartado a del párrafo 3,
pero el Relator Especial estima que debe conservarse.
El Gobierno de los Estados Unidos pide que se añadan
las palabras « en el momento en que el depositario fuere
designado » al final del párrafo, con objeto de evitar al
depositario una nueva carga como consecuencia de un
cambio en las normas de la organización internacional.
No hay nada que objetar a esta adición.

5. Los Estados Unidos consideran que el apartado b del
párrafo 3 puede imponer una carga innecesaria al depo-
sitario en relación con la transmisión de copias certifica-
das. El Relator Especial considera que esta observación
está justificada y propone el siguiente texto revisado para
dicho párrafo:

« Extender copias certificadas conformes del texto
o de los textos originales y transmitirlas a todas las
partes y a todos los Estados signatarios así como cual-
quier otro Estado de los mencionados en el párrafo 1
que las solicitare. ».

6. El Gobierno del Japón propone que se suprima el
apartado c del párrafo 3. El Gobierno de los Estados
Unidos sugiere que se suprima únicamente la segunda
frase, relativa a la formalización de un acta de la firma y
del depósito de los instrumentos. El Gobierno de los
Estados Unidos, habida cuenta de su propia experiencia
como depositario, considera que este requisito constituye
una formalidad innecesaria. Aunque no propone que se
suprima la primera frase « Recibir en depósito todos los
instrumentos y ratificaciones relacionados con el tratado »,
el Gobierno de los Estados Unidos cree que hay que
considerar la relación que existe entre este párrafo y los
párrafos 4, 5 y 6. Además, estima que puede haber casos
en los que convenga consultar a otros Estados antes de

recibir un instrumento en depósito, y sugiere que se
incluyan al comienzo del párrafo las palabras « oon
sujeción a lo dispuesto en los párrafos 4, 5 y 6 del presente
artículo ». El Relator Especial considera que tal vez lo
mejor sea alterar el orden de los distintos párrafos.

7. El Gobierno del Japón, en su proyecto revisado de
todo el artículo, incluye una referencia a los deberes del
depositario en cuanto a la corrección de errores. El
Relator Especial está de acuerdo en que esto sería lógico,
pero considera que debe hacerse mediante una simple
referencia al artículo 26 mejor que mediante una declara-
ción resumida de sus deberes.

8. El Gobierno de Israel propone que se haga una
referencia al deber del depositario de registrar los tratados
internacionales y demás documentos con ellos relaciona-
dos. El Relator Especial, si bien reconoce la importancia
de esta cuestión, vacila en darle el carácter de obligación
general, habida cuenta de la complejidad del reglamento
de la Asamblea General en materia de registro. ¿ Estaría
el Gobierno suizo, por ejemplo, obligado como deposita-
rio de un tratado en que sean partes Miembros de las
Naciones Unidas, a « registrar » dicho tratado o a « archi-
varlo » y « llevar un registro » del mismo ? El Relator
Especial estima que tal vez sea mejor dejar que este punto
se rija por la frase inicial « Además de todas las fun-
ciones que le asignare expresamente el tratado ».

9. Otra cuestión suscitada por el Gobierno de Israel es
la de que en los párrafos 3 d, 6 y 7 a, las expresiones
« prontamente » y « cuanto antes », a menos que se
definan o interpreten de otra manera, podrían entenderse
en el sentido de « inmediatamente », siendo así que debe
dejarse algún tiempo para que puedan funcionar los
procedimientos normales administrativos. El Relator Es-
pecial se inclina a creer que lo acertado tal vez sea omitir
simplemente estas palabras y considerar que la naturaleza
misma de los deberes del depositario exige que éstos
procedan con la diligencia debida, y que por consiguiente
esta obligación se desprende automáticamente de la
interpretación del artículo de buena fe.

10. En vista de las anteriores consideraciones y con
objeto de aligerar el texto en la medida de lo posible, el
Relator Especial propone que se modifique en los siguien-
tes términos:

« 1. El depositario deberá desempeñar sus funciones
imparcialmente en nombre de todos los Estados que
fueren o pudieren ser partes en el tratado.

» 2. Además de todas las funciones que le asignare
expresamente el tratado, y salvo que en éste se dis-
pusiera otra cosa, el depositario deberá:

» a) Establecer los demás textos en los otros idiomas
que determinare el tratado o el reglamento en vigor en
una organización internacional en el momento en que
el depositario fuere designado;

» b) Extender copias certificadas conformes del texto
o de los textos originales y transmitirlas a todas las
partes y a todos los Estados signatarios así como a
cualquier otro Estado de los mencionados en el párra-
fo 1 que las solicitare;
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» c) Examinar si la firma, el depósito de un instru-
mento o la formulación de una reserva está en con-
formidad con las disposiciones pertinentes del tratado
y de los presentes artículos, y de ser procedente,
comunicarse al respecto con el Estado interesado;

» d) Aceptar toda firma del tratado y recibir en
depósito todo instrumento relativo al mismo;

» é) Acusar recibo por escrito al Estado interesado de
todo instrumento o notificación que se relacionare con el
tratado, y comunicar a los demás Estados interesados la
recepción de ese instrumento o esa notificación;

»/) Cumplir las obligaciones indicadas en el párra-
fo 3 del artículo 9 cuando recibiere una petición de un
Estado que quisiere adherirse al tratado de conformidad
con las disposiciones de dicho artículo;

» g) Cumplir las disposiciones del artículo 26 en el
caso de descubrirse un error en el texto del tratado.

» 3. Cuando el tratado hubiere de entrar en vigor una
vez lo firmare un número determinado de Estados o
que se depositara un número determinado de instru-
mentos de ratificación, adhesión, aceptación o aproba-
ción, o una vez que se produjere un hecho contingente,
el depositario deberá informar a los Estados a que se
refiere el párrafo 1 cuando, a su parecer, se hubieren
cumplido las condiciones para la entrada en vigor del
tratado.

» 4. En el caso de que hubiera discrepancia entre
un Estado y el depositario respecto del cumplimiento
de las funciones antes mencionadas o de la aplicación de
las disposiciones del tratado relativas a la firma, la
formalización o el depósito de instrumentos, reservas,
ratificaciones u otras cuestiones análogas, el depositario
podrá, si el Estado interesado o él mismo lo estimaren
necesario, dar a conocer la cuestión a los demás Estados
interesados o al órgano competente de la organización
de que se trate. »

Parte II. Invalidez y terminación de los tratados

SECCIÓN I. DISPOSICIÓN GENERAL

ARTÍCULO 30 : PRESUNCIÓN DE LA VALIDEZ, LA
CONTINUACIÓN EN VIGOR Y LA APLICACIÓN DE UN TRATADO

Observaciones de los gobiernos

Israel. Sugiere que la expresión que figura en el texto
francés « est réputé être en vigueur » parece entrañar un
elemento de ficción jurídica que no aparece en el texto
inglés « shall be considered as being in force » (en el texto
español « se considerará que está en vigor »). También
puede suscitar dudas el empleo en dicho artículo de la
palabra « nulidad », dada su falta de uso en los artículos
sustantivos que siguen. Además, el Gobierno de Israel
señala que el artículo no tiene en cuenta la aplicación
de las normas relativas a la divisibilidad (véase el
artículo 46).

Portugal. Advierte que el artículo contiene una disposi-
ción de carácter general en la que se afirma el principio
de la validez de los tratados, y que las excepciones que
establece sintetizan la estructura de la parte II.

Estados Unidos. Aunque observa que el artículo enuncia
una conclusión que normalmente salta a la vista, el Go-
bierno de los Estados Unidos indica que el artículo 30 es
útil al enunciar una presunción formal de la que cabría
apartarse en otro caso por razones distintas de las permi-
tidas en los demás artículos. Al propio tiempo, el artículo
30, al declarar lo que fácilmente ha de presumirse, parece
dar a entender que todos los aspectos del derecho de los
tratados se encuentran previstos en la convención o en la
serie de convenciones que van a aprobarse sobre el derecho
de los tratados. Cabría muy bien omitir el artículo 30
si la convención, o las convenciones, pudieran simplifi-
carse de modo que estipularan sólo aquellos aspectos del
derecho de los tratados que exigen formulación.

Delegación de Paquistán. Considera que la Comisión ha
estado acertada al enunciar la norma general que contiene
el presente artículo122.

Delegación de Siria. En éste, como en otros artículos del
proyecto, la delegación desearía que la palabra « termi-
naison » del texto francés se sustituya por la palabra
«fin » o « extinction »123.

Delegación del Uruguay. Observa que el artículo 30 del
proyecto es un artículo clave que anticipa el tenor de
todos los artículos que le siguen y que, al poner esta
disposición general al comienzo de la parte referente a
la invalidez y terminación de los tratados, la Comisión ha
querido sin duda alguna dejar a salvo el principio umver-
salmente válido de pacta sunt servando m .

Delegación de Venezuela. Considera que el texto español
del artículo debería ser modificado para que quede bien
en clara que la « nulidad,... terminación,... suspensión...
o retirada » de que habla han de producirse como resul-
tado de la aplicación de los artículos sobre el derecho de
los tratados. En su opinión, habrá que aguardar el
resultado de la aplicación de esas normas para poder
resolver si un tratado determinado es o no nulo125.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. La parte II, tal como fue provisionalmente adoptada
por la Comisión en 1963126, contiene una serie de artículos
que prevén los casos en los que, por uno u otro motivo, un
tratado ha de considerarse viciado de nulidad, extinguido
o suspendido en su aplicación. El artículo 30 fue introdu-
cido por la Comisión al comienzo de esta serie de artículos
a fin de subrayar que todo tratado celebrado y puesto en
vigor de conformidad con los artículos del proyecto que

122 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
periodo de sesiones, Sexta Comisión, 791. a sesión, párr. 26.

123 Ibid., 786.a sesión, párr. 15.
124 Ibid., 792.a sesión, párr. 22.
125 Ibid., 790.a sesión, párr. 15.
126 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963, vol. II ,

págs. 219 y ss.
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rigen la celebración y entrada en vigor de los tratados ha
de considerarse que sigue en vigor y se aplica, a menos
que se demuestre lo contrario, como consecuencia de la
aplicación de los artículos que tratan de la invalidez, la
terminación y la suspensión de la aplicación de los trata-
dos. La finalidad del artículo es garantizar que el recono-
cimiento en el proyecto de artículos de varias causas
concretas que pueden servir de fundamento a un Estado
para alegar que la norma pacta sunt servanda no es apli-
cable en un caso particular, no debe tener como resulta-
do debilitar en general la seguridad y estabilidad de los
tratados.

2. La inclusión de una disposición general como la con-
tenida en el artículo 30 goza de apoyo en las observacio-
nes de gobiernos y delegaciones, aunque el Gobierno de
los Estados Unidos observa que podría suprimirse si el
proyecto de artículos se estructurara con un criterio más
selectivo. La necesidad del artículo 30 es tal vez más aguda
en la ordenación que se dio a los artículos provisionalmen-
te adoptados en el informe de 1963, que en la que ahora
se propone. La invalidez, la terminación y la suspensión
de la aplicación de los tratados, en ciertas condiciones, se
enunciaban en el proyecto antes de que se hubiera hecho
ninguna mención de la norma fundamental pacta sunt
servanda. Con ello se corría el riesgo de que la norma
pacta sunt servanda pudiera aparecer casi como una nor-
ma supletoria — es decir, una norma aplicable solamen-
te después de haberse comprobado que un tratado no era
nulo, no se encontraba extinguido ni había sido suspen-
dido en su aplicación. De acuerdo con el orden de los
artículos que ahora se propone, la norma de pacta sunt
servanda se enunciará inmediatamente después de las
normas relativas a la celebración y la entrada en vigor de
los tratados, en tanto que las normas referentes a la invali-
dez, la terminación y la suspensión de la aplicación
aparecerán más bien como normas secundarias relativas
a casos particulares. En consecuencia, acaso sea conve-
niente examinar de nuevo los argumentos en pro y en
contra de la inclusión de una disposición general en el
sentido del artículo 30.

3. Por una parte cabe decir, empleando palabras del
Gobierno de los Estados Unidos, que « el artículo enun-
cia una conclusión que normalmente salta a la vista »,
porque es evidentemente cierto que un tratado que se ha
celebrado y que ha entrado en vigor de conformidad con
las normas establecidas en la parte I (nueva parte II), ha
de presumirse que es válido, y que continúa en vigor y
aplicación, a menos que se pruebe lo contrario. Siendo
esto así, acaso baste formular la norma pacta sunt servanda
y seguidamente inferir que la carga de la prueba recae
sobre el Estado que alegue que la norma no se aplica en
un caso particular. Por otra parte, cabe decir que la
expresa formulación in extenso de gran número de dispo-
siciones relativas a la invalidez y terminación hace que
siga siendo conveniente la inclusión del artículo, a fin de
contrarrestar toda idea de que el proyecto de convención
sobre el derecho de los tratados permite recurrir fácil-
mente a sus disposiciones con el propósito de repudiar
los tratados. En favor de esta tesis también puede alegarse
que, en sus observaciones sobre los artículos del proyecto

que tratan de la invalidez y la terminación, varios go-
biernos han manifestado su preocupación por el efecto
de esos artículos en la seguridad de los tratados, a menos
que su aplicación se subordine a ciertas garantías.

4. Si la Comisión decide conservar el artículo 30, se
planteará la cuestión en cuanto al lugar debido que le
corresponde en el esquema del articulado. Una posibilidad
sería insertarlo al comienzo de la nueva parte que trata de
la observancia e interpretación de los tratados. En ese
caso, seguiría a las disposiciones sobre « Celebración » y
« Entrada en vigor » y precedería inmediatamente al
artículo que contiene la norma pacta sunt servanda. Puede
decirse que tal sería su posición lógica, puesto que de-
clararía que un tratado normalmente celebrado y que
ha entrado en vigor ha de considerarse que está en vigor
y se aplica, y el artículo pacta sunt servanda (artículo 55)
declararía seguidamente que «todo tratado en vigor obliga
a las partes y éstas deben ejecutarlo de buena fe ». Otra
posibilidad sería colocar el artículo, como está ahora, al
comienzo de la serie de artículos que tratan de la invalidez
y la terminación, a fin de destacar la relación entre la
presunción y esos artículos.

5. Si se conserva el artículo, será también necesario
examinar algunas sugerencias de los gobiernos para
mejorar su redacción. Cree el Relator Especial que debe
adoptarse la sugerencia del Gobierno de Israel en el
sentido de modificar la expresión del texto francés « est
réputé être en vigueur » para que corresponda más
exactamente al texto inglés. También le parece bien
fundada la sugerencia de dicho Gobierno de que se
modifique la palabra « nulidad » a fin de poner el texto
más en consonancia con los artículos sustantivos que
siguen, ya que la palabra « invalidez » se emplea en el
título de esta parte, mientras que en los artículos se
encuentran expresiones tales como « invalidar el consen-
timiento », « carecer de efecto jurídico » y « anular ». El
Relator Especial sugiere que a los efectos del artículo 30
la palabra más apropiada sería « invalidez ». En cuanto a
la propuesta de la delegación de Siria de que en éste y en
otros artículos se sustituya la palabra en el texto francés
« terminaison » por el vocablo «fin » o « extinction »,
esto plantea una cuestión filológica que se discutió mucho
en el decimoquinto período de sesiones y que, se sugiere,
debe examinar de nuevo el Comité de Redacción en el
próximo período de sesiones.

6. Hay otros dos puntos planteados por los gobiernos
que requieren examen: el primero, es la observación del
Gobierno de Israel de que el artículo 30 no tiene en cuenta
la aplicación de las normas relativas a la divisibilidad.
Estas normas están contenidas en los artículos 33 a 35 y
42 a 45, que expresamente prevén la posibilidad de la
invalidez, la terminación o la suspensión parcial del
tratado, y en el artículo 46, que establece las condiciones
en que se permite la invalidez, la terminación o la suspen-
sión parcial. El Relator Especial duda de que sea necesario
mencionar anticipadamente esas normas en el artículo 30.
Cuando la invalidez, la terminación o la suspensión
parcial es consecuencia de la aplicación de las normas
relativas a la invalidez, la terminación o la suspensión
parcial, el tratado como instrumento se mantiene en
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vigor y aplicación; y no sería muy lógico ni compatible
con la finalidad del artículo 30 calificar la presunción que
el mismo contiene insertando una especie de reserva
expresa de esas normas. Su procedencia y efectos parecen
hallarse lo suficientemente protegidos por las palabras que
figuran al final del artículo « salvo que su nulidad ... se
dedujere de la aplicación de los presentes artículos »,
dado que esas palabras automáticamente introducen las
disposiciones que tratan de la invalidez, la terminación y
la suspensión parcial.

7. El segundo punto es la observación del Gobierno de
los Estados Unidos de que el artículo « parece dar a
entender que todos los aspectos del derecho de los tratados
se encuentran previstos en la convención, o en la serie de
convenciones, que van a aprobarse sobre el derecho de los
tratados ». En esa observación, el Gobierno de los
Estados Unidos llega a la conclusión de que cabría muy
bien omitir el artículo 30 si la convención, o las conven-
ciones, pudieran simplificarse y estipular únicamente los
aspectos del derecho de los tratados que exigen formula-
ción. Al Relator Especial le es difícil seguir exactamente
el razonamiento que conduce a esa conclusión. La obser-
vación del Gobierno norteamericano plantea, sin embar-
go, la cuestión de si el proyecto de artículos prevé todas
las causas posibles de invalidez, terminación y suspensión.
En otro caso, cabría decir que el artículo 30 va demasiado
lejos al disponer que se considera que todo tratado está
en vigor y se aplica salvo que se deduzca lo contrario de
« la aplicación de los presentes artículos ». En vista de
ello, acaso la Comisión juzgue oportuno revisar sus
propuestas relativas a la invalidez, terminación y suspen-
sión de los tratados a fin de comprobar si son completas.
¿Le parece, por ejemplo, todavía bien que el problema
de la « caducidad » o el « desuso » de los tratados quede
previsto en las normas que rigen el « cambio fundamental
en las circunstancias » y el acuerdo tácito de poner fin a
un tratado ?

8. La actual redacción del artículo 30 no es del todo
armónica, puesto que el título y la cláusula « salvo »
abarcan las cuestiones de la validez, la vigencia y la
aplicación de los tratados, en tanto que el enunciado de
la presunción « se considerará que está en vigor y se
aplica » parece referirse tan sólo a la vigencia y a la
aplicación. Además, quizás convenga señalar más con-
cretamento los artículos cuya aplicación puede producir
invalidez, etc., y hacer mención expresa de los artículos
31 a 51 inclusive.

9. Habida cuenta de las anteriores observaciones, el
Relator Especial sugiere el siguiente texto para el ar-
tículo 30:

« Todo tratado que se hubiere celebrado y que
hubiere entrado en vigor de conformidad con las
disposiciones de la parte II se considerará válido, en
vigor y aplicable respecto de toda parte en el tratado,
salvo que su invalidez, su terminación o la suspen-
sión de su aplicación o la retirada del tratado
determinada resulte de la aplicación de los artículos
31 a 51 inclusive. »

SECCIÓN II. INVALIDEZ DE LOS TRATADOS

ARTÍCULO 31 : DISPOSICIONES DE DERECHO INTERNO
RELATIVAS A LA COMPETENCIA PARA CELEBRAR TRATADOS

Observaciones de los gobiernos

Birmania. Parece adoptar la posición de que la falta de
cumplimiento de las disposiciones de derecho interno
relativas a la competencia para celebrar tratados invalida,
en principio, el tratado en el plano internacional. Dice en
efecto que el artículo, en su actual redacción, « puede
crear en la partes una sensación de falsa seguridad en la
participación en tratados, en la creencia de que la carga
de probar la falta de competencia o el defecto 'evidente'
en el procedimiento recaerá en la parte que desee retirar-
se ». Sugiere que se examine más a fondo el artículo.
Checoslovaquia. Está de acuerdo con las ideas que
informan el artículo, que reflejan un « equilibrio justo y
adecuado entre el derecho interno y el derecho interna-
cional ».
Dinamarca. Recuerda la tesis que expuso sobre la
cuestión que se examina en el asunto de Groenlandia
oriental127 y dice que la referencia que se hace a esa
exposición en el párrafo 9 del comentario de la Comisión
no parece reflejar con toda exactitud la posición danesa.
Aunque estima que el texto propuesto por la Comisión
parece conceder a las disposiciones constitucionales aun
menos valor en el plano internacional que el que les
reconocen la mayoría de los autores, el Gobierno danés
está dispuesto a aceptar la propuesta como base para
resolver este complicado problema. Al propio tiempo,
duda de que, en la frase última del artículo, las palabras
« no podrá invalidar el consentimiento manifestado por
su representante » sean adecuadas. Sostiene que debe
considerarse más bien que el consentimiento no ha sido
válidamente expresado desde el punto de vista del derecho
internacional; y que la fórmula utilizada en los artículos
33 y 34 « podrá alegar... para invalidar su consentimiento
en quedar obligado por el tratado » debería emplearse
también en el artículo que se examina. A juicio del Go-
bierno danés se justificaría el uso de esta fórmula, ya que
la cuestión de la invalidez en el derecho internacional ha
de considerarse distinta de la cuestión de la invalidez en el
derecho interno, y no hay en consecuencia razón alguna
que impida que la falta de validez en derecho interna-
cional se haga depender de un criterio — el carácter
evidente de la violación de las disposiciones constitu-
cionales — que no es necesariamente procedente en el
derecho interno.

Israel. Sugiere varios cambios de forma: a) la cláusula
« competencia para celebrar tratados » en la primera
frase debería reemplazarse por « competencia para cele-
brar el tratado » ; y la cláusula « salvo cuando la violación
del derecho interno » debería reemplazarse por « salvo
cuando la violación de ese derecho »; b) la expresión
« no alterará la validez el consentimiento », utilizada en
la primera frase del artículo, puede resultar incongruente
con la expresión « no podrá invalidar el consentimiento »

127 P.C.I.J., Serie C, N.° 63, págs. 880 a 884 y N.° 66, págs.
2758 a 2759.
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empleada en la segunda frase; c) el principio general que
informa el artículo 47 parece regir en lo que respecta a
la materia objeto del artículo 31 y debería tenerse en cuen-
ta la relación mutua de estos dos artículos al redactarse
el artículo que se examina; d) la primera frase debe
redactarse en forma tal que quede en claro que la palabra
« evidente » ha de entenderse en un sentido objetivo.

Luxemburgo. Aprueba la norma enunciada en el artícu-
lo 31 en lo que respecta a la inobservancia de las disposi-
ciones de derecho interno relativas a la competencia para
celebrar tratados. Señala, sin embargo, el problema
análogo de la falta de cumplimiento de otras disposiciones
aplicables de derecho interno distintas de las relativas a
la competencia de los representantes para celebrar tratados
tales como, por ejemplo, las disposiciones referentes a
la desmilitarización del Estado, al traspaso de poderes a
una organización internacional o la garantía de derechos
y libertades fundamentales. Aunque adopta la posición
de que la falta de cumplimiento de tales disposiciones no
afecta a la validez internacional del tratado, sugiere que
estos casos se traten en el comentario del artículo.

Países Bajos. Apoya el principio general propuesto por
la Comisión. Teme, sin embargo, que la excepción que
admite la cláusula « salvo, etc. » pueda debilitar grave-
mente esa norma, ya que a los Estados que deseen eludir
sus obligaciones convencionales les será fácil presentar
ante las otras partes cualquier infracción de sus reglamen-
tos nacionales como una violación « evidente » de su
derecho interno. Sugiere que la cláusula se enuncie más
objetivamente modificándola conforme a la redacción
utilizada en el párrafo 7 del comentario:

« Salvo cuando las demás partes hubieren tenido
efectivamente conocimiento de la violación del derecho
interno o salvo cuando esta violación fuere tan evidente,
que haya de presumirse que las demás partes han tenido
conocimiento de ella. »

Portugal. Aprueba la norma enunciada en este artículo.
Al propio tiempo que señala que adolece un tanto de
imprecisión la frase « salvo cuando la violación del derecho
interno fuere evidente », duda de que sean más precisas
otras fórmulas posibles, tales como « absolutamente
evidente » o « de carácter suficientemente notorio ».
También señala que el artículo 32 entraña una limitación
adicional a la vinculación del Estado por actos no
autorizados de sus representantes, lo que es una razón
más para hacer aceptable el artículo que se examina.

Suecia. En general, aprueba el principio propuesto por
la Comisión como norma básica, así como la excepción
a esa norma prevista en el artículo. Cree, no obstante,
que la formulación de esta excepción no es completamente
satisfactoria, ya que si en estos casos el consentimiento
catece realmente de validez [is invalidated], no parece que
sea posible « invalidar » [en el texto inglés to withdraw]
dicho consentimiento. Sugiere que el artículo se revise
para que diga como sigue :

«... no alterará la validez del consentimiento mani-
festado por su representante. No obstante, cuando la
violación de su derecho interno fuere evidente, un
Estado podrá retirar el consentimiento manifestado

por su representante. En los demás casos no podrá
retirar dicho consentimiento sino cuando las demás
partes en el tratado accedieren a ello. »

Uganda. Parece tener reservas acerca de la norma
propuesta en el artículo 31 por estimar que « abre la
posibilidad de que en los tratados internacionales se
eludan los procedimientos constitucionales de un Estado
Miembro ».
Reino Unido. Aunque se declara en general de acuerdo
con este artículo, estima que acaso resulte de difícil
aplicación en la práctica si no se aclara la cláusula « salvo
cuando la violación del derecho interno fuere evidente ».
Esta cláusula no aclara a su juicio las personas para
quienes la violación es evidente, ni si esas personas han
de tener conocimiento real de la violación en el momento
en que se produce.

Estados Unidos. Señala que las disposiciones del artícu-
lo 31, cuando se examinan en conjunción con el comentario
sobre las mismas, han de resultar de patente aplicación en
el curso del tiempo; en efecto, el Estado que alegue tal
disposición para invalidar su consentimiento basándose
en una violación evidente de su derecho interno se en-
contrará con toda probabilidad con que, en lo sucesivo,
los Estados le exigirán que dé seguridades de que se han
cumplido todos los requisitos de su derecho interno.

Delegación de Bolivia. Se felicita de ver que, conforme
a las disposiciones del artículo que se examina, el consen-
timiento expresado por el representante de un Estado se
considera válido. Parece, sin embargo, dar su aprobación
al artículo solamente a base del supuesto de que ha de
aplicarse una norma diferente en el caso de los tratados
« solemnes »128.
Delegación de Bulgaria. Aprueba la solución propuesta
por la Comisión, pero insiste en la necesidad de que se
especifique exactamente lo que se entiende por « violación
evidente »129.
Delegación de Chipre. Aprueba el principio general
enunciado en el artículo y cree que es un error restarle
fuerza admitiendo como excepciones los casos de « viola-
ción evidente ». A su juicio no puede establecerse una
distinción completamente clara en la práctica entre
violación « evidente » y « no evidente »130.
Delegación del Ecuador. El artículo 31, a juicio de esta
delegación, no ha de presentar ninguna dificultad en el
caso de los tratados celebrados en debida forma. Sin
embargo, la delegación ecuatoriana habría preferido que la
Comisión adoptase normas precisas para definir y diferen-
ciar la adhesión, la aceptación y la aprobación, a fin de
evitar interpretaciones que pueden tener peligrosas
consecuencias. La competencia de un representante puede
prestarse más fácilmente a discusión en un tratado en
forma simplificada, exento de la formalidad de ratifica-
ción, sobre todo debido a que, según el proyecto de
articulado, ese tipo de tratados se tipifica únicamente
por la forma. Aunque es imposible darles una definición

128 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
período de sesiones, Sexta Comisión, 793.a sesión, párr. 19.

129 Ibid., 788.a sesión, párr. 13.
130 Ibid., 783.a sesión, párr. 17.
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atendiendo a su contenido, quizá podría encontrarse una
fórmula que indicase con mayor claridad la situación de
esta clase de acuerdos en el derecho internacional131.
Delegación de El Salvador. Cree que la cuestión plan-
teada en el artículo merece ser estudiada más a fondo132.
Delegación de Irán. Estima aceptable el artículo,
aunque cree necesario precisar el significado de la palabra
« evidente »133.
Delegación de Irak. Considera que el artículo debería
haberse basado en el principio « constitucionalista » más
bien que en el principio « internacionalista » ; dice que
muchos autores mantienen que el derecho internacional
deja que el derecho interno de cada Estado determine lo
referente a la concertación de tratados. A su juicio, por
tanto, el principio « constitucionalista » debería haber
servido de fundamento al artículo 31, a reserva de ciertas
excepciones en favor del principio « internacionalista »
que se justifican por la necesidad de respetar la buena
fe de la otra parte, sobre todo en los tratados multilate-
rales, en los que resulta difícil conocer los detalles del
derecho interno de todas las partes contratantes134.

Delegación de Italia. Aunque aprecia los esfuerzos de
la Comisión por dar una solución satisfactoria al proble-
ma, no puede apoyar el artículo en su forma actual. A su
juicio, un Estado no puede retirar (« withdraw ») un
consentimiento que jamás ha dado, y la declaración hecha
por el representante de un Estado en violación del derecho
interno no puede ser imputada al Estado mismo. El
problema de redacción se plantea por el hecho de que el
artículo no es perfectamente lógico. La delegación ita-
liana estima que el artículo enuncia tardíamente, y en
una forma aparentemente contradictoria, lo que debería
haberse enunciado, en forma algo diferente, en artículos
anteriores, por ejemplo los artículos 4, 11 y 12. Ninguno
de los artículos de la parte I exige que la manifestación del
consentimiento de un Estado se efectúe observando las
leyes constitucionales de éste. En la parte I, las únicas
condiciones prescritas para que se considere que un
Estado ha hecho constar su consentimiento para obligarse
por conducto de un órgano competente son las previstas
en el artículo 4. De ello se deduce, a juicio de la delega-
ción italiana, que un tratado podrá ser considerado
válido, según el artículo 4, en lo que se refiere al consen-
timiento dado por los representantes de las partes, y
nulo según el artículo 31, por motivos relacionados con
ese mismo consentimiento. La delegación italiana mantie-
ne que la función del derecho constitucional en materia
de consentimiento debe definirse en la parte que trata de
los poderes de los órganos de un Estado para obligar a
éste por un tratado, y no de modo puramente incidental
en la sección consagrada a la invalidez de los tratados.
Señala asimismo que a las normas de derecho constitu-
cional se les atribuye menos importancia que la que les
corresponde en el artículo 31, menos valor que en gran
número de tratados internacionales, y en particular en
la Carta, que dispone en su Artículo 110 que ha de ser

1 3 1 Ibid., 789.a sesión, párr. 24.
1 3 2 Ibid., 782.a sesión, párr. 3.
1 3 3 Ibid., 787.a sesión, párr. 32.
1 3 4 Ibid., 788.a sesión, párr. 19.

ratificada por los Estados signatarios de acuerdo con sus
respectivos procedimientos constitucionales 135.

Delegación de Panamá. No comparte el temor expresado
por algunas delegaciones acerca de la dificultad de distin-
guir en la práctica entre violación « evidente » y « no
evidente » del derecho interno, con el consiguiente ele-
mento de inestabilidad en las relaciones internacionales.
Expresa sin embargo la opinión de que el artículo 31
sólo se refiere a la cuestión de la competencia de los
representantes de un Estado y que en materia de celebra-
ción de tratados pueden surgir otros conflictos entre el
derecho internacional y el derecho interno, por ejemplo
cuando hay limitaciones constitucionales al otorgamiento
de concesiones en materia juridiccional. La delegación
panameña no propone por el momento que el proyecto
de artículos se haga extensivo a estos otros aspectos del
derecho interno relativos a la celebración de los tratados,
que son muchos y muy variados. Desea simplemente
hacer constar que no debe entenderse que el proyecto de
artículos constituye un conjunto acabado de normas
taxativas que dan solución a todos los problemas rela-
cionados con las causas de invalidez. A juicio de la delega-
ción panameña, el hecho de que el proyecto no se ocupe de
ciertos temas o no los desarrolle en todas sus proyecciones,
no significa que se descarten necesariamente como prin-
cipios jurídicos válidos ni que se desconozca la posibilidad
de su ulterior codificación136.

Delegación de Filipinas. El artículo merece ser examinado
con buena voluntad. Al propio tiempo, aunque la excep-
ción incluida parece conveniente, la frase « salvo cuando
la violación del derecho interno fue evidente » resulta
demasiado vaga y debería redactarse con mayor preci-
sión 137.

Delegación de Rumania. Advierte que el artículo plantea
dos cuestiones que son difíciles de conciliar; y que la
única manera de resolver la dificultad es hallar un criterio
objetivo para determinar los casos en que un Estado se
encuentra jurídicamente justificado para impugnar los
actos de su representante138.

Delegación de España. Es imposible que los terceros
Estados conozcan todas las complicadas cuestiones
planteadas por la constitucionalidad formal o extrínseca
de un tratado, para no hablar de las complicaciones que
plantea la constitucionalidad material o intrínseca.
Señala que cuando un gobierno se dispone a contratar con
otro, la otra parte violaría el principio de no intervención
si pusiera en tela de juicio su capacidad para obligarse
internacionalmente ; y que muchas constituciones guardan
silencio sobre determinados actos que pueden, no obstan-
te, establecer, mantener o extinguir obligaciones inter-
nacionales. Señala asimismo que se colocaría a los go-
biernos defacto en una situacción muy difícil si todos los
actos internacionales que según el derecho interno son
inconstitucionales hubieran de declararse nulos. Por ello,
en general, la delegación española opina que la Comisión

135 Ibid., 793. a sesión, párrs. 5 a 10.
136 Ibid., 790. a sesión, párrs. 29 y 30.
137 Ibid., 790.a sesión, párr . 8.
138 Ibid., 783. a sesión, párr . 31 .
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no debería haber debilitado el principio de que la incons-
titucionalidad de un tratado en derecho interno no afecta
su validez internacional, ni debía haber introducido un
concepto tan subjetivo como el de la violación « eviden-
te ». Además, no cree que el artículo aclare suficientemen-
te si la violación a que se refiere es sencillamente una
violación de la letra de la constitución o una violación
de la práctica constitucional, cosa que puede ser muy
difícil de averiguar para los extranjeros139.

Delegación de Tailandia. Estima que, mientras existan
en el mundo ordenamientos jurídicos distintos, resultará
utópico creer que todos los países pueden tener en común
un principio jurídico tan progresista como el contenido
en el artículo 31. Cree también que el alcance de la palabra
« evidente » no está definido con suficiente claridad y que
la aplicación del artículo puede dar lugar a controver-
sias. 140

Delegación de la República Arabe Unida. Aunque
aprecia los esfuerzos realizados por la Comisión para
conciliar el principio de la estabilidad de los tratados con
el respeto a las limitaciones constitucionales, lamenta
que el artículo 31 no sancione el principio de la incorpora-
ción de las limitaciones constitucionales al derecho inter-
nacional y se limite a reconocer la validez de ese principio
a casos excepcionales. Habría preferido una disposición
similar a la del artículo 21 del Proyecto Harvard141, que
dice como sigue : « Un Estado no queda obligado por un
tratado concertado en su nombre por un órgano o una
autoridad que, de conformidad con su propia legislación,
no esté facultado para concertarlo; sin embargo, el
Estado puede considerarse responsable por los daños
causados al otro Estado que razonablemente haya confia-
do en la manifestación de que ese órgano o esa autoridad
era competentes para concertar el tratado »142.

Delegación del Uruguay. La sdisposiciones del artícu-
lo 31 parecen razonables y adecuadas a primera vista.
Aunque estima que tal vez podría haberse hecho una
distinción entre la violación de normas formales o de
procedimiento y la violación de las normas que rigen la
competencia de los representantes del Estado, considera
que las reglas que propone la Comisión constituyen la
mejor solución del problema hasta el momento 143.

Delegación de Yugoslavia. Estima que en las cuestiones
relativas a la validez de los tratados es esencial evitar
toda ambigüedad y que resulta poco prudente introducir
una distinción entre la violación evidente y la violación no
evidente del derecho interno de un Estado. A su
juicio, ningún Estado puede hoy en día alegar justifica-
damente ignorancia del derecho constitucional de otro
Estado y cuando un Estado concierta un tratado ha de
presumirse que lo hace de conformidad con su propio

139 Ibid., 792.a s e s i ó n , p á r r s . 5 a 7.
140 Ibid., 791 . a sesión, párr. 3.
141 Research in International Law, « HI, Law of Treaties »;

Suplemento del American Journal of International Law, vol. 29,
1935.

142 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
período de sesiones, Sexta Comisión, 791. a sesión, párr. 14.

143 Ibid., 792.a sesión, párr. 27.

derecho constitucional. Mantiene que un tratado no
puede tener fuerza legal a menos que se haya celebrado
de conformidad con el derecho internacional y con las
legislaciones internas de los signatarios. Estima que este
criterio se refleja en el artículo 32 y aparece implícitamente
en todos los artículos del proyecto; no ve pues ninguna
razón para apartarse de él en el artículo que se examina144.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. La norma propuesta por la Comisión es fundamental-
mente que, salvo en caso de violación « evidente », el
hecho de que la celebración de un tratado viole su derecho
interno no permite a un Estado alegar que su consenti-
miento para obligarse por el tratado expresado por su
representante es inválido. En el decimoquinto período de
sesiones, las opiniones de los miembros de la Comisión
se encontraron en cierta medida divididas y los diferentes
puntos de vista expresados se resumen en el párrafo 12
del comentario al artículo 31. Algunos miembros habrían
preferido que no se admitiera ninguna excepción a la nor-
ma básica y que se declarara que el Estado queda obliga-
do por el consentimiento de un representante suyo consi-
derado en derecho internacional calificado para hacerlo,
en todos los casos en que parece haber sido expresado en
debida forma. Otros miembros, en cambio, consideraron
que el derecho internacional había de tener en cuenta el
derecho interno en la medida de reconocer que este
último determina el órgano o los órganos competentes
del Estado para ejercer las facultades de concertación
de tratados. La mayoría consideró sin embargo que, si
se permitía esta excepción, la complejidad y la aplicación
incierta de las disposiciones del derecho interno relativas
a la celebración de los tratados supondrían un riesgo
demasiado grande para la seguridad de los tratados. Lo
más que la mayoría estaba dispuesta a reconocer era una
excepción en los casos de violación « evidente », basándo-
se en que en tales casos el otro Estado no puede lícita-
mente afirmar que ha confiado en la expresión de consen-
timiento del representante 145. Esto, a su juicio, serviría
para prever los casos de craso abuso de poder por un jefe
de Estado u otro alto funcionario, sin comprometer el
principio fundamental. La norma formulada en 1962
constituyó pues una posición intermedia que obtuvo el
apoyo de la mayoría.

2. Diecisiete de los gobiernos y delegaciones que han
comentado el artículo que se examina se han pronunciado
en favor de la norma propuesta por la Comisión, sin
perjuicio de sugerir mejoras en su enunciado. Siete
gobiernos y delegaciones, por otra parte, parecen oponerse
a esa norma por considerar que debe darse mayor
importancia a la función del derecho constitucional como
elemento en la formación del consentimiento de un
Estado para obligarse por un tratado. Tres delegaciones
no exponen claramente su posición acerca de la cuestión
central de principio. En vista de ello, el Relator Especial

144 Ibid., 782.a sesión, párr. 12.
145 Véase : J. Basdevant, Recueil des Cours de VAcadémie de droit

international, vol. XV (1926), pág. 581; y P. Guggenheim, Survey
of the Ways in which States interpret their International Obligations
(Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia
y la Cultura), pág. 8.
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piensa que debe presumir el mantenimiento de la norma
adoptada en 1962 y tratar al propio tiempo de mejorar su
formulación a la luz de las observaciones hechas por los
gobiernos y las delegaciones.

3. Varios gobiernos han estimado que el texto debe
indicar más claramente, en primer lugar, para quiénes la
violación ha de ser « evidente » a los efectos de poner en
juego la excepción y, en segundo lugar, qué es lo que
constituye violación « evidente » del derecho interno. En
cuanto al primer punto, como la excepción se basa en el
principio de que la buena fe no permite al otro Estado
confiar en el consentimiento que un representante da en
violación evidente del derecho interno, ha de considerarse
que la violación tiene que ser evidente para ese « otro
Estado ». Ello no significa, sin embargo, que el carácter
evidente de la violación sea enteramente una cuestión
subjetiva. Lo será si se prueba que la otra parte ha tenido
realmente conocimiento de ello. Pero aun cuando falte
una prueba directa de ese conocimiento real, las circun-
stancias pueden mostrar también que una violación es tan
evidente que sería inadmisible permitir que la otra parte
niegue todo conocimiento de ella. En cuanto al segundo
punto, es claramente imposible definir en forma exhaus-
tiva y de antemano todos los casos en que ha de consi-
derarse que una violación es « evidente »; la cuestión ha
de depender en gran medida de las circunstancias de
cada caso. Lo más que puede hacerse es enunciar el
principio general con la mayor claridad posible. El Relator
Especial sugiere que una nueva formulación de la cláusula
« violación evidente » conforme a lo indicado por el
Gobierno neerlandés es lo más que puede hacerse para
atender los puntos de vista de los gobiernos sobre los dos
puntos que se acaban de señalar; un nuevo enunciado
de la cláusula en el sentido indicado aparece en el nuevo
texto del artículo que se propone más adelante en el
párrafo 9.

4. Varios gobiernos han señalado la incompatibilidad
de la cláusula « no alterará la validez del consentimiento
manifestado por el representante », que aparece en la
primera frase del artículo, con la cláusula « no podrá
invalidar el consentimiento » en la segunda frase. Estas
críticas parecen tener fundamento; efectivamente, las
palabras « excepto en este último caso », que figuran en la
segunda frase del artículo, suponen que también en los
casos de « violación evidente » el derecho atribuido por
el artículo al Estado interesado es invalidar su consenti-
miento, y ello no es congruente con la « invalidez » atri-
buida por el artículo al consentimiento en la parte ante-
rior. El Gobierno sueco estima que puede eludirse la
dificultad mediante un texto que divida el artículo en tres
partes, en lugar de dos. Sin embargo, el Relator Especial
se inclina a pensar que la mejor solución consiste sencilla-
mente en omitir la segunda parte. Si se examina ésta
detenidamente, se comprueba que no hace más que
enunciar una consecuencia necesaria de la norma estable-
cida en la primera parte. Si, conforme a la disposición
general de la primera parte, la manifestación del consenti-
miento por el representante obliga al Estado, se desprende
necesariamente que éste no podrá retirarse del tratado si
no es con el consentimiento de las otras partes.

5. Parece acertada la sugestión del Gobierno danés de
que la fórmula utilizada en el artículo que se examina se
ajuste a la empleada en los artículos 33 y 34: « podrá ale-
gar... para invalidar su consentimiento...». Es por tanto
esta fórmula la que se emplea en el nuevo texto que figura
en el párrafo 9.

6. En dos de las observaciones (Luxemburgo y Panamá)
se interpreta que el artículo se refiere únicamente a las
violaciones de las disposiciones del derecho interno que
regulan la competencia de los órganos de un Estado para
ejercer la capacidad de celebrar tratados, y se estima que
debía hacerse extensivo a las violaciones de otras disposi-
ciones constitucionales. La Comisión tuvo muy en cuenta
que las restricciones constitucionales relativas a la compe-
tencia del poder ejecutivo para celebrar tratados no se li-
mitaban a las disposiciones de procedimiento referentes
al ejercicio de las atribuciones para concertar tratados,
sino que podían derivar también de disposiciones de dere-
cho sustantivo contenidas en la constitución. Tiene tam-
bién entendido el Relator Especial que, al utilizar las
palabras « el hecho de que una disposición del derecho
interno relativa a la competencia para celebrar tratados
no hubiere sido observada », la Comisión se propuso
prever ambas formas de restricciones de la competencia.
Sin embargo, en vista de que estas palabras han sido
interpretadas en un sentido diferente por los dos Estados
citados, el Relator Especial sugiere que acaso convenga
reemplazarlas por la frase más amplia « el hecho de que
un tratado haya sido celebrado en violación de su derecho
interno ».

7. El Relator Especial duda también de que en el
artículo 31 (la situación es diferente en el artículo 32) sea
necesario relacionar directamente el artículo con las
disposiciones del artículo 4 relativas a los plenos poderes
para representar al Estado en la celebración de tratados.
Aunque pueda existir cierta vinculación entre los dos
artículos, la cuestión objeto del artículo que se examina
no consiste fundamentalmente en la prueba de los plenos
poderes, conforme al derecho internacional, sino en las
restricciones impuestas por el derecho interno al ejercicio
de la capacidad para celebrar tratados. Si se omite toda
referencia al artículo 4, el enunciado del artículo será más
ligero y habrá menos posibilidades de que se interprete
de modo que limite su aplicación a las disposiciones del
derecho interno relativas a la distribución de las atribu-
ciones para concertar tratados entre los órganos del
Estado. Por ello, en el nuevo texto del artículo que se
propone en el párrafo 9 no se hace ninguna referencia a
las disposiciones del artículo 4.

8. Exige también estudio la observación del Gobierno de
Israel en el sentido de que el principio general que informa
el artículo 47 (pérdida del derecho a alegar la nulidad de
un tratado) rige el artículo que se examina y debe tenerse
en cuenta en su redacción. El artículo 47, tal como se
halla actualmente redactado, no abarca el artículo que se
examina, ya que expresamente se refiere a los artículos
32 a 35, sin mencionar el artículo 31. En sus observaciones
al artículo 47, los Gobiernos de Portugal y Suecia, así
como el de Israel, expresan la opinión de que el artículo
que se examina debe quedar comprendido en el campo de
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aplicación de ese artículo 47. Se estima que esta posición
es exacta. Pero, aunque debe tenerse presente esta cuestión
al examinar el artículo en cuanto al fondo, parece más
bien que cualquier cambio al respecto habrá de hacerse
en el texto del artículo 47.

9. Habida cuenta de las anteriores observaciones, el
Relator Especial sugiere que se redacte el artículo en la
siguiente forma:

« Violación del derecho interno
» El hecho de que un tratado haya sido celebrado en

violación de su derecho interno sólo podrá ser alegado
por un Estado para invalidar su consentimiento en
quedar obligado por ese tratado si la violación de su
derecho interno era conocida por los demás Estados
interesados o fue tan evidente que ha de considerarse
que éstos tuvieron conocimiento de ella. »

ARTÍCULO 32 : CARENCIA DE FACULTAD PARA
OBLIGAR AL ESTADO

Observaciones de los gobiernos

Israel. Sugiere que se redacte de nuevo la frase « obliga-
do por un tratado », del párrafo 1, para que diga « obliga-
do por el tratado ». Sugiere también que no se enuncie
la norma en forma negativa sino en forma positiva, del
modo siguiente: «... el acto de ese representante surtirá
efecto jurídico si fuere ulteriormente confirmado... ». En
el párrafo 2, el Gobierno de Israel sugiere que se sustituya
la palabra « facultad » por « autorización » y que se
modifique de nuevo la frase « obligado por un tratado »
para que diga « obligado por el tratado ». Estima tam-
bién que en la última frase del párrafo debe hacerse
patente que las instrucciones específicas señaladas al
representante han de ser comunicadas a los demás Estados
partes antes de dar cima a las negociaciones. Propone
asimismo que, con sujeción al artículo 46, debería incor-
porarse una disposición adecuada acerca de la divisibili-
dad de las disposiciones del tratado.

Portugal. Suscribe explícitamente los principios formu-
lados en artículo, y expone su interpretación del mismo.
Estados Unidos. Recuerda sus observaciones sobre el
artículo 4, en las cuales sugiere que « cualquier otro re-
presentante » (es decir, distinto de los jefes de Estado,
etc.) no debe estar siempre obligado a exhibir sus plenos
poderes, sino únicamente a petición de la otra parte con-
tratante. Afirma también que en muchos casos el nombra-
miento de un representante en una negociación va prece-
dido de un acuerdo en un plano más alto sobre cuestiones
de fondo, y que las circunstancias del caso pueden hacer
evidente que determinado individuo o determinada
misión cuenta con plenos poderes. Adopta asimismo la
posición de que la referencia al artículo 4 en el presente
artículo es un tanto ambigua, pues « parece ignorar el
hecho de que un representante puede poseer ciertas
credenciales, según la actual redacción de los párrafos 3 a
6 del artículo 4 ». A la luz de esas observaciones el Go-
bierno de los Estados Unidos propone que se revise el
párrafo 1 para que diga lo siguiente:

« Cuando el representante de un Estado a quien,
según las disposiciones del artículo 4 o en vista de las
circunstancias concurrentes, no pudiere considerarse
dotado de la facultad necesaria para manifestar el
consentimiento de su Estado en quedar obligado por un
tratado, ejecutare sin embargo un acto como si estu-
viere facultado para manifestar ese consentimiento, el
acto de ese representante podrá considerarse por alguna
de las partes como carente de efecto jurídico, salvo
que fuere ulteriormente confirmado, expresa o tácita-
mente, por el Estado que representa. »

En el párrafo 2, simplemente para subrayar el sentido
evidente del párrafo, sugiere que al final del mismo se
añadan las palabras « antes que aquél manifestare el
consentimiento ».

Delegación de la India. No le satisface la terminología
del párrafo 2, que a su parecer se refiere a unas restriccio-
nes secretas, pues el instrumento en que constan las
plenipotencias especifica normalmente, para información
de los demás Estados contratantes, cualesquiera restric-
ciones no secretas a esos poderes146.

Delegación del Paquistán. Considera que debe sustituirse
en el párrafo 1 la palabra « carecerá » por las palabras
« podrá carecer ». El nombramiento de los representantes
encargados de redactar y negociar un tratado suele ir
precedido de una decisión adoptada en un plano jerárqui-
co elevado, por lo que es preferible evitar toda fórmula de
carácter imperativo147.

Delegación de España. Señala que el término « facultad »
que figura en el texto español no expresa adecuadamente
la autorización concedida por una persona a otra para
representarla en una transacción jurídica; y que sería más
adecuado el término « poder » o « apoderamiento »148.

Observaciones y propuestas del Relator Especial

1. Por lo que se refiere al párrafo 1, la observación de
mayor trascendencia de las formuladas por las delega-
ciones y gobiernos es la del Gobierno de Estados Unidos
en la que se señala que la referencia a las disposiciones
del artículo 4 es ambigua por cuanto parece ignorar que
un representante pueder poseer ciertas credenciales según
los términos de ese artículo. Ajuicio del Relator Especial,
la observación no tiene excesivo peso ya que la referencia
en el presente párrafo a las disposiciones del artículo 4
tiene un sentido muy general, y en el párrafo 2 se prevé
el caso de poderes restringidos. La preocupación del
Gobierno de los Estados Unidos parece guardar más
bien relación con las disposiciones del propio artículo 4,
respecto del cual ha subrayado que en la práctica se
prescinde de los plenos poderes cuando un acuerdo
anterior en cuanto al objeto de las negociaciones u otras
circunstancias concurrentes evidencia que un represen-
tante está plenamente autorizado para celebrar el tratado.
La Comisión ha tenido en cuenta esa observación al

146 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo
período de sesiones, Sexta Comisión, 783. a sesión, párr . 3.

147 Ibid., 791. a sesión, párr. 27.
148 Ibid., 792.a sesión, párr. 2.
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estudiar de nuevo el artículo 4, cuyo texto ha sido consi-
derablemente modificado en el actual período de sesiones.
En cualquier caso, las modificaciones introducidas en el
texto del artículo 4 exigen que se introduzcan determina-
das modificaciones en el presente artículo.

2. La parte dispositiva del párrafo 1 en su redacción
actual enuncia que todo acto no autorizado de un repre-
sentante « carecerá de efecto jurídico » salvo que sea
ulteriormente confirmado por el Estado que representa.
El Relator Especial dice que, al igual que en el caso del
artículo 31, sería conveniente utilizar una fórmula más
próxima a las de los artículos 33 y 34 relativos al dolo y
al error; dicho de otra forma, sugiere que esa disposición
se enuncie de nuevo como un derecho a alegar la carencia
de autorización como motivo que invalida la manifesta-
ción del consentimiento del Estado para obligarse por el
tratado.

3. El Relator Especial considera que la sustitución de
la palabra « facultad » por « autorización », que propone
el Gobierno de Israel, constituye una mejora. También
estima aceptable la propuesta de los Gobiernos de Israel
y de Estados Unidos de añadir al final del párrafo una
frase que exprese con mayor claridad el requisito de
que se pongan en conocimiento de los demás Estados las
restricciones a la autorización conferida a un representante
antes de que éste exprese el consentimiento de un Estado.

4. Al igual que en el párrafo anterior, el Relator Especial
sugiere que la disposición se redacte como un derecho a

alegar la carencia de autorización como motivo para
invalidar la expresión del consentimiento de un Estado
para obligarse por el tratado.
5. El Relator Especial sugiere también que se le dé un
sentido más concreto al título del artículo, cambiándolo
por el de « Actos no autorizados de un representante ».

6. Habida cuenta de las anteriores observaciones, el
Relator Especial propone que se redacte de nuevo el
artículo en la forma siguiente:

« Actos no autorizados de un representante

» 1. Cuando un representante a quien, según el
artículo 4, no se considere que representa a su Estado
a los efectos oportunos, ni que está dotado de la necesa-
ria autorización, afirme manifestar el consentimiento
de su Estado en obligarse por el tratado, podrá invo-
carse la falta de autorización de ese representante
como motivo para invalidar tal consentimiento, salvo
que éste haya sido ulteriormente confirmado, expresa
o tácitamente, por el Estado que representa.

» 2. Cuando la autorización de un representante
para manifestar el consentimiento de su Estado en
obligarse por el tratado haya sido objeto de determina-
das restricciones, el hecho de que ese representante no
se atenga a tales restricciones sólo podrá invocarse
como motivo para invalidar el consentimiento cuando
esas restricciones hayan sido puestas en conocimiento de
los demás Estados contratantes antes de que el represen-
tante haya expresado ese consentimiento. »


